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9Prefacio
Prefacio
Joan Martínez Alier y Beatriz Rodríguez Labajos*
Este	 es	un	 libro	novedoso	y	 excelente	que	 recoge	 inventarios	de	 con-
flictos	ambientales	en	México,	en	especial	en	Jalisco.	Algunos	casos	son	
analizados	en	profundidad.	Son	a	menudo	conflictos	por	el	uso	del	agua	
(como	en	la	presa	El	Zapotillo,	construida	por	la	empresa	española	fcc, sin 
respetar	los	deseos	locales	ni	los	valores	arqueológicos	y	religiosos);	conflic-
tos	relacionados	con	la	extracción	de	biomasa	(deforestación,	monocultivos	
de	árboles)	y	en	defensa	del	maíz	campesino	frente	a	 las	 importaciones;	
conflictos	de	minería	y	de	extracción	de	combustibles	fósiles,	y	conflictos	
por	ubicación	de	residuos	(como	el	caso	de	Metalclad	en	San	Luís	Potosí,	
hace ya algunos años).
El	más	 voluminoso	 residuo	 de	 la	 economía	 industrial	 es	 la	 emisión	
excesiva	de	dióxido	de	carbono,	que	está	causando	el	cambio	climático.	
Los	principales	responsables	son	los	países	ricos,	con	sus	emisiones	despro-
porcionadas	históricas	y	actuales.	Por	tanto,	cada	vez	que	los	gobiernos	de	
esos	países	se	reúnen	para	discutir	de	manera	infructuosa	el	tema,	apare-
cen	grupos	de	la	sociedad	civil	que	les	recriminan	su	actitud.	Así	ocurrió	
en	Cancún	en	diciembre	de	2010,	y	un	interesante	capítulo	de	este	libro	
analiza las actuaciones de distintos grupos de México que participaron en 
tales	protestas	defendiendo	la	justicia	climática.
* Institut de Ciència i Tecnologia Ambientals de la Universitat Autónoma de Barcelona, invierno de 2011.
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Las	injusticias	del	cambio	climático	son	solo	algunas	de	las	 injusticias	
ambientales.	Hay	muchas	otras,	de	ámbito	geográfico	más	restringido.	En	
Estados	Unidos,	en	la	década	de	los	ochenta,	surgió	un	movimiento	por	la	
justicia	ambiental	y	contra	el	racismo ambiental,	que	argumentaba	que	los	
residuos tóxicos se depositaban en lugares donde había población de color 
(afroamericana	o	hispánica).	Varios	autores	de	origen	mexicano	(como	Laura	
Pulido	o	David	Camacho)	han	destacado	en	el	análisis	de	estos	conflictos	
en Estados Unidos. 
Sin	embargo,	hoy	en	día	el	movimiento	de	justicia	ambiental	tiene	alcance	
mundial.	También	se	puede	llamar	ecologismo de los pobres e indígenas. 
Los	actores	muchas	veces	no	se	llaman	ecologistas	a	sí	mismos,	aunque	en	
México	eso	ha	cambiado	y	existe	un	conocido	y	valiente	grupo	de	cam-
pesinos	ecologistas	de	Guerrero,	que	ha	luchado,	a	veces	a	costa	de	sus	
propias	vidas,	contra	 la	deforestación.	Ciertamente,	es	 larga	 la	 lista	de	
ecologistas	populares	que	han	sufrido	prisión	y	hasta	la	pérdida	de	sus	vidas	
en	México,	como	Mariano	Abarca,	en	noviembre	de	2009,	por	su	lucha	
contra	los	riesgos	de	la	empresa	de	minería	de	barita	Blackfire,	en	Chiapas.
El	primer	capítulo,	de	María	Fernanda	Paz	Salinas,	reúne	un	inventario	
de	95	casos	mexicanos	y	los	representa	en	un	mapa.	Esta	es	una	investiga-
ción	muy	valiosa	para	avanzar	en	la	elaboración	de	una	ecología	política	
cuantitativa,	que	proporcione	estadísticas	y	descubra	tendencias.	Se	puede	
argumentar	que	el	número	de	conflictos,	en	pequeñas	escalas	geográficas,	
es	mucho	mayor,	que	en	México	hay	hoy	día	miles	de	conflictos	ambien-
tales,	pero	el	intento	de	Paz	es	pionero	a	nivel	internacional.	Ella	se	basa	
en	buena	parte	en	la	información	proporcionada	en	las	grandes	asambleas	
de	los	afectados	ambientales	desde	agosto	de	2008.	En	México,	como	en	
otros	lugares,	nacen	redes	a	partir	de	las	protestas	locales,	por	ejemplo,	la	
Red Mexicana de Afectados por la Minería (rema)	(en	temas	de	minería,	
similar	a	la	Confederación	Nacional	de	Comunidades	del	Perú	Afectadas	
por la Minería, cocanami,	en	Perú)	y	el	Movimiento	Mexicano	de	Afec-
tados por las Presas y en Defensa de los Ríos (mapder)	(similar	a	la	red	
Atingidos por Barragens, en Brasil). 
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Autores	como	Heliodoro	Ochoa,	coordinador	del	libro,	junto	con	Darcy	
Tetrault	y	Eduardo	Hernández,	siguen	un	método	similar	aplicado	al	estado	
de	Jalisco	al	analizar	el	panorama	general	de	conflictos	ambientales	y	sus	
distintas	características,	para	dar	paso	después	a	casos	de	estudio	más	deta-
llados,	como	en	la	minería	de	hierro	en	la	Sierra	de	Manantlán,	en	donde	
aparecen	compañías	mexicanas,	chinas,	de	India	y	otros	países,	que	abusan	
de	los	indígenas	en	connivencia	con	sectores	del	estado	mexicano.
Quienes	escriben	este	libro	muestran	gran	conocimiento	no	solo	de	la	
realidad	mexicana	y	jalisciense	sino	también	de	la	literatura	internacional	
sobre	movimientos	ambientalistas	(distinguiendo	a	rajatabla	entre	el	conser-
vacionismo	y	el	ecologismo	popular	o	movimientos	de	justicia	ambiental).	
En	la	obra	se	pregunta	cuáles	son	las	causas	subyacentes	de	estos	conflictos	
ambientales	y	quiénes	son	los	protagonistas.	¿Hay	conflictos	locales	que	se	
convierten	en	glocales	con	intervención	de	la	sociedad	civil	de	todo	México	
e	 incluso	más	allá?	 ¿Cuáles	 son	 sus	demandas,	propuestas	y	estrategias?	
¿Constituye	ese	movimiento	por	 la	 justicia	 ambiental	una	amplia	 fuerza	
para	llevar	la	economía	hacia	una	mayor	sustentabilidad?	¿Nacen	propuestas	
productivas	con	racionalidad	ecológica	de	esas	protestas	y	movimientos	de	
resistencia?
Estas cuestiones son las líneas directrices de los restantes capítulos. La 
causa	del	aumento	de	los	conflictos	ambientales	es	el	aumento	del	meta-
bolismo	social,	es	decir,	el	creciente	uso	de	energía	y	materiales	(agua)	en	
la	economía,	y	la	consecuente	producción	de	residuos.	Hay	conflictos	de	
extracción	de	recursos,	de	evacuación	de	residuos	y	de	trasportes.	Es	cierto	
que	una	mejor	tecnología,	una	modernización ecológica puede reducir los 
impactos	hasta	cierto	punto,	pero	para	los	empresarios	capitalistas	resulta	
más	barato,	si	es	posible,	externalizar	 los	costes	ambientales	en	lugar	de	
pagarlos e incluirlos en sus cuentas de pérdidas y ganancias. Así, algunos 
capítulos	analizan,	por	ejemplo,	la	gran	contaminación	en	el	río	Santiago,	
cerca de Guadalajara.
Este	libro	es	una	gran	contribución	a	las	ciencias	ambientales,	en	par-
ticular,	a	la	sociología	ambiental	y	la	ecología	política.	Hay	otros	grupos	
de	investigación	en	el	mundo	empezando	una	tarea	parecida	de	recopilar	
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conflictos	 socioambientales,	 explicar	 sus	 causas	 y	 sus	 características,	 ver	
cuáles	son	los	resultados.	En	el	Institut	de	Ciència	i	Tecnologia	Ambientals	
(icta),	de	la	Universidad	Autónoma	de	Barcelona,	estamos	coordinando	un	
nuevo	proyecto	llamado	Environmental	Justice	Organizations,	Liabilities	and	
Trade,	es	decir,	Organizaciones	de	Justicia	Ambiental,	Pasivos	Ambientales	
y	Comercio	 Internacional	 (ejolt;	 http://www.ejolt.org),	 en	 donde,	 con	
otros	23	grupos	de	investigación	en	diversos	países,	nos	proponemos	seguir	
este	ejemplo	mexicano	e	inventariar,	hacer	mapas	y	explicar	las	causas	y	
consecuencias	de	los	cada	vez	más	abundantes	conflictos	ambientales,	para	
así	aumentar	su	visibilidad	social.	
13introducción
introducción
Darcy Tetreault, Heliodoro Ochoa García
y Eduardo Hernández González
Los	 conflictos	 socioambientales	 en	México	 se	 han	multiplicado	 en	 las	
últimas	dos	décadas.	Estos	giran	en	torno	a	 la	contaminación	industrial,	
las	 actividades	mineras,	 el	 cambio	 de	 uso	 de	 suelo,	 la	 deforestación,	 la	
construcción	de	presas,	la	introducción	de	semillas	genéticamente	modifi-
cadas,	el	mal	manejo	de	desechos	sólidos	y	la	privatización	de	tierra,	agua	
y	biodiversidad,	entre	otros.	Las	comunidades	pobres	suelen	ser	 las	más	
perjudicadas	en	este	 tipo	de	actividades	ecológicamente	destructivas,	y	
se	enfrentan	a	promotores	privados	y	del	estado	que	detentan	el	poder.	
Así,	en	las	comunidades	marginadas	a	lo	largo	y	ancho	del	país,	organiza-
ciones	populares	emergen	para	proteger	el	medio	ambiente,	la	salud	y	los	
medios	de	vida	que	las	sostienen.	Estas	forman	alianzas	con	organizaciones	
no	gubernamentales	(ong),	universidades	y	otros	sectores	de	la	sociedad	
civil,	con	lo	que	constituyen	movimientos	socioambientales	de	raíz	 local	
que se articulan a redes nacionales e internacionales, para dar a conocer su 
lucha,	facilitar	el	intercambio	de	ideas	y	experiencias,	formular	demandas	
colectivas	y	proveer	apoyo	mutuo	y	solidario.	
Las	alternativas	a	los	conflictos	ambientales	nacen	en	comunidades	que	
se	organizan	en	el	ámbito	local	y	se	articulan	en	redes	de	largo	alcance.	Las	
estrategias	de	acción	e	 interlocución	entre	 los	 involucrados	del	conflicto	
varían	a	lo	largo	del	tiempo,	pero	los	objetivos	de	los	afectados	mantienen	
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algunas constantes: lograr el control de su territorio y recursos naturales, 
restaurar	las	condiciones	ecológicas	de	su	entorno,	mantener	sus	prácticas	
socioculturales	y	productivas,	ser	ellos	mismos	los	que	deciden	su	futuro	
y	ser	tratados	en	igualdad	de	condiciones	y	derechos.	Las	alternativas	que	
surgen	en	México	son	tan	diversas	como	los	conflictos	socioambientales	y	
los territorios en donde tienen lugar.
¿Cuáles	son	las	causas	subyacentes	de	estos	conflictos?	¿quiénes	son	los	
protagonistas?	¿cuáles	son	sus	demandas,	propuestas	y	estrategias?	¿cómo	
interactúan	con	los	actores	externos?	y	¿en	qué	medida	han	contribuido	a	
proteger	o	sanear	el	medio	ambiente,	patrimonio	de	todos?	Estas	son	algu-
nas de las principales interrogantes que se abordan en este libro, que reúne 
nueve	trabajos	de	investigadores	con	diversas	afiliaciones	universitarias.	Este	
esfuerzo	colectivo	se	originó	en	el	iv	Encuentro	Nacional	y	I	Internacional	
sobre	Estudios	Sociales	y	Región,	llevado	a	cabo	en	el	Centro	Universitario	
de	 la	Ciénega,	de	 la	Universidad	de	Guadalajara,	entre	el	13	y	el	15	de	
octubre	de	2010.	La	mayoría	de	los	autores	de	este	libro	participó	en	ese	
evento	con	ponencias	sobre	la	problemática	del	medio	ambiente,	conflictos	
socioambientales	y	alternativas	en	el	estado	de	Jalisco.	En	el	mismo	even-
to,	hubo	una	mesa	para	los	representantes	de	organizaciones	populares	de	
afectados	ambientales,	que	compartieron	sus	experiencias	de	lucha	con	la	
comunidad	universitaria	allí	 reunida.	En	este	 contexto	 surgió	 la	 idea	de	
formar	un	observatorio	para	 facilitar	 la	vinculación	entre	 investigadores	
interesados	en	estos	temas,	afectados	ambientales	y	activistas	sociales.	El	
primer	resultado	del	proyecto	es	este	libro	que	el	lector	tiene	en	sus	manos.	
Pretende	ser	un	primer	acercamiento,	sobre	todo	descriptivo,	de	los	conflic-
tos	socioambientales	en	México,	con	estudios	de	caso	en	el	estado	de	Jalis-
co.	El	horizonte	temporal	se	concentra	en	la	primera	década	del	siglo	xxi, 
haciendo	algunas	referencias	que	se	remontan	cincuenta	años	o	más,	a	fin	
de	poder	comprender	la	raíz	y	el	contexto	de	los	conflictos	aquí	estudiados.
Antes	de	seguir	adelante,	compartimos	algunas	reflexiones	sobre	los	con-
ceptos	clave	que	aparecen	de	manera	reiterada	en	las	páginas	que	siguen.	
Los	coordinadores	de	esta	obra	hemos	advertido	que	hay	diferencia	entre	un	
problema ambiental, un conflicto socioambiental y un movimiento socioam-
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biental.	No	pretendemos	ofrecer	definiciones	precisas,	pero	observamos	que	
un	problema	ambiental	puede	existir	sin	causar	por	fuerza	un	conflicto.	Por	
ejemplo,	el	problema	de	contaminación	en	el	río	Santiago	duró	varias	décadas	
antes	de	convertirse	en	uno	de	los	conflictos	ambientales	más	agudos	en	el	
occidente	del	país,	que	involucra	las	comunidades	afectadas	de	El	Salto–
Juanacatlán	y	un	conjunto	de	organismos	gubernamentales	encargados	de	la	
gestión	del	agua	y	del	control	de	la	contaminación.	El	problema	empezó	en	
la	década	de	los	setenta,	pero	fue	hasta	principios	de	este	nuevo	siglo	cuando	
se	empezó	a	escuchar	la	voz	de	los	afectados,	quienes	denunciaban	problemas	
de	salud	pública	relacionados	con	los	altos	niveles	de	contaminación	en	el	río.	
A	partir	de	entonces,	se	puede	hablar	de	un	conflicto	sobre	un	bien	ambiental:	
el	río	Santiago,	que	después	de	ser	fuente	de	agua	potable,	lugar	de	diver-
sión	y	belleza	natural,	se	convirtió	en	un	peligro	y	un	sitio	apestoso	para	
los	habitantes	de	la	ribera	y,	en	menor	medida,	para	todos	los	pobladores	
de	la	zona	metropolitana	de	Guadalajara.	De	ahí	irrumpe	un	movimiento	
socioambiental,	 impulsado	por	organizaciones	populares	(Instituto	vida, 
Un	Salto	de	Vida,	y	Comité	Ciudadano),	que	pronto	 se	articularon	con	
organizaciones	no	gubernamentales	(ong)	profesionales	—por	ejemplo,	el	
Instituto	Mexicano	de	Desarrollo	Comunitario,	ac (imdec)—	y	convocaron	
la	participación	de	investigadores	y	estudiantes	de	diversas	instituciones,	
para	luego	vincularse	entre	sí	y	con	redes	nacionales	e	internacionales.1 
Siguiendo	con	las	reflexiones	sobre	los	conceptos	clave,	tal	vez	sea	redun-
dante	incluir	el	prefijo	socio–	en	el	término	conflicto	socioambiental,	pues	no	
puede	haber	un	conflicto	o	un	movimiento	sin	sujetos	sociales.	Sin	embargo,	
llegamos	a	la	conclusión	que	esta	redundancia	vale	la	pena	porque	enfatiza	la	
dimensión	social	de	los	problemas	ambientales,	una	dimensión	con	frecuen-
cia relegada a segundo plano por los optimistas tecnológicos, que creen que 
estos	problemas	se	resuelven	mediante	una	salida	tecnológica	(technological 
fix),	por	lo	general	proporcionada	por	los	líderes	del	sector	privado	con	la	
1. Este caso se analiza con más detalle en el texto “Panorama de conflictos socioambientales en Jalisco”, 
incluido en este libro.
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colaboración	del	estado.	A	diferencia	de	esa	visión	tecnocrática,	nosotros	
creemos	que,	para	superar	los	complejos	e	interrelacionados	problemas	de	
degradación	ambiental,	pobreza	y	desigualdad,	hay	que	colocar	la	dimensión	
social en el centro del análisis y soluciones. En otras palabras, se requieren 
cambios	estructurales	profundos	(políticos,	sociales,	económicos,	culturales,	
etc.)	que	solo	los	movimientos	sociales	pueden	impulsar.	
Los conflictos socioambientales en México
Si	bien	las	luchas	sociales	en	el	campo	mexicano	siempre	han	tenido	una	
dimensión	ecológica	implícita,	no	fue	sino	hasta	finales	de	los	años	setenta	
que	los	protagonistas	de	estas	empezaron	a	destacar	su	carácter	ecologista.	
En	esa	coyuntura,	marcada	por	el	surgimiento	de	movimientos	populares	
reivindicativos	y	por	una	mayor	conciencia	de	los	problemas	ambientales	
asociados	al	proceso	de	industrialización,	se	encuentran	ejemplos	de	orga-
nizaciones	campesinas	e	indígenas	que	emplean	discursos	ecologistas	para	
respaldar	sus	protestas	y	demandas	 (Bray,	1997).	Dos	casos	citados	con	
frecuencia	son	el	Pacto	Ribereño,	formado	en	1976	por	23	núcleos	agra-
rios	en	el	estado	de	Tabasco,	con	el	propósito	de	demandar	a	Petróleos	
Mexicanos (pemex) por la destrucción que este había causado en tierras 
agrícolas,	y	la	Organización	Ribereña	contra	la	Contaminación	del	Lago	
de Pátzcuaro (orca),	creada	en	1979	para	prevenir	la	construcción	de	un	
centro	de	 investigación	de	energía	nuclear	en	 la	comunidad	 indígena	de	
Santa Fe de la Laguna, Michoacán.2
Luchas	como	estas	proliferaron	durante	las	siguientes	décadas	(Velázquez	
García,	2010).	Hacia	1991,	había	alrededor	de	30	organizaciones	campesinas	
e	indígenas	que	llevaban	a	cabo	acciones	de	protesta	y	demanda	en	contra	
de	la	contaminación	industrial	a	todo	lo	largo	del	país	(Toledo,	1992).	Al	
mismo	tiempo,	formas	de	producción	ecológica	y	socialmente	sustentables	
emergieron	de abajo,	como	la	agroecología	(Morales	Hernández,	2004),	el	
2. Para una descripción detallada de estos dos movimientos, véanse, por ejemplo, Flores, Paré y 
Sarmiento (1988), Bray (1997) y Velázquez García (2010).
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comercio	justo	(Roozen	y	Van	der	Hoof,	2002)	y	el	manejo	forestal	comu-
nitario (Bray et al,	2003).	Algunos	investigadores	(Nigh,	1992;	Carruthers,	
1996;	Toledo,	2000a,	entre	otros)	han	observado	que	los	protagonistas	de	
estas	alternativas	tienden	a	ser	indígenas,	reciben	apoyo	técnico	de	organi-
zaciones	civiles,	y	en	general	reflejan	lo	que	Enrique	Leff	(1996)	llama	una	
nueva	racionalidad	ecológica–productiva.
Durante	los	últimos	años,	los	conflictos	socioambientales	se	han	manifes-
tado	en	muchas	partes	de	México,	ahora	no	solo	en	el	campo	sino	también	
en	contextos	urbanos.	Algunos	de	los	conflictos	que	más	atención	han	reci-
bido	a	nivel	nacional	giran	en	torno	a	la	construcción	de	grandes	presas	o	
la	amenaza	de	construirlas	(por	ejemplo,	las	de	Arcediano	y	El	Zapotillo	en	
Jalisco, La Parota en Guerrero, Paso de la Reina en Oaxaca, y la Picachos 
en	Sinaloa);	la	destrucción	masiva	causada	por	compañías	mineras	(como	
Blackfire,	en	varias	partes	de	Chiapas,	New	Gold	y	First	Majestic	Silver,	en	
San	Luis	Potosí,	y	Fortuna	Silver,	en	Oaxaca);	la	contaminación	causada	
por	las	maquiladoras	en	Tijuana,	las	Granjas	Carroll	(Smithfield	Foods)	en	
Veracruz,	y	los	desechos	industriales	y	municipales	que	se	vierten	en	el	río	
Santiago,	entre	muchos	otros.	Además,	ha	habido	protestas	en	contra	de	
planes	de	infraestructura	del	trasporte:	la	extensión	de	la	línea	12	del	me-
tro en el Distrito Federal hasta Tláhuac; el proyecto de aeropuerto en San 
Mateo	Atenco;	el	megaproyecto	de	construcción	de	autopistas	en	el	estado	
de	Puebla,	y	la	carretera	Bolaños–Huejuquilla	en	Jalisco.	Hay	muchos	otros	
casos	y	todos	tienen	una	dimensión	ecológica	explícita	en	los	discursos	de	
los	manifestantes.	
Según	Mina	Navarro	y	César	Enrique	Pineda	(2010),	estos	conflictos	
reflejan	luchas	anticapitalistas	que	han	surgido	para	resistir	“la	acumulación	
por	 desposesión”,	 para	 usar	 una	 frase	 popularizada	 por	David	Harvey.	
Desde	el	punto	de	vista	de	este	último	autor,	las	políticas	neoliberales	de	
las	últimas	tres	décadas	facilitaron	“la	acumulación	por	desposesión”,	un	
proceso	equivalente	a	“la	acumulación	originaria”	o	“primitiva”	de	la	que	
habla	Karl	Marx	en	el	primer	volumen	de	Capital,	“basada	en	la	depreda-
ción,	el	fraude	y	la	violencia”	(Harvey,	2004:	112).
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Las	primeras	redes	nacionales	de	organizaciones	ambientalistas	en	México	
aparecieron	en	los	años	ochenta,	por	ejemplo,	la	Red	Alternativa	de	Eco–
Comunicación,	la	Federación	Conservacionista	Mexicana	y	el	Movimiento	
Antinuclear	Mexicano.	Sin	embargo,	estas	se	desvanecieron	con	el	tiempo	
(Velázquez	García,	2010).	Más	recientemente,	se	han	creado	cuatro	impor-
tantes redes nacionales para coordinar las luchas ecologistas en México: la 
Red	en	Defensa	del	Maíz	Nativo	(rdmn), que nació en enero de 2001, 
tres	meses	después	del	descubrimiento	de	maíz	transgénico	en	Oaxaca;	
el	Movimiento	Mexicano	de	Afectados	por	las	Presas	y	en	Defensa	de	
los Ríos (mapder),	conformado	en	octubre	de	2004;	la	Red	Mexicana	
de Afectados por la Minería (rema), creada durante el v Encuentro del 
mapder,	en	junio	de	2008,	y	la	Asamblea	Nacional	de	Afectados	Ambien-
tales (anaa),	creada	en	agosto	de	2008,	con	la	participación	de	más	de	80	
organizaciones locales y regionales (Barreda, 2010). Por otra parte, estas 
redes	nacionales	se	vinculan	con	organizaciones	internacionales,	tales	como	
la	Vía	Campesina,	International	Rivers	y	 la	Red	Latinoamericana	contra	
Represas,	 además	 de	 relacionarse	 con	 instituciones	 de	 investigación	 en	
diferentes países.
De	acuerdo	con	Joan	Martínez	Alier	(2009),	estas	movilizaciones	pue-
den	ser	vistas	como	“el	ecologismo	de	los	pobres”,	con	objetivos	que	se	definen	
en	términos	de	las	necesidades	ecológicas	para	la	vida,	lo	que	implica	resguar-
dar	los	recursos	naturales	fuera	del	sistema	capitalista.	Desde	esta	perspectiva,	
el	desarrollo	capitalista	ha	generado	conflictos	ecológicos	distributivos,	sobre	
todo en el sur global,	con	los	beneficios	económicos	concentrados	en	las	manos	
de	los	relativamente	ricos	(constructores	inmobiliarios,	dueños	de	fábricas,	ac-
cionistas	de	compañías	mineras,	productores	de	biotecnología,	etc);	mientras	
que	los	costos	se	pagan	de	manera	desproporcional	por	los	pobres	(indígenas,	
campesinos,	trabajadores	populares	y	pobladores	de	barrios	marginados),	
en	particular	los	que	viven	cerca	de	los	focos	de	contaminación	y	aquellos	
cuyos	medios	de	vida	son	amenazados.	De	ahí	surge	la	resistencia.
“La	historia	está	llena	de	movimientos	ecologistas	de	los	pobres,	es	decir,	
de	conflictos	sociales	con	contenido	ecológico	y	cuyos	actores	tenían	una	
percepción	ecológica”	(Martínez	Alier,	1994:	20).	Mauricio	Folchi	está	de	
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acuerdo	en	tanto	que	los	conflictos	sociales	con	contenido	ecológico	tienen	
una	larga	historia,	pero	señala	que	no	siempre	“enfrentan	exclusivamente	
a pobres contra ricos, ni a poderosos contra débiles”, e ilustra esto con 
algunos	 ejemplos	 de	 la	 historia	 de	Chile	 (Folchi,	 2001:	 99).	 Este	 es	 un	
punto	importante	que	no	hay	que	perder	de	vista.	Por	otra	parte,	a	todas	
luces	los	conflictos	que	se	acercan	al	tipo	ideal	(en	el	sentido	weberiano)	del	
“ecologismo	de	los	pobres”	se	están	multiplicando	en	el	marco	neoliberal,	
cuando	menos	en	México.	
Lo	anterior	se	constata	en	el	capítulo	“Deterioro	y	resistencias.	Conflic-
tos	socioambientales”	de	este	 libro,	donde	se	presentan	por	primera	vez	
los	 resultados	de	una	 investigación	exhaustiva	 llevada	a	cabo	por	María	
Fernanda	Paz	Salinas	entre	mayo	de	2009	y	mayo	de	2011.	A	través	de	
su colaboración con la anaa,	y	con	base	en	una	revisión	sistemática	de	la	
prensa	nacional,	esta	investigadora	ha	registrado	95	casos	de	conflictos	so-
cioambientales	en	21	estados	de	la	república.	Paz	Salinas	reconoce	que	este	
panorama	es	incompleto,	que	hay	vacíos	donde	existen	conflictos	que	no	
han sido atendidos por parte de la prensa nacional, ni tienen representación 
en la anaa.	Por	otra	parte,	su	investigación	pionera	nos	da	una	idea	sobre	
la localización de sitios en resistencia, los recursos afectados o en disputa, 
el	tipo	de	afectación	y	las	causas	inmediatas	de	la	misma.	A	nivel	nacional,	
39%	de	los	casos	tienen	que	ver	con	cuestiones	de	agua,	25%	con	tierras	de	
cultivo	y	territorio,	y	15%	con	áreas	protegidas.	En	cuanto	a	las	causas	in-
mediatas,	más	de	la	mitad	dimanan	de	procesos	de	urbanización,	industria	
y	minería	a	cielo	abierto.	Las	causas	estructurales	tienen	dos	vertientes	que	
no	se	excluyen	mutuamente:	“una	económica,	vinculada	a	los	procesos	de	
desarrollo,	expansión	del	capital	y	privatización	de	los	bienes	naturales,	y	
otra	política,	que	se	expresa	a	través	de	la	imposición,	la	corrupción,	el	cam-
bio en el rol del estado y las luchas de poder que debilitan las capacidades 
políticas	en	los	ámbitos	locales”.	Esta	reconocida	investigadora	concluye	
que	los	conflictos	socioambientales	se	presentan,	“no	como	un	problema	de	
la	 sociedad	 contemporánea	 sino	 como	una	oportunidad	para	detener	 el	
deterioro,	ofrecerle	resistencia	y	generar	(o	regenerar)	formas	asociativas	
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que	expresen	e	impulsen	proyectos	contra	hegemónicos”.	En	este	sentido,	
les	da	la	bienvenida.
El	capítulo	“Movilizaciones	en	torno	a	la	Conferencia	de	las	Partes	en	
Cancún:	lazos	solidarios	multiplicados	por	el	mundo”	tiene	como	objetivo	
hacer	una	reflexión	sobre	las	movilizaciones	en	torno	a	la	16	Conferencia	
de	 las	Partes	de	 la	Convención	Marco	de	 las	Naciones	Unidas	 (cop16), 
realizada	 en	Cancún	 a	 finales	 de	 2010.	 Como	 participante	 en	 dicha	
movilización,	 Lizette	 Santana	 Belmont	 describe	 la	 trayectoria	 de	 tres	
caravanas	que	pasaron	por	lugares	de	deterioro	y	conflicto	socioambiental	
en	diversas	partes	de	México,	hasta	confluir	en	el	Distrito	Federal,	y	de	ahí	
seguir	su	camino	hacia	Cancún.	
Desde	una	postura	militante,	nos	ofrece	una	sinopsis	de	la	problemática	
ambiental	y	de	las	luchas	de	resistencia	que	hay	en	aquellas	localidades	
donde	las	caravanas	hicieron	escala;	menciona	las	múltiples	organizacio-
nes	que	participaron	y	describe	la	identidad	colectiva	que	se	tejió	sobre	el	
camino.	Por	otra	parte,	analiza	de	manera	crítica	y	con	detalle	los	mecanis-
mos	promovidos	por	el	Banco	Mundial	para	enfrentar	el	cambio	climático,	
así	como	“los	acuerdos	y	desacuerdos”	de	la	cop16, y los contrasta con las 
propuestas	alternativas	presentadas	en	el	Campamento	de	Vía	Campesina	
y	en	el	Foro	Global	por	la	Vida,	la	Justicia	Social	y	Ambiental,	mismas	que	
fueron	desarrolladas	en	Cochabamba	en	abril	de	2010	(Los	Acuerdos	de	
Cochabamba).	Para	esta	autora	y	activista	social,	no	cabe	duda	que	dichas	
alternativas	apuntan	a	un	camino	hacia	adelante.	
Desde	 acercamientos	metodológicos	 distintos	 y	 a	 escala	 estatal,	 los	
siguientes	dos	textos	ofrecen	un	panorama	de	los	conflictos	socioambien-
tales	en	Jalisco.	“Mapeo	de	conflictos	ambientales	y	alternativas	en	Jalisco,	
aportes	para	una	metodología”	empieza	por	considerar	la	relevancia	de	los	
conflictos	socioambientales	a	nivel	global,	para	después	exponer	el	método	
que	el	autor,	Heliodoro	Ochoa	García,	ha	desarrollado	para	mapear	este	tipo	
de	conflictos	y	alternativas	a	nivel	municipal	en	el	estado	de	Jalisco.	Primero,	
resume	los	antecedentes,	es	decir,	las	bases	de	datos	que	en	esta	materia	
elaboran	instancias	gubernamentales	y	organizaciones	sociales.	Observa	que	
“ninguna	instancia	de	carácter	federal,	estatal	o	municipal	dispone	de	infor-
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mación	veraz,	completa	y	sistematizada	sobre	el	tipo	o	cantidad	de	sustancias	
y	contaminantes	que	se	manejan	en	Jalisco”.	En	cuanto	a	las	organizaciones	
sociales,	si	bien	han	sistematizado	una	gran	cantidad	de	información	sobre	
los	conflictos	con	representación	en	la	anaa y en su capítulo regional (la 
Asamblea	Regional	de	Afectados	Ambientales,	araa),	“todavía	no	ofrecen	
abiertamente	un	mapeo	de	los	conflictos	y	problemáticas	que	tienen	en	sus	
registros”.	Este	texto	pretende	llenar	este	vacío.	Con	base	en	una	revisión	
sistemática	de	notas	periodísticas	de	los	años	2005,	2008	y	2009,	Ochoa	
García	elabora	una	matriz	compuesta	de	11	variables	que	se	halla	vinculada	a	
un	sistema	de	información	geográfica.	Los	resultados	se	presentan	en	forma	
sistematizada,	fácil	de	comprender.	Con	ayuda	de	esta	herramienta	para	
la	sistematización	de	casos,	se	descubre	que	en	el	estado	de	Jalisco	existe	
un	predominio	de	conflictos	relacionados	con	el	rezago	en	el	tratamiento	
de	aguas	residuales,	así	como	el	manejo	inadecuado	y	disposición	final	de	
residuos	municipales;	le	siguen	en	importancia	las	afectaciones	a	los	bos-
ques,	aguas	superficiales	y	biodiversidad	(semillas	y	recursos	fitogenéticos),	
mientras	que	los	municipios	de	la	zona	metropolitana	de	Guadalajara	son	
sobre	todo	afectados	por	la	mala	calidad	del	aire,	escasez	de	agua	para	uso	
doméstico	y	dificultades	para	el	desarrollo	e	implementación	de	políticas	
ambientales	relacionadas	con	los	ordenamientos	ecológico	territoriales.	Con	
todo,	las	aportaciones	metodológicas	y	los	mapas	presentados	pretenden	
servir	“para	comprender	variables	espaciales	y	geográficas	implícitas	detrás	
del	conflicto	y	de	su	alternativa”.	
En	“Panorama	de	conflictos	socioambientales	en	Jalisco”,	Darcy	Tetreault	
y	Cindy	McCulligh	acercan	 la	 lupa	a	 cinco	de	 los	principales	 conflictos	
socioambientales	en	el	estado	de	Jalisco,	que	giran	en	torno	a:	la	minería	a	
cielo	abierto	en	la	Sierra	de	Manantlán;	la	contaminación	del	río	Santiago,	
en El Salto y Juanacatlán; los planes para construir la presa Arcediano en la 
barranca	de	Huentitán;	la	construcción	de	la	presa	El	Zapotillo,	y	las	manio-
bras	para	construir	la	carretera	Bolaños–Huejuquilla,	en	territorio	indígena	
wixárika.	Con	base	en	un	acercamiento	orientado	al	actor,	estos	investiga-
dores	indagan	sobre	las	organizaciones	que	protagonizan	los	movimientos	
de	resistencia	que	han	emergido	en	torno	a	esos	conflictos,	en	particular	con	
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respecto	a	sus	alianzas,	acciones,	demandas	y	propuestas.	Además,	examinan	
la	dinámica	de	la	interacción	entre	los	movimientos	estudiados,	por	un	lado,	
y	los	actores	gubernamentales	y	del	sector	privado,	por	el	otro,	buscando	
tendencias	 y	 lecciones	 para	 contribuir	 a	 un	mejor	 entendimiento	de	 las	
condiciones	necesarias	para	lograr	los	objetivos	del	movimiento	en	torno	a	
la	protección	del	medio	ambiente	y	la	defensa	de	los	derechos	humanos	de	los	
pobres.	En	su	análisis	global	de	los	cinco	estudios	de	caso	observan	avances	
importantes,	sobre	todo	en	el	terreno	de	la	concientización,	pero	también	
con respecto a la cancelación del proyecto Arcediano, la detención de la 
carretera	Bolaños–Huejuquilla	y	la	suspensión	de	los	planes	para	ampliar	
las	actividades	mineras	en	Manantlán.	Por	otra	parte,	al	tomar	en	cuenta	la	
obstinación del gobierno para seguir adelante con la construcción de la presa el 
Zapotillo,	la	persistencia	de	altos	niveles	de	contaminación	en	el	río	Santiago,	
la	continuación	de	explotaciones	mineras	a	cielo	abierto	en	Manantlán	y	la	
destrucción	de	sitios	sagrados	en	el	territorio	wixárika,	consideran	que	los	
avances	hasta	la	fecha	han	sido	“parciales	y	limitadas”,	lo	que	apunta	hacia	
la	necesidad	de	redoblar	los	esfuerzos	de	la	sociedad	civil	para	enfrentar	los	
severos	problemas	socioambientales	en	el	estado	de	Jalisco.	
Los	siguientes	tres	capítulos	se	concentran	en	estudios	de	caso	a	nivel	
local;	todos	tienen	lugar	en	el	estado	de	Jalisco.	El	capítulo	“Temacapulín:	
la lucha de un pueblo que se resiste a desaparecer”, escrito por Cecilia 
Lezama	Escalante,	profundiza	el	análisis	 sobre	el	conflicto	en	 torno	a	 la	
construcción	de	la	presa	El	Zapotillo	en	los	Altos	de	Jalisco.	Con	base	en	
entrevistas	abiertas	a	informantes	clave,	realizadas	en	las	comunidades	de	
la	región,	así	como	una	revisión	exhaustiva	de	documentos	relevantes,	esta	
investigadora	narra	la	experiencia	del	movimiento	para	detener	la	construc-
ción	de	esa	presa	y	salvar	los	tres	pueblos	que	el	proyecto	pretende	inundar:	
Temacapulín,	Acasico	y	Palmarejo.	Después	de	resumir	 los	antecedentes	
pertinentes,	Lezama	Escalante	presenta	un	análisis	detallado	de	los	diversos	
recursos	utilizados	por	los	pobladores	de	Temacapulín,	donde	la	resistencia	
ha	sido	más	feroz.	Estos	recursos	incluyen	la	organización	interna,	el	es-
tablecimiento	de	vínculos	con	redes	de	organizaciones	de	la	sociedad	civil	
y	organismos	internacionales,	el	diálogo	con	las	autoridades,	las	acciones	
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directas	(marchas	y	plantones),	las	acciones	legales,	la	búsqueda	de	apoyos	
de	partidos	políticos,	y	el	uso	de	medios	para	difundir	información	sobre	la	
lucha.	De	esta	manera,	arroja	luz	sobre	la	dinámica	de	una	batalla	prolongada	
y	pone	de	relieve	múltiples	irregularidades	legales	y	administrativas	por	parte	
de	las	autoridades.	A	pesar	de	todo,	la	construcción	de	El	Zapotillo	sigue	
avanzando,	lo	que	lleva	a	la	autora	a	preguntar:	“¿hasta	dónde	se	puede	
mantener	 la	 resistencia	 social	 ante	 una	 situación	de	 injusticia	 ambiental	
avalada	por	el	propio	gobierno?”.
En	“Semblanza	de	un	conflicto	ambiental.	San	Francisco	de	Ixcatán,	en	
defensa	de	la	vida,	la	naturaleza	y	la	cultura”,	Paulina	Martínez	González	y	
Eduardo	Hernández	González	analizan	el	caso	de	la	comunidad	indígena	San	
Francisco de Ixcatán, ubicada en la Barranca del río Santiago, dentro de los 
límites	del	municipio	de	Zapopan,	a	tan	solo	28	kilómetros	de	la	Catedral	en	
el	centro	de	Guadalajara.	Como	explican	los	autores,	Ixcatán	tiene	una	larga	
historia	de	resistencia,	tanto	para	defender	su	territorio	como	para	conservar	
sus	tradiciones	e	identidad	indígena.	Hoy	en	día,	estas	luchas	siguen	vigentes	
y	se	entretejen	con	acciones	para	proteger	la	comunidad	de	diversas	formas	
de	degradación	ambiental,	entre	las	más	preocupantes,	la	contaminación	del	
río	Santiago	y	sus	tributarios,	incluso	por	el	escurrimiento	de	los	lixiviados	
del	relleno	sanitario	metropolitano	Picachos.	Con	base	en	una	investigación	
participativa,	los	autores	ofrecen	una	descripción	detallada	del	territorio	de	
la	comunidad,	las	fiestas	tradicionales	y	las	acciones	encaminadas	a	sanear	el	
medio	ambiente.	Citan	a	los	ixcatanlenses	para	interpretar	el	significado	de	
su	activismo.	Al	mismo	tiempo,	sitúan	su	lucha	en	una	profunda	reflexión	
teórica	y	argumentan	que	la	acción	colectiva	de	esta	comunidad	apunta	al	
cuestionamiento	de	la	hegemonía	de	las	orientaciones	antropocéntricas	y	
economicistas	de	orden	capitalista.	
En	“Agua	y	conflictos	ambientales	en	la	ribera	de	Cajitilán,	Jalisco”	se	
analiza	el	caso	de	este	lago.	A	partir	de	tres	años	de	investigación	e	inter-
vención	participativa,	Laura	Velázquez	López,	Heliodoro	Ochoa	García	y	
Jaime	Morales	Hernández	reflexionan	sobre	la	problemática	socioambiental	
que	se	cierne	sobre	la	ribera	del	lago	de	Cajititlán,	ubicado	a	25	kilómetros	
hacia	el	sur	de	la	ciudad	de	Guadalajara.	Desde	un	marco	teórico	complejo,	
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que	integra	elementos	de	la	ecología	política,	el	ecologismo	de	los	pobres	y	
“la	nueva	cultura	de	agua”,	los	autores	identifican	un	conjunto	de	procesos	
generadores	de	conflictos	y	alternativas	en	torno	a	la	contaminación	y	el	
deterioro del lago y su entorno. Dichos procesos se articulan por tres ejes: 
el	uso	y	el	manejo	del	agua,	la	industrialización	de	la	agricultura,	y	la	gestión	
pública	y	social.	Como	señalan,	durante	las	últimas	dos	décadas	la	ribera	
de	Cajititlán	ha	atraído	cada	vez	más	gente	y	actividades	económicas,	sobre	
todo	en	torno	al	turismo	y	la	agricultura	industrial,	con	consecuencias	ne-
gativas	para	el	medio	ambiente	y	los	pobladores	originarios,	cuyos	medios	
de	vida	se	basan	en	la	pesca	y	la	agricultura	campesina.	De	esta	manera,	el	
agua	ha	dejado	de	ser	principalmente	“agua	vida”,	para	convertirse	en	“agua	
negocio”,	con	beneficios	que	se	concentran	en	las	manos	de	un	puñado	de	
empresarios	ajenos	a	la	microrregión.	En	este	contexto,	surgieron	conflictos	
entre	diferentes	grupos	sociales,	pero	también	alternativas,	que	incluyen	la	
agroecología,	el	comercio	justo	y	la	participación	ciudadana	en	el	manejo	
del	agua	y	los	demás	recursos	naturales	de	la	zona.	Con	todo,	los	autores	
muestran	cierto	optimismo	sobre	los	avances	hasta	la	fecha	y	el	potencial	de	
las	alternativas	para	fomentar	un	patrón	de	desarrollo	sustentable.	Al	mismo	
tiempo,	reconocen	que	“existen	retos	significativos”	no	solo	para	realizar	
una	participación	ciudadana	efectiva	 sino	 también	para	 implementar	un	
plan	de	desarrollo	que	conserve	el	medio	ambiente,	mejore	las	condiciones	
de	vida	para	los	pobladores	locales	“y	se	respeten	la	cultura,	la	identidad	y	
el	significado	que	el	lago	tiene	para	ellos”.
En	 “Fortalecimiento	de	 la	 agricultura	 sustentable	 en	 la	Costa	 Sur	de	
Jalisco:	la	construcción	de	alternativas	desde	el	quehacer	campesino	coti-
diano”,	Peter	R.W.	Gerritsen,	Pedro	Figueroa	Bautista,	Víctor	M.	Villalvazo	
López	y	Xóchitl	Cíhuatl	Castillo	Castro	reflexionan	sobre	las	experiencias	
del Laboratorio de Desarrollo Rural (ldr)	del	Centro	Universitario	de	la	
Costa	Sur	en	Autlán,	Jalisco.	Describen	las	intervenciones	diseñadas	para	
fortalecer	la	agricultura	sustentable	e	impulsar	el	comercio	justo	en	la	re-
gión.	Como	mencionan	los	autores,	estas	intervenciones	tienen	raíces	que	
remontan	a	1987,	cuando	se	creó	la	Reserva	de	la	Biosfera	de	la	Sierra	de	
Manantlán,	aunque	no	fue	sino	hasta	1995	que	empezaron	a	trabajar	de	
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manera	directa	con	grupos	de	productores	rurales.	Desde	ese	entonces,	con	
base	en	una	metodología	participativa	de	educación	popular,	el	personal	
del ldr	ha	facilitado	la	organización	de	más	de	50	talleres	para	promover	
la	agricultura	orgánica	en	22	municipios	en	el	estado	de	Jalisco.	Además,	
desde	2008,	han	facilitado	el	establecimiento	de	“tianguis	campesinos”,	en	
donde	los	productores	pueden	intercambiar	sus	bienes	entre	sí	y	venderlos	
a	un	público	más	amplio.	Los	autores	describen	los	avances	sobre	todo	en	
términos	cualitativos,	con	énfasis	en	la	participación	de	los	campesinos,	la	
revalorización	de	los	conocimientos	tradicionales	y	locales,	la	autonomía,	
la	solidaridad	y	la	sustentabilidad	ecológica,	entre	otras	cosas.	Son	optimistas	
con	respecto	al	potencial	de	replicar	y	ampliar	los	procesos	que	conducen	
hacia	 la	 agricultura	 sustentable	 y	 el	 comercio	 justo.	Al	mismo	 tiempo,	
contextualizan las experiencias del ldr	en	una	discusión	más	amplia	de	
la	crisis	multidimensional	que	aflige	el	campo	mexicano	en	la	actualidad,	la	
cual	—según	su	diagnóstico—	dimana	de	las	políticas	rurales	mal	diseñadas	
a	nivel	nacional,	la	promoción	de	tecnologías	agroindustriales	que	son	eco-
lógica	y	socialmente	destructivas,	y	el	proceso	de	globalización	en	general.	
Desde	esta	perspectiva,	tanto	la	crisis	como	las	experiencias	exitosas	del	
ldr	apuntan	hacia	la	viabilidad	de	alternativas	como	la	agroecología	y	
el	comercio	justo.	
En	 “Notas	 deshilvanadas	 sobre	 otra	 epistemología”,	 Jorge	Regalado	
Santillán	comparte	algunas	notas	sobre	una	epistemología	alternativa	para	
estudiar	los	movimientos	sociales.	El	autor	invita	a	superar	las	limitaciones	
asociadas	con	el	positivismo	y	romper	las	ataduras	del	pensamiento	euro–	y	
norte–céntrico;	sugiere	que	los	investigadores	debemos	construir	relacio-
nes	horizontales	con	los	sujetos	sociales	que	conforman	los	movimientos	
sociales.	En	vez	de	buscar	la	manera	de	enseñarles	algo	desde	arriba	y	desde	
afuera,	debemos	bajar	la	arrogancia	típicamente	encontrada	en	las	univer-
sidades	 y	 acercarnos	 a	 los	movimientos	 sociales	mirando,	 escuchando	 y	
aprendiendo	junto	con	sus	principales	protagonistas.	De	esta	manera,	dice	
Regalado	Santillán,	los	investigadores	también	nos	podemos	convertir	en	
sujetos	sociales.	Su	análisis	no	se	trata	de	manera	específica	de	los	movi-
mientos	socioambientales	sino	de	movimientos	en	general,	pues,	como	nos	
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ha	señalado	en	una	comunicación	personal,	“al	menos	quienes	se	inscriben	
en	la	Asamblea	Regional	de	Afectados	Ambientales	así	se	autodefinen,	como	
‘pueblos	en	resistencia’	y	enfáticamente	niegan	ser	ecologistas	o	ambien-
talistas”.	Como	tal,	las	reflexiones	y	los	cuestionamientos	presentados	en	
este	texto	final	sirven	para	guiar	investigaciones	futuras,	no	solo	sobre	los	
conflictos	socioambientales	sino,	de	manera	más	general,	de	las	“trasfor-
maciones	constantes	de	la	realidad	[que]	son	realizadas	sobre	todo	por	
la	acción	y	las	iniciativas	de	los	sujetos	sociales	y	no	por	el	estado,	sus	
políticas y sus instituciones.”
En	consonancia	con	los	planteamientos	de	Jorge	Regalado	Santillán,	el	
lector notará que todos los trabajos aquí reunidos se basan —en un grado 
u	otro—	en	los	principios	de	la	investigación	acción	y	participativa	(o	uno	
de	sus	múltiples	sinónimos).	Por	tanto,	queremos	cerrar	esta	introducción	
expresando	nuestra	gratitud	a	 los	 innumerables	 sujetos	 sociales	que	han	
compartido	sus	enseñanzas	y	esperanzas	con	nosotros,	en	un	gran	esfuerzo	
por	construir	alternativas	que	nos	incluyen	a	todos.	Esperamos	que	nues-
tras	investigaciones	aporten,	aunque	sea	de	manera	modesta,	a	realizar	los	
objetivos	de	las	diversas	luchas	que	se	analizan	a	lo	largo	de	este	libro.
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deterioro y resistencias. confLictos 
socioaMbientaLes en México*
María Fernanda Paz Salinas
En agosto de 2008, cerca de 30 organizaciones y grupos de ciudadanos 
de	nueve	entidades	del	país	acordaron	construir	la	Asamblea	Nacional	de	
Afectados	Ambientales	(anaa).1	Todos	venían	de	experiencias	singulares,	
de	sitios	distintos	y	con	diferentes	trayectorias	organizativas,	o	incluso	sin	
antecedente alguno de organización. Todos coincidían, no obstante, en su 
condición	de	agraviados	ambientales:	por	despojo	de	recursos	y	territorios,	
por	destrucción	o	amenaza	de	destrucción	de	su	entorno	de	vida,	o	por	
afectación	de	la	vida	misma	a	causa	de	la	contaminación	del	agua,	el	suelo	
o el aire. 
En	septiembre	de	2010,	dos	años	más	tarde,	con	la	presencia	de	1,135	
personas	de	16	estados	del	país	y	un	total	de	90	organizaciones	y	comu-
* El presente trabajo forma parte del proyecto “Conflictos socio ambientales y movilización social. 
Tipificación y análisis”, PaPiit IN305310, financiado por la Dirección General de Asuntos del 
Personal Académico (dgaPa), de la Universidad Nacional Autónoma de México (unam). Los 
datos que se presentan son avances de dicha investigación.
1. La anaa es un espacio no partidista de encuentro de organizaciones, comunidades y grupos 
de estudiantes y académicos que denuncian y luchan en contra de la afectación ambiental. Fue 
creada de manera formal en septiembre de 2008, con el objetivo de compartir experiencias, dar 
visibilidad a las luchas ambientales y proponer conjuntamente propuestas alternativas de sustenta-
bilidad. Con excepción del primer año, en el que llevó a cabo cuatro asambleas para consolidarse, a 
partir de 2010 ha sesionado cada año. Desde 2009, cuenta con un Consejo Nacional de representantes 
de las organizaciones y grupos que constituyen la Asamblea, como instancia que coordina y ejecuta 
los acuerdos tomados en ella [véase de disponible en: http://www.afectadosambientales.org/].
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nidades,	la	Asamblea	se	reunió	por	sexta	ocasión,	en	Magdalena	Ocotlán,	
Oaxaca.2	En	el	trascurso	de	estos	años,	los	conflictos	sociales	por	afectación	
ambiental	se	multiplicaron:	de	12	casos	de	conflicto	presentados	en	la	pri-
mera	asamblea,3 se pasó a 65 en la reunión de Oaxaca. Sobre ellos y otros 
más	se	pretende	llamar	la	atención	aquí.
Los	conflictos	socioambientales	no	son	un	fenómeno	reciente.	Las	dis-
putas por el uso, acceso y control de territorios y recursos naturales (agua, 
bosques,	tierras,	minerales,	etc.)	han	estado	siempre	presentes;	no	obstante,	
la	modalidad	que	ahora	presentan	es	distinta.	Hoy	no	solo	hay	una	pugna	por	
recursos	y	territorios	en	los	ámbitos	rurales;	en	las	zonas	urbanas	el	ambiente	
es	asimismo	objeto	de	disputa.	Las	causas	de	los	enfrentamientos	ya	no	se	
centran	exclusivamente	en	el	uso,	el	acceso	y	el	control	de	los	recursos	
sino	también,	y	sobre	todo,	en	la	afectación	o	el	riesgo	de	afectación	so-
cioambiental	que	generan	las	modalidades	de	apropiación	y	explotación	
en	la	era	global–neoliberal.
¿Qué	dicen	los	conflictos	socioambientales	del	avance	del	capital	en	nues-
tro	país?	¿qué	referencias	dan	del	estado	y	sus	instituciones	como	garantes	
de	los	derechos	sociales?	¿cuáles	son	las	causas	profundas	de	los	agravios	
convertidos	en	conflictos?	El	presente	trabajo	busca	presentar	un	primer	
panorama	general	de	la	experiencia	mexicana,	con	el	fin	de	acercarnos	a	
estas interrogantes. 
2. La segunda y tercera asambleas se llevaron a cabo en la ciudad de México; la cuarta se desarrolló 
en el municipio de El Salto, Jalisco, y la quinta tuvo lugar en Chichicuautla, Puebla, comunidad 
vecina al ejido La Gloria, de Perote, Veracruz, donde se asientan las granjas de puercos Carroll. 
La elección del lugar donde se realiza la sesión de la Asamblea es votada de manera colectiva y 
responde a la urgencia de la lucha que se desarrolla en el lugar elegido.
3. En la primera anaa, celebrada en la Facultad de Economía de la unam, se presentaron los casos de 
conflicto por la construcción de la presa La Parota, en Guerrero; por la construcción de carreteras 
y libramientos en Puebla, Tlaxcala y Distrito Federal; por la construcción de la línea 12 del metro 
en el Distrito Federal; por la contaminación de los ríos Atoyac, en Puebla–Tlaxcala, y Santiago, en 
Jalisco, debido a los impactos que ellos provoca en la salud de los habitantes que viven en las zo-
nas ribereñas; por la construcción de rellenos sanitarios y confinamientos tóxicos en Cuernavaca, 
Morelos, Jilotzingo, estado de México y Temascalapa, también estado de México, y por último, 
por la afectación al abasto de agua debido a los desarrollos inmobiliarios en Xoxocotla, Morelos, 
y Tecámac, estado de México.
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El	mapa	de	conflictos	que	se	presenta,	y	que	servirá	de	guía	y	referencia	
continua en esta discusión, se fue construyendo a partir de dos fuentes: 
desde la propia anaa,	que	generosamente	permitió	hacer	un	registro	de	
casos	en	sus	diferentes	sesiones,	y	desde	una	sistematización	de	información	
de	prensa,	realizada	de	manera	cotidiana	desde	el	1	de	enero	de	2010	hasta	
mayo	de	2011.	Todos	los	casos	que	se	presentan	han	sido	sistematizados	en	
una	base	de	datos	georreferenciada	y	están	documentados	con	información	
directa	captada	a	través	de	entrevistas,	y	con	información	obtenida	de	forma	
indirecta	a	través	de	la	prensa	o	en	red.	Algunos	de	ellos,	los	menos,	han	
sido	resueltos	al	momento	de	escribir	estas	líneas;	otros	más	están	en	estado	
latente;	la	gran	mayoría	está	activa.	Se	incluyen	todos	para	comprender	la	
expresión	del	fenómeno	durante	los	últimos	tres	años.
El	objetivo	de	estas	líneas	no	es	solo	descriptivo.	Desde	un	enfoque	de	
ecología	política,	 interesa	trazar	algunas	constantes	y	comenzar	a	buscar	
explicaciones	de	este	hecho	social	en	el	marco	de	procesos	tanto	de	orden	
estructural,	como	simbólico:	la	expansión	del	capital	y	su	expresión	am-
biental–territorial;	la	reconfiguración	de	la	relación	estado–sociedad	en	el	
contexto	neoliberal;	el	fortalecimiento	de	la	sociedad	civil,	y	los	procesos	
de	significación	a	través	de	los	cuales	los	sujetos	agraviados	construyen	el	
sentido	del	agravio	para	darle	forma	a	su	acción.
En	la	primera	parte	del	trabajo	se	plantea	la	aproximación	teórico	con-
ceptual	desde	donde	se	acerca	al	tema	de	los	conflictos	socioambientales.	La	
argumentación	de	la	hipótesis	sobre	sus	causas	se	desarrolla	en	la	segunda	
parte	de	este	documento,	a	partir	de	la	referencia	empírica.	El	qué,	el	por	
qué,	el	dónde,	el	cuándo	y	el	cómo	son	las	preguntas	que	guían	la	discusión	
en esta sección, en donde las preocupaciones principales giran en torno a la 
explicación	tanto	de	la	emergencia	de	los	conflictos	como	de	la	afectación	
socioambiental	que	estos	denuncian.	Por	último,	en	la	tercera	parte,	se	vuelve	
a la anaa	y	a	otras	formas	asociativas,	y	desde	ahí	se	tejen	los	comentarios	
finales	alrededor	de	los	procesos	de	resistencia	frente	al	deterioro	socioam-
biental en el México neoliberal.
30 conflictos socioambientales y alternativas de la sociedad civil
conflictos socioambientales: ¿desde dónde abordarlos?
Muchos	trabajos	hoy	día	están	enfocados	al	estudio	de	los	conflictos	re-
lacionados	con	aspectos	ambientales.	Para	algunos,	se	trata	de	conflictos	
sociales ambientalmente inducidos por procesos de deterioro o escasez en 
contextos	de	presión	poblacional.	Desde	un	enfoque	de	seguridad	ambien-
tal	y	algunos	de	los	estudios	de	la	paz,	se	busca	explicar	la	emergencia	y	
el	desarrollo	de	conflictos	sociales	de	contenido	ambiental	como	producto	
de	procesos	de	cambio	ambiental	y	competencia	por	recursos	escasos.	Los	
trabajos	 impulsados	desde	 los	 años	noventa	por	Thomas	Homer–Dixon	
(1994,	y	Percival	y	Homer–Dixon,	2001)	y	otros	investigadores	vinculados	
al	llamado	Grupo de Toronto,	buscan	documentar	con	datos	empíricos	la	
relación	entre	la	escasez,	el	deterioro	ambiental	y	los	conflictos	violentos.	
Su	tesis	es	simple:	el	deterioro	ambiental	produce	escasez	de	recursos,	y	
esta	es	causa	de	confrontación	social	cuando	además	existen	condiciones	
de	presión	demográfica	y	desigualdad	en	 la	distribución	de	 los	recursos.	
Sobrepoblación,	pobreza	y	deterioro	ambiental	se	convierten	en	las	variables	
que	explican	la	emergencia	de	conflictos.	
La	pregunta	que	no	se	formula	desde	este	enfoque	es:	¿qué	provoca	el	
deterioro	y	la	pobreza?	Con	esa	omisión	se	aborda	el	problema	con	argu-
mentos	neomalthusianos,	y	los	conflictos	ambientales	se	construyen	como	
un asunto que sucede en los países pobres.	La	dimensión	de	poder	también	
está	fuera	de	esta	discusión.	Además	de	la	pobreza	argumentativa	de	este	
enfoque,	valga	decir	aquí	que	ha	sido	también	fuertemente	criticado	por	
su	falta	de	consistencia	 teórica	y	metodológica	 (Gleditsch,	2001;	Dalby,	
2002;	Hagmann,	2005).	No	obstante,	es	muy	común	encontrar	todavía	el	
argumento	de	la	escasez	y	la	competencia	por	los	recursos	como	variables	
explicativas	de	los	conflictos.
Otra línea de explicación es la desarrollada en trabajos que se enfocan 
a	los	aspectos	institucionales	y	a	los	procesos	de	toma	de	decisiones,	como	
causales	de	 las	confrontaciones	 sociales	en	 temas	ambientales.	Desde	 las	
instancias de gobierno y las agencias de cooperación internacional, se plantea 
a	los	conflictos	como	desencuentros	entre	actores	e	intereses,	que	pueden	
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ser	subsanados	a	través	de	mecanismos	de	negociación	y	de	construcción	de	
normatividades	compartidas	que	permitan	afrontar	las	fallas	de	gobierno	
(Becerra	Pérez,	 Sáinz	 Santamaría	 y	Muñoz	Piña,	 2006;	Caire	Martínez,	
2005; Aguilar Fernández, 2003; Correa y Rodríguez, 2005). Las diferencias 
de	poder	de	los	actores	involucrados	y	los	aspectos	de	orden	estructural	no	
son	cuestionados	desde	este	acercamiento,	cuyas	bases	se	pueden	rastrear	
en los postulados funcionalistas sobre el orden social.
Desde	otra	perspectiva,	los	conflictos	ambientales	son	concebidos	como	
conflictos	sociales	que	se	generan	en	la	relación	sociedad–ambiente	en	el	
marco	del	modelo	económico	dominante.	Joan	Martínez	Alier	(2006)	les	
llama	 conflictos	 ecológico–distributivos,	 para	 remarcar	 que	 se	 dan	 bajo	
condiciones	 económicas	 y	políticas	 en	 las	que	 riesgos	 y	beneficios	de	 la	
apropiación	de	bienes	y	servicios	ambientales	se	distribuyen	de	forma	bur-
damente	desigual:	mientras	unos	se	llevan	las	ganancias,	a	otros	les	toca	
asumir	los	impactos	socioambientales	del	modelo	de	explotación.	Los	casos	
de	explotación	minera	son	de	los	más	ilustrativos	al	respecto.
A	diferencia	de	los	planteamientos	de	los	estudios	de	seguridad	ambiental	
que	dan	por	sentado	al	deterioro,	desde	la	economía	ecológica	y	la	ecolo-
gía	política,	en	la	causa	de	este	se	ubica	la	causa	del	conflicto.	El	deterioro	
ambiental	y	 sus	 impactos	 socioculturales	 son	 resultado	de	 las	 formas	de	
apropiación y explotación de recursos y territorios, de las estructuras so-
ciales	que	lo	hacen	posible	y	de	los	mecanismos	de	poder	que	lo	legitiman.	
Así,	lo	que	se	afecta	no	son	recursos	naturales	en	bruto	o	el	ambiente	en	
abstracto	sino	medios	de	subsistencia,	espacios	de	vida	y,	también,	las	formas	
de organización societaria y los procesos culturales que las estructuran y 
dan sentido; por eso, dice Arturo Escobar (2006), para explicarlos se debe 
explicar	la	interacción	entre	economía,	ecología	y	cultura.	Yo	agregaría	aquí	
también	al	poder,	para	destacar	de	manera	explícita	la	dimensión	política.
Los	conflictos	socioambientales	son	conflictos	de	poder.	Son	resistencias,	
oposiciones,	 propuestas	 y	 respuestas	 contrahegemónicas.	 Surgen	 de	 un	
agravio	socioambiental	que	solo	se	comprende	en	el	continuum	cultura–
naturaleza,	y	en	tiempos	y	espacios	específicos.	Los	agravios	de	ayer	no	son	
los	de	ahora,	y	en	cada	lugar	construyen	su	especificidad,	pero	todos	tienen	
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en	común	la	afectación	a	la	vida,	a	las	formas	de	existencia	y	al	entorno	en	
donde	estas	se	producen	y	reproducen.	Desde	esta	mirada,	se	verá	en	seguida	
cómo	se	han	presentado	en	México	en	los	últimos	años.
conflictos socioambientales en México, 2009–2011:
una primera visión de conjunto
Los	panoramas	generales	tienen	desventajas	y	ventajas.	Se	pierde	el	detalle,	
de	manera	involuntaria	se	omiten	casos,	nunca	están	todos,	nunca	son	com-
pletos;	sin	embargo,	acercan	a	la	problemática,	dan	pauta	de	las	principales	
tendencias,	muestran	su	dinámica,	confirman	hipótesis	u	obligan	a	refor-
mularlas	y	a	plantear	nuevas	interrogantes.	Eso	es	lo	que	se	busca	en	este	
trabajo. De entrada, por lo pronto, hay algo que queda claro en este esfuerzo 
de	sistematización,	y	es	el	hecho	de	que	los	conflictos	socioambientales	en	
México	son	un	fenómeno	social	que	va	en	aumento,	por	eso	es	imposible	
terminar	de	ponerse	al	día.	Por	otro	lado,	en	tanto	que	los	conflictos	son	
procesos	dinámicos	que	presentan	fases	manifiestas,	pero	asimismo	fases	
de	latencia,	a	ratos	se	desdibujan	de	la	escena	pública,	lo	que	dificulta	su	re-
gistro.	Aún	así,	su	recuento	permite	atestiguar	que	no	son	hechos	aislados	y	
coyunturales.	Tampoco	están	sujetos	a	los	tiempos	políticos	marcados	por	los	
partidos.	Los	conflictos	socioambientales	de	hoy	son	expresiones	de	procesos	
sociales,	políticos	y	ambientales	que	comenzaron	hace	más	de	dos	décadas.	
Otros,	aquellos	que	refieren	a	viejas	pugnas	por	el	control	de	recursos	y	te-
rritorios,	datan	de	tiempo	atrás.
Como	ya	se	mencionó,	recursos	y	territorios	siempre	han	sido	objeto	
de	disputa:	por	su	acceso,	su	control	o	su	uso.	Los	conflictos	agrarios	que	
dominaron	casi	todo	el	siglo	xx en nuestro país dan buena cuenta de ello. 
Los rasgos característicos de este tipo de confrontaciones son el despojo 
violento,	la	exclusión,	y	el	hecho	de	que	se	presentan	entre	individuos,	entre	
comunidades,	o	entre	individuos	y	comunidades.	
En	los	años	ochenta	y	noventa,	con	la	definición	de	la	política	ambiental	
mexicana	y	de	su	marco	legal,	comenzaron	a	surgir	otro	tipo	de	conflictos	
que	 aquí	 se	denominarán:	 conflictos	 socioambientales	de	gestión.	El	 eje	
33deterioro y resistencias. conflictos socioambientales en méxico
de	la	disputa	está	en	las	nuevas	políticas	y	normatividades	que	afectan	las	
modalidades	existentes	de	acceso	y	uso	de	recursos	y	territorios.	La	política	
de	conservación	a	través	de	la	creación	de	áreas	naturales	protegidas	en	terri-
torios habitados y con derechos de posesión; la regulación de pesquerías, y 
la	gestión	de	cuencas	hidrológicas	son	con	seguridad	los	ámbitos	en	donde	
esta	clase	de	controversias	ha	sido	más	frecuente.	Los	conflictos	ambienta-
les	de	gestión	se	presentan	tanto	por	la	imposición	de	normatividades,	por	
normatividades	contrapuestas	(tradicionales	vs.	oficiales),	o	por	ausencia	de	
normatividad	y	de	gestión.	Los	principales	protagonistas	son	las	autoridades	
de	gobierno	(de	los	diversos	órdenes	y	sectores),	comunidades	y	propietarios	
/	usuarios.
En	la	actualidad	están	todavía	presentes	viejos	conflictos	por	el	control	
de	recursos	y	territorios	de	escala	local;	existen	otros	más	en	los	que	el	eje	de	
la disputa se articula en torno al uso del recurso (agua de uso agrícola vs. 
agua	de	uso	doméstico	o	industrial,	por	ejemplo),	y	que	se	presentan	entre	
usuarios	o	entre	usuarios	y	administradores.	Los	conflictos	por	la	gestión	
ambiental	o	derivados	de	la	falta	de	esta	continúan.	Pero	los	que	dominan	
de	manera	definitiva	en	el	mapa	nacional	son	aquellos	que	surgen	por	la	
afectación	o	el	riesgo	de	afectación	socioambiental.	Si	bien	no	es	la	primera	
vez	que	se	presentan	conflictos	por	afectación	ambiental	en	la	historia	del	
país,	lo	cierto	es	que	se	han	generalizado	a	partir	del	avance	del	neolibera-
lismo.	Están	asociados	a	la	desregulación	comercial,	la	apertura	y	creación	
de	mercados,	la	mercantilización	del	ambiente,	sus	recursos	y	sus	servicios,	
y	también	de	los	espacios	públicos.	Los	conflictos	por	afectación	(o	riesgo	
de	afectación)	se	presentan	tanto	en	zonas	rurales	como	urbanas	e	implican	
a	los	actores	más	diversos;	ya	no	solo	campesinos,	caciques	y	terratenientes	
sino	también	al	estado,	las	corporaciones	nacionales	y	trasnacionales,	los	
habitantes	de	las	ciudades,	los	académicos,	los	grupos	ambientalistas	y	las	
organizaciones	sociales	y	de	la	sociedad	civil.	Lo	que	comparten	con	los	
viejos	conflictos	por	el	control	de	recursos	y	territorios	es	el	agravio	del	
despojo;	la	diferencia	está	dada	por	la	variable	extralocal	en	sus	causas	y	
actores,	y	por	la	dimensión	de	deterioro	social	y	ambiental	que	acompaña	
al	despojo	y	que	plantea	un	punto	de	no–retorno.
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En	los	últimos	dos	años,	desde	mayo	de	2009,	comencé	a	registrar	los	
casos	 de	 conflictos	 socioambiental	 que	 se	 presentaron	 en	 las	 diferentes	
sesiones de la anaa,	y	de	enero	de	2010	a	mayo	de	2011,	también	los	que	
fueron reportados por la prensa nacional.4	La	base	de	datos	al	momento	de	
escribir	este	artículo	es	de	95	casos	distribuidos	en	21	estados	del	país.	No	
son todos los casos que se han presentado en el país en ese periodo, pero 
sí	la	mayoría	de	los	más	visibles,	los	que	lograron	traspasar	los	ámbitos	lo-
cales	y	colocarse	en	la	mirada	pública.	Son	suficientes	para	dar	una	idea	de	
la	situación	sobre	su	localización,	los	recursos	socioambientales	afectados	
o	en	disputa,	el	tipo	de	afectación	y	el	origen	de	la	misma,	vista	a	partir	de	
procesos	políticos,	socioeconómicos	o	de	gestión.	En	el	mapa	se	ofrece	la	
localización	geográfica	de	los	casos	(véase	la	gráfica	1.1).
De	entrada,	llama	la	atención	la	concentración	de	los	casos	en	las	regiones	
centro–occidental,	centro	y	sur	del	país,	así	como	la	falta	de	los	mismos	
en	los	estados	de	la	península	de	Yucatán,	Tabasco,	Tamaulipas,	Coahuila,	
Zacatecas,	Durango,	Aguascalientes,	Colima	y	Nayarit.	En	el	caso	de	estos	
últimos,	la	ausencia	se	debe	más	a	un	subregistro	que	a	una	falta,	pues	segu-
ramente	existen,	pero	no	han	sido	objeto	de	atención	por	parte	de	la	prensa	
nacional	en	el	periodo	revisado,	y	la	anaa	no	ha	logrado	tener	todavía	un	
alcance en todo el territorio. Por otro lado, en el caso de los estados donde 
hay	mayor	presencia	de	conflictos,	se	puede	considerar	que	en	ellos	juegan	
factores	tales	como	una	importante	presencia	de	recursos	naturales	(agua,	
bosques	y	minerales)	en	terrenos	de	propiedad	social	(ejidos	y	comunidades	
agrarias),	así	como	una	también	importante	capacidad	de	movilización	social.
Los	recursos	socioambientales	disputados	o	afectados	(o	en	riesgo	de	ser-
lo)	son	diversos;	en	esta	categoría	se	incluyen	no	solo	los	que	generalmente	
son	clasificados	como	recursos naturales	(agua,	aire,	suelo,	bosques,	humeda-
les,	etc.)	sino	también	aquellos	otros	espacios	ambientales,	territorialidades	
o	entornos	de	vida	socialmente	construidos	y	culturalmente	significados,	y	
valorados	asimismo	en	su	dimensión	ambiental:	áreas	protegidas,	espacios	
4. Se revisaron de manera sistemática los diarios La Jornada y Reforma y, de manera ocasional, Mileno y 
El Universal. Las notas periodísticas fueron sistematizadas a través de una ficha de registro diseñada 
para tal fin.
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urbanos,	 territorios,	 sitios	 sagrados,	 tierras	 de	 cultivo	 y	 pastoreo,	 zonas	
costeras, entre otros. 
Al	considerar	este	amplio	espectro	de	 recursos	 socioambientales,	que	
comprende	bienes	naturales,	espacios	y	territorios	del	ámbito	rural	y	tam-
bién	del	urbano,	se	puede	definir	al	ambiente	desde	sus	aspectos	bióticos	
y	abióticos	como	el	entorno de vida,	el	ámbito	donde	esta	se	expresa,	se	
produce,	se	reproduce	y	se	carga	de	sentido,	por	ello	su	afectación	es	motivo	
de	enfrentamientos.
En	este	primer	recuento	se	detectaron	diez	recursos	socioambientales	
objeto de disputa.5	En	cada	caso	puede	estar	siendo	afectado	más	de	uno,	
pero	en	este	trabajo	se	sistematizó	solo	aquel	considerado	por	los	propios	
afectados	como	el	principal.	Así	entonces,	el	agua es	considerada	como	el	
Gráfica 1.1 Mapa de conflictos socioambientales 
Fuente: elaborado por Celia López Miguel.
5. Los recursos socioambientales a los que se hace referencia son: agua; tierras de cultivo; territorio; 
área natural protegida / zona de protección o reserva / parque ecológico; bosques; cerros; humedales; 
entorno urbano; zona costera, y suelo. En esta presentación fueron agrupados en una sola categoría: 
tierras de cultivo y territorio, así como bosques, cerros y humedales. 
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principal recurso afectado, en riesgo de ser afectado o en disputa, en 39% 
de los casos (37 casos); le siguen las tierras de cultivo / territorio, en 25% de los 
conflictos	registrados	(24	casos,	de	los	cuales	en	seis	se	reivindica	el	territorio	
indígena	y	en	los	18	restantes	es	la	afectación	a	las	tierras	de	cultivo	lo	que	
articula	el	conflicto);	las áreas naturales protegidas / zonas de protección o 
reserva y parques ecológicos	son	motivo	de	conflicto	en	14	casos,	 lo	que	
corresponde	a	15%	de	los	95	casos	que	comprenden	el	universo	registrado;	
nueve	conflictos	se	articulan	en	contra	de	la	destrucción	de	bosques, cerros 
o humedales,	lo	que	suma	un	9%	del	total;6 en seis casos (6%) el entorno 
urbano	está	en	el	eje	del	conflicto;	la	zona costera aparece en cuatro casos 
de	este	recuento	(4%)	y	por	último,	se	registra	un	caso	de	conflicto	por	con-
taminación	de	suelo	(1%).	En	el	cuadro	1.1	se	presenta	un	resumen	de	los	
casos	de	conflicto	en	relación	con	los	diferentes	recursos	socioambientales	
y	su	localización	por	entidad	federativa.	El	cuadro	resume	el	número	de	
casos	de	conflictos	registrados	en	cada	entidad	federativa	según	el	principal	
recurso	socioambiental	afectado	o	en	disputa,	según	como	fue	reportado	
en	la	entrevista	o	en	la	nota	hemerográfica.
En	la	matriz	presentada	en	el	cuadro	1.2	se	cruza	el	recurso	afectado	
con	el	tipo	de	afectación	de	que	es	objeto,	tanto	el	recurso	mismo	como	
su acceso o disposición, en los casos registrados. La relación entre esas dos 
variables	constituye	la	causa	de	conflicto	en	su	dimensión	ambiental.
Vale	 la	pena	detenerse	un	poco	a	comentar	 los	datos	que	arroja	esta	
matriz,	pues	estos	confirman	sospechas,	rompen	viejos	mitos	y	ponen	al	
descubierto	grandes	contradicciones.	De	entrada,	impacta	que	79%	de	los	
casos	(75)	recaigan	solo	sobre	tres	recursos	socioambientales:	agua,	tierras	
de	 cultivo–territorio	 y	 áreas	 naturales	 protegidas–zonas	 de	 reserva–par-
ques	ecológicos.	El	agua	siempre	ha	sido	considerada	un	elemento	objeto	
de	conflicto,	pero	los	datos	muestran	que	no	es	la	escasez	la	que	se	perfila	
como	causa	de	enfrentamiento	sino	 la	contaminación,	 lo	que	podría	ser	
perfectamente	evitable.
6. Se registraron dos casos de conflicto por la destrucción de cerros por la actividad minera; dos por 
destrucción de humedales, ambos por la construcción de centros comerciales, y por último cinco 
por destrucción de bosques.
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cuadro 1.1 Matriz de número de casos de conflicto registrados por entidad 
federativa según el principal recurso socioambiental afectado o en disputa
Baja California       1  1
Baja California Sur    2     2
Chiapas 2  1 1 3    7
Chihuahua   2      2
Distrito Federal 2    1 2   5
Guanajuato 1   1     2
Guerrero 1 2 1    1  5
Hidalgo 2        2
Jalisco 2 2  3   1  8
México 7 1      1 9
Michoacán  1  1 1  1  4
Morelos 6   2  2   10
Nayarit  1       1
Nuevo León    1     1
Oaxaca 3 5   3 1   12
Puebla 4 3       7
Querétaro  1  1     2
San Luis Potosí 1  1      2
Sinaloa    1     1
Sonora 1  1      2
Tlaxcala 1 1    1   3
Veracruz 4 1  1 1    7
Total 37 18 6 14 9 6 4 1 95
Entidad
federativa
Total
Recurso socioambiental afectado o en disputa
Agua
Tierras
de
cultivo
* Territorio
** Área natural protegida / zona de protección o reserva / parque ecológico
*** Bosques / cerros / humedales 
* ** *** Zonacostera
Entorno
urbano Suelo
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En	el	caso	de	la	afectación	a	tierras	de	cultivo	y	territorios	indígenas,	
se	confirma	esta	tendencia	de	desmantelamiento	del	campo	mexicano	que	
comenzó	desde	los	años	ochenta	(Tetreault,	2009)	y	de	embate	contra	las	
comunidades	campesinas	e	 indígenas,	por	 lo	que	estas	presentan	 férreas	
resistencias.	Por	último,	llama	la	atención	que	en	un	país	que	presume	de	
tener una certera	política	de	conservación	se	presenten	casos	de	conflicto	
porque	las	áreas	protegidas	y	otros	espacios	de	conservación	están	siendo	
destruidos,	o	son	amenazados	de	serlo,7 con la anuencia de la propia auto-
ridad	ambiental,	que	otorga	los	permisos	y	aprueba	las	manifestaciones	de	
impacto	ambiental.
cuadro 1.2 Matriz de afectación socioambiental en los casos de conflicto registrados
7. En los casos registrados, se encontró como causa de conflicto la afectación o amenaza de afecta-
ción a diversas áreas naturales protegidas federales, estatales y municipales, a saber: la reserva de 
biosfera Sierra de la Laguna, en Baja California Sur, amenazada por el proyecto minero Paredones 
Amarillos, de la empresa canadiense Vista Goldcorp; el parque nacional Cabo Pulmo, también en 
Baja California Sur, en donde la empresa española Hansa Urbana planea construir el desarrollo 
Tipo de
afectación
Total
Recurso socioambiental afectado o en disputa
Agua Tierras de
cultivo /
territorio
* Área natural protegida / zona de protección o reserva / parque ecológico
** Bosques / cerros / humedales 
* ** Zonacostera
Entorno
urbano Suelo
Destrucción  11 12 9 2 1  35
Contaminación 26     2 1 29
Despojo 8 13   1 1  23
Deterioro     3   3
Escasez 6       3
Invasión   1     1
Desalojo   1     1
Total 37 24 14 9 6 4 1 95
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La	afectación	al	ambiente	o	a	sus	formas	de	acceso	produce	daños	cuantifi-
cables	e	incuantificables	que	rebasan	la	dimensión	meramente	ambiental.	Los	
impactos	de	la	destrucción	ambiental	sobre	la	salud,	el	patrimonio	material	
o	las	actividades	productivas	constituyen	los	argumentos	de	algunos	de	los	
conflictos,	pero	en	muchos	otros	el	agravio	está	también	en	la	destrucción	
del	patrimonio	cultural,	los	bienes	y	lugares	cargados	de	sentido,	construidos	
simbólicamente	a	través	de	prácticas	y	representaciones	como	soportes	de	
identidades	culturales	y	 formas	de	organización	social.	El	agravio	se	ex-
tiende	asimismo	contra	la	dignidad	a	través	de	la	impunidad,	la	exclusión,	
la	discriminación,	el	abuso	y	la	negación	de	la	diferencia.	Por	eso	insisten	
algunos	autores	en	que	los	conflictos	socioambientales	se	expresan	a	través	
de	distintos	“lenguajes	de	valoración”	(Martínez	Alier,	2006;	Escobar,	2006;	
Baviskar,	2008).
¿Qué	provoca	 la	afectación	 socioambiental	o	 la	amenaza	de	que	esta	
ocurra	en	los	casos	de	conflicto	suscitados	por	ello?	En	este	trabajo	se	distin-
guen	dos	vertientes:	una	económica,	vinculada	a	los	procesos	de	desarrollo,	
expansión	del	capital	y	privatización	de	los	bienes	naturales,	y	otra	política,	
que	se	expresa	a	través	de	la	imposición,	la	corrupción,	el	cambio	en	el	rol	
del estado y las luchas de poder que debilitan las capacidades políticas en 
los	ámbitos	locales.	Aunque	las	dos	vertientes	se	implican	mutuamente	y	a	
ratos	se	confunden,	vale	bien	la	pena	distinguirlas.
Los casos registrados dan cuenta de una serie de procesos socioeconó-
micos	como	la	urbanización,	la	construcción	de	infraestructura	carretera,	
hidroeléctrica	y	de	servicios,	los	proyectos	ambientalmente amigables de 
turístico denominado Cabo Cortés; el área de protección de recursos naturales Sierra Huichola, en 
Jalisco, atravesada por la carretera interestatal Bolaños–Huejuquilla; el área municipal de protección 
hidrológica Bosque de los Colomos, el área natural protegida municipal Bosque de Nixticuil, en 
Jalisco, la zona ecológica El Texcal, en Morelos y la Reserva de Zoncuantla, en Veracruz, todas ellas 
amenazadas por intereses de fraccionadores y complacencias de las autoridades locales; están también 
el parque ecológico Los Dinamos, en el Distrito Federal, objeto de controversia en el proyecto 
de construcción de la súper vía poniente, al igual que el Bosque La Pastora, en Monterrey, en 
donde el gobierno estatal autorizó a la empresa femsa la construcción de un estadio de futbol. 
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producción	de	energía,	la	disposición	de	los	residuos,	la	explotación	minera	
y	los	desarrollos	turísticos	y	recreativos,	que	aparecen	como	causas	directas	
de	afectación	en	la	gran	mayoría	de	los	conflictos	registrados	(véase	el	cua-
dro	1.3).	Detrás	de	ellos,	impulsándolos,	están	los	procesos	de	expansión	
del	capital	a	través	de	la	creación	de	mercados	(de	tierras,	energía,	agua,	
servicios	ambientales	e	incluso	basura),	y	la	privatización	de	los	bienes	co-
munes.	Es	la	acumulación por desposesión	de	la	que	habla	David	Harvey	
(2004)	al	explicar	el	proceso	a	través	del	cual	el	capitalismo	hace	frente	
a	la	crisis	de	sobreacumulación	(excedente	de	trabajo	y	de	capital).	Desde	
la	perspectiva	de	este	autor,	una	forma	de	colocar	los	excedentes	de	ca-
pital	es	desplazarlos	“a	través	de	la	apertura	de	nuevos	mercados,	nuevas	
capacidades	productivas	y	nuevas	capacidades	de	recursos	y	de	trabajo	en	
otros	lugares”	(Harvey,	2004:	101).	Lo	que	se	ve	desde	los	conflictos	so-
cioambientales	son	estos	movimientos	y	embates	del	capital	sobre	espacios	
y	territorios	que	habían	estado	hasta	hace	poco	tiempo	fuera	de	su	alcance,	
así	como	una	férrea	resistencia	de	las	comunidades	y	grupos	de	población	
a	 los	procesos	de	despojo	 (Navarro	y	Pineda,	2010).	 Se	 ve	 asimismo	 la	
creación	de	nuevos	mercados	en	ámbitos	antaño	impensables	en	México,	
como	el	de	la	energía	(presas	hidroeléctricas	y	parques	eólicos),	la	basura	
(concesión	de	servicios	de	limpia	y	construcción	de	rellenos	sanitarios)	y	
la	vivienda	popular.	No	son	los	mercados	en	sí	mismos	los	que	provocan	
las	afectaciones	sino	la	forma	como	se	instituyen,	 los	espacios	en	que	se	
desarrollan	y	las	regulaciones	ambientales	(o	su	falta)	a	las	que	se	someten.
En este proceso de expansión, el capital no ha estado solo; el estado 
ha	sido	su	principal	respaldo:	modificó	el	artículo	27	de	la	Constitución	
para	liberar	tierras	y	recursos	naturales;	reformó	las	leyes	de	agua	y	mine-
ría	para	abrir	paso	a	la	privatización	y	el	despojo;	con	la	ley	de	inversión	
extranjera,	facilitó	la	entrada	y	colocación	de	capitales;	ha	desmantelado	la	
producción	campesina	y	las	dependencias	de	gobierno	se	han	convertido	
en	las	principales	promotoras	de	las	inversiones	privadas.	Para	muestra	un	
botón:	la	Procuraduría	Agraria,	interpretando	los	preceptos	marcados	en	
los	artículos	4°	y	6°	de	la	Ley	Agraria,	donde	se	subraya	el	papel	promotor	
del	estado	en	el	desarrollo	integral,	diseñó	el	Programa	de	Fomento	a	la	
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Inversión	Pública	y	Privada	en	la	Propiedad	Rural	2007–2012,	a	través	del	
cual	“detectó”	8,000	hectáreas	de	“tierras	improductivas”	en	20	entidades	
del	país,	para	promover	en	ellas	inversiones	de	desarrollo	urbano,	indus-
trial,	de	servicios	y	desarrollo	turístico	(Santoyo	García,	2008).	El	discurso	
del	desarrollo,	de	la	creación	de	empleos	y	de	la	obtención	de	beneficios	ha	
sido	circulado	por	las	dependencias	de	gobierno	para	legitimar	la	mercan-
tilización	del	ambiente	y	los	bienes	públicos.
Otros	procesos	y	condiciones	sociopolíticas	también	han	sido	de	gran	
ayuda	para	apuntalar	este	proceso	expansivo.	Las	condiciones	de	pobreza,	
las	divisiones	y	las	luchas	de	poder	internas,	la	falta	de	capacidades	políticas	
a	nivel	local,	producto	de	una	cultura	política	autoritaria	muy	arraigada,	y	
la	corrupción	de	unos	y	otros	han	favorecido	el	despojo	en	muchos	lugares.
Ahora	bien,	no	todas	las	afectaciones	socioambientales	de	las	que	dan	
cuenta	los	casos	de	conflicto	registrados	responden	al	proceso	de	expansión	
del	capital	y	privatización	descrito	por	Harvey.	Hay	otras,	como	las	que	
surgen	de	la	contaminación	del	agua	por	presencia	de	actividad	industrial,	
que	refieren	de	manera	más	directa	a	la	impunidad,	la	corrupción,	la	in-
diferencia	y	la	ineficiencia	gubernamental.	Lo	mismo	sucede	con	los	otros	
casos	en	que	el	recurso	o	la	forma	de	acceder	a	él	ha	sido	impactada	por	las	
decisiones	de	política	pública	o,	como	se	mencionó,	por	su	falta.	
Como	 se	 aprecia	 en	 el	 cuadro	1.3,	 los	 procesos	 de	 urbanización,8 la 
presencia	de	la	industria	y	los	emprendimientos	de	minería	a	cielo	abierto	
están	en	la	base	del	51%	de	los	conflictos	socioambientales	registrados.9 
También	están	entre	las	causas	de	afectación	socioambiental	la	construc-
ción	de	obras	de	infraestructura	como	carreteras	y	libramientos	(9%	de	los	
casos)	y	presas	hidroeléctricas	(6%).	La	actividad	turística	y	eco	turística	(o	
8. En esta categoría se incluye la urbanización a través de desarrollos inmobiliarios y fraccionamientos, 
el crecimiento urbano no regulado, así como también otros procesos de desarrollo urbano como 
la construcción de centros comerciales o deportivos, gasolineras, instalación de antenas de comu-
nicación o construcción de infraestructura de trasporte, en tanto que todas ellas aparecen como 
causa de conflicto de contenido socioambiental.
9. Según la base de datos en construcción, la urbanización es causa de afectación socioambiental en 
23% de los casos registrados; le sigue la industria, con 16%, y la minería, con un total de 12%.
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cuadro 1.3 causas de afectación socioambiental en los casos de conflicto 
registrados por entidad federativa
Entidad
federativa Causas de afectación socioambiental
Baja California  1          1
Baja California Sur   1     1    2
Chiapas 1  3  2   1    7
Chihuahua      1  1    2
Distrito Federal 3   1 1       5
Guanajuato 1 1          2
Guerrero   2   1  1  1  5
Hidalgo  1   1       2
Jalisco 2 1  1  2  1 1   8
México  1  2 3    3   9
Michoacán  1   1  1   1  4
Morelos 5   1   1  3   10
Nayarit      1      1
Nuevo León 1           1
Oaxaca 1 1 3  1 1 2 1  1 1 12
Puebla 2 3  2        7
Querétaro 1 1          2
San Luis Potosí   2         2
Sinaloa        1    1
Sonora     2       2
Tlaxcala 1 1  1        3
Veracruz 3 3  1        7
Total 21 15 11 9 11 6 4 7 7 3 1 95
Total
(1) Urbanización, (2) Industria, (3) Minería, (4) Carreteras / libramientos , (5) Gestión 
pública, (6) Presas, (7) Disputas locales , (8) Desarrollo turístico , (9) Disposición de 
residuos , (10) Actividades ilegales, (11) Parques eólicos 
(1) (2) (3) (4) (5) (6) (7) (8) (9) (10) (11)
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la	pretensión	de	que	se	lleve	a	cabo)	en	zonas	ecológicamente	valoradas,10 
socioculturalmente	significadas,11	o	políticamente	disputadas,12 constituye la 
causa	de	afectación	en	7%	del	total	de	casos.	Otro	7%	de	los	conflictos	está	
asociado	a	la	disposición	de	residuos	municipales	(seis	casos)	o	peligrosos	
(uno),	ya	sea	porque	estén	contaminando	de	facto	o	porque	hay	riesgo	de	
posible	contaminación	si	se	construyen	los	depósitos	en	los	sitios	propuestos	
o	si	no	existen	medidas	preventivas.	Por	último,	hay	un	caso	de	conflicto,	en	
el	Istmo	de	Tehuantepec,	originado	por	la	presencia	de	un	parque	eólico.
En	todos	los	casos	hasta	aquí	referidos,	son	procesos	económicos	los	que	
subyacen	a	las	causas	de	afectación;	sin	embargo,	no	constituyen	el	total	de	
los	registros.	Están	asimismo	algunos	(4%)	que	refieren	a	viejas	disputas	por	
el	control	local	de	recursos	(tierras	y	aguas);	los	que	se	derivan	de	la	gestión	
pública	de	recursos	o	territorios	(9%)	y	3%	de	los	casos	se	vinculan	con	la	
presencia	de	actividades	ilegales;	con	ellos,	se	hace	referencia	a	los	casos	de	
la	comunidad	de	Cherán,	en	Michoacán,	el	Valle	de	Etla,	en	Oaxaca,	y	la	
Sierra	de	Petatlán,	en	Guerrero,	en	todos	ellos	los	comuneros	se	encuentran	
disputando	sus	recursos	forestales	con	grupos	de	talamontes	fuertemente	
armados	y	violentos,	otra	modalidad	del	crimen	organizado	en	nuestro	país.	
Se	busca	llamar	la	atención	sobre	estos	tres	casos	de	conflicto,	pues	son	una	
expresión	emergente	de	pugna	por	el	control	de	recursos	y	espacios	que	no	
se	debe	perder	de	vista	ni	confundir	con	las	otras,	debido	al	carácter	de	los	
actores	con	quienes	disputan	los	comuneros	y	por	las	implicaciones	que	esto	
conlleva	en	términos	de	las	condiciones	de	seguridad	en	las	regiones	donde	
10. Como sucede en Baja California Sur y en el sur de Sinaloa, donde sendos proyectos turísticos 
amenazan un parque nacional, en el primer caso, y un sitio ramsar, en el segundo.
11. Es el caso del territorio rarámuri, en Chihuahua, y en la Bahía de Potosí, en Guerrero. En Chi-
huahua, los rarámuris han dado la lucha los últimos años en contra de un proyecto turístico en las 
Barrancas del Cobre, que incluye instalaciones hoteleras y la construcción de un aeropuerto, y en 
la Quinta Asamblea Nacional de Afectados Ambientales denunciaron la existencia de un proyecto 
de construcción de una presa hidroeléctrica en Norogachi, al cual van a oponer también toda la 
resistencia. En Guerrero, por su parte, pescadores de la Barra de Potosí, en el municipio de Coyuca, 
se oponen a la construcción de un muelle para recibir cruceros, pues eso acabaría con la actividad 
pesquera a la que se han dedicado siempre.
12. En concreto, el conflicto de Agua Azul, Chiapas, en donde el control del territorio es disputado 
políticamente entre priistas y adherentes a La Otra Campaña.
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se	presentan.	Algo	dicen,	sin	duda,	del	papel	del	estado	como	garante	de	
la seguridad nacional.
El	cuadro	1.3	muestra	los	procesos	que	subyacen	a	la	afectación	(real	
o	potencial)	o	a	 la	disputa	de	 los	recursos	socioambientales	en	 los	casos	
registrados,	lo	que	no	quiere	decir,	empero,	que	todos	los	procesos	de	ur-
banización, de construcción de infraestructura, de presencia de la industria 
o,	incluso,	de	expansión	de	la	minería,	provoquen	conflictos.	Pueden	pro-
vocar	deterioro,	pero	no	por	fuerza	conflictos.	El	conflicto	surge	cuando	la	
afectación	es	significada	como	agravio	por	los	propios	afectados,	un	agravio	
que	surge	desde	una	dimensión	ambiental,	pero	que	alude,	o	puede	aludir,	
a	diversas	dimensiones	de	la	vida	social:	la	política,	la	social,	la	económica,	
la	cultural.	Del	agravio	surge	el	conflicto,	el	agravio	lo	moviliza.
Se	pueden	 tomar	algunos	ejemplos	para	explicar	esto.	En	el	caso	del	
conflicto	por	la	construcción	de	la	presa	La	Parota,	en	Guerrero,	el	Comité	
de	Ejidos	y	Comunidades	Opositoras	a	la	Presa	La	Parota	(cecop) se opone 
de	manera	rotunda	a	la	construcción	del	embalse	en	sus	tierras	comunales	
y	ejidales	por	el	daño	ambiental	que	provocaría	este	tipo	de	obra	de	in-
fraestructura	sobre	17,000	hectáreas	de	selva	mediana	y	baja	caducifolia,	y	
por	el	número	de	desplazados	y	afectados	indirectos	(calculados	en	25,000	
los	primeros	y	75,000	los	segundos);	pero	el	principal	agravio	es	el	abu-
so	de	autoridad	del	gobierno	federal	a	través	de	la	Comisión	Federal	de	
Electricidad (cfe), que	primero	comenzó	a	realizar	obras	sin	la	consulta	ni	
autorización de los núcleos agrarios y, después, para obtener apoyo local, 
llevó	a	cabo	asambleas	ilegales	con	lo	que	se	generaron	divisiones	entre	los	
poblados	(Chávez	Galindo,	2009).	Para	los	integrantes	del	cecop, el abuso 
de	autoridad	se	lee	como	violación	a	los	derechos	de	los	pueblos,	y	en	torno	
a ello han organizado su lucha y su resistencia.
Otra	es	la	situación	que	se	presenta	en	los	casos	de	conflicto	por	la	con-
taminación	del	río	Atoyac,	en	Puebla	y	Tlaxcala,	del	río	Santiago,	en	Jalisco,	
o	del	río	Lerma,	en	Guanajuato,	en	los	que	el	agravio	lo	constituye	la	indi-
ferencia	de	las	autoridades	ante	la	enfermedad	y	la	muerte	de	la	población	
expuesta,	y	la	impunidad	de	que	gozan	las	empresas	contaminadoras.	Así	
lo	viven	los	afectados.
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En	los	conflictos	por	actividad	minera,	los	agravios	son	múltiples	y	di-
versos.	En	algunos	de	ellos	se	construyen	en	torno	al	concepto	de	territorio,	
como	espacio	apropiado	y	culturalmente	significado	y	valorado;	aun	así,	
los	sentidos	del	agravio	varían.	De	esta	manera,	mientras	el	pueblo	wixá-
rika	moviliza	el	sentido	sagrado	del	territorio	y	ve	en	el	proyecto	minero	
que	se	pretende	llevar	a	cabo	en	Wirikuta,	San	Luis	Potosí,	una	violación,	
para	la	población	zapoteca	de	Capulapan	de	Méndez,	Oaxaca,	el	agravio	
se	vive	como	despojo	e	invasión	del	territorio	comunal	indígena.	En	Mez-
cala	y	Carrizalillo,	Guerrero,	por	su	parte,	el	principal	agravio	viene	de	la	
indecencia	de	la	riqueza	generada	en	una	región	de	fuerte	marginalidad,	y	
por	ello	sus	demandas	están	articuladas	en	torno	a	la	obtención	de	mejores	
precios	por	la	renta	de	los	terrenos	en	donde	se	lleva	a	cabo	la	explotación	
por	parte	de	la	minera	canadiense	Gold	Corp.	El	caso	del	conflicto	en	el	
Istmo	de	Tehuantepec	por	la	presencia	de	los	parques	eólicos	se	expresa	en	
términos	muy	parecidos.
El	estudio	de	los	conflictos	desde	una	visión	amplia	permite,	entonces,	en-
contrar	los	procesos	macro	que	están	en	su	raíz	y	que	les	son	comunes,	
pero	un	acercamiento	más	fino	es	el	que	da	la	oportunidad	de	aproximarnos	
a	las	formas	culturales	de	significación	y	construcción	del	agravio,	que	son	las	
que	movilizan	el	conflicto.	Son	estas	las	que	marcan	la	diferencia	entre	los	
casos	y	las	que	construyen	los	marcos	de	las	resistencias	(Snow	et al, 1986).
conflictos socioambientales: entre la ruptura y la asociación
Los	conflictos	socioambientales,	como	todo	conflicto	social,	marcan	puntos	
de	quiebre,	diferencias	no	solo	de	interés	sino	de	posición,	de	objetivos,	como	
dice John Rex (1985), de proyectos. La oposición a la construcción de presas, 
de	carreteras	y	libramientos	sobre	tierras	de	cultivo,	y	de	supermercados,	así	
como	a	la	privatización	de	los	espacios	públicos	en	las	ciudades,	a	la	cons-
trucción	de	mega	proyectos	turísticos	o	el	desarrollo	de	emprendimientos	
mineros	va	mucho	más	allá	del	mero	rechazo.	Marcan	claras	posiciones	sobre	
cómo	usar	el	territorio	y	los	recursos,	y	dejan	también	claros	los	proyectos	
de	historicidad	que	no	quieren	desaparecer:	los	campesinos	no	quieren	dejar	
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de	ser	campesinos,	los	pescadores	tampoco,	ni	los	indígenas	están	dispuestos	
a	aceptar	la	ruptura	sociedad–naturaleza	que	impone	el	modelo	hegemónico.	
Aunque	sean	marginales	sus	tierras	y	sus	ganancias	desde	la	óptica	del	mer-
cado,	están	dispuestos	a	dar	la	lucha	por	mantener	sus	formas	de	vida.	En	las	
ciudades	también	hay	resistencia	a	estos	cambios	que	se	imponen	y	afectan	
el	entorno	de	vida,	la	calidad	de	la	misma	y	los	patrones	de	sociabilidad.	
Los	supermercados	han	roto	formas	de	convivencia	barrial	que	se	tejían	
en torno a las pequeñas tiendas de abarrotes y los parques públicos; en 
su	rechazo	está	también,	entre	otras	cosas,	el	rechazo	a	convertir	el	super-
mercado	en	el	espacio	de	paseo	dominical	para	las	familias,	y	al	consumo	
como	el	único	punto	de	horizonte	en	la	vida	cotidiana.	
Estas son algunas de las historias de resistencia que se cuentan desde los 
conflictos	socioambientales,	pero	también	se	cuentan	otras	que	hablan	del	
avance	de	la	ciudadanía	que	demanda	sus	derechos.	Los	conflictos	han	au-
mentado	porque	está	duro	el	embate	del	capital	sobre	los	bienes	naturales,	
con	todo	el	apoyo	del	estado,	pero	también	porque	hay	una	ciudadanía	
más	activa	y	organizada,	dispuesta	a	luchar	por	aquello	que	considera	su	
derecho:	ambiental,	social,	cultural	o	político.	Aunque,	una	vez	más,	esto	
hay	que	verlo	con	detenimiento	para	captar	su	dimensión	y	su	importancia.
Así	como	no	toda	afectación	socioambiental	genera	conflicto,	tampoco	
todo	conflicto	genera	movilización	social	y	esta,	cuando	se	presenta,	tiene	
diferentes	magnitudes	e	intensidades.	No	se	pretende	hacer	un	análisis	de	
la	movilización	social	que	se	ha	generado	a	partir	de	los	conflictos	socioam-
bientales;	el	tema	amerita	un	tratamiento	aparte	que	rebasa,	con	mucho,	los	
objetivos	de	este	trabajo.	Sin	embargo,	se	busca	llamar	la	atención	sobre	las	
formas	organizativas	que	se	han	generado	en	torno	a	muchos	de	los	casos,	
pues	esto	ayuda	a	pensar	en	la	dimensión	asociativa	de	los	conflictos	de	la	
que	habla	Georg	Simmel	(1964).	Para	este	autor,	las	oposiciones	generan	
estructuras	para	sostenerlas,	es	decir,	nuevas	formas	de	asociación.	Esto	es	
algo	que	se	puede	observar	a	través	de	los	conflictos	socioambientales	en	
México,	muchos	de	ellos	respaldados	hoy	por	asociaciones,	frentes	de	pue-
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13. El Frente de Pueblos en defensa de la Tierra y el Agua de Puebla y Tlaxcala; a la Coordinadora de 
Pueblos Unidos por la Defensa del Agua, en el Valle de Ocotlán, Oaxaca; al Consejo de Pueblos 
Unidos por la Defensa del Río Verde; al Frente Ecologista por el Agua San Felipe; al Consejo de 
Pueblos en Defensa de la Tierra, el Agua y el Aire de Morelos; al Consejo de Ejidos y Comunidades 
en contra de la Presa La Parota, en Guerrero; el Consejo de Pueblos de Tierra Caliente, y el Consejo 
de Pueblos de Tierra Caliente, entre otros.
blos, consejos de pueblos, coordinadoras13	o	redes	que	aglutinan	diversos	
grupos	en	lucha	por	la	misma	causa,	como	son	la	Red	Mexicana	de	Acción	
contra la Minería (rema) o	el	Movimiento	Mexicano	de	Afectados	por	las	
Presas y en Defensa de los Ríos (mapder).	Ambas	redes	forman	hoy	parte	
de	sendos	movimientos	a	nivel	internacional.
En	 los	 últimos	 años,	 se	 han	 venido	 generando	 asimismo	 espacios	 de	
encuentro	y	discusión	a	nivel	regional	(en	forma	de	foros	y	asambleas	re-
gionales)	y	nacional,	como	es	la	anaa, a la que se hizo referencia al inicio 
de	este	trabajo.	Todavía	falta	poder	conjugar	las	luchas	impulsadas	por	las	
asociaciones	ambientalistas	en	ámbitos	urbanos,	o	no	tan	urbanos,	como	es	
el	caso	de	Baja	California	Sur,	con	aquellas	que	se	impulsan	desde	las	comuni-
dades	campesinas	e	indígenas.	A	nivel	regional	se	han	dado	pasos	importantes	
en	ello,	con	la	creación	de	asambleas	regionales	de	afectados	ambientales,	
como	sucede	en	Jalisco,	Puebla	y	Veracruz,	lo	que	sin	duda	marca	nuevas	
tendencias	en	las	luchas	socioambientales.	
Visto	de	esta	forma,	los	conflictos	socioambientales	se	presentan	no	como	
un	problema	de	la	sociedad	contemporánea	sino	como	una	oportunidad	
para detener el deterioro, ofrecerle resistencia y generar (o regenerar) for-
mas	asociativas	que	expresen	e	 impulsen	proyectos	contra	hegemónicos.	
Bien	decía	Simmel	(1964)	que	el	contrario	del	conflicto	no	es	la	paz	sino	la	
indiferencia,	así	que	¡bienvenidos	sean!
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MoviLizaciones en torno a La 
conferencia de Las Partes en cancún: 
Lazos soLidarios MuLtiPLicados
Por eL Mundo
Lizette	Santana	Belmont
La	decimosexta	Conferencia	de	las	Partes	(cop16)	de	la	Convención	Mar-
co	de	las	Naciones	Unidas	sobre	el	Cambio	Climático,	realizada	del	29	de	
noviembre	al	10	de	diciembre	de	2010,	en	Cancún,	México,	se	llevó	a	cabo	
con	el	objetivo	de	llegar	a	un	acuerdo	internacional	jurídicamente	vinculan-
te	sobre	medidas	para	enfrentar	el	cambio	climático	a	partir	de	2012;	sin	
embargo,	al	igual	que	la	cop15, en Copenhague, esta reunión fracasó en 
alcanzar	su	propósito.	El	Protocolo	de	Kioto	caduca	en	2012	sin	cumplir	
la	meta	de	reducir	la	emisión	global	de	gases	de	efecto	invernadero	produ-
cidos	por	países	industrializados	hasta	5%	debajo	de	los	niveles	de	1990	y,	
hasta	ahora,	no	existe	un	acuerdo	internacional	vinculante	que	permita	dar	
continuidad a este protocolo.
Esto	no	es	sorprendente	porque,	más	allá	de	las	disputas	entre	el	norte	
y	el	sur,	existe	poca	disponibilidad	en	los	ámbitos	de	poder	para	cambiar	
el	modelo	 neoliberal	 y	 renunciar	 a	 los	 privilegios	 que	 gozan	 grandes	
empresas	que	lucran	con	sus	actividades	ecológicamente	destructivas.	En	
las	mesas	oficiales	de	negociación	se	propone	y	se	discute	la	creación	de	
mercados	para	el	intercambio	de	derechos	por	contaminar,	la	creación	y	la	
distribución de un fondo de 100,000’000,000 de dólares, y la creación de 
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incentivos	por	el	desarrollo	y	adopción	de	tecnologías	verdes	producidas	
por	corporaciones	 trasnacionales.	Con	todo	esto,	el	cambio	climático	se	
convierte	en	un	negocio	redondo.
Ante	esta	situación	perversa,	se	ha	tejido	un	movimiento	internacional	
para denunciar el fraude de las cop,	proponer	alternativas	y	exigir	cambios	
estructurales	a	fin	de	superar	los	complejos	e	interrelacionados	problemas	
de	cambio	climático,	otras	formas	de	degradación	ambiental,	pobreza,	des-
igualdad	y	marginación.	En	este	capítulo,	se	trazan	algunos	rasgos	de	este	
movimiento:	por	un	lado,	la	Conferencia	Mundial	de	los	Pueblos	sobre	el	
Cambio	Climático	y	los	Derechos	de	la	Madre	Tierra,	llevada	a	cabo	en	
Cochabamba,	Bolivia,	entre	el	19	y	el	22	abril	de	2010,	y	por	otro,	las	mo-
vilizaciones	en	torno	a	la	cop16	realizadas	en	México	a	finales	del	mismo	
año.	La	lupa	se	pone	en	estas	últimas.	Con	base	en	mi	participación	en	ellas,	
describo	la	experiencia	de	las	caravanas	organizadas	por	Vía	Campesina	y	
otros	movimientos	socioambientales	en	su	camino	hacia	Cancún,	donde	se	
creó	un	campamento	y	un	foro	alternativo	para	reunir	activistas	sociales	de	
todas	partes	del	mundo	en	un	espacio	democrático,	con	el	objetivo	de	denun-
ciar	la	simulación	de	la	cop16 y proponer soluciones reales. Por otra parte, 
a	través	de	una	revisión	sistemática	de	notas	periodísticas,	documentación	
oficial	en	torno	a	la	cop16 y textos político ecológicos, pretendo arrojar 
luz	sobre	la	disyuntiva	entre	los	Acuerdos	de	Cancún	y	las	construcciones	
colectivas	edificadas	por	los	movimientos	sociales.
enmiendas a la crisis ecológica global
Durante	la	década	de	los	sesenta	comenzó	a	ser	cuestionado	el	modelo	de	
civilización	a	partir	de	la	emergencia	de	una	crisis	ecológica	provocada	por	
los	problemas	derivados	del	modo	de	producción	capitalista.	Los	primeros	
debates	 en	 torno	al	desarrollo	 económico	y	 la	devastación	 ambiental	 se	
institucionalizaron	a	raíz	de	la	Conferencia	de	las	Naciones	Unidas	para	el	
Medio	Ambiente,	llevada	a	cabo	en	Estocolmo	en	1972.	Veinte	años	después,	
la	Cumbre	de	la	Tierra,	realizada	en	Río	de	Janeiro,	sentó	las	bases	para	la	
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firma	del	acuerdo	sobre	la	Convención	Marco	de	las	Naciones	Unidas	sobre	
el	Cambio	Climático	(cmnucc),	que	más	tarde	llevaría	al	Protocolo	de	Kioto.
La	Conferencia	de	Río	dio	pie	a	una	serie	de	divergencias	en	cuanto	a	
la	firma	de	los	convenios	sobre	Cambio	Climático	y	Biodiversidad,	pero	el	
debate	se	centró	sobre	todo	en	la	cuestión	de	los	instrumentos	de	financia-
miento	y	sus	mecanismos	de	operación,	lo	que	dio	lugar	a	una	confrontación	
norte–sur	(Allende,	1993).	Uno	de	los	principales	instrumentos	resultantes	
de	esta	cumbre	fue	el	Fondo	Global	para	el	Medio	Ambiente	(gef, por sus 
siglas	en	inglés),	establecido	en	1991	y	restructurado	en	1994,	donde	34	
naciones	se	comprometieron	a	aportar	2,000’000,000	de	dólares	para	el	
combate	al	cambio	climático.	Para	1998,	36	países	contribuyeron	con	un	
total	de	2,750’000,000	más.	Finalmente,	en	2002,	32	naciones	 se	com-
prometieron	a	aportar	casi	3,000’000,000	de	dólares	en	los	cuatro	años	
siguientes. Desde entonces, el gef	 es	 administrado	por	 tres	 agencias:	 el	
Programa	de	las	Naciones	Unidas	para	el	Desarrollo	(pnud), responsable 
de	la	asesoría	técnica;	el	Programa	de	las	Naciones	Unidas	para	el	Medio	
Ambiente	(pnuma),	que	proporciona	apoyo	científico,	y	el	Banco	Mundial,	
responsable	de	los	proyectos	de	inversión	y	la	administración	del	Fondo.	
En	2008,	el	Banco	Mundial	adoptó	un	programa	denominado	Marco	
Estratégico	para	el	Desarrollo	y	el	Cambio	Climático,	y	estableció,	entre	
otras,	las	siguientes	líneas	de	acción:	movilizar	financiamiento	adicional	bajo	
condiciones	favorables	e	innovadoras	(por	ejemplo,	los	Fondos	de	Inversión	
Climática);	facilitar	el	desarrollo	de	mecanismos	de	financiamiento	basados	
en	el	mercado;	apuntalar	recursos	del	sector	privado;	establecer	investiga-
ciones	sobre	política	pública	y	conocimiento,	y	fortalecer	iniciativas	para	
la	creación	de	capacidades	a	nivel	nacional.	
Desde	entonces,	el	Banco	Mundial	gestiona	un	fidecomiso	bajo	la	figura	
de	Fondos	de	 Inversión	Climática	 (fic),	que	pretende	servir	“como	una	
medida	interina,	pendiente	al	establecimiento	de	un	régimen	internacional	
post–2012	para	gobernar	las	emisiones	nacionales	de	gases	de	efecto	inver-
nadero” (Korina, 2010). Esto quedó establecido en el Protocolo de Kioto, en 
donde	se	estipuló	que	los	fondos	pueden	comprar	créditos	de	carbono	prove-
nientes	de	proyectos	de	compensación	en	los	países	en	vías	de	desarrollo.	Las	
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compensaciones	de	emisiones	son	usadas	para	cumplir	con	las	obligaciones	
establecidas	en	los	regímenes	de	mercado,	regulados	o	voluntarios,	con	el	
fin	de	reducir	la	emisión	de	gases	de	efecto	invernadero.	
En	efecto,	el	Banco	Mundial	maneja	el	financiamiento	global	para	com-
batir	el	cambio	climático;	ha	tomado	el	control	de	los	fic. De estos fondos 
se	desprenden	dos	tipos:	los	de	Tecnología	Limpia	y	los	Climáticos	Estra-
tégicos.	Los	últimos	incluyen	varios	programas,	entre	los	más	importantes:	
el	Programa	de	Inversión	Forestal,	el	Programa	para	Ampliar	 la	Energía	
Renovable	en	Países	de	Bajos	Ingresos,	y	el	Programa	Piloto	para	la	Resis-
tencia	Climática.
Al	ampliar	sus	atribuciones	hacia	iniciativas	que	supuestamente	ayudan	a	
los	países	en	desarrollo	a	reducir	sus	emisiones	y	adaptarse	al	cambio	climá-
tico,	el	Banco	Mundial	juega	un	papel	clave	como	catalizador	y	negociador	
en	la	canalización	de	grandes	flujos	de	inversión	pública	y	privada	hacia	
proyectos	que	generan	 falsas	 soluciones	al	cambio	climático,	 tales	como	
el	comercio	de	emisiones	y	las	plantaciones	industriales	de	monocultivos	
de	árboles.	Estos	procesos	de	compensación	de	emisiones	privatizan	los	
bosques en los países del sur y se caracterizan por la exclusión de las co-
munidades	afectadas.	Además,	generan	muchas	dudas	respecto	a	que	tales	
proyectos	consigan	en	verdad	reducir	la	deforestación.
Un	caso	que	pone	de	relieve	la	irracionalidad	e	inefectividad	de	los	meca-
nismos	del	mercado	manejados	por	el	Banco	Mundial,	así	como	los	fines	de	
lucro	detrás	de	ellos,	es	el	de	las	granjas	Carroll,	una	subsidiaria	de	Smithfield	
que opera dos docenas de criaderos industriales de cerdos en México. En uno 
de	ellos,	ubicado	en	La	Gloria,	Veracruz,	nació	la	influenza	a h1n1, que se 
convirtió	en	epidemia	global.	Todo	el	mundo	sabe	que	dichas	granjas	con-
taminan	el	medio	ambiente	y	perjudican	la	salud	de	los	pobladores	locales,	
pero	algo	que	no	ha	sido	objeto	de	atención	en	los	medios	de	comunicación	
es	que	la	empresa	Smithfield	incrementa	sus	ingresos	capturando	y	queman-
do	el	metano	que	produce	el	excremento	de	los	cerdos.	El	metano	es	un	
gas	de	efecto	invernadero	mucho	más	potente	que	el	dióxido	de	carbono;	
la	venta	de	una	sola	tonelada	de	ello	se	traduce	en	derechos	para	emitir	20	
toneladas de co2 en Europa. 
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La voz silenciosa de los afectados ambientales
Bajo	la	iniciativa	de	la	Vía	Campesina,	en	México,	como	en	otros	países	don-
de	se	han	llevado	a	cabo	las	cop,	se	prepararon	una	serie	de	movilizaciones	
frente	a	la	aprobación	de	los	mecanismos	de	financiamiento	previstos	para	
la	Cumbre	de	Cancún	y	sus	estrategias	de	mercado.	En	el	marco	de	la	sexta	
Asamblea	Nacional	 de	Afectados	Ambientales	 (anaa), una organización 
coordinadora	que	agrupa	cerca	de	100	organizaciones	populares	y	civiles	
mexicanas	en	pugna	por	las	afectaciones	de	la	degradación	socioambien-
tal,	llevada	a	cabo	en	San	José	del	Progreso,	Oaxaca,	se	decidió	hacer	eco	
a	la	convocatoria	lanzada	por	la	Vía	Campesina	e	impulsar	caravanas	que	
recorrieran	el	territorio	mexicano.	La	idea	era	preparar	la	voz	silenciosa	
de	los	afectados	ambientales	para	ser	escuchada	a	lo	largo	y	ancho	del	país	
en	el	marco	de	la	cop16,	y	con	ello	manifestar	la	omisión	de	causas	en	la	
crisis	climática	y	mostrar	una	gama	de	propuestas	o	soluciones	alternativas.
El	primer	objetivo	fue	encontrar	ojos,	oídos	y	manos	que	comprendieran	
la	situación	que	en	la	actualidad	vive	la	humanidad	en	la	crisis	ecológica	glo-
bal,	por	lo	cual	se	convocó	a	organizaciones	internacionales	comprometidas	
con	el	cambio	en	el	modo	de	producción	y	consumo	capitalista.	A	partir	
de ello, se recibió a los delegados internacionales en tres sedes diferentes, de 
manera	que	esto	armara	un	rompecabezas	de	la	situación	socioambiental	
en	México	y	con	ello	se	hermanaran	las	luchas	de	los	pueblos	para	salvar	
a	la	Tierra.	Las	tres	caravanas	fueron	el	resultado	de	un	esfuerzo	colectivo	
entre	la	Vía	Campesina	Internacional,	la	anaa,	el	Movimiento	de	Liberación	
Nacional	(mln), el Sindicato Mexicano de Electricistas (sme), pueblos e 
individuos	solidarios	que	luchan	por	la	justicia	social	y	ambiental.	
La	Caravana	1	partió	de	la	ciudad	de	San	Luis	Potosí	hacia	la	comuni-
dad de San Pedro, afectada por la explotación ilegal de oro y plata que ha 
devastado	el	Cerro	de	San	Pedro;	esta	explotación	es	llevada	a	cabo	por	la	
empresa	canadiense	New	Gold–Minera	San	Xavier,	en	complicidad	con	el	
gobierno	mexicano.	En	el	acto	inaugural	de	la	caravana	se	explicó	el	proce-
so	legal	y	la	lucha	política	de	los	grupos	locales	contra	la	empresa	minera,	
que	sigue	operando	a	pesar	de	los	amparos	ganados	en	su	contra.	Entre	el	
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auditorio	y	los	caravaneros	se	encontraban	representantes	del	Frente	Amplio	
Opositor	a	la	Minera	San	Xavier,	Pro	San	Luis	Ecológico,	la	Coordinadora	
Nacional	de	Trabajadores	de	la	Educación,	las	comunidades	indígenas	Pame	
de	la	Huasteca	Potosina,	la	Vía	Campesina,	el	Frente	Popular	Francisco	Villa,	
la	Organización	Nacional	del	Poder	Popular,	el	Movimiento	de	Liberación	
Nacional–San	Luis	Potosí,	miembros	de	la	anaa,	el	Consejo	de	Ambientalistas	
Canadienses, el Instituto Polaris de Canadá, asud	de	Italia	y	el	Observatorio	
de la Deuda en la Globalización de Barcelona. 
Mientras que en países europeos está prohibido el uso de cianuro en la 
explotación	minera,	 en	México	y	otros	países	 latinoamericanos	 se	 sigue	
usando.	Esto	pone	de	relieve	una	de	las	 incongruencias	en	la	 legislación	
internacional	y	un	manejo	jurídico	doloso	en	los	países	que	todavía	per-
miten	el	uso	de	sustancias	tóxicas	en	la	extracción	mineral.	Los	delegados	
internacionales	entregaron	a	los	pobladores	y	activistas	locales	una	carta	
compromiso	firmada	por	más	de	36	organizaciones	canadienses	para	exigir	
al	Parlamento	de	Canadá	la	aprobación	de	una	ley	que	prohíba	este	tipo	de	
actividad	minera	por	empresas	de	ese	país.
En	la	trayectoria	de	esta	primera	caravana,	se	identificaron	también	otros	
lugares	que	sufren	por	graves	situaciones	de	deterioro	ambiental.	En	el	esta-
do	de	Guanajuato,	se	denunció	el	uso	excesivo	de	aguas	residuales	para	la	
agricultura	industrial	e	intensiva,	y	en	zonas	con	altas	concentraciones	
industriales	—como	Salamanca,	Pachuca	y	Ecatepec—,	se	hicieron	visi-
bles las afectaciones a la salud y bienestar de la población. Los pobladores 
de	los	corredores	industriales	ubicados	en	estas	localidades	manifestaron	
su	descontento	con	las	 industrias	químicas	y	farmacéuticas,	causantes	de	
enfermedades	como	la	leucemia	y	otras	crónico–degenerativas	causadas	por	
la	inhalación	de	gases	y	partículas	toxicas	en	el	ambiente.
La	Caravana	2	dio	inicio	en	la	localidad	de	El	Salto,	en	la	periferia	de	
la	 zona	metropolitana	 de	Guadalajara.	 Participaron	pobladores	 locales,	
vecinos	de	pueblos	aledaños,	representantes	de	diversas	organizaciones	so-
ciales	jaliscienses,	estudiantes	e	investigadores;	todos	involucrados	en	una	
lucha	frente	a	la	contaminación	del	Río	Santiago.	Además,	se	incorporaron	
delegados de Francia, Estados Unidos y Canadá, en particular de Texas, 
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California,	Colorado,	Oregón,	Florida,	Illinois	y	Quebec.	El	recorrido	em-
pezó	en	la	cascada	de	El	Salto	de	Juanacatlán,	el	sitio	más	representativo	
de	la	contaminación	exagerada	del	río	Santiago,	el	más	importante	en	el	
occidente	de	México.	Como	se	detalla	en	otros	capítulos	de	este	libro,	El	
Salto	forma	parte	de	un	corredor	industrial	que	emite	altos	niveles	de	con-
taminación	hacia	este	río,	lo	que	afecta	de	manera	directa	a	la	población	
de	las	localidades	cercanas	al	cauce,	donde	se	vierte	un	sinfín	de	descargas	
industriales	y	aguas	residuales	sin	tratamiento	de	la	zona	metropolitana	de	
Guadalajara.	Los	habitantes	de	las	localidades	próximas	al	cauce	manifes-
taron	en	la	caravana	que,	a	partir	del	desarrollo	industrial	impulsado	en	
la	región,	la	incidencia	de	enfermedades	de	todo	tipo	se	ha	incrementado	
considerablemente,	lo	que	ha	afectado	a	los	sectores	más	vulnerables,	sobre	
todo	a	niños	y	adultos	mayores.
De	ahí,	la	Caravana	2	partió	hacia	la	ciudad	de	Morelia,	Michoacán,	en	
donde profesores de la Sección xviii	del	Sindicato	Nacional	de	Trabajado-
res de la Educación (snte)	y	militantes	de	la	Coordinadora	Nacional	de	
Trabajadores de la Educación (cnte)	se	sumaron	al	recorrido	por	la	lucha	
socioambiental.	La	caravana	recorrió	pueblos	de	Tepuxtepec	y	Toluca,	para	
culminar	en	un	acto	de	denuncia	contra	la	Supervía	Poniente,	un	proyecto	
del	gobierno	capitalino	impuesto	a	costa	de	los	intereses	sociales	y	ecoló-
gicos de los pobladores originarios de la delegación Magdalena Contreras, 
en el Distrito Federal.
La	Caravana	3	partió	de	Acapulco	hacia	La	Parota,	en	el	estado	de	Gue-
rrero,	donde	se	resistió	a	la	imposición	de	un	megaproyecto	hidroeléctrico	
que	pretendía	inundar	cerca	de	17,000	hectáreas	de	terrenos	cultivables	y	
desplazar	a	más	de	25,000	campesinos,	 lo	que	causaría	además	un	daño	
incalculable	 a	 la	 riqueza	 natural.	 El	Consejo	 de	Ejidos	 y	Comunidades	
Opositoras	a	la	presa	La	Parota,	que	ha	mantenido	una	exitosa	lucha	contra	
esta	construcción,	dio	alojamiento	y	bienvenida	a	representantes	de	diversas	
organizaciones,	tales	como:	la	Unión	Nacional	de	Organizaciones	Regio-
nales	Campesinas	Autónomas,	la	Coordinadora	Estatal	de	Trabajadores	de	
la	Educación	de	Guerrero,	la	Red	de	Justicia	Ambiental	de	Italia,	la	Orga-
nización	Campesina	de	la	Sierra	del	Sur,	y	varios	grupos	ambientalistas	de	
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Holanda, Ecuador, Francia, Italia, el Reino Unido y Estados Unidos. En 
el acto inaugural expresaron que las grandes presas hidroeléctricas están 
contribuyendo	al	calentamiento	global,	debido	a	la	emisión	de	dióxido	de	
carbono	que	proviene	de	los	materiales	orgánicos	inundados.	Antes	de	lle-
gar	al	Distrito	Federal,	esta	caravana	hizo	escalas	en	Chilpancingo y Taxco, 
en	el	estado	de	Guerrero,	y	Alpuyeca	y	Cuernavaca,	en	el	estado	de	Morelos.
Las	tres	caravanas	convergieron	en	la	ciudad	de	México,	donde	se	con-
cluyó	la	primera	fase	de	las	movilizaciones.	El	30	de	noviembre	de	2010	
se	realizó	un	Foro	Internacional	sobre	la	Devastación	Ambiental	en	el	Au-
ditorio Antonio Caso del sme.	Ahí	se	explicó	la	situación	socioambiental	
de	México	y	los	efectos	que	traerían	los	acuerdos	de	la	cumbre	en	Cancún.	
Horas	más	tarde	se	llevó	a	cabo	una	megamarcha	en	la	ciudad	de	México,	
a	la	cual	asistieron	los	delegados	internacionales,	las	organizaciones	civiles,	
campesinas,	sindicales,	barriales,	comunitarias,	indígenas	y	migrantes,	todos,	
simpatizantes	del	movimiento	ecologista	encabezado	por	la	Vía	Campesina,	
la anaa,	el	Movimiento	de	Liberación	Nacional	y	el	sme. 
A	la	mañana	siguiente,	partió	una	cuarta	Caravana	desde	el	Teatro	Hi-
dalgo	en	el	centro	de	la	ciudad	de	México,	conformada	por	las	Caravanas	
1,	 2	 y	 3,	 y	 reforzada	por	 participantes	 adicionales	 de	 diversos	 sectores	
sociales.	Se	dividió	en	dos	estaciones,	una	en	Puebla	y	otra	en	Veracruz.	
En	la	primera,	se	hicieron	visibles	las	luchas	de	los	afectados	ambientales	
en	el	corredor	industrial	Puebla–Tlaxcala,	que	descarga	sus	residuos	en	el	
Río	Atoyac	y	hace	uso	de	grandes	incineradores	para	dar	tratamiento	a	los	
residuos	sólidos,	lo	que	provoca	una	serie	de	enfermedades	a	la	población	
cercana a ellos. 
En	la	ciudad	de	Veracruz,	la	segunda	estación	de	la	caravana	fue	recibida	
en	el	Auditorio	de	la	Facultad	de	Educación	Física	de	la	Universidad	Vera-
cruzana.	En	el	acto	de	bienvenida	se	manifestaron	las	afectaciones	sufridas	a	
causa de la construcción irracional de represas hidroeléctricas, carreteras y 
viviendas,	así	como	por	la	tala	de	montes	y	las	inundaciones.	Por	último,	
llegó a Coatzacoalcos, en donde se realizó un recorrido por la zona petrolera 
para	observar	la	gran	extensión	de	tierras	operada	por	Petróleos	Mexica-
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nos (pemex),	en	la	cual	las	medidas	de	seguridad	respecto	a	los	accidentes	
ambientales	resultan	insuficientes.	
Las	dos	estaciones	de	la	Caravana	4	confluyeron	en	Ixhuatlán	del	Sures-
te,	a	donde	llegaron	otras	tres	caravanas:	una	de	Chiapas,	otra	de	Oaxaca	
y	una	de	Guatemala.	Todas	se	congregaron	para	avanzar	hacia	la	ciudad	
de	Mérida	y	celebrar	por	la	noche	una	ceremonia	en	Chichen	Itzá.	Para	
finalizar	el	 recorrido,	 las	caravanas	de	denuncia	y	 resistencia	 llegaron	al	
Foro	Alternativo	Global	 por	 la	Vida,	 la	 Justicia	 Social	 y	Ambiental.	 La	
Vía	Campesina	acondicionó	un	campamento	provisional	en	el	deportivo	
Jacinto	Canek,	de	la	ciudad	de	Cancún,	ahí	se	llevaron	a	cabo,	a	partir	del	
3	de	diciembre,	 foros,	 talleres,	 actividades	diversas	y	 convivencias	entre	
los	miembros	de	las	múltiples	organizaciones	y	sectores	de	la	sociedad	civil	
nacional e internacional.
Las	 reflexiones	 en	 torno	 a	 la	Cumbre	 de	Cancún	 estuvieron	 acom-
pañadas de una concientización generalizada de la gente respecto a los 
problemas	de	deterioro	socioambiental,	las	políticas	públicas	que,	lejos	de	
resolver	la	situación,	la	agravan,	y	sobre	la	impunidad	con	la	que	se	man-
tienen	en	operación	industrias	y	empresas	que	pasan	por	alto	las	laxas	leyes	
ecológicas	y	derechos	de	las	comunidades,	ciudades	y	pueblos	afectados.	
Las	 caravanas	 constataron	 la	 grave	 contaminación	 de	 ríos,	 suelos	 y	
biodiversidad	del	país.	Datos	manejados	por	la	Vía	Campesina	sostienen	
que	60%	de	los	mantos	freáticos	y	cuencas	hidrológicas	están	contaminados;	
70%	de	los	suelos	tienen	alguna	forma	de	erosión,	y	la	contaminación	con	
maíz	transgénico	está	presente	en	15	estados	de	la	república,	solo	por	men-
cionar	algunos	de	los	casos	más	dramáticos	(véase	http://viacampesina.org/
sp/index.php?option=com_content&view=article&id=1105:la-caravana-
internacional-de-l).
En	el	marco	del	Foro	Global	por	la	Vida,	la	Justicia	Social	y	Ambiental,	
los	testimonios	y	presentaciones	de	las	caravanas	y	de	organizaciones	de	
otros países dejaron claro que no se trata de un cambio climático separado 
del	resto	del	modelo	de	sociedad	sino	que	la	grave	crisis	climática	es	pro-
ducto	inherente	a	la	civilización	petrolera,	a	las	empresas	trasnacionales	que	
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lucran con ella y los gobiernos que protegen sus intereses. Estos grupos de 
poder están quemando	el	planeta	a	fin	de	seguir	manteniendo	sus	ganancias	
y	privilegios.	La	crisis	climática	es	parte	de	la	devastación	ambiental	y	social	
generalizada,	no	un	fenómeno	separado.
Las	caravanas	y	el	campamento	edificaron	un	espacio	alternativo,	en	el	
cual	hubo	diálogos	y	representaciones	sociales	que	alcanzaron	más	de	una	
simple	convencionalidad,	ya	que	se	crearon	redes,	coaliciones,	planes	de	
trabajo	y	proyectos	entre	los	diversos	grupos.	Esto	propició	un	gran	paso	
en	el	trazo	colectivo	de	una	movilización	local	con	vínculos	en	lo	global	y	
pensamientos	comunitarios.	Brigadeos,	talleres	a	la	población	local,	visita	a	
organizaciones	ambientalistas	y	luchadores	sociales	locales,	concreción	de	
redes	entre	las	organizaciones	campesinas	y	urbanas,	trasmisiones	radiofó-
nicas	y	por	diversos	medios	libres,	boletines	de	prensa	y	manifestaciones	
masivas,	entre	muchas	otras	estrategias,	mostraron	la	viabilidad	desde	la	
cual	las	iniciativas	colectivas	y	la	movilización	solidaria	pueden	rebasar	tanto	
el	cerco	mediático	como	las	soslayantes	políticas	ambientales	de	México.
Desde	las	voces	reunidas	en	el	campamento,	fue	posible	reconocer	las	
luchas	contra	la	minería,	los	grandes	basureros,	la	contaminación	industrial	
de	ríos	y	aguas,	las	megarrepresas,	la	urbanización	desmedida,	carreteras	y	
libramientos	o	súper vías,	la	contaminación	transgénica	del	maíz	y	los	ataques	
contra	la	agricultura	campesina,	las	megagranjas	industriales	porcícolas	y	
avícolas,	 las	 enormes	plantaciones	de	monocultivos	 y	para	 agrocombus-
tibles,	 las	explotaciones	turísticas,	 la	contaminación	petrolera	y	química,	
la	privatización	de	agua	y	territorio,	y	otros	casos	de	devastación	y	luchas	
frente a ellos. 
Los	afectados	ambientales,	campesinos,	obreros,	estudiantes	y	activistas	
de	nuestro	país	no	solo	reconocieron	los	problemas	socioambientales	que	
existen a lo largo y ancho del territorio nacional sino que construyeron 
lazos	solidarios	ahora	multiplicados	por	el	mundo.	Juntos	abandonaron	la	
tristeza	y	depresión	impuesta	por	el	sometimiento	de	la	vida	bajo	el	capital,	
que	implica	el	ser	despojado	de	la	tierra,	del	agua,	del	aire	y	de	todo	lo	
valioso	e	indispensable	para	sobrevivir,	que	supone	el	éxodo	masivo	o	la	
migración,	que	roba	los	alimentos	del	campesino	para	dar	servicio	turístico	
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a	empresarios,	etc.	Se	generó	un	ambiente	sano,	de	convivencia	y	amabili-
dad;	se	construyó,	durante	escasos	diez	días,	una	comunidad	que	fortaleció	
a	cada	uno	de	los	presentes	y	reivindicó	minuto	a	minuto	que	el	ambiente	
sano	no	es	ni	una	consigna	ni	una	demanda,	no	es	un	derecho	para	pedir	
o	mendigar,	es	el	principio	de	 la	vida	y	 sin	él	no	hay	oportunidad	para	
mantener	nuestra	sociedad.	
Los acuerdos y desacuerdos de cancún 2010
Durante la cop15,	celebrada	en	Copenhague	en	diciembre	de	2009,	no	fue	
posible	asumir	un	compromiso	importante	en	materia	de	derechos	y	obli-
gaciones	respecto	al	cambio	climático.	Dicha	cumbre	pretendía	constituir	
un	nuevo	protocolo	para	la	regulación	de	las	emisiones	de	gases	de	efecto	
invernadero,	sin	embargo,	tan	solo	se	logró	acordar	una	reducción	conjunta	
de	las	emisiones	de	las	naciones	desarrolladas	de	80%	(no	obligatoria)	y	fijar	
un	fondo	total	de	30,000’000,000	de	dólares	para	acciones	de	mitigación	
y adaptación en los países en desarrollo.
Con este antecedente, la cop16	solo	logró	avanzar	en	la	redacción	de	un	
discurso	donde	se	manifiesta	la	influencia	negativa	de	la	intervención	huma-
na	respecto	al	sistema	climático.	El	documento	oficial	de	los	Acuerdos	de	
Cancún	explica	mediante	conceptos	confusos	la	indispensable	necesidad	
de	adaptación	paulatina	de	los	ecosistemas	degradados	a	un	nuevo	clima	
global.	El	manifiesto	ecodiplomático de Cancún reconoce que no existe 
certeza	científica	sobre	los	niveles	no	peligrosos	de	concentración	de	los	
gases	de	efecto	invernadero,	por	lo	cual,	se	toma	al	cambio	climático	como	
un	factor	inevitable	que	deberá	ser	mitigado	con	acciones	preventivas	y	de	
adaptación	a	las	nuevas	condiciones	ambientales.
Estas	premisas	intensifican	la	presión	política	de	implementar	los	mecanis-
mos	de	financiamiento	indispensables	para	llevar	a	la	práctica	las	formas	de	
prevención,	mitigación	o	adaptación,	diseñados	desde	arriba.	Los	acuerdos	
de	Cancún	incluyen	el	primer	paquete	de	30,000’000,000	de	dólares	para	
tomar	 acciones	 inmediatas	 contra	 los	 efectos	 del	 cambio	 climático.	 Por	
otra	parte,	plantean	el	financiamiento	a	 largo	plazo	de	 los	proyectos	de	
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protección	a	la	naturaleza	mediante	el	establecimiento	del	llamado	Fondo	
Verde,	que	promete	aportar	100’000,000	de	dólares	anuales	para	medidas	
de	adaptación	y	mitigación.	Dicho	fondo	podría	incluir	fondos	privados	e	
inversión	extranjera	directa.
De	manera	esquemática,	los	dos	principales	rubros	de	financiamiento	son	
para	los	mecanismos	de	desarrollo	limpio	(mdl)	y	los	de	mercado	voluntario	
(mmv). Hay dos tipos de mdl:	los	que	promueven	la	reducción	de	emisiones	
de co2	mediante	un	cambio	en	el	patrón	tecnológico	de	las	industrias	(por	
ejemplo,	dejar	de	usar	petróleo	y	comenzar	a	usar	biomasa	o	gas	natural	
para	reducir	las	emisiones	de	carbono)	y	los	que	impulsan	la	captura	de	
co2	mediante	 la	 reforestación	 por	 una	 plantación	 en	 crecimiento.	 Por	
su parte, los mmv	son	empleados	sobre	todo	para	el	almacenamiento	de	
co2;	 incluyen	 el	 Programa	 para	Reducir	 Emisiones	 por	Deforestación	
y Degradación Forestal (redd,	por	sus	siglas	en	inglés),	cuyo	objetivo	es	
evitar	que	los	bosques	naturales	maduros	sean	talados	o	quemados,	con	la	
consecuente	emisión	de	co2	a	la	atmósfera.
Los mdl	se	crearon	desde	el	Protocolo	de	Kioto	y,	aun	cuando	desem-
peñaron	siempre	el	papel	de	incentivos	al	mercado,	también	funcionaban	
como	obligaciones	 legales	que	 sometían	de	algún	modo	a	 los	países	del	
norte	en	materia	ecológica.	Por	ello,	aunque	dicho	Protocolo	fue	una	me-
dida	incompleta	respecto	al	grave	problema	de	la	crisis	ecológica	global	y	
el	 sobrecalentamiento	de	 la	Tierra,	 representaba	el	único	 instrumento	
que	podía	detener	de	manera	legal	las	agresiones	del	sistema	capitalista	
contra	la	naturaleza.	Con	la	implementación	de	los	mmv, ya no hay una 
regulación	obligada,	debido	a	que	los	créditos	de	carbono	no	sirven	para	cumplir	
con	compromisos,	puesto	que	pueden	ser	adquiridos	de	manera	voluntaria;	
se	incluyen	actividades	de	conservación	de	biodiversidad,	recuperación	de	
áreas	degradadas,	manejo	forestal	sostenible.	Los	requisitos	de	aceptación	
solo	dependen	del	comprador.	Cabe	señalar	que	los	mmv han sido incluidos 
en	México	en	algunos	programas	(véase	ine,	2006b),	donde	se	especifica	
que	“las	acciones	nacionales	apropiadas	de	mitigación”	deben	ser	volunta-
rias	(no	vinculantes)	y	deben	corresponder	a	las	capacidades	de	cada	país.	
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Esto	significa	que	cualquier	reducción	de	emisiones	de	los	gases	de	efecto	
invernadero	por	parte	de	los	principales	países	emisores	será	voluntaria.	
Con	todo,	los	Acuerdos	de	Cancún	distan	mucho	del	Protocolo	de	Kio-
to,	que	—con	todos	sus	defectos—	determinaba	derechos	y	obligaciones	
jurídicamente	vinculantes.	Dichos	acuerdos	permiten	la	emisión	de	gases	de	
efecto	invernadero	de	acuerdo	con	las	necesidades	económicas	o	financieras	
requeridas	por	la	entidad	emisora,	ya	sea	empresa	o	país.	Como	se	mencionó,	
uno	de	los	principales	ejemplos	de	los	mmv, aprobado bajo los Acuerdos de 
Cancún,	es	el	Programa	redd,	que	ha	sido	promovido	desde	Copenhague	
para	mitigar	el	cambio	climático	a	través	del	pago	a	los	países	del	sur,	sobre	
todo	para	disminuir	 la	 tala	de	sus	bosques.	De	ninguna	manera	prohíbe	
deforestación,	solo	busca	su	reducción.	Este	programa	ha	sido	aplicado	en	
diversos	países	y,	con	la	aprobación	del	Fondo	Verde,	queda	asegurada	su	
operación a partir de 2013, después de la expiración del Protocolo de Kioto.
Al igual que el mdl,	los	complejos	procedimientos	contables	que	entraña	
la	mercantilización	de	los	bosques	tienden	a	desviar	fondos	de	iniciativas	
forestales	a	ejercicios	de	cálculo	de	emisiones.	Aunque	no	se	dispone	aún	de	
estimaciones	para	el	redd,	es	razonable	presuponer	que	serían	comparables	a	
las registradas con el mdl,	en	las	cuales	menos	del	30%	de	la	financiación	se	
destina al proyecto en sí; el resto se pierde en los honorarios de las asesorías 
y	en	impuestos	(Gilbertson,	2010).	Por	último,	tomando	en	cuenta	las	estruc-
turas	desiguales	de	poder	global	y	los	débiles	mecanismos	de	gobernanza,	
las	incertidumbres	con	respecto	al	cálculo	de	las	emisiones	de	los	bosques	
apuntan	a	un	escenario	de	fraude	generalizado,	desvío	de	fondos	por	parte	
de los intereses de las elites y desalojo de tierras (Creagh, 2009). 
Por otro lado, hubo desacuerdos que turbaron las negociaciones al interior 
de la cop16.	Las	posiciones	de	países	antes	críticos	de	los	mecanismos	como	
el redd	aceptaron	su	aprobación	bajo	el	pretexto	de	iniciar	nuevas	rondas	
de	negociaciones.	Es	el	caso	de	países	como	Venezuela	y	 los	del	bloque	
Grupo	de	77,	quienes	en	su	momento	reivindicaron	el	modelo	devastador	
de	desarrollo	promovido	por	los	países	industrializados	del	norte.1	Al	final,	
1. El Grupo de los 77 se fundó en 1964 para establecer posiciones comunes y en la actualidad cuenta 
con más de 130 países.
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los	países	que	nunca	estuvieron	de	acuerdo	con	la	reducción	de	los	gases	
de	efecto	invernadero	(Japón,	Australia,	Estados	Unidos	y	otros)	quedaron	
conformes	en	Cancún,	ya	que	el	nuevo	esquema	de	reproducción	capitalista	
tiene	un	Fondo	Verde	que	les	permitirá	crear	tecnologías	verdes,	mercancías	
verdes	y	capitales	verdes.	
de cochabamba a cancún
El	9	de	diciembre,	un	día	antes	de	concluir	la	Cumbre	oficial	y	las	activida-
des	del	Foro	Global	por	la	Vida	y	la	Justicia	Social	y	Ambiental,	llegó	Evo	
Morales	al	campamento	de	la	Vía	Campesina	en	Cancún,	para	emitir	un	
discurso	emotivo	y	alentador.	Sus	reflexiones	versaron	sobre	la	necesidad	
de	hacer	un	cambio	al	sistema	capitalista	que	consistiría	en	abandonar	las	
formas	 jerarquizadas	y	 las	 injusticias	sociales.	Convocó	a	 los	presentes	a	
enfrentar	colectivamente	al	capitalismo	y	 luchar	por	 la	vida,	“quizá	con	
el	nombre	de	socialismo,	pero	sobre	las	bases	del	buen	vivir”.	Conminó	a	
cambiar	principios	como	el	de	la	productividad	y	la	competitividad	por	la	
cooperación	y	vivir	en	armonía	con	la	Madre	Tierra.	
Según	los	Acuerdos	de	Cochabamba,	el	sistema	capitalista	es	la	mayor	
causa	de	la	crisis	y	se	debe	hacer	el	cambio	hacia	nuevos	modelos	basados	en	
la	justicia	social,	medioambiental	y	alimentaria.	El	derecho	de	la	soberanía	
alimentaria	es	una	de	las	principales	soluciones	para	enfriar	el	planeta,	otras	
son:	implementar	una	declaración	universal	sobre	los	derechos	de	la	madre	
tierra en la onu;	proteger	los	derechos	de	los	que	están	obligados	a	migrar	
debido	al	cambio	climático;	restringir	el	incremento	global	de	la	tempera-
tura	a	1°C;	reducir	a	50%	los	gases	de	efecto	invernadero	(gei) con base 
en	los	niveles	de	1990,	en	vistas	a	un	segundo	periodo	de	compromisos	del	
Protocolo	de	Kioto	(2013–2017);	rechazar	el	mercado	de	carbono	y	demás	
mecanismos	de	compensación,	incluyendo	el	redd; crear un tribunal de 
justicia	climática	y	medioambiental,	y	celebrar	un	referéndum	mundial	sobre	
cambio	climático	para	que	todo	el	mundo	pueda	decidir	sobre	este	asunto.
El	presidente	de	Bolivia	planteó	al	auditorio	motivos	por	los	cuales	las	
potencias	del	norte	no	quieren	cambiar	el	sistema,	ya	que	en	las	discusiones	
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oficiales	no	se	habla	de	las	causas	de	la	devastación	socioambiental	sino,	tan	
solo,	de	un	Fondo	Verde,	que	significa	privatizar	la	naturaleza	mediante	
bonos	y	recursos	para	convencer	a	algunos	países.	“Nosotros	sabemos	que	
con	 la	plata	no	podremos	enfriar	el	planeta	 […]	desde	 la	cop no habrá 
solución, no debatirán causas; desde aquí habrá propuestas para acabar 
con	el	capitalismo.	Tenemos	el	Acuerdo	de	Cochabamba	y	hemos	dado	
un	paso	 importante:	 ahora	 se	 debate	 en	 todo	 el	mundo	 los	 derechos	
de la Madre Tierra” (de disponible	en:	http://viacampesina.org/sp/index.
php?option=com_content&view=article&id=1129:evo-morales-propuso-
un-nuevo-socialismo-para-vivir-bien&catid=46:cambios-climcos-y-agro-
combustibles&Itemid=79,	consultada	el	24	de	enero	de	2011).
Evo	Morales	 fue	una	de	 las	personas	que	escucharon	las	demandas	y	
denuncias	de	las	caravanas,	quienes	junto	con	la	Vía	Campesina	y	la	anaa 
plantearon	un	desacuerdo	colectivo	ante	los	mecanismos	de	financiamiento	
verde	y	las	enmiendas	a	la	crisis	socioambiental	que	vivimos	en	México	y	en	
todo	el	mundo.	Como	señaló	el	mandatario	boliviano,	existen	recursos	que	
son	destinados	a	fines	bélicos	y	estos	podrían	ser	mejor	utilizados	en	el	pago	
de la deuda ecológica que los países del norte no quieren reconocer. Los 
financiamientos	promovidos	desde	el	gef	y	el	Banco	Mundial	mantienen	
los	esquemas	de	reproducción	del	capital.	Por	ello,	es	necesario	crear	un	
Banco	del	Sur	capaz	de	fomentar	nuevas	políticas para la vida. 
En	coincidencia,	voceros	de	la	Vía	Campesina	declararon	la	necesidad	
de	crear	nuevas	formas	de	relacionarnos	en	sociedad,	de	manera	que	no	
se	dañe	a	la	naturaleza	y	que	los	seres	humanos	abandonemos	las	prácticas	
de	explotación	y	destrucción	tanto	de	nosotros	mismos	como	de	nuestros	
territorios.	Denunciaron	la	criminalización	de	la	lucha	social,	las	farsas	de	
las	cumbres	de	la	tierra	y	los	mecanismos	que	pretenden	imponer,	bajo	un	
esquema	de	economía	verde	basado	en	los	bonos	de	carbono,	la	biotecno-
logía,	 los	transgénicos	y	las	energías	alternativas	que	no	buscan	sino	dar	
permiso	a	los	capitalistas	de	seguir	contaminando.	
La	Vía	Campesina	dejó	claro	que	el	planeta	no	tiene	por	qué	adaptarse	a	la	
crisis	climática	—o	mitigarla—	con	las	reducciones	de	gases	de	efecto	inver-
nadero	sino	que	la	humanidad	debe	saldar	deudas	con	la	tierra	y	devolverle	
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la	vida	que	nos	ha	dado.	Por	tanto,	reivindica	los	Acuerdos	de	Cochabamba	
en	defensa	de	los	derechos	de	la	madre	tierra,	con	el	propósito	de	desterrar	
las	trasnacionales	y	abogar	por	una	consulta	mundial	para	decidir	las	polí-
ticas	y	medidas	que	resuelvan	la	crisis	climática.	Con	gritos	y	algarabía,	los	
presentes	vocearon	la	consigna	“¡Cochabamba	sí,	redd	no!”.	Con	ello,	la	
reivindicación	en	el	templete	por	la	Declaración	de	Cochabamba	en	defensa	
de	la	madre	tierra;	resuena,	entonces,	la	nueva	consigna:	¡planeta	o	muerte!
reflexión final
El	cambio	climático	es	un	hecho	contundente	y	no	se	puede	mantener	un	
discurso	convencional	y	diplomático	 tan	 solo	para	mitigar	 sus	 efectos	o	
adaptarse	a	ellos.	La	estrategia	climática	manifestada	en	 las	cop ha sido 
rebasada,	ya	que	el	calentamiento	global	indica	el	agotamiento	del	modelo	
de	desarrollo	económico	actual.	Por	tanto,	es	necesario	crear	condiciones	
para	relacionarnos	y	apropiarnos	de	la	naturaleza	de	una	manera	diferente.	
El	ambiente	sano	y	solidario	vivido	durante	las	caravanas	y	el	campamen-
to	de	la	Vía	Campesina	en	Cancún	sientan	los	precedentes	de	una	nueva	
lógica	de	actuación,	pues	el	ambiente	es	 trascendente	en	 la	vida	de	 las	
sociedades y en sus territorios. 
Rescatamos	del	ecologismo	de	Cancún	la	necesidad	de	los	miles,	de	dar	
un	vuelco	cualitativo	al	sistema	económico	o	modo	de	producción.	Los	re-
presentantes	de	las	organizaciones	civiles,	campesinas,	sindicales,	barriales,	
comunitarias,	indígenas	y	de	migrantes,	así	como	los	delegados	internacio-
nales,	compartimos	la	idea	de	que	la	reapropiación	social	de	la	naturaleza	
comienza	a	 constituirse	de	manera	afirmativa	 en	 la	vida	práctica,	 en	 las	
redes	ciudadanas	y	acciones	colectivas	por	la	construcción	de	imaginarios	
del	buen	vivir.	Además,	como	se	vivió	cada	mañana	en	las	ceremonias	de	
agradecimiento	a	la	madre	tierra,	es	indispensable	incluir	en	el	proceso	
de	transición	de	los	imaginarios	aspectos	como	las	emociones,	las	per-
cepciones	y	las	representaciones	tanto	sociales	como	espirituales.	
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No	cabe	duda	que	la	anaa	se	fortaleció	gracias	a	las	caravanas	y	el	Foro	
por	la	Vida.	Se	han	integrado	luchas,	se	han	consolidado	movimientos	y	
acciones	compartidas,	se	ha	podido	hacer	una	radiografía	de	la	situación	
ambiental	y	social	del	país.	Desde	la	mirada	de	la	resistencia,	se	conjuntan	
nuevas	propuestas	y	alternativas	concretas,	que	muestran	la	riqueza	y	diver-
sidad	de	experiencias	y	saberes	de	quienes	integran	la	asamblea.	
Del	mismo	modo,	la	Vía	Campesina,	el	Movimiento	de	Liberación	Na-
cional y el Sindicato Mexicano de Electricistas, al dar su apoyo solidario, 
han	afirmado	la	plataforma	que	se	elaboró	en	la	Conferencia	Mundial	de	
los	Pueblos	sobre	Cambio	Climático	en	Cochabamba,	y	asumen	la	denuncia	
pública sobre el rechazo de los mdl y del redd.	La	justicia	climática	dejó	
de	ser	un	discurso	y	se	ha	convertido	en	una	reivindicación	prioritaria	y	
trasversal	 con	el	fin	de	aumentar	nuestras	 capacidades	de	 trasformación	
social,	movilización	y	presión	política.	Los	miles	de	manifestantes	que	acu-
dieron	a	Cancún	se	han	convertido	en	millones	en	el	resto	del	mundo;	en	
nuestras	localidades,	cada	día	van	en	aumento	para	salvar	nuestras	vidas	y	
la	de	nuestra	madre	naturaleza.
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aPortes Para una MetodoLoGÍa
Heliodoro Ochoa García
Es	fundamental	reconocer	que	la	dimensión	ambiental	(naturaleza–socie-
dad)	tiene	una	base	espacial.	Los	conflictos	ambientales,	los	afectados	y	sus	
posibles	alternativas	siempre	tienen	un	claro	referente	territorial	e	identita-
rio;	es	aquí,	en	el	territorio,	donde	finalmente	convergen	los	actores	y	sus	
estrategias.	Desde	esta	perspectiva,	resulta	pertinente	un	mapeo	que	permita	
ubicar,	caracterizar	y	contextualizar	en	el	espacio	los	conflictos	ambientales.	
Con	este	documento	se	pretende	aportar	una	metodología	para	sistematizar	
y	analizar	los	conflictos	ambientales	a	través	de	una	matriz	enlazada	al	uso	
de	un	sistema	de	información	geográfica	(sig) aplicado al caso de Jalisco, 
México.
Aspectos	referentes	al	lugar	y	tema	del	conflicto,	actores	involucrados,	
la	disputa	en	cuestión,	la	temporalidad,	la	posible	alternativa	de	solución	y	la	
fuente	documental	son	los	elementos	contenidos	en	la	matriz.	El	sistema	de	
información	geográfica	potencia	el	análisis	espacial	de	los	casos	de	conflicto	a	
través	de	categorías	definidas	y	relacionadas	con	la	matriz;	ayuda	a	sintetizar	
la	representación	de	casos,	y	permite	establecer	un	contexto	geográfico	del	
entorno.	Al	incorporar	la	dimensión	territorial	en	este	análisis,	se	esclarece	
la	articulación	regional	que	han	venido	generando	los	afectados	ambientales	
alrededor	de	alternativas	o	frentes	de	lucha	y	resistencia.
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Este	capítulo	se	desarrolla	en	cinco	apartados.	El	primero	se	refiere	al	
contexto	general	de	los	conflictos	ambientales,	su	alcance	e	implicaciones	
en	 lo	 económico	 y	 social;	 el	 segundo	 apartado	describe	 algunos	 de	 los	
avances	que	instituciones	oficiales	realizan	para	el	mapeo	de	problemáticas	
ambientales	y	perfila	el	aporte	de	este	trabajo;	la	tercera	sección	explica	la	
metodología	empleada	para	el	mapeo	de	conflictos	ambientales,	su	alcance	
y	limitaciones	con	el	uso	de	material	periodístico	como	fuente	para	obtener	
una	matriz	de	análisis	y	mapeo	de	casos,	donde	se	ubican	los	municipios	
que	enfrentan	situaciones	de	conflicto	ambiental;	el	cuarto	apartado	habla	
de	un	escenario	donde	ya	se	desarrollan	alternativas;	por	último,	el	quinto	
rescata las conclusiones a las que se llegó con este estudio.
aproximación al contexto de conflictos ambientales
Los	procesos	de	cambio	y	presión	sobre	el	medio	ambiente	se	asocian	sobre	
todo	con	el	aumento	demográfico	y	densidad	poblacional,	el	consumo	de	
recursos	y	bienes	naturales,	el	manejo	y	disposición	de	residuos,	el	consumo	
y	distribución	desigual,	 así	 como	 las	políticas	 y	 los	 instrumentos	 guber-
namentales	de	planificación,	 regulación	y	 sanción	en	materia	de	gestión	
ambiental	y	territorial.	El	modelo	de	desarrollo	vigente	tiene	como	fuentes	
de	subsidio	y	plusvalía	de	la	producción,	salvo	pocas	excepciones,	la	mano	de	
obra	barata	y	la	explotación	desmedida	del	medio	ambiente	que	genera	una	
deuda	ecológica	en	lugares	periféricos	y	marginados	que	han	sido	explotados.	
Así,	los	impactos	y	costos	ambientales	son	pagados	de	manera	desigual	por	
la	sociedad.	Por	ejemplo,	en	referencia	al	daño	ocasionado	por	potentes	
productos	químicos	dañinos,	Rachel	L.	Carson	apunta	que	“hemos	su-
bordinado	enormes	cantidades	de	personas	al	contacto	con	tales	venenos,	
sin	su	consentimiento	y,	con	frecuencia,	sin	su	conocimiento”	(2001:	24).	
El	deterioro	del	entorno	afecta	sobre	todo	a	los	más	pobres,	quienes	se	
ven	obligados	a	cambiar	sus	formas	de	vida	y,	en	situaciones	críticas,	deben	
emigrar	de	manera	temporal	o	permanente,	para	convertirse	en	refugiados	o	
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desplazados	ambientales.1	El	Programa	de	las	Naciones	Unidas	para	el	Medio	
Ambiente	(pnuma)	señala	una	historia	de	grandes	conflictos	ambientales	y	
desastres	naturales	que	han	afectado	a	más	de	2,000’000,000	de	personas	
y	matado	a	muchos	otros	millones.	Anota	que	desde	1990	se	han	generado	
al	menos	18	 importantes	conflictos	violentos	que	tienen	como	origen	 la	
explotación	de	los	recursos	naturales,	y	reconoce	que	mientras	la	pobla-
ción	mundial	y	la	demanda	de	recursos	sigan	creciendo,	existe	el	riesgo	de	
que	los	conflictos	por	recursos	naturales	se	intensifiquen	en	las	próximas	
décadas.	“Las	consecuencias	del	cambio	climático	en	la	disponibilidad	de	
agua,	la	seguridad	alimentaria,	la	prevalencia	de	enfermedades,	los	límites	
costeros,	y	distribución	de	la	población	puede	agravar	aún	más	las	tensio-
nes	existentes	y	generar	nuevos	conflictos”	(pnuma,	2010).	En	esta	misma	
línea,	Ramón	Fernández	Durán	(2011)	advierte	que	estamos	ante	una	era	
de	límites	ecológicos,	energéticos	y	climáticos	que	nos	llevarán	hacia	una	
rivalidad	abierta,	competencia	no	reglada	y	conflictiva,	capaz	de	llevar	a	la	
guerra	abierta	por	los	recursos	y	materias	primas,	enfrentando	entre	sí	a	
distintos	bloques	político–económicos	por	defender	sus	áreas	de	influencia	
en un contexto de desequilibrios regionales internos y externos.
A	nivel	 global,	 la	Evaluación de los Ecosistemas del Milenio	 advierte	
que	como	consecuencia	del	deterioro	ambiental	habrá	un	aumento	en	el	
número	de	personas	pobres,	en	tanto	que	los	problemas	relacionados	con	
la	seguridad	alimentaria	y	acceso	al	agua	aumentarán	(Millenium	Ecosystem	
Assessment,	2005;	fao, 2002). 
Para	Wolfgang	Sachs	y	Tilman	Santarius	(2007),	hay	dos	tipos	de	crisis	
ambientales	interrelacionadas,	que	ahora	ocupan	a	la	humanidad:	la	de	los	
recursos	fósiles	y	la	de	los	recursos	vivos.	La	primera	crisis	es	consecuencia	
de	 trasferir	 recursos	de	 la	corteza	 terrestre	a	 la	atmósfera	con	ayuda	de	
tecnología	industrial;	mientras	que	la	de	los	recursos	vivos	se	debe	a	la	ex-
cesiva	presión	que	ejerce	la	humanidad	sobre	la	biósfera,	lo	cual	debilita	y	
1. “Un estudio de la onu de 1998 estimó que el 96% de las muertes causadas por desastres [so-
cioambientales] ocurren en el 66% de la población de los países más pobres del mundo” (Borrás, 
2008: 3). 
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destruye	ecosistemas	enteros.	Algunos	de	los	daños	o	efectos	de	estas	dos	
crisis	se	manifiestan	en	el	declive	productivo	de	bienes	esenciales	como	
los	cereales,	carne,	madera,	fibras	vegetales,	provisión	de	agua	y	merma	
en	la	capacidad	de	conservar	y	reproducir	la	vida	en	los	ecosistemas.	Estos	
autores	distinguen	que	la	crisis	fósil	es	preocupación	del	norte,	mientras	
que	la	crisis	de	los	recursos	vivos	ocupa	más	el	interés	de	los	del	sur	(Sachs	
y Santarius, 2007). 
En	México,	 el	daño	ecológico	que	ocasiona	 el	 sistema	productivo	 se	
cuantifica	 como	costo ambiental	 y	 es	 calculado	de	manera	 anual	 por	 el	
Instituto	Nacional	de	Estadística	y	Geografía	(inegi)	a	través	del	producto	
interno nacional ecológico (pine).2 Este indicador se enlaza con el pro-
ducto interno bruto (pib)	a	través	de	la	depreciación	y	la	incorporación	
de	los	costos	por	agotamiento	y	degradación	ambiental;	mide	el	impacto	
ambiental	 que	 las	 actividades	 económicas	 de	producción,	 distribución	 y	
consumo	tienen	en	el	pib,	considera	el	desgaste	de	los	acervos	de	capital	
fijo	durante	el	proceso	productivo,	como	el	agotamiento	y	deterioro	de	los	
recursos	del	medio	ambiente.	
Cuantitativamente,	el	actual	modelo	de	producción	y	desarrollo	en	Mé-
xico	registra	un	costo	ambiental	total	anual	que	oscila	entre	7.6%	y	9.5%	
del total del pib;	este	monto	es	más	o	menos	equivalente	a	la	suma	total	de	
150	salarios	mínimos	para	todos	los	habitantes	del	país.	Hacia	2009,	el	cos-
to	económico	se	estimó	en	941,670’000,000	de	pesos,	mientras	que	el	
gasto	ejercido	en	protección	ambiental	llegó	apenas	a	los	119’740’000,000,	
equivalente	a	1%	del	pib.	Los	sectores	que	registran	mayor	costo	ambien-
2. El objetivo del Pine como indicador es generar estadística derivada mediante la vinculación de 
información sobre los recursos naturales y el medio ambiente al Sistema de Cuentas Nacionales 
de México, en el marco de las Cuentas Satélite de la onu, proporcionando un indicador de síntesis. 
Comprende los temas siguientes: el balance de los activos económicos producidos y no producidos, 
así como los activos ambientales no producidos; el agotamiento del petróleo, agua subterránea 
y de los recursos forestales; las pérdidas de hectáreas forestales por los cambios en el uso del suelo; 
la degradación del agua, aire y suelo; los gastos de protección ambiental de los gobiernos federal, 
del Distrito Federal, de las 31 entidades federativas, de empresas públicas y del sector institucional de 
los hogares; los gastos de protección ambiental del gobierno federal, gobierno del Distrito Federal y 
algunos organismos descentralizados, y el producto interno neto ecológico (inegi, 2010a y 2011).
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tal	 son,	por	orden	de	 importancia:	minería	 (19%);	 trasportes,	correos	y	
almacenamiento	(18%);	agricultura,	ganadería,	aprovechamiento	forestal,	
pesca	y	caza	(18%);	manufactura	(4%);	electricidad,	agua	y	suministro	de	
gas	(0.3%),	y	construcción	(0.1%).	De	manera	dispersa,	en	los	rubros	
de	“Otros	servicios”	y	“Otros	sectores	y	hogares”	se	reparte	el	resto	de	los	
costos	ambientales	(inegi, 2011).
Sin	embargo,	en	términos	cualitativos	no	existe	indicador	alguno	refe-
rido	al	coste	pagado	por	aquellas	personas	que	se	convierten	en	afectados	
ambientales	por	consecuencias	asociadas	al	deterioro	ecológico,	tales	como:	
enfermedades	ocasionadas	por	exposición	crónica	o	aguda	a	contaminantes;	
pérdida	de	prácticas	productivas	o	de	recolección	debido	a	la	destrucción	
del	 entorno;	migración	 forzada	de	 comunidades	por	 la	 construcción	de	
infraestructura	o	exposición	a	situaciones	de	riesgo;	amenaza	al	patrimonio	
cultural	y	de	monumentos,	entre	otros.	En	esta	relación	e	intercambio	des-
igual	que	existe	en	el	reparto	de	costes	y	beneficios	(ambientales	y	sociales)	
se ubica la deuda ecológica, que pone al descubierto la destrucción de la 
base	de	recursos	naturales.	Esta	deuda	es	inconmensurable,	“pues	no	hay	
tasas	de	descuento	que	logren	actualizarla	ni	instrumento	que	logre	medirla”	
(Leff,	2006:	24).
El	daño	ecológico	y	amenazas	que	se	ciernen	sobre	la	sociedad	pueden	
socavar	el	proceso	completo	de	desarrollo	[sustentable],	especialmente	
en	aquellos	sectores	de	la	población	más	vulnerable	que	vive	en	zonas	em-
pobrecidas	y	marginadas,	tanto	del	campo	como	la	ciudad:	niños,	adultos	
mayores,	mujeres	en	edad	reproductiva,	comunidades	rurales	e	indígenas	
y	ciertos	grupos	de	trabajadores	(pnuma,	2004).	
Las	cifras	socioeconómicas	del	estado	de	Jalisco	señalan	que	36.5%	de	la	
población	 vive	 en	 condiciones	 de	 “pobreza	multidimensional”;	 es	 decir	
que,	2’540,000	de	personas	no	tienen	un	ingreso	suficiente	para	satisfacer	
sus	necesidades	básicas	y	presentan	al	menos	una	carencia	social	en	cuanto	
a	rezago	educativo,	acceso	a	los	servicios	de	salud,	acceso	a	la	seguridad	
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social,	calidad	y	espacios	de	la	vivienda,	servicios	básicos	en	la	vivienda	o	
acceso	a	la	alimentación	(coneval, 2010). 
Los	afectados	ambientales,	en	su	situación	de	vulnerabilidad,	conforman	
organizaciones	con	el	propósito	de	divulgar	de	manera	extensiva	los	daños	
e	injusticias	que	padecen;	invocan	el	respeto	a	sus	derechos	básicos,	garan-
tías	 individuales	o	 colectivas	 amparadas	 en	el	marco	 jurídico	nacional	 e	
internacional;	exigen	el	cumplimiento	de	regulaciones	normativas,	pena-
lizaciones y la consideración del delito ecológico para sancionar a quien 
resulte	responsable	de	causar	daños	ecológicos	a	la	comunidad.	Se	subraya	
que	la	intelección	del	deterioro	de	la	naturaleza	y	los	conflictos	ambientales	
se	pueden	plantear	en	formas	diversas	—muchas	veces	antagónicas—	de	
valorización	o	 lenguajes,	 desbordando	 el	 campo	de	 la	 economía,	 de	 los	
recursos	naturales	y	los	servicios	ambientales	(Leff,	2006;	Martínez	Alier,	
2006).	Por	su	carácter	social,	los	conflictos	ambientales	involucran	“ciertas	
relaciones	entre	grupos,	organizaciones	o	individuos,	en	las	que	se	persiguen	
fines	contradictorios”	(López	Martínez,	2004:	150).	
Se	rescata	que,	no	obstante	la	diversidad	y	diferencia	que	puede	haber	
entre	los	 involucrados	en	un	conflicto,	es	posible	crear	condiciones	pro-
picias	para	 la	cooperación	y	retroalimentación	mutua,	a	fin	de	construir	
alternativas	de	solución	y	avanzar	hacia	modelos	mejores	de	relación	entre	
las sociedades y la naturaleza. Estas relaciones de horizontalidad se dan en 
un	plano	territorial,	donde	confluyen	procesos	sociales	y	ecológicos,	dando	
forma	y	sentido	a	la	configuración	del	medio	ambiente.
avances en el mapeo de conflictos ambientales
Elaborar	un	mapa	tiene	entre	sus	propósitos,	la	localización,	ubicación	y	
representación	simplificada	de	fenómenos	sociales,	naturales	o	ambientales	
que	suceden	en	un	espacio	delimitado	—en	este	caso,	del	estado	de	Jalisco.	
El	uso	de	herramientas	e	 instrumentos	de	representación	espacial	 (sobre	
todo	mapas	y	sistemas	de	información	geográfica)	es	fundamental	para	la	
administración	de	un	territorio,	consustancial	de	la	vida	social	y	la	cultura.	
La	trascripción	cartográfica	de	hechos	y	fenómenos	contribuye	a	construir	
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una	visión	(parcial	y	trasformada)	que	ayuda	a	orientar,	modificar	o	alterar	
la	percepción	de	un	lugar	(Hoffman	y	Salmerón,	1997).	Toda	cartografía	
pretende,	de	cierta	manera,	establecer	un	orden	que	facilite	la	comprensión	
de	algún	fenómeno	espacial,	pero	el	problema	reside	en	saber	de	qué	tipo	de	
orden	se	trata	y	a	quién	favorece	este.	
El	mapeo	de	conflictos	o	problemáticas	ambientales	a	desarrollar	en	este	
documento	pretende	 localizar	y	contextualizar	 los	 lugares	de	conflicto	a	
escala	municipal.	Como	punto	de	partida,	se	habla	del	trabajo	que	realizan	
algunas instituciones públicas de gobierno y algunas organizaciones sociales 
vinculadas	a	redes	y	movimientos.	
Las	instituciones	públicas	se	orientan	de	manera	especial	al	registro,	sis-
tematización	y	mapeo	de	variables	socioeconómicas,	naturales,	ambientales	
o	de	planeación.	En	menor	medida,	refieren	situaciones	de	agotamiento,	
deterioro,	contaminación,	conservación,	estado	y	cambios	en	los	recursos	
naturales	como	el	suelo,	atmósfera,	agua,	vegetación,	biodiversidad.	También	
presentan	información	respecto	a	residuos	sólidos,	manejo	de	contaminan-
tes,	riesgos	ambientales,	contaminación	del	aire	en	zonas	urbanas,	así	como	
áreas	rezagadas	en	materia	de	saneamiento	de	aguas;	se	empieza	a	incorporar	
una	agenda	de	bioseguridad,	pero	en	ningún	caso	se	encuentra	información	
referente	a	conflictos	socioambientales.
Organizaciones	sociales	y	movimientos	ambientales	que	tienen	presencia	
en	Jalisco	tienden	a	conformar	redes	alrededor	de	conflictos	ambientales	
por	el	agua,	la	minería,	la	biodiversidad,	los	bosques	o	la	conservación	
de	áreas	naturales.	Desde	aquí	se	han	conformado	colectivos	afines	que,	
entre	otras	cosas,	llevan	un	registro,	seguimiento,	sistematización	y	mapeo	
de	conflictos	ambientales;	destaca	la	Asamblea	Nacional	de	Afectados	Am-
bientales (anaa),	la	Asamblea	Regional	de	Afectados	Ambientales	de	Jalisco	
(araa	Jalisco),	el	Movimiento	de	Afectados	por	las	Presas	y	en	Defensa	de	
los Ríos (mapder), la Red Mexicana de Afectados por la Minería (rema), 
entre	otros.	Conviene	precisar	que	los	afectados	ambientales	muestran	un	
interés	material	por	el	medio	ambiente	y	su	territorio,	por	ser	la	fuente	y	
condición	para	su	sustento,	en	especial	de	los	más	pobres	(Martínez	Alier,	
2006).
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El	punto	de	intersección	—y	a	la	vez	de	divergencia—	entre	el	trabajo	que	
realizan instituciones públicas y organizaciones sociales se ubica sobre todo 
en	dos	planos.	El	primero	tiene	que	ver	con	la	gestión	pública	de	los	recur-
sos	naturales,	tales	como	concesión,	privatización,	manejo,	ordenamientos,	
marcos	legales,	participación	/	exclusión	en	la	toma	de	decisiones,	políticas	
de desarrollo, construcción de infraestructura, entre otros. El segundo plano 
es	relativo	al	deterioro	ambiental,	el	manejo	de	residuos	(sólidos	y	peligro-
sos),	el	saneamiento	y	la	restauración	o	reparación	del	daño.	En	la	revisión	
de	casos	de	conflicto	ambiental	es	posible	distinguir	conflictos	relacionados	
con	la	gestión,	de	aquellos	relacionados	con	lo	ecológico	(López	Ramírez	
y Ochoa, 2010).
avances desde las instituciones públicas
Desde	el	sector	público,	una	de	las	vertientes	para	el	registro	y	análisis	de	
los	problemas	ecológicos	o	conflictos	ambientales	de	Jalisco	aparece	rela-
cionada	con	las	emisiones	y	trasferencia	de	contaminantes	de	los	diferentes	
establecimientos	o	actividades	productivas	de	industrias,	empresas,	servicios	
de	carácter	público	y	privado.	Hasta	la	fecha,	ninguna	instancia	de	carác-
ter	federal,	estatal	o	municipal	dispone	de	información	veraz,	completa	y	
sistematizada	sobre	el	tipo	o	cantidad	de	sustancias	y	contaminantes	que	
se	manejan	en	Jalisco.	Algunos	de	los	esfuerzos	por	realizar	un	inventario	en	
esta	materia	son	encabezados	por	la	Secretaría	de	Medio	Ambiente	y	Recursos	
Naturales	(semarnat)	y	por	la	Secretaría	de	Medio	Ambiente	y	Desarrollo	
Sustentable de Jalisco (semades),	instancias	oficiales	de	nivel	federal	y	estatal	
respectivamente.
La semades	ha	desarrollado	el	Sistema	de	Información	Geográfica	Am-
biental (siga)	en	línea	(http://siga.jalisco.gob.mx/viewer.htm),	donde	pone	a	
disposición	la	cartografía	del	ordenamiento	ecológico	territorial	del	estado.	
Los	programas	institucionales	más	importantes	están	relacionados	con	la	ca-
lidad	del	aire	y	emisiones	vehiculares,	la	gestión	de	residuos,	ordenamientos	
locales	del	territorio	y,	recientemente,	la	estrategia	para	la	conservación	y	
uso	de	la	biodiversidad.	Dispone	también	de	fichas	con	información	ambien-
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tal	municipal	básica	y	lleva	una	bitácora	de	los	ordenamientos	ecológicos	
locales	que	están	en	marcha	en	los	municipios	de	Cihuatlán,	La	Huerta,	
Cabo	Corrientes,	Jocotepec,	Tlajomulco	de	Zúñiga,	Subcuenca	de	Zapotlán	
el Grande, Tapalpa, El Salto, San Sebastián del Oeste, Ixtlahuacán de los 
Membrillos,	Tomatlán	y	Zapopan.	
Por otro lado, siguiendo lo establecido en la Ley General de Equilibrio 
Ecológico	y	de	Protección	al	Ambiente,	la	semarnat	dispone	del	Sistema	
Nacional	 de	 Información	Ambiental	 y	 de	Recursos	Naturales	 (sniarn, 
http://www.semarnat.gob.mx/informacionambiental/Pages/sniarn.aspx).	
Este	se	vincula	a	una	base	de	datos	estadísticos	y	al	Sistema	Nacional	de	
Indicadores	Ambientales,	 que	 responde	 a	 iniciativas	 internacionales	 en	
las	que	México	participa:	 Iniciativa	Latinoamericana	y	Caribeña	para	el	
Desarrollo Sostenible (ilac), los Indicadores de Desarrollo del Milenio 
y	los	Indicadores	Ambientales	de	la	Organización	para	la	Cooperación	y	
Desarrollo	Económicos	(ocde).	En	este	marco,	se	desarrolla	el	Registro	de	
Emisiones	y	Transferencias	de	Contaminantes	(retc), que está enlazado al 
Acuerdo	de	Cooperación	Ambiental	de	América	del	Norte,	del	que	forman	
parte	Canadá,	Estados	Unidos	y	México.	Hasta	ahora,	México	es	el	más	
atrasado en la elaboración de su retc,	por	lo	cual	la	información	que	se	
presenta	ahora	se	podría	actualizar	con	el	tiempo.
El retc	de	México	incluye	un	total	de	104	sustancias	que	están	incluidas	
en	la	norma	nmx–aa–118–scfi–2001. En base a esta, en todo Jalisco se 
registran	solo	148	establecimientos	que	manejan	alguna	de	estas	sustancias,	
de	los	cuales	80%	se	ubican	en	la	zona	metropolitana	de	Guadalajara,	en	
especial	en	el	corredor	industrial	de	El	Salto;	el	resto	de	los	establecimientos	
se	encuentran	dispersos	en	el	estado	y	reportan	empresas	de	tipo	extrac-
tivo,	ingenios	azucareros,	industria	maderera,	grandes	servicios	(como	el	
aeropuerto),	entre	otros.	En	el	mapa	se	observa	la	distribución	espacial	de	
los	establecimientos	(véase	la	gráfica	3.1).	Este	registro	ofrece	información	
referente	al	nombre	o	razón	social	de	la	empresa,	clave	de	la	sustancia	que	
usa,	localidad	y	domicilio	donde	se	encuentra	y	está	disponible	a	nivel	na-
cional	en	los	informes	periódicos	En balance, que	realiza	la	Comisión	de	
Cooperación	Ambiental	de	América	del	Norte	(http://www.cec.org).	
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Las	principales	emisiones	de	contaminantes	reportadas	en	Jalisco	son	
básicamente	las	que	se	dirigen	a	la	atmósfera;	no	se	tienen	datos	sobre	
emisiones	o	descargas	a	cuerpos	de	agua	o	al	suelo,	inyección	al	subsuelo,	
materiales	de	reciclaje	o	trasferencia	de	contaminantes	fuera	del	sitio	de	
origen.	La	carencia	de	información	en	este	tópico	es	un	obstáculo	para	el	
control	y	diseño	de	políticas	ambientales	orientadas	al	control	de	la	con-
taminación,	sus	fuentes	y	efectos	nocivos,	que	muchas	veces	se	convierten	
en	conflictos.
Avances desde las organizaciones sociales y movimientos
Organizaciones	sociales	que	se	encuentran	en	varios	municipios	de	Jalisco	
conforman	 varios	 frentes	 de	 lucha,	 oposición	 y	 alternativas	 a	 conflictos	
Fuente: elaboración propia con base a información georreferenciada del retc (cca, 2010). 
Gráfica 3.1 distribución de establecimientos incluidos en el registro de emisiones 
y transferencias de contaminantes, estado de Jalisco
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ambientales	que	les	afectan	de	manera	directa.	También,	se	solidarizan	con	
afectados	de	otros	lugares	y	se	suman	a	movimientos	sociales	que	tienen	
como	eje	central	de	acción	temas	como	el	agua	y	las	represas,	el	maíz,	la	
minería,	los	bosques,	la	biodiversidad,	desechos	(basura)	y	la	construcción	
de	infraestructura	que	amenaza	el	patrimonio	cultural	o	natural	(carreteras,	
edificaciones	urbanas,	industriales	o	turísticas).	Los	conflictos	ambientales	se	
expresan	por	medio	de	diferentes	lenguajes,	significados	y	recursos	comuni-
cacionales;	la	valoración	económica	de	los	daños	es	solo	una	de	estas	formas.	
La anaa,	conformada	por	ciudadanos,	se	vincula	a	 la	Unión	Cien-
tíficos	Comprometidos	 con	 la	 Sociedad	—iniciativa	 independiente	de	
académicos	en	México—	a	través	del	Observatorio	Socioambiental.	Esta	
Asamblea	es	un	movimiento	en	donde	participan	personas	e	instituciones	de	
varios	estados	del	país,	sobre	todo	comunidades	afectadas,	organizaciones	
sociales	y	no	gubernamentales,	acompañadas	por	universidades	y	centros	
de	investigación,	consultores,	entre	otros.	La	anaa	define	como	su	misión	
“luchar	por	la	vida	en	nuestras	casas,	tierras,	aguas	y	territorios”	y	tiene	un	
registro	de	95	casos	documentados	en	México,	algunos	de	los	cuales	están	
disponibles en línea junto con la agenda de trabajo de la organización.
El sitio web de la anaa	 (http://www.afectadosambientales.org)	ofrece	
la	posibilidad	de	registrar	en	 línea	casos	de	conflicto	ambiental	para	 ser	
analizados	y	compartidos	en	la	anaa.	La	ficha	a	llenar	incluye	los	siguientes	
campos:	nombre	del	evento	y	descripción,	incluye	diez	categorías	para	su	
clasificación	(accidentes	industriales,	agua,	aire,	basura,	bosques,	carreteras,	
desarrollo	urbano,	maíz,	minas	y	presas),	permite	ubicar	el	evento	a	través	de	
un	mapa	y	datos	de	localización;	facilita	el	enlace	a	recursos	de	comunicación	
(noticias,	video,	fotos),	y	pide	señalar	si	el	evento	en	cuestión	forma	parte	
de	una	lucha	o	movimiento.
La anaa	sirvió	de	plataforma	para	que	organizaciones	sociales	de	Jalisco	
ya	articuladas	entre	sí	conformaran	la	araa Jalisco. El trabajo de la araa 
Jalisco	 conforma	un	 frente	 común	de	 lucha	ambiental	que	ha	 sido	muy	
dinámico	en	los	últimos	dos	años;	realiza	reuniones	itinerantes	en	comu-
nidades	afectadas	y	tiene	una	presencia	constante	en	medios	de	comunica-
ción	y	difusión.	Es	también	un	espacio	que	denuncia	situaciones	concretas	
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de	deterioro	ambiental	y	violación	de	derechos	colectivos;	promueve	que	
las	organizaciones	locales	encabecen	su	propia	lucha	y	alternativas	con	el	
respaldo de la araa,	espacio	donde	se	comparten	avances,	aprendizajes,	
estrategias	y	retos	impulsados	desde	lo	local.	
La	sistematización	de	conflictos	en	la	anaa y la araa	define	categorías	y	
temas,	y	dispone	de	fichas	y	documentos	de	casos	que	describen	las	comu-
nidades,	sus	recursos	y	cómo	están	siendo	afectados.	Sin	embargo,	todavía	
no	ofrecen	abiertamente	un	mapeo	de	los	conflictos	y	problemáticas	que	
tienen en sus registros.
Metodología para el mapeo de conflictos ambientales y alternativas
Los	conflictos	ambientales	son	dinámicos.	Las	variadas	características	am-
bientales	y	sociopolíticas	de	un	conflicto,	así	como	sus	formas	de	gestión	
y	 resolución,	 se	 pueden	 presentar	 en	 distintos	 estadios	 para	 un	mismo	
caso	a	lo	largo	del	tiempo.	La	comprensión	del	problema	y	su	alcance,	el	
recrudecimiento	 de	 daños	 ambientales,	 las	 coyunturas	 político–sociales,	
la	vinculación	con	asesores	o	movimientos	sociales	así	como	logros	alcan-
zados	son	factores	capaces	de	redefinir	la	trayectoria	de	un	conflicto.	En	
este	sentido,	es	necesario	que	el	registro,	análisis	y	mapeo	de	conflictos	
ambientales	sean	también	dinámicos,	con	la	posibilidad	de	hacer	cruces	
entre	variables	relacionadas	con	el	caso.	Esta	es	la	finalidad	de	la	metodo-
logía que aquí se propone. 
Las	bases	de	esta	propuesta	reconocen	la	necesidad	de	implementar	un	
mecanismo	que	permita	hacer	actualizaciones	en	la	información	y	consulta	
de	los	casos	de	conflicto	ambiental	a	una	escala	municipal,	mientras	conserva	
la	virtud	de	poder	hacer	cruces	con	otras	variables	espaciales	(mapeadas)	
mediante	el	uso	de	un	sistema	de	información	geográfica.	En	este	caso,	se	
utiliza el software	de	Excel–Microsoft	Office	y	el	de	ArcMap–esri.
La	 fuente	de	 información	utilizada	para	 el	 registro	de	 conflictos	 am-
bientales	es,	en	este	caso,	periodística	 (digital	e	 impresa)	con	alcance	de	
distribución	estatal	y	contenidos	más	referidos	al	estado	de	Jalisco.	De	la	
fuente	periodística	se	seleccionan	las	notas	relacionadas	con	el	medio	am-
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biente,	y	de	ahí	se	extraen	los	elementos	de	interés	para	alimentar	la	matriz	
de	Excel.	La	información	tomada	de	la	fuente	no	es	alterada	en	contenido,	
pero	se	clasifica	para	poder	realizar	el	análisis	conjunto	de	la	información	
en	el	mapa	y	en	la	matriz.
El	diseño	de	esta	metodología	también	permite	incorporar	recursos	in-
formativos	de	otro	tipo,	tales	como	sitios	web,	videos,	fotografía,	noticias,	
bibliografía	e	 investigaciones,	entrevistas	o	 trabajo	de	campo.	Dados	 los	
recursos	humanos	y	materiales	disponibles	en	esta	etapa	del	trabajo,	por	
ahora	solo	se	utilizan	notas	periodísticas	de	la	base	de	datos	de	la	Oficina	
de	Comunicación	Social	de	la	semarnat, Delegación Jalisco. 
Matriz de conflictos ambientales y alternativas
La	matriz	para	el	desarrollo	de	conflictos	ambientales	está	diseñada	para	
registrar	de	manera	sucinta	11	variables	(véase	el	cuadro	3.1).	Estas	han	
sido seleccionadas a partir de una serie de ensayos, buscando diseñar una 
herramienta	que	tenga	como	características	ser	dinámica	y	flexible	para	el	
análisis,	que	permita	la	actualización	de	la	información,	la	agregación	de	
nuevas	variables	y,	sobre	todo,	que	posibilite	su	vinculación	a	un	sistema	
de	información	geográfica	(sig).3	Además,	con	estas	variables	también	se	
busca	 avanzar	 en	 el	 reconocimiento	 de	 ámbitos	 territoriales,	 contextos	
geográficos	 y	 políticos	 que	 interactúan	 en	 la	 gestión	 y	 desarrollo	 de	 un	
conflicto	ambiental.	
La	variable	1	permite	el	enlace	de	la	matriz	con	el	sig,	tomando	como	
referencia	el	mapa	de	municipios	de	Jalisco;	 la	clave	geoestadística	es	 la	
determinada	por	el	 inegi y ello facilita el enlace con bases de datos que 
pueden ser incorporadas a posteriori. En principio, se reconoce que los 
procesos	ecológicos	y	los	conflictos	ambientales	no	se	acotan	a	los	límites	
de	un	municipio,	sin	embargo,	los	municipios	—“el	Municipio	Libre”—	son	
3. En la revisión de notas periodísticas y alimentación de una versión anterior de esta matriz, parti-
ciparon alumnos y becarios en el Programa de Ecología Política del iteso. Entre ellos, Norman 
Blanco y Antonio Magaña.
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la	base	de	la	división	territorial,	de	la	organización	política	y	administrativa	
del	estado,	con	ciertos	cargos,	atribuciones	y	facultades	para	manejar	su	pa-
trimonio,	incluido	ahí	el	manejo	de	su	hacienda,	la	gestión	y	ordenamiento	
de	su	 territorio.	Además,	el	municipio	 tiene	como	ventaja	 la	generación	
periódica	de	información	y	estadística.
cuadro 3.1 Matriz de conflictos ambientales y alternativas
1. Clave de municipio Clave geoestadística del municipio.
2. Lugar o ubicación
del conflicto
Nombre del municipio.
Localidad: población o ciudad.
Lugar: río, presa, ejido, playa, área natural, etcétera.
3. Actores involucrados 
(social, gobierno, 
empresarial, otro) 
Actor local.
Actor o movimiento al que se vinculan los afectados.
Actor externo.
4. Tema central del 
conflicto: recurso, 
actividad que afecta  
o está siendo afectada
Daño en agua superficial, embalses, contaminación por 
agua residual, escasez de agua, impacto en la vegetación 
(bosque, selva, manglar...), pérdida de biodiversidad, 
contaminación del aire, dificultad en la implementación 
de políticas ambientales y proyectos de desarrollo, 
minería, manejo inadecuado de residuos (basura).
5. Problema, reclamo 
o motivo del conflicto
En qué consiste la afectación o el reclamo.
6. Descripción
del conflicto Descripción y desarrollo del caso.
7. Alternativa
o propuesta Descripción de alternativas y propuestas al conflicto.
8. Acciones de conflicto Pacífico, violento, judicial o jurídico.
Gestión pública del territorio y los recursos / deterioro 
ambiental (ecologismo popular, conservacionista, 
ecotecnológico).
9. Tipo de conflicto
10. Fuente de
información
Periódico, sitio web, video, informe, noticia, entrevista,
trabajo de campo.
Local, nacional, internacional.
Año.
Mes (1–12).
Día.
11. Fecha
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El	lugar	o	ubicación	del	conflicto	es	una	variable	espacial	más	acotada	
al	sitio	donde	sucede	el	conflicto.	Involucra	un	sentido	de	territorialidad	
que	comprende	formas	de	apropiación	colectiva,	material	y	simbólica	del	
espacio,	y	suele	estar	presente	en	el	discurso	de	los	afectados,	de	tal	mane-
ra	que	constituye	rasgos	de	identidad	social	y	se	traduce	como	uno	de	los	
valores	inconmensurables	y	difíciles	de	restituir.	La	posibilidad	de	repre-
sentar	cartográficamente	esta	variable	es	a	partir	de	la	localidad	o	rasgos	
geográficos	precisos.	
Los	actores	involucrados	difícilmente	pueden	ser	mapeados,	pero	su	men-
ción	alude	niveles	o	ámbitos	de	gestión	y	poder	político	territorial.	Cuando	
son	muchos	y	variados	los	involucrados,	la	difusión	y	clamor	del	conflicto	
aumenta,	de	tal	modo	que	se	asegura	su	permanencia	en	los	medios	de	co-
municación	y	en	la	opinión	pública,	y	se	extiende	su	radio	de	influencia	de	
lo	local	a	lo	global	en	articulación	con	movimientos	sociales	de	gran	alcance.
El	tema	central	del	conflicto	(variable	4)	es	descrito	en	muy	pocas	pala-
bras,	con	base	en	el	recurso	en	cuestión,	actividad	que	afecta	o	está	siendo	
afectada.	Este	tipo	de	clasificación	temática	ayuda	a	sobreponer	en	el	sig 
varios	conflictos	en	un	mismo	municipio,	o	separarlos	de	acuerdo	con	el	
tema	de	interés	y,	acaso,	prever	tendencias	en	el	territorio.	Esta	desagrega-
ción	considera	que	son	distintos	las	instituciones	y	actores	que	intervienen	
en	la	gestión	del	medio	ambiente	de	los	recursos	naturales	(agua,	bosque),	
de	las	actividades	productivas	(minería),	de	los	servicios	(residuos,	agua	y	
saneamiento)	o	políticas	y	proyectos	de	desarrollo	(infraestructura,	embalses,	
energía,	vías	de	comunicación).	El	análisis	temático	supone	la	posibilidad	de	
diseñar	una	estrategia	social	o	institucional	con	visión	integral	del	territorio.
La	información	respecto	al	problema,	reclamo	o	motivo	del	conflicto,	
la	descripción	del	conflicto	y	la	alternativa	o	propuesta	(variables	5,	6	y	7)	
son	tomadas	y	resumidas	de	la	fuente,	pero	cuidando	no	alterar	el	fondo	
del	contenido,	incluso	se	recoge	de	manera	textual	el	discurso	de	actores.	El	
problema	señala	en	qué	consiste	la	afectación	o	el	reclamo,	la	descripción	
narra	el	desarrollo	del	conflicto	y	en	las	alternativas	se	presta	atención	a	las	
soluciones	al	conflicto.	
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En	medio	del	proceso	del	conflicto	y	de	posibles	alternativas,	se	desa-
rrollan	acciones	de	tipo	pacífico,	judicial	o	violento	que	definen	el	tono	del	
conflicto	donde	participan	 los	diferentes	 actores	 involucrados;	 por	 ello,	
es	 primordial	 registrar	 esta	 variable.	 Las	 acciones	 pacíficas	 consisten	 en	
declaraciones,	marchas,	manifestaciones,	protestas,	pancartas,	quejas,	peti-
ciones,	huelgas,	bloqueos,	toma	de	instalaciones,	etc;	las	acciones	violentas	
se	 asocian	 a	 cuestiones	 como	 represión,	 amenazas,	muertes	 y	 lesiones;	
las	 acciones	 jurídicas	 o	 judiciales	 implican	 procesos	 legales,	 acuerdos,	
demandas,	amparos,	acusaciones	formales,	demanda	de	sanciones,	encar-
celamiento,	entre	otros.	Desde	esta	vertiente,	el	conflicto	llega	a	instancias	
nacionales e internacionales.
En	la	descripción	del	conflicto	y	alternativas	(variables	6	y	7),	se	interpreta	
lo	que	subyace	al	conflicto,	inclusive	si	la	perspectiva	de	su	argumentación	
es	desde	el	ecologismo	popular,	conservación	de	la	naturaleza	o	uso	de	eco-
tecnologías.	El	tipo	de	conflicto	(variable	9)	es	para	especificar	elementos	
subyacentes	del	conflicto	y	catalogar	si	se	inscriben	como	procesos	de	gestión	
pública	del	territorio	y	los	recursos,	o	bien	como	procesos	de	reacción	social	
ante	situaciones	de	deterioro	ambiental.
Por	último,	las	variables	10	y	11	son	para	consignar	la	fuente	de	infor-
mación	utilizada	y	la	fecha	de	consulta.	Se	documenta	el	tipo	u	origen	de	
la	información,	mientras	que	la	fecha	también	permite	elaborar	análisis	y	
mapas	de	conflicto	por	periodos	de	tiempo,	detectando	la	duración	y	evo-
lución	de	los	casos	por	causas	sociopolíticas	o	ambientales	que	varían	a	lo	
largo de la historia.
Hasta	el	momento	se	tiene	una	matriz	en	bruto	que	supera	los	7,000	
registros (distintas fechas de 2005, 2008 y 2009) que están relacionados con 
un	conjunto	de	40	municipios	de	Jalisco.	Hace	falta	procesar	y	agrupar	la	
información	para	hacer	una	base	de	datos	más	compacta	y	de	fácil	consulta;	
sin	embargo,	el	uso	del	sig	permite	adelantar	el	análisis	de	algunas	variables.	
Una	versión	muy	simplificada	es	el	cuadro	3.2,	que	abstrae	el	tema	central	
del	conflicto	por	municipio.	Como	se	puede	observar	en	el	mismo	cuadro,	
en	la	revisión	de	conflictos	ambientales	que	suceden	en	estos	40	municipios	
de	Jalisco,	se	reconoce	un	predominio	de	conflictos	relacionados	con	el	re-
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cuadro 3.2 conflictos ambientales en Jalisco
Municipio (1) (2) (3) (4) (5) (6) (7) (8)
El Arenal    X    
Atotonilco   X    X  
el Alto
Autlán     X X   
de Navarro
Ayotlán   X    X  
La Barca  X    X  
Bolaños    X    
Zapotlán  X   X    
el Grande
Cañadas X       
de Obregón
Chapala X X    X  
Degollado  X    X  
Guadalajara* X X X    X X
Huejuquilla  X   X    
el Alto
Ixtlahuacán   X      
del Río
Jamay  X    X  
Jilotlán de  X       
los Dolores
Jocotepec  X    X  
Lagos de   X      
Moreno
La Manzanilla      X   
de la Paz
Mazamitla      X  
Ocotlán  X    X  
Poncitlán  X    X
El Salto*  X    X
(1)Daño en agua superficial y embalses , (2)Contaminación por agua residual,  
(3)Escasez de agua , (4)Deterioro de bosque , (5)Pérdida de biodiversidad, (6)Manejo 
inadecuado de residuos (basura), (7)Contaminación del aire, (8)Dificultad en política 
ambiental
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cuadro 3.2 continuación
* Municipio que forma parte de la zona metropolitana de Guadalajara, establecida por decreto en 
2009 y conformada por: Guadalajara, Zapopan, Tlaquepaque, Tonalá, Tlajomulco de Zúñiga, El 
Salto, Ixtlahuacán de los Membrillos y Juanacatlán.
Fuente: elaboración propia con base en notas de los periódicos El Informador, El Público, La Jornada 
Jalisco, El Occidental y Ocho Columnas, de diferentes fechas.
Municipio (1) (2) (3) (4) (5) (6) (7) (8)
Sayula    X    
Tala    X    
Talpa de     X    
Allende
Techaluta de    X    
Montenegro
Tepatitlán   X      
de Morelos
Tizapán   X    X  
el Alto
Tlajomulco     X    
de Zúñiga*
Tlaquepaque*   X    X X
Tolimán    X    
Tomatlán     X   
Tonalá*  X     X X
Tototlán  X    X  
Tuxcacuesco    X    
Tuxcueca  X    X  
Villa Corona X       
Zapopan*  X  X  X X X
Zapotlán   X    X  
del Rey
Zapotlanejo X       
Suma de
municipios   8 20 2 13 3 16 4 4
con algún tipo
de conflicto
(1)Daño en agua superficial y embalses , (2)Contaminación por agua residual,  
(3)Escasez de agua , (4)Deterioro de bosque , (5)Pérdida de biodiversidad, (6)Manejo 
inadecuado de residuos (basura), (7)Contaminación del aire, (8)Dificultad en política 
ambiental
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zago	en	el	tratamiento	de	aguas	residuales,	así	como	el	manejo	inadecuado	
y	disposición	final	de	residuos	municipales;	 le	siguen	en	 importancia	 las	
afectaciones	a	los	bosques,	aguas	superficiales	y	biodiversidad	(semillas	y	
recursos	fitogenéticos),	mientras	que	los	municipios	de	la	zona	metropolitana	
de	Guadalajara	son	especialmente	afectados	por	un	conjunto	de	factores	a	
la	vez:	calidad	del	aire,	escasez	de	agua	para	uso	doméstico	y	dificultades	
para	el	desarrollo	e	implementación	de	políticas	ambientales	relacionadas	
con	los	ordenamientos	ecológico–territoriales.
Mapa de conflictos ambientales
El	mapa	de	conflictos	ambientales	está	 ceñido	a	 la	matriz	antes	descrita	
(véase	el	cuadro	3.1)	y	a	la	base	cartográfica	disponible.	El	sig es la herra-
mienta	que	permite	hacer	de	la	información	un	tratamiento	lógico,	gráfico	
y	matemático;	ordena,	compara,	extrae,	archiva,	muestra	inconsistencias,	
reproduce	y	difunde	información.	La	información	puede	al	mismo	tiempo	
examinarse	desde	lo	estadístico,	geográfico,	económico,	social,	histórico	o	
prospectivo.	Se	amplía	la	posibilidad	de	análisis	en	tiempo	y	complejidad	
de operaciones. 
La	cartografía	base	digital	utilizada	en	el	mapeo	es	la	de	límites	munici-
pales	del	estado	de	Jalisco	y	un	modelo	digital	de	elevación	de	terreno.4 La 
matriz	está	vinculada	al	sig	mediante	la	clave	geoestadística	del	municipio	
y	es	posible	elaborar	mapas	con	las	variables	1,	4,	8,	9	y	11.	El	resultado	
arroja	municipios	con	presencia	de	conflicto	ambiental,	tema	central	del	
conflicto,	acciones	y	tipo	de	conflicto,	así	como	fecha	de	ocurrencia.	El	resto	
de	las	variables	puede	ser	consultado	y	sistematizado	en	la	tabla	del	sig o 
mediante	las	herramientas	que	dispone	el	software para consulta, cruce de 
variables	y	agregar	capas	de	información.	
En	la	gráfica	3.2	se	presentan	los	municipios	que	tienen	conflicto	y	se	
indica	cuál	es	el	tema	central,	se	relaciona	con	el	cuadro	3.2	y	aquí	es	po-
4. Los límites municipales son los establecidos por decreto oficial del estado de Jalisco en 2008. El 
modelo digital de elevación de terreno fue elaborado por Miriam Vargas, con base en cartografía 
topográfica.
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Fuente: Miriam Vargas y Heliodoro Ochoa.
Gráfica 3.2 conflictos ambientales en Jalisco por municipio y tema de conflicto
sible	observar	patrones	espaciales	en	relación	con	aspectos	geográficos.	La	
zona	metropolitana	de	Guadalajara	—donde	se	concentra	la	mayor	parte	
de	la	población	del	estado,	infraestructura	y	servicios—	presenta	la	mayor	
concentración	y	complejidad	de	conflictos	ambientales;	la	escasez	de	agua	
y	el	deterioro	ambiental	son	más	marcados	en	estos	municipios.	
En la región de los Altos Sur y en la ribera del Lago de Chapala se agudiza 
la	presencia	de	problemas	generados	por	aguas	residuales	sin	tratamiento,	
así	como	el	manejo	 inadecuado	de	residuos	 (basura).	Los	municipios	de	
zonas	serranas	—que	se	pueden	apreciar	en	 la	topografía	del	mapa—	se	
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caracterizan	más	 bien	 por	 el	 deterioro	 de	 los	 bosques.	 Los	 lugares	 que	
señalan	pérdida	de	biodiversidad	coinciden	con	las	zonas	designadas	Área	
Natural	Protegida	o	lugares	de	ecoturismo.	Los	daños	en	agua	superficial	
y	embalses	(que	alteran	la	ecología	de	cuerpos	y	corrientes	de	agua)	están	
repartidos	en	regiones	con	marcadas	diferencias	geográficas	e	hidrográficas.
Uno	de	los	indicadores	de	deterioro	ecológico	más	evidentes	es	la	su-
perficie	que	ha	sido	sujeta	a	cambios	de	uso	de	suelo.	En	las	últimas	tres	
décadas,	20%	de	la	superficie	de	Jalisco	registró	cambios	de	uso	de	suelo,	
sobre	todo	debido	a	la	agricultura	y	por	disminución	de	áreas	de	bosque	y	
selva.	En	segundo	lugar,	se	debió	a	cambios	en	la	cobertura	de	pastizales	y	al	
aumento	de	la	superficie	urbanizada	que	aumentó	en	cinco	veces	(Quiñones	
Aguirre,	2011).	Los	resultados	de	este	fenómeno	son	la	pérdida	de	biodiver-
sidad,	la	disminución	en	la	fertilidad	del	suelo,	las	superficies	erosionadas,	
la	contaminación	de	aguas	y	el	deterioro	de	cobertura	forestal,	entre	otros.	
El	alcance	territorial	del	conflicto	puede	ser	a	escala	local,	pero	la	di-
fusión	del	caso	es	capaz	de	llegar	a	nivel	estatal,	nacional	o	internacional;	
intervienen	medios	de	comunicación,	gobiernos,	 representantes	 sociales,	
tribunales	y	autoridades	oficiales	o	de	carácter	moral.	
Entre	los	conflictos	ambientales	los	casos	más	representativos	que	se	pre-
figuran	con	avances	de	integración	regional	entre	los	afectados	se	ubican	en	
cuatro	lugares:	el	río	Santiago	(corredor	Ocotlán–El	Salto–Ixtlahuacán	del	
Río),	Sierra	de	Manantlán	(Autlán,	Tolimán,	Tuxcacuesco),	Sierra	Wixárika	
(Huejuquilla–Bolaños)	y	la	región	de	La	Ciénega	de	Chapala	(municipios	de	
la	ribera	del	Lago	de	Chapala).	Estos	casos	comparten	los	rasgos	siguientes:	
tienen	una	extensión	territorial	regional	que	abarca	un	conjunto	de	mu-
nicipios	con	características	geográficas	similares;	la	defensa	del	agua	y	el	
territorio	son	elementos	comunes;	el	deterioro	ambiental	afecta	las	formas	
de	vida	comunitaria	y	compromete	su	desarrollo;	la	difusión	del	conflicto	
se	da	en	espacios	locales	e	internacionales;	existe	una	participación	activa	
de	 las	 comunidades	 afectadas;	 los	 actores	 locales	 realizan	 estrategias	 de	
vinculación	con	organizaciones	y	movimientos	ambientales;	las	alternativas	
al	conflicto	apuntan	hacia	una	amplia	participación	ciudadana	que	compro-
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mete	la	asociación	intermunicipal	y	la	coordinación	interinstitucional	de	los	
sectores	rural,	forestal,	agua	y	medio	ambiente.
Como	 reacción	 a	 una	 situación	 de	 distribución	 inequitativa	 de	 los	
costos	e	impactos	ambientales,	se	han	venido	conformando	organizacio-
nes	y	movimientos	sociales	ambientalistas	que	involucran	comunidades,	
organismos	 nacionales	 e	 internacionales,	 campesinos,	 grupos	 populares	
citadinos,	universidades,	empresas,	mujeres,	indígenas,	etc,	quienes	exigen	
justicia	ambiental	y	respeto	a	sus	derechos	humanos	y	civiles	ante	situacio-
nes	de	contaminación	y	deterioro	ambiental,	para	lo	cual,	comunidades	y	
actores	sociales	afectados	se	articulan	en	movimientos	sociales	para	dar	a	
conocer	la	situación	que	viven	y	promover	acciones	alternativas,	en	busca	
de	restablecer	el	equilibrio	ambiental	y	recuperar	sus	formas	de	vida.	
escenarios de alternativas a los conflictos ambientales
Las	situaciones	de	conflicto	ambiental	conllevan	un	enfrentamiento	entre	
actores	(resistencia,	oposición,	crítica);	es	también	un	juego	de	poder	que	
construye	un	discurso	o	clamor	social	(político,	económico,	moral).	En	el	
desarrollo	del	conflicto,	los	actores	involucrados	emplean	recursos	econó-
micos	y	técnicos,	respaldo	científico,	social	e	institucional;	con	frecuencia	
intervienen	agentes	externos	y	se	habla	de	experiencias	comparables	de	otros	
lugares. Así se sientan las bases para construir posibilidades de solución des-
de	el	campo	de	las	políticas	públicas	y	los	escenarios	sociales	(gráfica	3.1).
Las	alternativas	a	conflictos	se	confeccionan	en	escenarios	tan	diversos	
como	los	mismos	conflictos	y	territorios	donde	tienen	lugar.	El	manejo	o	
resolución	de	los	casos	de	conflicto	se	da	a	partir	de	negociaciones	por	diver-
sas	vías,	entre	las	que	se	distinguen	las	de	carácter	pacífico	como	el	diálogo,	
manifestaciones,	difusión	en	medios	de	comunicación,	peticiones	y	mar-
chas.	En	contraste,	puede	haber	acciones	de	carácter	violento	a	través	de	
enfrentamientos	de	tipo	verbal,	físico	o	armado,	donde	se	ven	implicados	las	
comunidades	afectadas,	las	organizaciones	sociales	de	apoyo,	las	instancias	y	
los	representantes	de	gobierno	o	los	empresarios;	se	toman	instalaciones	por	
la fuerza, destruyen infraestructura o bloquean carreteras. Otros casos se 
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atienden	desde	el	ámbito	legal	y	judicial,	con	interposición	de	quejas	o	de-
nuncias	ante	instancias	de	carácter	judicial	o	administrativo	a	escala	local,	
nacional	o	internacional,	para	lo	cual	se	argumentan	los	casos	desde	distintos	
ángulos	y	se	les	va	dando	seguimiento.
Detrás	de	cada	caso	nacen	alternativas	a	escala	local–regional	orientadas	
a	mejorar	las	condiciones	del	entorno,	para	lo	cual	se	diseñan	estrategias	de	
acción	e	interlocución.	En	Jalisco,	las	organizaciones	locales	involucradas	en	
conflictos	ambientales	tienden	a	conformar	y	vincularse	con	redes	regiona-
les;	participan	a	nivel	nacional	e	internacional	como	afectados	ambientales	
o	están	presentes	en	foros	con	temas	de	agua,	agricultura	(biodiversidad),	
minería,	vivienda	y	movilidad	urbana.5
Comunidades	y	 colectivos	 ciudadanos	avanzan	hacia	 el	desarrollo	de	
experiencias	exitosas	y	conforman	modelos	de	gestión	e	implementación	
de	soluciones	que	se	caracterizan	por	ser	organizaciones	sociales	compro-
metidas,	compartir	intereses	en	temas	específicos	(bosque,	agua,	agricultura,	
Fuente: adaptado de Flores (2007).
Gráfica 3.3 transición entre conflicto y alternativas
5. Algunos movimientos y redes nacionales e internacionales con presencia en Jalisco son: la anaa 
(http://www.afectadosambientales.org), la Coalición de Organizaciones Mexicanas por el Derecho 
al Agua (comda, http://www.comda.org.mx), el maPder (http://mapder.codigosur.net), la rema 
(http://rema.codigosur.net), la Red Latinoamericana contra las Represas (redlar, http://www.
redlar.org), y el Tribunal Latinoamericano del Agua (http:www.tragua.com).
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movilidad,	residuos),	tener	una	visión	regional	de	la	problemática,	construir	
un	capital	social	y	de	relaciones,	y	erigir	modelos	de	asociación	y	coopera-
ción	intermunicipal	o	intercomunitario.	Algunas	organizaciones	que	reúnen	
estas características y han nacido en Jalisco con el propósito de trabajar para 
construir	alternativas	sustentables	son	las	siguientes:
•	 Red	de	Alternativas	Sustentables	Agropecuarias	(rasa,	http://redrasa.
wordpress.com).
•	 Alianza	Ciudadana	 para	 el	Desarrollo	Regional	 Alternativo	 Sur	 de	
Jalisco (acdra-surja,	http://www.surja.org.mx).
•	 Consejo	Regional	para	el	Desarrollo	Sustentable	(conredes,	http://
www.conredes.org.mx).
•	 Colectivo	de	Organizaciones	Ciudadanas	por	el	Agua	(coloca,	http://
colocajal.blogspot.com).
•	 Consejo	Ciudadano	para	la	Movilidad	Sustentable	(ccms,	http://www.
consejomovilidad.org).
•	 Un	Salto	de	Vida	(http://limpiemoselsalto.blogspot.com).
•	 Amigos	del	Lago	(http://www.amigosdelago.org).
•	 Organización	de	Comunidades	Indígenas	Wixaritari.
•	 Junta	Intermunicipal	del	Río	Ayuquila	(http://jira.org.mx).
•	 Asociación	Intermunicipal	para	la	Protección	del	Medio	Ambiente	y	
el Desarrollo Sustentable del Lago de Chapala (aipromades,	http://
www.chapala.gob.mx).
•	 Red	de	Cajititlán	por	un	lago	limpio.
•	 Tu	Techo	Mexicano	de	Occidente	(http://tutecho.org.mx).
•	 araa	Jalisco	(http://www.afectadosambientales.org).
•	 Frente	de	defensa	Temacapulín	(http://temacajalisco.com).
Paralelo	a	las	alternativas	que	genera	la	sociedad	civil,	se	vislumbran	algunas	
sinergias	con	otros	campos,	entre	los	que	se	hallan:	una	iniciativa	de	Ley	de	
Responsabilidad	por	Daños	Ambientales	del	Estado	de	Jalisco,	iniciativas	
de	conservación	y	protección	de	semillas	(maíz	criollo),	programas	institu-
cionales de agricultura urbana, acuerdos entre instancias de gobierno para 
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la	gestión	del	agua	y	saneamiento,	formulación	de	planes	de	ordenamiento	
territorial	y	estrategias	para	el	manejo	de	biodiversidad	y	áreas	naturales.
En	un	escenario	en	donde	se	multiplican	y	agravan	los	conflictos	ambien-
tales,	en	medio	de	la	diversidad	sociocultural	y	ecológica	que	caracteriza	al	
estado	de	Jalisco,	se	descubre	una	variedad	de	alternativas	que	nacen	desde	
lo	local	para	hacer	frente	a	los	conflictos	ambientales	y	construir	alterna-
tivas	 con	una	perspectiva	 regional,	 implicando	 a	 comunidades	 rurales	 y	
ciudades,	desde	la	costa	hasta	el	altiplano.	Las	organizaciones	mencionadas	
sirven	como	espacios	donde	los	actores	del	conflicto	se	organizan	y	buscan	
una	gestión	ambiental	más	sustentable,	de	ahí	la	pertinencia	de	elaborar	un	
registro	y	mapeo	de	los	casos.	
conclusiones
Los	conflictos	ambientales	se	pueden	caracterizar	en	función	de	sus	consecuencias,	
su	importancia	y	su	duración;	por	las	formas	de	uso	de	los	recursos	naturales,	
de	ocupación	del	territorio,	los	efectos	derivados	de	los	procesos	productivos,	
el	manejo	de	emisiones	y	residuos.	En	situaciones	de	conflicto	ambiental,	los	
afectados	reclaman	la	impartición	de	justicia,	la	penalización	a	los	respon-
sables	del	delito	ecológico	y	la	reparación	del	daño	con	el	fin	de	garantizar	
la	convivencia	de	las	comunidades	en	su	entorno,	así	como	la	conservación	
del	medio	ambiente	(López	Martínez,	2004).	Estas	son	las	características	de	
los	conflictos	ambientales	en	Jalisco,	alrededor	de	 los	cuales	han	nacido	
movimientos	sociales	de	resistencia,	oposición	o	crítica	a	las	intervenciones	
del	gobierno	o	del	sector	privado,	luchas	contra	el	abuso	a	la	naturaleza	y	
la	pérdida	de	vidas	humanas.
Los	medios	de	comunicación	(escrita,	periodística	y	documental),	las	redes	
sociales,	los	trabajos	académicos	(libros,	artículos	seminarios)	y	la	agenda	
política	y	social	describen	una	compleja	situación	ambiental	en	Jalisco,	no	
solo	en	código	de	problemas	sino	también	de	alternativas	sustentables	diri-
gidas	al	manejo	de	recursos	naturales,	el	uso	de	energías,	la	organización	y	
la participación social e institucional, el diseño de infraestructura pública y 
de	vivienda,	la	restauración	ecológica	y	del	entorno.	
92 conflictos socioambientales y alternativas de la sociedad civil
La	importancia	de	la	dimensión	territorial	(espacial)	que	se	halla	presente	
en	los	casos	de	conflicto	ambiental	se	logra	incorporar	a	partir	de	una	matriz	
de	registro	y	su	vinculación	a	un	sistema	de	información	geográfica,	lo	que	
hace	posible	actualizar	su	contenido	de	manera	ágil	y	facilita	la	consulta	de	
información	por	caso	o	en	conjunto.	El	mapa	se	aprecia	como	herramienta	y	
recurso	para	comprender	variables	espaciales	y	geográficas	implícitas	detrás	
del	conflicto	y	de	su	alternativa.	
La	metodología	presentada	en	este	capítulo	busca	contribuir	al	recono-
cimiento	de	la	diversidad	socioambiental,	la	dinámica	de	los	conflictos,	así	
como	la	conformación	de	redes	sociales	que	pugnan	por	la	defensa	del	
medio	ambiente,	su	territorio,	sus	derechos	y	formas	de	vida.	Esto	exige	
el	reconocimiento	de	las	alternativas	de	abajo	como	una	solución	a	la	
crisis	socioambiental	que	se	vive	en	Jalisco.
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PanoraMa de confLictos 
socioaMbientaLes en JaLisco*
Darcy Tetreault y Cindy McCulligh
Ha	habido	 una	 proliferación	 de	 conflictos	 socioambientales	 en	México	
durante	la	primera	década	del	siglo	xxi.	Estos	giran	en	torno	a	la	contami-
nación	industrial,	la	explotación	minera	a	cielo	abierto,	el	cambio	de	uso	de	
suelo,	la	deforestación,	la	construcción	de	presas,	la	introducción	de	semillas	
genéticamente	modificadas	y	la	privatización	de	tierra,	agua	y	biodiversidad.	
A	lo	largo	y	ancho	del	país,	organizaciones	populares	han	emergido	en	el	
ámbito	local	para	proteger	los	 intereses	de	la	población	afectada,	por	lo	
general	pobre,	contra	los	estragos	ambientales	perpetuados	por	la	indus-
tria	 y	 los	megaproyectos	 de	 desarrollo.	 Las	 organizaciones	 populares	
se	vinculan	entre	sí;	aprovechan	 la	solidaridad	y	apoyo	ofrecidos	por	
activistas	sociales,	académicos,	grupos	estudiantiles	y	organizaciones	no	
gubernamentales	 (ong),	 y	 en	 algunos	 casos	 actores	 gubernamentales	
progresistas.	De	esta	manera,	forman	redes	a	nivel	nacional,	que	a	su	vez	
se	vinculan	con	organismos	y	redes	internacionales.	Con	todo,	se	trata	de	
una	confluencia	de	movimientos	ecológicos,	un	nuevo	frente	de	resistencia	
al desarrollo capitalista neoliberal.
* Este texto fue escrito a inicios de 2012, por lo que varias referencias temporales se ubican hasta 
ese periodo, aunque posteriormente haya habido algún cambio o evolución de la problemática 
planteada.
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En	este	trabajo	se	perfilan	cinco	conflictos	socioambientales	en	el	estado	
de	Jalisco:	primero,	en	torno	a	la	explotación	minera	en	la	Sierra	de	Ma-
nantlán;	segundo,	por	la	contaminación	del	río	Santiago;	tercero	y	cuarto,	
en	contra	de	la	construcción	de	la	presa	Arcediano	y	la	presa	El	Zapotillo,	
respectivamente,	y	quinto,	para	detener	la	construcción	de	la	carretera	Bo-
laños–Huejuquilla	en	el	norte	del	estado,	en	territorio	indígena	wixárika	
(huichol).	Como	se	verá,	en	cada	uno	de	estos	casos,	los	afectados	ambien-
tales1	son	pobres	o,	cuando	menos,	relativamente	pobres;	forman	alianzas	
con	actores	externos	para	defender	su	salud,	medios	de	vida	o	territorio.	
Por	otra	parte,	los	impulsores	de	la	destrucción	ambiental	son	actores	guber-
namentales	y	privados,	que	cooperan	entre	sí	para	promover	el	desarrollo	
y	la	modernidad	con	fines	de	lucro	en	el	trasfondo.	
El	presente	análisis	pretende	indagar	sobre	los	actores	colectivos	implica-
dos,	sus	acciones,	demandas	y	propuestas,	y	evaluar	la	medida	en	que	estas	
han	tenido	éxito.	Para	hacer	todo	esto,	se	llevaron	a	cabo	investigaciones	
de	 campo	 en	 los	 lugares	 de	 conflicto	 (menos	 el	 último),	 aplicando	 las	
siguientes	técnicas	de	investigación:	entrevistas	con	los	afectados	y	con	
representantes de las ong	y	agencias	gubernamentales	involucradas,	y	parti-
cipación	en	foros	en	donde	se	analizan	estas	problemáticas.	Además,	se	hizo	
una	revisión	exhaustiva	de	los	textos	relevantes,	entre	los	más	importantes,	
publicaciones	académicas,	notas	periodísticas	e	informes	gubernamentales.	
En	tanto,	se	trata	de	un	acercamiento	orientado	al	actor,	que	pretende	no	
perder	de	vista	las	condiciones	estructurales.2
1. En un sentido amplio, todos somos afectados ambientales. Sin embargo, en este trabajo se emplea 
ese término para referirse a la gente afectada de manera directa por daños ambientales severos, 
causados por megaproyectos de desarrollo y explotaciones capitalistas de gran escala. En otras 
palabras, se refiere a la gente más afectada, no solo en cuestiones de su salud sino también por la 
amenaza a sus medios de vida.
2. Para una justificación metodológica del acercamiento orientado al actor desde la perspectiva de la 
ecología política, véase Bryant y Bailey (1997). 
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estudios de caso
Hay	un	 abanico	 de	 conflictos	 socioambientales	 en	 el	 estado	de	 Jalisco.	
Además	de	los	cinco	estudios	de	caso	perfilados	en	este	trabajo,	se	pueden	
mencionar	los	siguientes:	en	pro	de	la	conservación	del	bosque	de	El	Nix-
ticuil,	en	defensa	del	territorio	y	los	recursos	naturales	de	la	comunidad	
coca en la ribera del lago de Chapala, en contra de la destrucción de los 
manglares	a	lo	largo	de	la	costa,	en	favor	del	cierre	definitivo	del	basurero	
Los Laureles, en contra de la biopiratería en territorios indígenas, en torno 
al	deterioro	del	bosque	La	Primavera,	y	en	protección	del	lago	Chapala.	
Asimismo,	en	 la	 zona	metropolitana	de	Guadalajara	 se	pueden	observar	
conflictos	que	giran	en	torno	a	la	movilidad	y	la	contaminación	atmosférica,	
la	invasión	de	parques,	la	destrucción	de	árboles	para	dar	paso	al	macrobús,	
y	la	sobrexplotación	de	acuíferos.	No	hay	espacio	aquí	para	analizar	todos,	
más	bien	este	trabajo	se	enfoca	en	los	cinco	estudios	de	caso	que	más	han	
recibido	atención	en	 la	prensa	y	en	 los	 foros	de	 las	 redes	mencionadas.	
Como	se	verá,	en	cada	uno	de	estos	casos	existe	cierta	articulación	entre	
los afectados y las organizaciones de apoyo. 
Hierro y sangre en la Sierra de Manantlán
La Sierra de Manantlán se ubica en el suroeste de Jalisco y el norte de 
Colima,	cerca	de	 la	costa,	donde	confluyen	 tres	cordilleras	montañosas:	
la	Sierra	Madre	del	Sur,	el	Eje	Neovolcánico	Trasversal	y	la	Sierra	Madre	
Occidental.	Esta	confluencia	da	lugar	a	altos	niveles	de	biodiversidad	y	una	
abundancia	de	recursos	forestales,	minerales	e	hidrológicos.	En	esta	región	
pintoresca se encuentran casi 100 localidades, habitadas por indígenas de 
descendencia	náhua	y	otomí,	que	viven	en	condiciones	de	pobreza	extrema	
y	alta	marginación.	
Los indígenas de Manantlán tienen una larga historia de lucha social por 
la	tierra,	en	defensa	de	los	recursos	naturales	y	de	los	derechos	humanos,	
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agrarios e indígenas.3	Hoy	en	día,	el	conflicto	ecológico	más	agudo	gira	en	
torno	a	la	destrucción	ambiental	y	represión	asociadas	con	la	explotación	
minera.	
El	actor	privado	más	importante	en	este	escenario	es	el	Consorcio	Benito	
Juárez	Peña	Colorada,	cuya	mina	de	hierro	en	Manantlán	es	la	más	grande	
del	país,	y	representa	30%	de	las	reservas	nacionales.4 Este consorcio nació 
como	una	paraestatal	en	1967,	para	después	ser	privatizado;	hoy	en	día	es	
subsidiario de dos poderosas corporaciones trasnacionales: Mittal Steel, cuyo 
principal	accionista	es	el	multimillonario	Lakshmi	Mittal,	de	nacionalidad	
india,	e	Hylsa	Ternium,	de	capital	argentino–italiano.5	Otras	empresas	mi-
neras	que	operan	en	Manantlán	incluyen	la	Comercializadora	Internacional	
de	Minas,	de	capital	chino,	y	la	Minera	del	Norte	(antes	Minera	Monterrey).	
Todas	operan	minas	a	cielo	abierto,	que	destruyen	por	completo	los	cerros	
que	contienen	minerales;	dejan	atrás	montones	de	piedras	contaminadas,	y	
envenenan	el	sistema	hidrológico	a	través	del	proceso	de	lixiviación	y	ate-
rramiento,	lo	que	produce	un	riesgo	latente	por	largo	plazo.	El	consorcio	
Peña	Colorada	utiliza,	además,	grandes	cantidades	de	agua	para	trasportar	
el	hierro	a	través	de	un	sistema	de	tuberías	que	se	extiende	44	kilómetros	
hasta	el	puerto	de	Manzanillo.	El	uso	de	este	sistema	le	evita	al	consorcio	
minero	utilizar	trasporte	terrestre,	lo	cual	le	permite	mantener	un	bajo	costo	
de	producción	y,	por	ende,	ser	líderes	en	el	mercado.
Los pobladores cercanos se quejan por el despojo de tierras y fuentes de 
agua,	y	por	la	muerte	de	su	ganado,	que	bebe	las	aguas	contaminadas.	Por	
otra	parte,	acusan	al	capital	minero	y	a	sus	cómplices	en	el	gobierno	de	estar	
detrás	de	actos	de	violencia	e	intimidación	para	proteger	sus	intereses	y	re-
primir	a	la	población	inconforme.	De	hecho,	organismos	como	la	Comisión	
Estatal	de	Derechos	Humanos	de	Jalisco	(cedhj) y La Red Jalisciense de 
3. Para un análisis detallado de esta historia, véanse Rojas (1996), Lucio (2008) y Tetreault (2009).
4. Los cálculos sobre el tamaño de las reservas minerales de Peña Colorada como porcentaje del total 
nacional varían entre 30% y 40%. Aquí se confía en los datos proporcionados por Loeza–Corichi 
y Gutiérrez–Nájera (1996). 
5. El abogado y periodista Carlos González García ha difundido esta información y mucha más en 
una serie de artículos publicados en La Jornada.
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Derechos	Humanos	(rjdh)	han	documentado	una	serie	de	violaciones	en	
Manantlán;	entre	las	más	preocupantes	figuran	el	hostigamiento,	detencio-
nes	arbitrarias,	golpes	y	al	menos	20	ejecuciones	de	campesinos	indígenas.	
A	pesar	de	estas	denuncias,	la	impunidad	continúa.	
Parte	del	problema	es	la	incertidumbre	jurisdiccional	que	existe	en	la	zona	
minera,	disputada	por	los	estados	de	Jalisco	y	Colima.	Las	raíces	remontan	
a	1920,	cuando	el	hacendado	colimense	Carlos	Fernández,	al	enterarse	de	
las	riquezas	minerales	ubicadas	al	oeste	del	río	Marabasco,	reclamó	la	zona	
como	suya	y	ordenó	a	sus	sicarios	matar	a	13	de	los	indígenas	que	rehusaron	
alejarse	(Crescenciano	Brambila,	en	Rojas,	1996:	92–93).	50	años	después,	
el	estado	de	Colima	extendió	de	manera	arbitraria	su	jurisdicción	sobre	esta	
zona al otorgar derechos de usufructo al Consorcio Peña Colorada y a otras 
compañías	mineras	para	explotar	los	yacimientos	ferrosos.	Así,	se	inició	en	
1969	la	explotación	minera	industrial	a	gran	escala	en	la	región.	
La	disputa	fronteriza	sigue	vigente,	a	pesar	de	que	han	trascurrido	más	
de	ocho	años	en	las	manos	de	la	Suprema	Corte	de	Justicia	de	la	Nación,	
para después pasar al Senado. En efecto, la falta de certeza jurídica sobre 
el	territorio	sirve	para	proteger	los	intereses	de	las	compañías	mineras,	que	
hacen	todo	lo	posible	para	no	derramar	sus	ganancias	en	la	zona,	ni	inter-
nalizar	los	costos	ecológicos	de	sus	actividades,	con	lo	que	maximizan	las	
ganancias	de	sus	accionistas.	La	misma	incertidumbre	jurídica	funciona	como	
un pantano burocrático, donde se estancan las exigencias de los indígenas 
que	luchan	para	poner	fin	a	la	destrucción	medioambiental	y	a	la	constante	
violación	de	sus	derechos	humanos.	
En	1988,	más	de	100	indígenas	de	Manantlán	hicieron	un	plantón	frente	
al	Palacio	de	Gobierno	de	Colima	para	protestar	por	los	problemas	cau-
sados	por	la	minería	y	los	casi	nulos	beneficios.	Sin	embargo,	no	fue	sino	
hasta	principios	de	los	años	noventa	que	Peña	Colorada	empezó	a	aportar	
modestamente	al	cofinanciamiento	de	proyectos	de	desarrollo	comunitario,	
en	el	marco	del	Programa	Nacional	de	Solidaridad.	En	1998	este	consor-
cio	firmó	un	contrato	con	el	comisariado	de	Ayotitlán,	el	núcleo	agrario	
más	grande	de	la	Sierra;	pagó	1’500,000	pesos	para	explotar	los	recursos	
minerales	de	esta	comunidad	durante	los	siguientes	30	años.	Además,	pro-
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metió	pagar	al	ejido	136,600	pesos	anuales	por	el	derecho	de	tirar	desechos	
industriales,	así	como	40,000	pesos	anuales	“para	gastos	del	comisariado	
ejidal”.	 Si	 bien	 estos	pagos	 representan	un	avance,	 es	 importante	poner	
las	cosas	en	perspectiva:	los	pagos	al	ejido	de	Ayotitlán	solo	representan	
alrededor	de	dos	centavos	por	cada	1,000	pesos	de	las	ganancias	anuales	de	
Peña	Colorada,	y	no	contemplan	los	27	años	de	explotación	antes	de	llegar	
al acuerdo. Por otra parte, el representante legal del Consejo de Mayores, 
Gaudencio Mancilla Roblada, aseguró que hasta fechas recientes el dinero 
pagado	al	comisariado	ejidal	no	había	sido	manejado	con	trasparencia.
En la actualidad, el Consejo de Mayores es la organización local que 
encabeza	la	 lucha	en	contra	de	 la	minería	ecológicamente	devastadora	y	
socialmente	irresponsable	en	Manantlán.	El	Consejo	fue	reconstituido	en	
1997,	a	imagen	de	las	autoridades	indígenas	tradicionales	del	pueblo	náhua	
(vigentes	hasta	antes	de	la	imposición	del	modelo	ejidal),	con	el	propósito	
de	defender	el	territorio	y	los	recursos	naturales	de	la	comunidad,	y	para	
servir	como	espacio	de	diálogo	comunitario	y	de	resolución	de	conflic-
tos.	Cuenta	con	la	asesoría	de	la	Unidad	de	Apoyo	a	las	Comunidades	
Indígenas (uaci)	 de	 la	Universidad	 de	Guadalajara	 y	 está	 vinculado	 al	
movimiento	 indígena	nacional	 a	 través	del	Congreso	Nacional	 Indígena	
Región	Centro	Pacífico.
Hay otra organización local que ha incidido en esta lucha. En 2006, la 
rjdh	 impulsó	 la	creación	del	Frente	Regional	pro–Manantlán	y	Cuenca	
del Marabasco (fremar),	con	el	objetivo	de	“resolver	de	manera	pacífica	y	
efectiva	el	ancestral	conflicto	limítrofe	y	ecológico	que	enfrentan	los	esta-
dos	de	Jalisco	y	Colima”	(citado	de	la	constitución	jurídica	del	fremar). 
En la práctica, esto se traduce en un enfoque en la defensa de los derechos 
humanos,	sobre	todo	para	los	indígenas	que	viven	en	la	franja	fronteriza	en	
disputa.	Los	siete	miembros	de	su	Consejo	Directivo	han	participado	en	la	
elaboración	de	informes	y	denuncias	sobre	la	represión	violenta	asociada	
con	las	actividades	mineras.	Además,	en	su	afán	por	promover	la	reflexión	
y	acción	 frente	a	 la	minería	a	cielo	abierto,	han	participado	en	diversos	
eventos	 coordinados	por	 la	Red	Mexicana	de	Afectados	por	 la	Minería	
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(rema),	entre	los	que	se	incluye	un	taller	que	se	llevó	a	cabo	en	el	poblado	
de	Telcruz	(parte	del	ejido	de	Ayotitlán)	del	12	al	14	de	junio	de	2009.
Durante	los	últimos	cinco	años,	los	luchadores	sociales	de	la	Sierra	de	
Manantlán	han	logrado	detener	la	expansión	de	las	actividades	mineras	y	
llamar	la	atención	sobre	la	violación	de	los	derechos	de	la	población	local.	
En	2005,	la	minera	Peña	Colorada	trató	de	abrir	una	nueva	mina	en	el	ejido	
de	Ayotitlán.	Para	este	fin,	financió	la	campaña	de	uno	de	sus	contratistas	
—un	ejidatario	llamado	Jesús	Michel	Prudencio—	para	que	este	llegara	a	
ser	presidente	del	comisariado	de	Ayotitlán.	Con	la	compra	de	votos,	 la	
manipulación	del	padrón	ejidal	y	otras	irregularidades,	Michel	Prudencio	
ganó	de	manera	fraudulenta	las	elecciones	del	23	de	octubre	de	ese	año,	
para	 respaldar	 los	 planes	 de	 expansión.	 Sin	 embargo,	 los	miembros	 del	
Consejo	de	Mayores,	junto	con	sus	asesores	de	la	Universidad	de	Guadalajara,	
se	movilizaron	para	no	permitirlo.	El	Consejo	interpuso	un	juicio	agrario	
para	protestar	por	el	fraude	cometido	en	las	elecciones	ejidales	y	solicitó	
el	amparo	y	protección	de	la	justicia	federal,	con	el	objetivo	de	detener	la	
construcción	de	caminos	y	otras	obras	preparatorias.	Con	esta	acción	jurí-
dica se logró paralizar los planes de Peña Colorada para extraer 150,000 
toneladas de hierro en una operación exploratoria cerca de los poblados de 
Chanquiáhuitl y Cerro Prieto. 
De	la	misma	manera,	a	finales	de	2007,	el	Consejo	detuvo	a	la	compa-
ñía	minera	Comercializadora	 Internacional	 de	Minas,	 cuando	 esta	 trató	
de	 introducirse	en	el	ejido	 sin	 los	permisos	gubernamentales	necesarios,	
mucho	menos	con	la	aprobación	de	la	comunidad.	En	este	caso,	el	Consejo	
no	solo	interpuso	un	juicio	de	amparo	para	detener	la	intrusión	sino	que	
también	movilizó	a	centenares	de	miembros	de	la	comunidad	para	incautar	
la	maquinaria	de	esa	empresa,	que	ya	había	empezado	a	abrir	caminos	y	
extraer	minerales.	En	julio	de	2008,	el	Cuarto	Tribunal	Colegiado	en	Ma-
teria	Administrativa	del	Tercer	Circuito	de	Guadalajara	emitió	un	dictamen	
que	en	efecto	desconocía	a	Michel	Prudencio	como	comisario	del	ejido	de	
Ayotitlán.	Sin	embargo,	no	fue	hasta	noviembre	de	ese	año	que	el	Consejo	
logró	retirarlo	de	su	puesto,	a	través	de	la	vía	electoral,	cuando	un	ejidatario	
—Juan Mancilla—, afín con el Consejo, ganó las elecciones ejidales, lo que 
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cambió	el	balance	de	poder	en	el	ámbito	local.	Desde	entonces,	la	relación	
entre	 el	 ejido	 y	 Peña	Colorada	 se	maneja	 con	mucha	más	 trasparencia,	
mientras	se	buscan	soluciones	a	largo	plazo	a	la	compleja	problemática	en	
torno	a	la	minería.	
Por	lo	pronto,	el	Consejo	de	Mayores	y	sus	aliados	no	ven	la	posibilidad	de	
cerrar	de	manera	definitiva	las	minas	ni	de	apropiarse	de	ellas,	para	después	
explotarlas	de	una	manera	social	y	ecológicamente	responsable,	en	beneficio	
de	la	comunidad.	Como	tal,	siguen	luchando	para	exigir	la	mitigación	de	los	
impactos	ecológicos	más	nocivos,	para	obtener	más	beneficios	de	la	actividad	
minera	y	poner	fin	a	la	represión	y	violencia.	Ha	habido	avances.	Entre	los	
más	importantes,	se	destacan:	un	alto	a	la	expansión	de	las	actividades	
mineras,	la	democratización	del	aparato	político	del	ejido	de	Ayotitlán,	
y	 una	 indemnización	 parcial	 pagada	 al	mismo	 ejido.	 El	 trabajo	 de	 las	
organizaciones	civiles	mencionadas,	además,	ha	contribuido	a	llamar	la	
atención	sobre	la	constante	violación	de	derechos	humanos	en	la	Sierra	de	
Manantlán. Desde luego, la concientización es parte de la solución. Mientras 
la	impunidad	siga	vigente	y	las	compañías	privadas	continúen	arrasando	los	
cerros	sin	contribuir	en	forma	sensible	al	desarrollo	local,	la	lucha	en	contra	
de	la	minería	a	cielo	abierto	en	Manantlán	seguirá.	
Años de lucha por el saneamiento del río Santiago
Al	sureste	de	la	zona	metropolitana	de	Guadalajara,	la	cascada	El	Salto	de	
Juanacatlán	ha	sufrido	un	cambio	lamentable:	de	ser	un	atractivo	natural	
y	turístico	pasó	a	ser	la	escena	de	una	de	las	peores	crisis	ambientales	de	la	
región.	La	otrora	poderosa	cascada,	el	“hermoso	Salto	de	Juanacatlán,	de	
casi	500	pies	[150	metros]	de	ancho,	descrito	justificadamente	como	el	Niá-
gara	de	México”,	según	escribía	Charles	Reginald	Enock	en	1909,	ahora	se	
considera	fuente	de	enfermedad	y	muerte	para	las	más	de	120,000	personas	
que	viven	en	los	municipios	de	El	Salto	y	Juanacatlán,	que	se	dividen	justo	
por esta caída de aguas putrefactas. 
El	río	Santiago,	que	alimenta	esta	cascada	y	difunde	su	contaminación	a	lo	
largo de su trayecto, nace al noreste del Lago de Chapala, cerca de la ciudad 
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de	Ocotlán,	y	recorre	alrededor	de	475	kilómetros	para	desembocar	en	el	
océano	Pacífico,	cerca	de	San	Blas,	Nayarit.	Por	su	escurrimiento	anual	pro-
medio,	la	Comisión	Nacional	del	Agua	(conagua) lo considera el segundo 
río	en	importancia	del	Pacífico	mexicano	(conagua, 2008: 38). Su cuenca 
cubre	una	superficie	de	72,427	hectáreas,	incluyendo	partes	de	los	estados	
de	Aguascalientes,	Durango,	Guanajuato,	 Jalisco,	Nayarit	y	Zacatecas,	y	
alberga	una	población	mayor	a	6’800,000	personas	(conagua, 2007: 7). 
Este torrente es deteriorado por descargas urbanas, industriales y agrope-
cuarias.	Las	principales	descargas	de	aguas	residuales	domésticas	provienen	de	
la	zona	metropolitana	de	Guadalajara,	con	más	de	1,000	litros	por	segundo,	
que	llegan	al	río	aguas	arriba	de	El	Salto	y	Juanacatlán	—a	través	del	con-
taminado	Canal	de	El	Ahogado—	y	un	total	de	8,300	litros	por	segundo,	
incluyendo las cuencas aguas abajo (siapa, 2005). En relación con fuentes 
industriales,	esta	zona	alberga	el	corredor	Ocotlán–El	Salto,	el	principal	
del	estado	y	uno	de	los	ejes	industriales	más	importantes	del	país	(Durán	
Juárez, Partida Rocha y Torres Rodríguez, 1999: 127). Este corredor reúne 
más	de	300	industrias	de	distintos	giros,	entre	los	cuales	se	distinguen,	por	
su	 importancia,	 los	de	metalmecánica	y	metalurgia,	química–farmacéuti-
ca,	electrónica,	automotriz,	y	alimentos	y	bebidas.	Según	la	conagua, la 
mayoría	de	los	efluentes	industriales	en	esta	zona	carecen	de	tratamiento	
(conagua, 2009d: 55). 
Por	testimonios	de	pescadores	de	la	zona,	se	registra	la	muerte	masiva	
de peces en el río Santiago desde 1973 (citados en Durán y Torres, 2006a: 
152).	Sin	embargo,	no	es	sino	hasta	el	principio	de	este	siglo	que	se	empie-
zan	a	generar	acciones	ciudadanas	organizadas	debido	a	la	contaminación	
severa	que	por	décadas	se	ha	vivido.	
Existen tres organizaciones principales en El Salto y Juanacatlán que han 
emprendido	acciones	para	exigir	el	saneamiento	del	río	Santiago:	el	Instituto	
de	Valores	Integrales	y	Desarrollo	Ambiental	(vida), Un Salto de Vida (usv), 
y	el	Comité	Ciudadano	de	Defensa	Ambiental	(ccda). Sus acciones han sido 
de	diversa	índole,	e	incluyen:	la	producción	de	videos,	mapas	e	informes;	la	
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realización	de	talleres	y	asambleas;	la	vinculación	con	organizaciones	y	redes	
locales, nacionales e internacionales; la colaboración en estudios y encuestas, 
denuncias,	marchas,	protestas	y	propuestas	de	solución.6
Las	primeras	acciones	ciudadanas	 se	dieron	en	2001,	 sobre	 todo	por	
habitantes	de	Juanacatlán,	quienes	dos	años	después	formaron	el	Instituto	
vida.	Esta	primera	agrupación	inició	su	búsqueda	de	soluciones	para	la	co-
munidad	con	el	envío	de	cartas	a	la	Presidencia	de	la	República;	denuncias	
populares	ante	la	Procuraduría	Federal	de	Protección	al	Ambiente	(profepa); 
una	encuesta	de	salud	en	la	comunidad	para	entender	mejor	la	problemática;	
reuniones	informativas,	y	”marchas	del	silencio”	en	el	Día	de	los	Muertos,	
donde	cientos	de	personas	caminaban	hacia	un	altar	de	muertos	junto	al	
río.	En	mayo	de	2003,	se	unieron	a	la	petición	ciudadana	que	presentó	el	
Instituto	de	Derecho	Ambiental	(idea)	y	la	Fundación	Cuenca	Lerma–Cha-
pala–Santiago	ante	la	Comisión	para	la	Cooperación	Ambiental	(cca), ente 
creado	a	partir	del	acuerdo	ambiental	firmado	en	el	marco	del	Tratado	de	
Libre	Comercio	de	América	del	Norte	(tlcan), en la que se alegó que la 
autoridad	mexicana	no	aplicaba	sus	leyes	ambientales	en	el	caso	del	Lago	
de Chapala, del deterioro del Santiago en Juanacatlán y en relación con 
la	presa	Arcediano.	Esta	petición	aún	no	se	resuelve;	en	mayo	de	2008	el	
Consejo de la cca pidió que se integrara un expediente de hechos, proceso 
que hasta 2012 seguía abierto.
A partir de 2005, vida	ha	trabajado	de	manera	estrecha	con	el	Instituto	
Mexicano	para	el	Desarrollo	Comunitario	(imdec),	una	asociación	civil	de	
Guadalajara	que	desde	1963	promueve	la	educación	popular	y	trabaja	a	
favor	de	los	derechos	humanos.	Gracias	a	la	participación	de	imdec en el 
Movimiento	Mexicano	de	Afectados	por	las	Presas	y	en	Defensa	de	los	Ríos	
(mapder),	la	Caravana	¡Aguas!	en	movimiento	—	efectuada	en	mayo	de	2006	
desde	La	Parota,	en	Guerrero,	hasta	la	presa	El	Cajón,	en	Nayarit—	incluyó	
una	marcha	y	una	reunión	en	Juanacatlán.	imdec y vida	han	documentado	
el	caso:	primero	con	el	video	titulado	Salto	de	Juanacatlán,	donde	el	agua	
6. Para un análisis detallado de estas organizaciones, sus acciones, protestas y demandas, véase Mc-
Culligh, Tetreault y Martínez (en prensa).
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envenena,	que	se	presentó	por	primera	vez	en	2006,	y	después	con	el	infor-
me	Mártires	del	río	Santiago,	expuesto	en	la	comunidad	en	abril	de	2007.	
Este	informe	fue	presentado,	además,	ante	autoridades	de	los	tres	niveles	de	
gobierno	y	la	Comisión	Estatal	de	Derechos	Humanos	Jalisco	(cedhj). Así, 
se	dio	lugar	a	la	queja	que	derivó	en	la	llamada	“macrorrecomendación”,	
emitida	por	el	cedhj	en	enero	2009.	Las	dos	asociaciones	también	hacen	
labor	para	involucrar	a	otras	organizaciones	y	redes,	incluyendo	Greenpeace,	
fian Internacional y Food and Water Watch, y junto con idea expusieron 
el	caso	ante	el	Tribunal	Latinoamericano	del	Agua	en	octubre	de	2007,	en	
una	audiencia	pública	que	tuvo	lugar	en	Guadalajara.	En	marzo	de	2008	
convocaron	al	taller	Saneamiento	Integral	de	la	Cuenca	El	Ahogado,	acto	que	
generó	una	serie	de	propuestas	para	detener	la	contaminación	de	esta	zona.	
Las	otras	dos	organizaciones	locales	mencionadas	se	formaron	en	2006.	
usv	es	quizá	la	organización	que	más	labor	ha	hecho	en	años	recientes	para	
impulsar	la	participación	de	la	población	local	afectada.	Con	reuniones	en	
plazas	públicas	y	contactos	casa–a–casa,	han	buscado	ampliar	la	participación	
ciudadana	para	que	se	encuentren	soluciones	a	la	problemática	en	las	que	
se	incorporen	el	conocimiento	y	las	expectativas	de	los	más	afectados.	Esta	
organización	se	ha	aliado	con	diversas	organizaciones	de	la	zona	metropo-
litana	de	Guadalajara,	incluyendo	el	Congreso	Ciudadano	y	el	Parlamento	
de	Colonias,	y	ha	hecho	labor	de	difusión	de	la	problemática	con	medios	
y	 universidades,	 incluyendo	 eventos	 o	 protestas	 creativas	 como	 colocar	
escusados	 fuera	 de	Casa	 Jalisco,	 residencia	 del	 gobernador.	A	 través	 de	
la	realización	de	recorridos	de	la	zona,	llamados	“tours	del	horror”,	han	
procurado	que	tanto	residentes	locales	como	periodistas	y	habitantes	de	la	
ciudad	conozcan	las	principales	fuentes	de	contaminación	del	río	Santiago.
usv	ha	sido,	además,	la	única	organización	que	resalta	los	impactos	y	el	
mal	manejo	del	basurero	metropolitano	Los	Laureles,	ubicado	a	escasos	kiló-
metros	al	norte	de	la	cabecera	municipal	de	El	Salto	y	que	despide	lixiviados	
hacia el río Santiago. En julio de 2008, usv	encabezó	un	cierre	simbólico	del	
basurero,	en	busca	de	presionar	a	la	autoridad	para	su	clausura	definitiva,	
aunque	la	Secretaría	de	Medio	Ambiente	para	el	Desarrollo	Sustentable	de	
Jalisco (semades)	procedió	a	dar	permiso	para	que	siguiera	otros	25	años.	
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Ese	mismo	año,	usv	presentó	un	mapa	didáctico	que	describe	el	problema	
ambiental	de	la	región,	en	el	que	se	destacan	las	descargas	contaminantes	y	
los	basureros,	y	se	indican	los	impactos	a	la	salud	de	sustancias	tóxicas	a	las	
cuales está expuesta la población.7	Más	recientemente,	usv creó el Centro 
de	Información	y	Justicia,	que	pretende	recolectar	y	procesar	información	
sobre	contaminación	y	salud,	así	como	promover	el	intercambio	de	ideas	
entre	miembros	de	la	comunidad.
usv	ha	participado	de	manera	activa	en	la	Asamblea	Nacional	de	Afecta-
dos	Ambientales	(anaa)	desde	su	primera	asamblea	en	la	ciudad	de	México,	
en	septiembre	de	2008,	lo	que	condujo	a	la	conformación	de	un	espacio	
regional de la anaa,	que	reúne	a	movimientos	de	seis	estados	del	occidente	
del	país.	En	la	actualidad,	los	participantes	en	la	Asamblea	Regional	de	Afec-
tados	Ambientales	incluyen	comunidades	de	Colima,	Michoacán,	Durango,	
Guanajuato,	Nayarit	y	Jalisco.	Para	principios	de	2010,	se	habían	realizado	
ya	seis	reuniones	regionales.	Además,	por	el	protagonismo	de	usv en la anaa, 
en	mayo	de	2009	se	llevó	a	cabo	la	Cuarta	Asamblea	Nacional	a	la	orilla	del	
río	en	El	Salto,	que	convocó	a	250	delegados	de	119	comunidades.	
A diferencia de usv y vida, el ccda	no	trabaja	en	las	cabeceras	munici-
pales	sino	en	las	poblaciones	obreras	en	los	márgenes	del	municipio	de	El	
Salto, donde pasa el tóxico Canal El Ahogado. Las tareas principales del 
ccda,	que	no	se	ha	querido	registrar	como	asociación	civil	(ac) por con-
vicción	política,	han	sido	recolectar	 información	sobre	los	problemas	de	
salud,	visitar	y	asistir	a	los	enfermos,	sensibilizar	a	vecinos	en	relación	a	la	
contaminación	y	violaciones	a	los	derechos	humanos,	y	ejercer	presión	sobre	
el	gobierno	a	través	de	marchas	y	protestas.	El	gobierno	se	ha	empecinado	
en	negar	las	afectaciones	a	la	salud,	como	reflejan	las	declaraciones	del	en-
tonces secretario de Salud del estado, Alfonso Petersen Farah, en febrero 
de	2010:	“No	encontramos	ninguna	asociación	entre	la	inhalación	de	los	
vapores	del	río	(Santiago)	y	riesgos	a	la	salud	en	las	personas	que	conviven	
7. El mismo mapa fue ampliamente difundido en forma impresa. Se encuentra disponible en la 
Internet [de disponible en: http://cronicadesociales.files.wordpress.com/2008/08/radiografia-
el-salto-1.pdf y la contraportada en: http://cronicadesociales.files.wordpress.com/2008/08/
radiografia-el-salto-2.pdf ].
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en	el	entorno	del	río”	(en	Saavedra	Ponce,	2010).	El	ccda, por su parte, ha 
asumido	la	responsabilidad	de	demostrar	las	altas	tasas	de	enfermedad.	Por	
ejemplo,	en	la	comunidad	de	El	Castillo	han	registrado	23	casos	de	cáncer	
en	mujeres	menores	a	40	años,	mientras	en	total	han	documentado	más	de	
700	casos	de	enfermedades	serias	en	la	zona	(Mejía,	2009).
El ccda	recolecta	firmas	para	elaborar	una	petición	en	busca	de	que	se	
construya	una	nueva	escuela	para	remplazar	la	primaria	Mártires	del	Río	
Blanco,	ubicada	a	unos	metros	del	Salto	de	Juanacatlán,	y	que	se	entube	un	
tramo	de	3.4	kilómetros	del	Canal	El	Ahogado,	para	que	la	zona	fuertemente	
poblada	entre	El	Castillo	y	La	Azucena	(donde	vivió	el	niño	Miguel	Ángel	
López)	se	proteja	de	los	gases	tóxicos	emanados	de	las	aguas	de	este	canal.	
Es	 importante	 señalar	que	esta	organización,	que	ha	 impulsado	diversas	
marchas	y	protestas,	ha	sido	víctima	de	represión	gubernamental.	En	julio	de	
2008, su líder, Raúl Muñoz, fue arrestado bajo cargos falsos de posesión 
de	mariguana.	Más	aún,	él	y	otros	integrantes	del	ccda han sufrido acoso 
constante por parte de policías locales.
En	su	conjunto,	las	tres	organizaciones	perfiladas,	junto	con	sus	asesores	
y	aliados,	están	impulsando	un	movimiento	por	sanear	el	río	Santiago.	Para	
este	movimiento,	2008	fue	un	año	de	cambio,	tragedia,	esperanza	y	des-
ilusiones.	La	muerte	del	niño	Miguel	Ángel	López	Rocha,	envenenado	con	
arsénico después de la ingesta accidental de aguas del Canal El Ahogado, 
fue	sin	duda	un	evento	crítico.	La	tragedia	e	inmediatez	de	la	pérdida	de	
esta	vida	logró	penetrar	 la	nube	de	incertidumbre	que	suele	rodear	los	
efectos	crónicos	de	la	contaminación	ambiental	en	la	salud	humana.	A	
pesar	de	sus	esfuerzos,	las	autoridades	no	lograron	convencer	al	público	
en general de que el agua del río no era el factor responsable. Tras esta 
muerte,	se	dio	un	momento	de	inusual	unión,	en	donde	las	organizaciones	
de	la	zona	juntaron	fuerzas	para	realizar	una	marcha	en	abril	de	2008,	en	
la	que	participaron	más	de	2,500	habitantes	de	El	Salto	y	Juanacatlán,	
y	cerraron	el	centro	de	Guadalajara	durante	varias	horas.	
Tras	más	de	dos	años	de	la	muerte	de	Miguel	Ángel	y	más	de	un	año	
después	de	emitir	 la	macrorrecomendación	de	la	cedhj, la situación del 
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río	y	de	la	población	que	vive	en	sus	márgenes	no	ha	mejorado.	Mientras	
la cedhj	presume	que	el	gobierno	del	estado	ha	cumplido	un	42.5%	de	
los	puntos	de	la	recomendación,	Martha	Ruth	del	Toro,	secretaria	de	la	
semades,	admite	que:	“Las	acciones	no	todas	necesariamente	tienen	que	
ver	 con	una	menor	 contaminación”	 (en	Rello,	 2010).	 La	 única	 acción	
concreta	 que	 se	 ha	 emprendido	 actualmente	 es	 la	 construcción	 de	 la	
planta	de	tratamiento	El	Ahogado,	que	tenía	planteado	empezar	a	operar	
en	2012,	tratando	solo	las	descargas	municipales	de	esta	cuenca.	Las	otras	
fuentes	de	contaminación	siguen	sin	ser	consideradas	ni	en	discursos,	ni	
mucho	menos	en	políticas	o	acciones.	En	este	caso,	vale	la	pena	recordar	la	
lógica	expuesta	por	Juan	Rafael	Elvira	Quezada,	secretario	de	la	Secretaría	
de	Medio	Ambiente	y	Recursos	Naturales	(semarnat), quien en respuesta 
a	las	peticiones	de	la	declaratoria	de	una	emergencia	ambiental	en	la	zona	
afirmó	que:	“La	declaración	de	una	emergencia	ambiental	conlleva	la	parálisis	
de	una	cantidad	de	 inversiones	 importantísimas	en	esta	 región”	 (Mural,	
2009).	Y	el	río	Santiago	sigue	envenenado.	
Crónica de un proyecto fallido: la presa Arcediano
Al	norte	de	la	zona	metropolitana	de	Guadalajara,	al	fondo	de	la	Barranca	
Huentitán–Oblatos	y	varios	cientos	de	metros	aguas	abajo	de	la	confluencia	
del río Verde y el Santiago, ya no se encuentra el poblado de Arcediano, 
tampoco	 el	 puente	del	mismo	nombre,	 el	 primero	 colgante	de	México.	
Fueron destruidos para construir la presa Arcediano. Aunque en la actua-
lidad este proyecto se encuentra cancelado, ha dejado tras de sí una estela 
de	daños,	desconfianza	y	una	merma	de	más	de	700’000,000	de	pesos	de	
dinero	público	gastado	en	planes	mal	concebidos.	Desde	que	se	propuso	la	
construcción	de	esta	presa,	que	pretendía	abastecer	de	agua	potable	a	más	
de	3’000,000	de	personas	en	la	zona	metropolitana	de	Guadalajara,	fue	cri-
ticada	tanto	por	investigadores	como	por	agrupaciones	sociales,	la	mayoría	
de	las	cuales	se	conformarían	después	en	el	mapder Jalisco.
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Los planes para construir la presa Arcediano salieron de un proceso 
impulsado	por	la	Comisión	Estatal	de	Agua	y	Saneamiento	(ceas)8 Jalisco, 
cuando	en	2000	abrió	una	convocatoria	pública	para	propuestas	de	abaste-
cimiento	de	agua	para	la	zona	metropolitana	de	Guadalajara.	De	las	53	pro-
puestas	recibidas,	en	septiembre	de	2001	se	evaluaba	solo	a	dos	posibles	
presas,	y	se	eligió	a	Arcediano	como	la	opción	más	viable	(Bravo	Padilla	y	
Figueroa	Neri,	2006:	15).	A	pesar	de	que	para	esta	obra	nunca	existió	un	
proyecto	ejecutivo,	se	anunciaba	que	la	presa	tendría	una	cortina	de	125	
metros	 de	 altura	 y	 una	 capacidad	de	 almacenamiento	de	 404’000,000	
de	metros	cúbicos	de	agua.	Implicaría,	a	su	vez,	la	deforestación	de	1,300	
hectáreas	de	una	zona	rica	en	endemismos	y	la	posterior	inundación	de	800	
hectáreas.	Se	proyectaba	bombear	10.4	metros	cúbicos	por	segundo	a	una	
altura	de	580	metros	a	una	planta	de	potabilización.	Se	justificaba	el	proyecto	
al	decir	que	hacían	falta	tres	metros	cúbicos	por	segundo	de	agua	para	la	
ciudad,	pero	tomaban	en	cuenta	niveles	de	consumo	de	280	litros	por	per-
sona	por	día,	muy	superiores	a	los	considerados	sustentables,	del	orden	de	
150	litros	(Bravo	Padilla	y	Figueroa	Neri,	2006:	36).	El	costo	anunciado	
de	esta	obra	varió	a	lo	largo	de	los	años;	el	presupuesto	más	reciente,	de	
finales	de	2009,	indicaba	que	la	presa	costaría	más	de	15,000’000,000	
de pesos (Partida, 2009b).
Desde	que	se	empezó	a	hablar	de	este	proyecto	en	2001,	hubo	críticas	
claras,	en	especial	de	parte	de	la	Fundación	Cuenca	Lerma–Chapala–Santiago	
(Fundación clchs),	de	los	Amigos	de	la	Barranca	y	el	Movimiento	Todos	
por	Chapala,	en	el	sentido	de	que	era	inviable,	ya	que	el	agua	del	Santiago	
no	era	apta	para	consumo	humano.	Además,	las	organizaciones	opositoras	
denunciaron	de	manera	reiterada	los	intereses	económicos	ligados	a	la	obra,	
no	solo	por	la	construcción	misma	de	la	presa	sino	por	un	desarrollo	inmo-
biliario al que se supone que estaba ligada, con el propósito de fraccionar 
terrenos	colindantes	a	la	presa,	en	una	llamada	”Nueva	Guadalajara”.
8. La ceas se creó en mayo de 2001, y en 2006 se convirtió en la Comisión Estatal de Agua de Jalisco 
(cea), aunque en la práctica no ha dejado la función de saneamiento.
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En el sitio donde se iba a construir la presa, se dio un proceso poco tras-
parente	con	los	cerca	de	200	pobladores	afectados	de	la	comunidad	Puente	
de	Arcediano,	quienes	denunciaron	 la	 falta	de	 información.	Después	de	
las	promesas	incumplidas	de	representantes	del	gobierno	estatal,	acerca	
de su reubicación a otra parte de la barranca o a una colonia de la ciudad, 
en	 julio	de	2003	las	 familias	 fueron	 indemnizadas	por	350,000	pesos,	y	
se les dieron solo 15 días para salir del poblado. Lupita Lara, presidenta 
del	Comité	Pro–Defensa	de	Arcediano	y	habitante	de	la	comunidad,	fue	la	
única	en	no	aceptar	la	indemnización	ofrecida.	A	pesar	de	un	hostigamiento	
continuo,	buscó	defenderse,	primero	con	una	queja	ante	la	cedhj y des-
pués	promoviendo	amparos	en	contra	de	la	obra	con	apoyo	del	Instituto	
de	Derecho	Ambiental	(idea) y la Fundación clchs.	No	obstante	de	estar	
protegida	por	los	amparos	y	estar	en	tierra	ejidal	de	competencia	federal,	
en	junio	de	2007	el	gobierno	estatal	derrumbó	su	casa,	la	única	que	aún	
quedaba en Arcediano. 
Desde	que	se	empezó	a	promover	este	proyecto,	estaba	en	entredicho	su	
viabilidad	técnica	y	económica	y,	sobre	todo,	se	cuestionaba	si	se	alcanzaría	
la	calidad	de	agua	necesaria.	En	este	contexto,	los	estudios	científicos	
se	convirtieron	en	una	arena	de	lucha.	Un	buen	ejemplo	de	esto	se	da	
con	la	conformación,	en	enero	de	2004,	del	Comité	Técnico	de	Análisis	
del	 Proyecto	Arcediano,	 que	 reunió	 a	 científicos	 de	 la	Universidad	 de	
Guadalajara	—geólogos,	hidrólogos,	ambientalistas,	geógrafos,	abogados,	
politólogos	y	expertos	en	salud	pública.	Este	comité	presentó	en	mayo	de	
ese	año	el	estudio	“Evaluación	sobre	la	viabilidad	del	Proyecto	Arcediano”,	
con	una	posición	crítica.	Su	primera	conclusión	determinó	que:	“En	este	
momento	[…]	no	hay	certeza	de	que	el	Proyecto	Arcediano	sea	viable	en	
términos	económicos,	de	salud	pública,	ambientales	y	de	beneficio	social	
en	el	abastecimiento	de	agua	requerida	por	la	Zona	Conurbada	de	Guada-
lajara”	(Bravo	Padilla	y	Figueroa	Neri,	2006:	55).	En	seguida,	y	en	lo	que	
fue	considerado	un	revés	en	la	postura	de	la	Universidad	de	Guadalajara,	
se	conformaron	equipos	de	trabajo	con	investigadores	de	la	universidad	y	
funcionarios de la ceas.	Sus	conclusiones	distan	mucho	de	ser	contundentes,	
incluso	señalan	que:	“No	fue	presentada	información	alguna	en	materia	de	
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impacto	a	la	salud	y	análisis	de	riesgo,	por	lo	que	queda	como	una	tarea	
pendiente	para	el	Proyecto	Arcediano”	(Bravo	Padilla	y	Figueroa	Neri,	2006:	
94).	Pese	a	todo,	al	concluir	este	proceso	se	difundió	la	aprobación	de	la	
Universidad	al	proyecto.	En	ese	entonces,	hubo	acusaciones	diversas	en	el	
sentido	de	que	la	”aprobación”	fue	a	cambio	de	aumentos	en	el	presupuesto	
de	la	Universidad	de	Guadalajara.
En	el	ámbito	más	social,	las	organizaciones	que	se	venían	organizando	en	
contra	de	la	presa	acudieron	a	Aguas	Calientes,	Guerrero,	a	finales	de	sep-
tiembre	de	2004,	a	una	reunión	en	la	cual	se	conformó	el	mapder y donde 
se	acordó	realizar	el	segundo	encuentro	de	esta	red	en	Arcediano.	Además	
de	las	organizaciones	mencionadas,	participaba	ya	en	este	colectivo	el	imdec, 
agrupación	que	jugó	un	papel	importante	en	la	organización	del	encuentro	
del mapder, que reunió a 60 organizaciones en Arcediano, al fondo de la 
Barranca,	en	marzo	de	2005.	Alrededor	de	20	organizaciones	formaban	parte	
del capítulo Jalisco del mapder,	quienes	realizaron,	durante	varios	años,	
reuniones	semanales	y	organizaron	marchas	y	eventos	diversos,	así	como	
campañas	informativas,	para	dar	a	conocer	sus	análisis	de	la	presa	y	pedir	
la	cancelación	del	proyecto	ante	los	medios.	Este	capítulo	local	también	
buscó	la	intervención	de	organizaciones	y	redes	nacionales	e	internaciona-
les,	incluyendo	la	Comisión	para	la	Cooperación	Ambiental	(cca),	Living	
Lakes,	el	Tribunal	Latinoamericano	del	Agua	e	International	Rivers.
El	mismo	día	en	que	la	caravana	del	mapder	visitó	Arcediano,	en	2006,	
la ceas	anunció	que	la	Organización	Panamericana	de	la	Salud	(ops) ha-
ría	una	evaluación	de	riesgos	e	impactos	a	la	salud.	Esto	se	concretó	con	
un	informe	de	la	primera	fase	de	tal	evaluación,	que	se	dio	a	conocer	en	
febrero	de	2007.	El	documento	de	 la	ops	 (2007)	evidenció	 la	ausencia	
de	canales	de	participación	ciudadana,	el	débil	involucramiento	del	sector	
salud	y	los	grandes	vacíos	de	información	relativa	a	la	calidad	del	agua	de	
los ríos Verde y Santiago. 
En	el	verano	de	2007	se	formó	otra	red	local,	el	Colectivo	de	Organi-
zaciones Ciudadanas por el Agua (coloca),	 impulsado	por	el	Congreso	
Ciudadano y el imdec,	con	la	participación	de	diversas	organizaciones	e	
investigadores,	incluyendo	el	sindicato	de	trabajadores	del	Sistema	Intermu-
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nicipal de Agua Potable y Alcantarillado (siapa)	y	académicos	del	Instituto	
Tecnológico y de Estudios Superiores de Occidente (iteso). En 2007 y 
2008, coloca	organizó	encuentros	en	torno	al	agua	que	reunieron	a	inves-
tigadores,	activistas	y	afectados	para	discutir	alternativas	de	abastecimiento	
y	saneamiento	para	la	zona	metropolitana	de	Guadalajara,	entre	las	que	se	
incluyeron	el	tema	de	la	gobernanza,	lo	que	dio	como	resultado	en	el	evento	
de	2008	la	llamada	Agenda	Ciudadana	del	Agua.	En	esa	ocasión,	participó	
en	el	evento	Pedro	Arrojo	Agudo,	profesor	de	la	Universidad	de	Zaragoza	
e	integrante	de	la	Fundación	Nueva	Cultura	del	Agua,	quien	describió	a	
Arcediano	como	la	“presa	más	irracional	de	las	que	conozco”.
Fue	hacia	 finales	 de	octubre	de	2009	que	 se	 empezaron	 a	 escuchar	
noticias	de	la	largamente	solicitada	cancelación	de	esta	obra.	Evidencian-
do	la	falta	de	solidez	del	proyecto,	se	afirmaba	que	no	se	podía	construir	
porque	los	costos	se	elevaban	debido	a	la	cimentación	requerida	por	una	
falla	 geológica.	Aunque	 a	 destiempo,	 otro	 de	 los	 débiles	 pilares	 de	 este	
proyecto	se	derrumbó	poco	después	cuando,	en	el	mes	de	diciembre,	la	se-
marnat	canceló	la	Manifestación	de	Impacto	Ambiental	(mia),	impugnado	
desde hacía seis años por Lupita Lara. La mia se había aprobado con 25 
condicionantes en octubre de 2003, después de la destrucción del poblado 
en Arcediano. En aras de la cancelación de Arcediano, el gobierno estatal 
procedió	a	anunciar	la	alternativa:	la	presa	El	Purgatorio,	una	presa	deri-
vadora	sobre	el	río	Verde	—interconectada	con	las	presas	El	Zapotillo	y	
El	Salto—,	que	daría	la	mitad	del	agua	proyectada	con	Arcediano,	con	un	
costo de 5,790’000,000 pesos (conagua, 2011). La conclusión: a pesar 
de	las	duras	críticas	y	acciones	ciudadanas	diversas	a	lo	largo	de	ocho	años,	
no	se	ha	avanzado	en	abrir	la	gestión	del	agua	a	la	participación	ciudadana	
efectiva,	ni	en	lograr	implementar	un	visión	integral	y	sustentable	para	el	
abastecimiento	del	vital	líquido.	La	apuesta	por	las	megaobras	sigue	en	pie.	
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Los niños de Temacapulín no saldrán de su pueblo: la presa El Zapotillo
La	presa	El	Zapotillo	no	es	el	primer	intento	por	construir	un	embalse	en	la	
región de Los Altos, Jalisco, para abastecer de agua potable a la ciudad de 
León, Guanajuato. Antes, se frustraron los planes para la construcción de 
la	presa	San	Nicolás,	donde	hubo	una	fuerte	resistencia	por	parte	de	3,200	
personas	que	serían	afectados	en	las	poblaciones	de	San	Nicolás	y	San	Gaspar.	
Por	ello,	el	31	de	mayo	de	2005,	el	entonces	gobernador	Francisco	Ramírez	
Acuña	anunció	su	no	autorización.	En	ese	momento,	Ramírez	Acuña	hizo	
una	de	tantas	promesas	que	se	han	roto	desde	entonces;	afirmó	que	al	hacer	
otra	presa	sobre	el	río	Verde	se	aseguraría	que	“no	se	afecten	núcleos	de	
población”	(El	Universal,	2009).	Unas	semanas	después,	sin	embargo,	ya	se	
hablaba	de	El	Zapotillo,	con	afectaciones	a	1,000	personas	en	los	poblados	
de	Temacapulín,	Acasico	y	Palmarejo,	 en	 los	municipios	de	Cañadas	de	
Obregón	y	Mexticacán.	Con	un	comité	organizado,	hijos	ausentes	activos,	
amparos,	marchas	realizadas	en	Guadalajara,	León	y	la	ciudad	de	México,	
entre	muchas	otras	acciones	de	protesta	y	denuncia	realizadas,	con	una	obra	
licitada	y	un	“Nuevo	Temacapulín”	rechazado,	pero	en	construcción,	y	con	
continuos	actos	de	hostigamiento	y	amenazas	contra	pobladores	y	activistas,	
se	enfrenta	una	lucha	fuerte	cuya	salida	aún	no	se	vislumbra.
La	decisión	de	trasvasar	agua	de	la	cuenca	del	río	Verde,	tributaria	del	río	
Santiago,	a	la	ciudad	de	León,	ubicada	en	la	cuenca	del	río	Lerma,	se	deriva	
de	un	decreto	presidencial	del	7	de	abril	de	1995,	que	fija	una	división	de	
las	aguas	relativamente	limpias	del	Verde	entre	los	estados	de	Guanajuato	
y	Jalisco.	El	decreto	contempla	una	dotación	de	3.8	metros	cúbicos	por	
segundo	del	río	Verde	para	Guanajuato	y	12.2	metros	cúbicos	por	segundo	
para	Jalisco.	Desde	un	punto	de	vista	ambiental,	el	decreto	no	es	susten-
table.	En	relación	a	los	trasvases	de	agua,	el	Informe	Final	de	la	Comisión	
Mundial de Represas (cmr)	declara	que:	“La	transferencia	de	agua	entre	
cuencas [...] requiere un escrutinio cuidadoso, en particular por cuanto no 
habrá	flujos	de	retorno	dentro	de	la	cuenca”	(cmr,	2000:	159).	Tomando	
en	cuenta	el	fuerte	uso	agrícola	en	la	cuenca	del	Lerma,	es	importante	notar	
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otra	recomendación	del	mismo	informe	de	la	cmr, en el sentido de que 
antes	de	traer	agua	de	otra	cuenca	se	busque	“transferir	agua	desde	el	uso	
agrícola	por	medio	de	programas	alternativos	y	más	proactivos	 [...]	que	
financien	de	manera	eficaz	las	ganancias	en	eficiencia	de	agua	en	agricultura	
irrigada” (cmr, 2000).	Sin	embargo,	este	proyecto	de	la	conagua	no	toma	
en cuenta estos criterios sobre la construcción de presas.
Cuando	a	finales	de	2005	se	empezaron	a	dar	detalles	de	 la	presa	El	
Zapotillo,	se	habló	de	un	embalse	con	una	cortina	de	80	metros	de	altura	
y	una	capacidad	de	411	millones	de	metros	cúbicos	de	agua.	En	esta	di-
mensión,	se	decía	que	solo	Acasico	y	Palmarejo	se	inundarían,	mientras	
que	Temacapulín,	la	comunidad	más	grande	y	de	resistencia	más	tenaz,	se	
protegería	con	diques	de	15	metros	de	altura.	Esta	propuesta	no	convenció	a	
la	población	de	Temacapulín.	Aun	esta	posibilidad	se	desvaneció,	sin	embargo,	
cuando	el	1	de	agosto	de	2007,	a	petición	del	gobierno	de	Jalisco,	se	elevó	la	
altura	planteada	para	la	cortina	a	105	metros	y	con	una	capacidad	más	del	
doble	del	anterior,	de	911	millones	de	metros	cúbicos.	Esto,	se	decía,	era	
para	abastecer	de	agua	a	la	zona	metropolitana	de	Guadalajara,	reteniendo	
el	agua	para	en	seguida	dejarla	fluir	por	el	río	hasta	Arcediano	—después	
hasta	El	Purgatorio.	En	esta	configuración,	se	hablaba	de	3.8	metros	cúbicos	
por	segundo	para	más	de	1’000,000	de	habitantes	en	León,	1.8	metros	cú-
bicos	por	segundo	para	361,000	habitantes	en	14	municipios	de	Los	Altos	
de	Jalisco,	además	de	regular	500’000,000	de	metros	cúbicos	anuales	para	
la	zona	metropolitana	de	Guadalajara	(conagua, 2010a).
Una de las críticas constantes a esta presa ha sido que la mia que existe 
para	El	Zapotillo	es	para	la	presa	con	cortina	de	80	metros	y,	como	los	
afectados han señalado en repetidas ocasiones, no existe una mia para la 
presa	más	grande	y	con	afectaciones	distintas.	Con	una	cortina	de	105	me-
tros,	no	podría	sobrevivir	Temacapulín.	Ante	la	negativa	de	la	comunidad	
a desaparecer, en enero de 2008 el gerente regional de la conagua, Raúl 
Antonio	Iglesias	Benítez,	hizo	su	desafortunado	comentario,	muestra	fiel	
de	la	actitud	mostrada	por	parte	de	los	funcionarios	del	agua:	“Les	vamos	a	
comprar	salvavidas	y	lanchas	para	que	no	se	preocupen”	(en	Partida,	2008).	
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Desde	sus	primeras	visitas	a	las	comunidades	en	2005,	las	autoridades	
recibieron el rechazo de los afectados, con calles que ya lucían letreros 
en	contra	de	la	presa,	como	los	dirigidos	al	entonces	director	de	la	cea, 
Enrique	Dau	Flores:	“Dau,	entiende,	los	niños	de	Temacapulín	no	saldrán	
de	su	pueblo”.	En	ese	entonces,	también	acompañaban	a	las	comunidades	
algunos integrantes de mapder Jalisco, sobre todo de la Fundación Cuenca 
Lerma–Chapala–Santiago.	
En	junio	de	2008,	la	organización	comunitaria	dio	un	salto,	con	la	rea-
lización	en	Temacapulín	del	v	Encuentro	Nacional	del	mapder, durante el 
cual	se	conformó	el	Comité	Salvemos	Temacapulín,	Acasico	y	Palmarejo	
(cstap). En este encuentro participaron dos organizaciones de la zona 
metropolitana	de	Guadalajara:	imdec	y	Coa.	La	primera,	además	de	jugar	
un	papel	clave	en	organizar	dicho	evento,	ha	acompañado	de	cerca	a	 la	
comunidad,	participando	en	eventos	y	reuniones,	y	sirviendo	de	vínculo	
para	la	difusión	de	información	y	con	redes	como	mapder e International 
Rivers.	Un	resultado	de	esa	labor	es	que	Temacapulín	fue	designado	como	
sede para el Tercer Encuentro Internacional de Afectados por las Presas y 
su	Aliados,	“Ríos	para	la	Vida	3”,	que	se	realizó	en	octubre	de	2010.	Por	su	
parte,	el	Colectivo	Coa	ha	asumido	la	defensa	legal	de	los	afectados	y	ha	
emprendido	diversas	acciones	jurídicas	para	impedir	la	construcción	de	la	
presa.
Se	lanzó	la	licitación	para	la	presa	el	20	de	noviembre	de	2008,	y	se	anun-
ciaron	los	ganadores	el	14	de	septiembre	de	2009.	La	presa	será	construida	
por	la	empresa	española	fcc Construcción, junto con La Peninsular y el 
Grupo	Hermes,	empresas	de	Carlos	Hank	Rohn.	Vale	la	pena	notar	que	fcc 
tiene	una	importante	participación	en	proyectos	de	agua	en	México,	tanto	
con	la	construcción	de	infraestructura	hidráulica	en	varios	estados	como	en	
la	provisión	de	servicios	de	agua	para	11’000,000	de	personas	en	el	país,	a	
través	de	contratos	y	concesiones	de	la	empresa	Proactiva	Medio	Ambiente,	
que	formó	con	la	gigante	francesa	Veolia	Environment.	El	acueducto	de	140	
kilómetros	y	la	planta	de	potabilización	para	León	serán	construidos	por	la	
empresa	española	Abengoa.	Es	un	proyecto	de	tipo	construir–operar–trasfe-
rir (bot,	por	sus	siglas	en	inglés),	en	donde	la	empresa	privada	aporta	51%	
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del	costo	en	inversión	recuperable	y	obtiene	la	obra	en	concesión	para	25	
años para operarla y generar ganancia.
El	movimiento	en	contra	de	la	presa	ha	criticado	en	numerosas	ocasio-
nes	que	la	construcción	se	haya	empezado	sin	la	autorización	de	cambio	de	
uso	de	suelo	para	la	presa	con	105	metros	de	altura	por	parte	del	Ayun-
tamiento	de	Cañadas	de	Obregón	(Von	Borstel,	2010:	52).	Un	grupo	de	
investigadores	de	la	Universidad	de	Guadalajara,	reunidos	en	la	Academia	
Mexicana	de	Ciencias	Ambientales	y	Sociales	(amcas),	también	ha	cuestiona-
do	varios	aspectos	técnicos	de	la	obra.	Por	ejemplo,	a	pesar	de	las	promesas	
de	abastecer	agua	a	comunidades	de	Los	Altos,	señalan	que	el	proyecto	no	
contempla	presupuesto	para	acueductos	hacia	esos	poblados.	Viendo	tanto	
la	capacidad	del	acueducto	principal	como	la	de	la	potabilizadora,	afirman	
que	no	se	darán	los	1.8	metros	cúbicos	por	segundo	para	esos	municipios	
sino	que	toda	el	agua	“arribará	a	una	planta	potabilizadora	en	León,	Gua-
najuato,	extrañamente	con	capacidad	para	5.6	m3/s”	(amcas, 2010). Aun 
un boletín de la conagua (2010a) pospone cualquier proyecto para Los 
Altos,	indicando	que:	“en	un	futuro	a	mediano	plazo	se	entregarán	1.8	m3/s	
en ruta a las localidades de Los Altos de Jalisco”. Por su parte, el cstap y sus 
aliados denuncian que el agua de la presa es sobre todo para los industriales 
de	León	(Gómez	Godoy,	2009),	y	señalan	que	existe	una	presa	cercana	—el	
Salto, en el Valle de Guadalupe— que nunca ha sido utilizada para abaste-
cer	agua	a	la	región.	¿Por	qué	no	empiezan	con	el	aprovechamiento	de	esa	
presa	en	vez	de	construir	una	nueva?	Según	los	críticos,	la	fuerza	motriz	
detrás	de	la	construcción	de	represas	son	las	ganancias	compartidas	entre	
las	compañías	constructoras	y	funcionarios	corruptos.
En	una	reunión	con	miembros	de	la	comunidad	en	mayo	de	2008,	el	
gobernador	de	Jalisco,	Emilio	González,	prometió	consultar	a	la	comunidad	
y	respetar	su	decisión:	“si	la	mitad	más	uno	quiere,	se	hace;	si	no	quieren,	se	
acaba”	dijo	en	esa	ocasión	(en	Torres,	2008).	Sin	embargo,	no	se	ha	respetado	
el	derecho	a	la	consulta	y,	en	2009,	se	interpusieron	amparos	de	nulidad	
ante	el	Tribunal	de	lo	Administrativo	del	Estado	por	una	consulta	disfra-
zada	como	parte	del	“Plan	de	Desarrollo	Urbano	de	Centro	de	Población	
2008–2025	Temacapulín”,	convocado	por	el	Ayuntamiento	de	Cañadas	
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de	Obregón.	El	Ayuntamiento	aplicó	una	encuesta	en	relación	con	este	
plan de desarrollo, que incluía preguntas relacionadas con la reubicación 
de	Temacapulín.	Aunque	la	presión	del	movimiento	logró	la	suspensión	de	
este	plan	en	enero	de	2010,	siguen	con	la	construcción	de	un	nuevo	centro	
de	población,	arriba	de	la	barranca	donde	se	sitúa	Temaca,	con	una	vista	
cruelmente	contemplada	del	embalse	que	pretende	inundar	el	pueblo.	Como	
dijo	una	señora	de	la	comunidad	durante	una	visita	al	sitio	de	construcción	
con	participantes	del	encuentro	Ríos	para	la	Vida:	“¡Es	una	burla!	Allí	está	
nuestra	Temaca.	¡Esta	es	una	burla!”.
La cedhj	elaboró	una	recomendación	para	el	caso	de	la	presa	El	Za-
potillo,	pero	se	dio	a	conocer	en	condiciones	anómalas.	No	se	presentó	
públicamente	la	recomendación	35/2009	hasta	que,	en	marzo	de	2010,	los	
integrantes del cstap	detectaron	que	se	mencionaba	en	el	informe	anual	
2009 de la cedhj	y	demandaron	que	se	hiciera	pública.	En	sí,	la	recomendación	
reconoció	la	violación	de	los	derechos	de	los	afectados	y	respaldó	sus	prin-
cipales	demandas.	La	cedhj	recomendó	al	gobernador	del	estado	suspender	
las	obras	de	construcción	de	la	presa,	realizar	estudios	sobre	las	alternativas	
a	El	Zapotillo,	abstenerse	de	actos	de	hostigamiento	en	contra	de	los	po-
bladores e iniciar un proceso de consulta con ciudadanos, organizaciones 
sociales	e	investigadores	sobre	las	alternativas	al	proyecto	(cedhj, 2009b: 
105–106).	A	pesar	de	que	fue	el	estado	que	pidió	que	se	elevara	la	cortina	
a	105	metros	y	de	que	la	cea	está	actuando	en	la	comunidad	para	lograr	
la	compraventa	de	predios	o	la	reubicación	de	pobladores,	la	cea recha-
zó	la	recomendación	y	Emilio	González	se	negó	a	aceptarla,	 indicando	
que:	“La	Presa	la	está	construyendo	la	Comisión	Nacional	del	Agua,	por	
lo	tanto	nosotros	no	podemos	recibir	una	recomendación	sobre	una	obra	
que	nosotros	no	estamos	construyendo”	(en	El	Informador,	2010).	Así,	el	
gobierno	del	estado	desconoció	su	responsabilidad	y,	después	de	una	demora	
inexplicada,	la	recomendación	fue	rechazada.
Después	de	la	petición	de	no	hostigamiento	por	parte	de	la	cedhj, los 
actos	de	 intimidación	 y	 amenazas	directas	 a	miembros	del	 comité	 y	 sus	
aliados	 han	 escalado.	 Solo	para	 ilustrar	 con	 algunos	 ejemplos,	 el	cstap 
denunció	en	marzo	de	2010	que	por	radio	se	les	había	avisado	que	pasa-
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rían	su	última	Semana	Santa	en	Temacapulín,	porque	a	partir	de	mayo	
serían	desalojados.	Después,	el	3	de	abril,	en	Temacapulín,	tres	hombres	
desconocidos	amenazaron	a	dos	habitantes	del	pueblo,	a	un	miembro	del	
imdec	y	a	una	periodista	de	Radio	Universidad	de	Guadalajara,	diciendo	
que:	“se	van	a	morir	pronto	porque	están	alborotando	la	gallera”	(en	Cova-
rrubias,	2010).	Ese	mismo	mes,	el	día	16,	visitaron	el	sitio	Andrés	Manuel	
López Obrador, excandidato a la presidencia, junto con diez senadores y 
16	diputados	federales	de	partidos	de	izquierda.	Durante	su	asamblea	con	
afectados	en	la	plaza	pública,	llegaron	al	pueblo	28	elementos	de	la	policía	
del	estado	a	bordo	de	siete	camionetas	sin	placas	y	con	sus	números	de	se-
rie	cubiertos	con	cinta.	Los	participantes	de	la	asamblea	interpretaron	esto	
como	un	acto	de	intimidación	y	pidieron	a	los	policías	que	se	retiraran.	En	
julio de 2010, el cstap	denunció	a	través	de	un	boletín	que	han	continuado	
incursiones	por	parte	de	cuerpos	policiacos	a	las	comunidades,	en	donde	
policías incluso hacen referencia a la presa y les dicen a los pobladores que 
“deben	de	aceptar	la	presa	El	Zapotillo,	deben	de	salirse,	ya	van	a	echar	el	
agua” (cstap, 2010). 
En	este	ambiente	de	hostigamiento,	el	Comité	y	sus	aliados	pasaron	meses	
preparándose para el iii Encuentro Internacional de Afectados por Presas, 
que	se	llevó	a	cabo	durante	la	primera	semana	de	octubre	de	2010.	Con	la	
participación	de	más	de	300	delegados	de	54	países,	los	ponentes	compar-
tieron experiencias sobre las luchas en contra de la construcción de represas 
en	todas	partes	del	mundo,	y	presentaron	evidencia	empírica	sobre	sus	altos	
costos	sociales,	ecológicos	y	económicos,	y	sobre	la	mala	distribución	de	sus	
beneficios.	En	esta	reunión,	los	participantes	una	y	otra	vez	expresaron	su	
“No	a	la	presa	El	Zapotillo”.	Mientras	el	Comité	promueve	la	búsqueda	de	
soluciones de gestión integral del agua en León y Guadalajara, que hagan 
innecesaria	la	presa,	también	aceptaría	una	presa	que	no	afectara	ningún	
poblado.	La	lucha	fundamental	es	por	no	dejar	sus	comunidades	e	historia.
A	finales	de	marzo	de	2011,	pobladores	de	Temaca,	apoyados	por	in-
tegrantes del mapder y otras organizaciones, instalaron un plantón en 
el	área	de	construcción	de	la	presa.	El	plantón	se	levantó	una	semana	
después	con	el	compromiso	de	realizar	una	serie	de	mesas	de	diálogo	con	
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funcionarios de la conagua	y	de	la	Secretaría	de	Gobernación.	Las	mesas	
terminaron	el	primero	de	junio,	y	fueron	calificadas	por	el	cstap	como	un	
“montaje	mediático	de	supuesto	diálogo	[…]	para	al	final	de	cuentas	rectificar	
que	la	presa	El	Zapotillo	continúa	construyéndose”	(cstap, 2011). A pesar 
de este desenlace, el cstap	ha	reafirmado	su	determinación	de	seguir	hasta	
lograr	la	cancelación	de	la	presa.	“Sólo	muertos”,	han	afirmado	muchos	que	
dejarán	su	pueblo	o,	como	dice	María	Alcaraz,	integrante	del	cstap:	“No	
somos	animales	para	que	nos	lleven	de	un	potrero	a	otro”.9
No a la carretera Bolaños–Huejuquilla
En	el	norte	de	Jalisco	y	en	una	franja	de	los	estados	de	Zacatecas	y	Durango,	
se	encuentra	el	territorio	de	los	huicholes,	o	wixaritari,	como	se	conocen	en	
su	propio	idioma.	Es	un	paisaje	majestoso	marcado	por	mesetas,	profundos	
cañones,	ríos	y	bosques,	lo	que	dificulta	el	acceso	y	la	comunicación.10 El 
asilamiento	geográfico	de	este	territorio	ha	facilitado	la	conservación	de	
muchos	aspectos	de	la	cultura	tradicional	huichola:	propiedad	social	de	la	
tierra,	 lenguaje,	vestimenta,	maíces	criollos,	y	una	cosmovisión	panteísta	
y politeísta que aprecia lo sagrado de la naturaleza.11 Por otra parte, tanto 
la	 cultura	 tradicional	 como	 el	medio	 ambiente	 han	 sufrido	 alteraciones	
conforme	avanza	la	penetración	del	mercado	y	los	valores	de	la	sociedad	
occidental.	Desde	otro	ángulo,	según	las	mediciones	del	Consejo	Nacional	
de Población (conapo),	las	comunidades	huicholas	son	las	más	marginadas	
del	estado	de	Jalisco;	hay	pobreza	extrema	(en	términos	de	ingresos),	altos	
niveles	de	mortalidad	infantil,	esperanza	de	vida	reducida	y	desnutrición	
crónica. 
A	finales	de	los	años	noventa,	el	gobierno	del	estado	de	Jalisco	—bajo	
el	mandato	de	Alberto	Cárdenas	Jiménez—	planteó	la	construcción	de	una	
carretera que conectaría el territorio huichol a los centros urbanos regionales, 
9. Comentario hecho públicamente durante el iii Encuentro Internacional de Afectadas por las Presas, 
el 4 de octubre de 2010.
10. Para una descripción geográfica detallada del territorio huichol, véase Barrera–Rodríguez (2004).
11. Durante los últimos 100 años se han publicado decenas de estudios antropológicos sobre los hui-
choles; para un análisis reciente véase Guzmán–Mejía y Anaya–Corona (2007).
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pasando por los poblados de Bolaños y Huejuquilla. La carretera tendría 
una	longitud	aproximada	de	137	kilómetros	y	se	justifica	en	términos	de	
desarrollo	económico	y	”progreso”,	en	particular	en	la	forma	de	ecoturismo,	
mejores	servicios	públicos	y	mayor	facilidad	para	todo	tipo	de	comercio.	
Por otra parte, los huicholes y sus aliados sospechan que la razón de ser 
de esta carretera es facilitar la explotación de los recursos naturales en su 
territorio y agilizar el trasporte de bienes entre el occidente de México y 
Estados Unidos.
Las	primeras	obras	comenzaron	en	1999	sobre	un	tramo	de	diez	kiló-
metros,	pero	los	avances	fueron	mínimos	durante	varios	años,	debido	a	la	
resistencia	de	 los	propietarios	privados,	mestizos	de	 las	comunidades	de	
Las	Zaucenas	y	El	Astillero,	quienes	se	quejaron	por	los	daños	ambientales	
ocasionados	y	por	la	falta	de	una	indemnización	justa.	En	abril	de	2006,	
el	proyecto	carretero	fue	clausurado	total	y	temporalmente	por	no	contar	
con	la	autorización	de	impacto	ambiental	y	cambio	de	uso	de	suelo.	Pese	
a	que	esta	clausura	no	había	sido	levantada,	en	junio	de	2007	la	admi-
nistración	estatal	de	Emilio	González	Márquez	anunció	que	canalizaría	
una	inversión	de	86’000,000	de	pesos	para	revivir	el	proyecto,	lo	que	
creó	el	marco	del	presente	conflicto.	
Los	comuneros	huicholes	de	Tuapurie	(también	conocido	como	Santa	
Catarina	Cuexcomatitlán)	se	enteraron	el	9	de	septiembre	de	2007,	cuando	
representantes de la Secretaría de Desarrollo Urbano de Jalisco (sedeur), 
de	 la	Comisión	Nacional	 para	 el	Desarrollo	 de	 los	 Pueblos	 Indígenas	
(cdi)	y	de	los	gobiernos	municipales	locales	se	presentaron	de	manera	
inesperada	en	una	reunión	comunitaria	del	Comité	de	Cultura,	que	se	
llevaba	 a	 cabo	 en	una	 localidad	 llamada	Las	Latas.	Los	 representantes	
gubernamentales	 anunciaron	 sus	 planes	 para	 construir	 una	 carretera	
y	 pidieron	 firmas	 para	 ceder	 el	 derecho	 de	 vía	 para	 un	 tramo	 de	 19	
kilómetros	que	pasaría	por	la	comunidad.	Los	huicholes	explicaron	que	
esa	 reunión	no	era	 la	 indicada	para	 tomar	decisiones	como	 tal,	que	 se	
necesitaría	abordar	el	tema	en	la	Asamblea	General,	cuya	próxima	reunión	
se	programaba	para	el	10	de	noviembre	del	mismo	año.	Sin	embargo,	las	
autoridades	gubernamentales	evidentemente	tenían	prisa	o	desprecio	por	
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los	usos	y	costumbres	de	los	huicholes,	o	las	dos	cosas,	porque	en	vez	de	
esperar hasta la realización de dicha reunión, se presentaron en Santa Ca-
tarina	días	después	para	presionar	a	los	líderes	agrarios	de	la	comunidad	
a	firmar	papeles.	Después,	falsificaron	actas	de	asamblea,	convocatorias	y	
otra	documentación	agraria	para	dar	la	impresión	de	que	contaban	con	la	
aprobación	de	la	Asamblea	General.12 
De	esta	manera,	se	reinició	 la	construcción	de	la	carretera	Amatitán–
Bolaños–Huejuquilla	en	octubre	de	2007,	sin	el	permiso	de	la	comunidad	
wixárika,	sin	estudios	integrales	del	impacto	ambiental	y	con	varias	otras	
irregularidades.	El	10	de	noviembre,	la	Asamblea	de	Comuneros	de	Santa	
Catarina	se	reunió	para	analizar	el	asunto	de	manera	minuciosa.	Indignados	
por	la	manera	en	que	el	proyecto	fue	impuesto	desde	arriba,	y	preocupados	por	
los	cambios	que	la	carretera	traería	consigo	a	largo	plazo,	los	comuneros	
de	Tuapurie	decidieron	rechazarlo.	En	un	documento	presentado	el	21	de	
noviembre	de	2007	a	los	organismos	gubernamentales	mencionados,	de-
tallaron	sus	razones:	tenían	otras	prioridades	en	el	rubro	de	comunicación	
(mantenimiento	de	caminos	existentes,	construcción	de	puentes	colgantes	
para	cruzar	ríos,	etc),	la	carretera	dividiría	su	territorio	por	la	mitad,	causa-
ría	daños	ambientales	de	por	sí,	y	facilitaría	la	explotación	de	sus	recursos	
naturales	por	actores	ajenos,	además	de	atentar	en	contra	de	su	cultura	y	
autonomía	(Ruiz–Esparza,	2010).	
No	obstante	 lo	anterior,	en	enero	de	2008	 las	obras	de	construcción	
procedieron	a	entrar	al	territorio	de	la	comunidad	y	se	abrieron	paso	en	una	
zona	arbolada	supuestamente	protegida.13	Como	era	de	esperar,	destruyeron	
árboles,	manantiales	y	otros	elementos	del	medio	ambiente,	además	de	bienes	
propiedad	de	los	comuneros	(cercos	de	piedra,	alambrados,	mangueras,	etc).	
Pero	esto	no	fue	todo:	la	maquinaria	también	tumbó	y	sepultó	una	piedra	
sagrada	en	un	sitio	conocido	como	El	paso	del	Oso,	que	forma	parte	de	la	
12. Para mayores detalles, véase Lorenzana–Aguilar (2009) y Ruiz–Esparza (2010).
13. Esta zona forma parte del área de protección de recursos naturales Cuenca Alimentadora del Distrito 
Nacional de Riego 043, además de haber sido declarada una región terrestre de prioridad por la 
Comisión Nacional para el Conocimiento y Uso de la Biodiversidad (conabio).
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ruta de peregrinación hacia el desierto de Real de Catorce, donde los hui-
choles	cosechan	peyote	y	entran	en	comunión	con	sus	dioses	y	antepasados.	
Como	observa	Mireya	Ruiz–Esparza:	
Lo	que	pasó	no	es	sencillo,	no	estamos	hablando	(aunque	también	es	cier-
to)	que	se	destruyó	un	patrimonio	arqueológico	muy	antiguo,	suficiente	
justificación	para	que	el	Instituto	Nacional	de	Antropología	e	Historia	
(inah)	exija	clausurar	la	obra.	Lo	que	hicieron	a	los	pueblos	wixárikas	
fue una agresión, un atentado contra su cultura (2010: 15).
Ante	esta	agresión,	en	una	asamblea	comunal	realizada	el	10	de	febrero	de	
2008,	se	tomó	la	decisión	de	bloquear	las	obras	de	esta	carretera.	Al	día	
siguiente,	centenares	de	comuneros	de	Santa	Catarina	secuestraron	pacífica-
mente	la	maquinaria	de	los	constructores	e	hicieron	un	plantón	para	impedir	
la	continuación	del	proyecto.	El	gobierno	estatal	mandó	fuerzas	públicas	
para	intimidar	y	hostigar	a	los	inconformes,	pero	no	lograron	disuadirlos.	
Con	urgencia,	los	huicholes	convocaron	a	sus	aliados,	incluyendo	la	Aso-
ciación Jalisciense de Apoyo a Grupos Indígenas (ajagi),	el	Colectivo	Coa	
y	la	Unidad	de	Apoyo	a	las	Comunidades	Indígenas	(uaci), para participar 
en la xx	reunión	del	Congreso	Nacional	Indígena	Región	Centro–Pacífi-
co,	llevada	a	cabo	precisamente	donde	se	hacía	el	plantón,	en	el	poblado	
Ciénega	de	los	Caballos,	los	días	8	y	9	de	marzo	de	2008.	Con	la	presencia	
de	más	de	400	participantes,	el	cni	manifestó	su	“absoluto	rechazo	a	 la	
construcción	de	la	carretera	Amatitán–Huejuquilla	el	Alto,	y	al	proyecto	
carretero	gubernamental	en	la	región,	así	como	a	los	proyectos	turísticos	
y de prospección y explotación de los recursos naturales aparejados con la 
construcción	de	la	carretera”	(en	Turaki,	2008:	3).
Por	lo	pronto,	con	las	movilizaciones	de	2008,	con	argumentos	basados	
en	los	derechos	de	grupos	indígenas	consagrados	en	el	Convenio	169	de	la	
Organización Internacional de Trabajo y con el apoyo de la anaa, los co-
muneros	de	Santa	Catarina	y	sus	aliados	han	logrado	detener	este	proyecto.	
Esto	es	una	victoria	importante,	pero	la	victoria	es	solo	parcial	y	temporal,	
ya que el gobierno estatal de González Márquez sigue presionando a la co-
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munidad	de	Tuapurie	para	aceptar	la	carretera.	Además,	las	comunidades	
wixaritari	siguen	siendo	las	más	marginadas	del	estado	de	Jalisco,	con	serios	
problemas	sociales	y	ambientales.	Esto	implica	la	necesidad	de	encontrar	
alternativas,	de	forjar	un	camino	alterno	al	desarrollo	capitalista,	un	camino	
que	les	permita	conservar	los	elementos	positivos	de	su	cultura	tradicional	y,	
al	mismo	tiempo,	aprovechar	los	beneficios	de	la	ciencia	y	tecnología	occi-
dentales,	de	acuerdo	con	los	principios	de	autonomía	y	autodeterminación.
análisis global y reflexiones finales
En los cinco estudios de caso presentados en este trabajo, se encuentran 
muchas	de	las	mismas	organizaciones	de	la	sociedad	civil	que	operan	en	
diferentes	partes	del	estado	de	Jalisco,	por	ejemplo,	el	imdec, la uaci, el 
Colectivo	Coa	y	el	cni. El imdec	ha	estado	presente	en	los	tres	conflictos	
en torno al agua; la uaci y el cni, en las dos principales regiones indígenas 
del	estado,	y	el	Colectivo	Coa	se	encuentra	en	ambos	espacios.	En	lo	ge-
neral,	estas	organizaciones	se	integran	por	activistas	sociales	jóvenes	del	
medio	urbano,	con	educación	universitaria,	que	reciben	salarios	modestos	
y	trabajan	en	solidaridad	con	los	afectados	ambientales	más	perjudicados.	
Estos	actores	forman	alianzas	con	las	organizaciones	populares	locales	y	
les	brindan	apoyo	técnico	y	financiero.	Por	su	parte,	las	organizaciones	
populares	 constituyen	 la	 punta	 de	 lanza	 de	 los	movimientos,	 confor-
madas	por	pobladores	locales	que	toman	el	liderazgo	en	organizar	a	las	
comunidades	afectadas	en	defensa	de	su	bienestar	y	territorio.	El	activismo	
social	de	estos	ciudadanos	se	liga	de	manera	directa	con	las	circunstancias	de	
sus	comunidades	y	por	sufrir	los	estragos	del	desarrollo	ambientalmente	
destructivo.	De	esta	manera,	las	organizaciones	locales	definen	la	identidad	
del	movimiento	para	proteger	el	patrimonio	ecológico,	y	sus	integrantes	
son	los	más	susceptibles	a	la	represión	que	viene	del	estado.	En	los	estudios	
de	caso	se	destacan	las	siguientes	organizaciones	con	este	perfil:	el	Consejo	de	
Mayores	en	la	Sierra	de	Manantlán;	la	Asamblea	General	de	la	Comunidad	
Indígena de Tuapurie y sus autoridades tradicionales en la sierra huichola; 
el Instituto vida, usv y el ccda,	 en	el	 caso	del	 río	Santiago;	el	Comité	
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Pro–Defensa	de	Arcediano,	en	el	ahora	extinto	pueblo	de	Arcediano,	y	el	
Comité	Salvemos	Temacapulín,	Acasico	y	Palmarejo,	en	la	microrregión	en	
donde	se	encuentran	los	mismos	pueblos.	
Como	se	ha	visto,	las	redes	nacionales	presentadas	al	principio	de	este	
trabajo	han	servido	como	un	espacio	de	encuentro	para	estos	actores	colec-
tivos,	tanto	los	locales	como	los	que	se	basan	en	la	zona	metropolitana	de	
Guadalajara.	De	hecho,	la	confluencia	de	estos	actores	y	otros	es	justo	lo	que	
dio	vida	a	estas	redes.	En	otras	palabras,	son	las	organizaciones	populares	
y	civiles	que	crearon	e	integraron	estas	redes,	interactuando	entre	sí	para	
intercambiar	 información,	 compartir	 experiencias,	 articular	 denuncias	 y	
demandas	colectivas,	diseñar	estrategias	en	el	ámbito	nacional	y	fortalecerse	
entre	sí	por	medio	de	la	solidaridad	mutua.	De	esta	manera,	el	mapder ha 
tenido	presencia	en	las	tres	comunidades	con	luchas	en	torno	al	agua,	con	
más	fuerza	en	el	caso	de	las	dos	presas;	la	uaci y el cni operan en las dos 
principales	regiones	indígenas	del	estado,	así	como	la	Red	Nacional	de	De-
fensa	del	Maíz,	que	ha	jugado	un	papel	importante	en	un	conflicto	ecológico	
no	incluido	en	los	estudios	de	caso,	sobre	la	protección	de	la	diversidad	
genética. La rema, por su parte, apoya a la lucha en Manantlán en contra 
de	la	destrucción	ambiental	y	de	las	violaciones	de	derechos	humanos	que	
dimanan	de	la	explotación	minera.	Y	la	anaa	tiene	vínculos	con	todos	los	
actores	 locales	mencionados,	aunque	estos	 sean	 tenues	en	el	 caso	de	 las	
comunidades	indígenas.	
Se	hace	un	esfuerzo	por	resumir	la	parte	central	de	esta	dinámica	en	el	
cuadro	4.1.	Desde	luego,	es	solo	una	aproximación,	entre	otras	razones,	
porque	no	incluye	muchos	de	los	actores	civiles	mencionados	arriba,	en	par-
ticular	los	que	aparecen	en	solo	uno	de	los	estudios	de	caso;	tampoco	incluye	
actores	gubernamentales	progresistas,	tales	como	la	cedhj, que ha jugado 
un	papel	importante	por	validar	las	demandas	de	los	movimientos	en	los	
cinco estudios de caso.14 Por otra parte, en las tres luchas en torno al agua se 
14. Si bien la cedhJ es una dependencia gubernamental progresista, también es cierto que tiene 
relativamente poco presupuesto y peso político. Además, ha sido criticada por el Colectivo Coa y 
otras asociaciones civiles por emitir recomendaciones “débiles”.
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han	establecido	vínculos	solidarios	con	organizaciones	no	gubernamentales	
que	actúan	en	el	ámbito	internacional,	por	ejemplo,	International	Rivers,	
Greenpeace, fian	Internacional	y	Food	and	Water	Watch,	además	de	ganar	
el	apoyo	de	organismos	internacionales	oficiales,	tales	como	la	ops y la cca 
de tlcan.	Estos	actores	colectivos	internacionales	también	han	respaldado	
las	demandas	de	los	movimientos	ambientalistas	analizados	en	este	trabajo.	
Asimismo,	en	todos	los	casos,	ha	habido	investigadores	universitarios	que	
acompañan	e	interactúan	con	los	demás	protagonistas	del	movimiento.	Ellos	
comparten	los	hallazgos	de	sus	investigaciones,	proporcionan	datos	para	
cuantificar	el	deterioro	ambiental,	ofrecen	análisis	teóricos	y	estratégicos,	
y	ayudan	a	llamar	la	atención	del	público	general.	Además,	confieren	cierta	
legitimidad	científica	a	los	discursos	del	movimiento.
cuadro 4.1 interfaz entre organizaciones populares y civiles de los estudios de caso 
en los ámbitos local, regional y nacional
Fuente: elaboración propia con base en el análisis presentado en los estudios de caso.
UACI     X
CNI X    X
Colectivo COA    X X
IMDEC  X X X 
MAPDER  X X X 
REMA X    X
ANAA X X X X X
Organizaciones 
civiles regionales
y redes nacionales
Lugares y organizaciones populares locales
Manantlán El Salto yJuanacatlán Arcediano Temacapulín
Sierra
Huichola
Consejo de 
Mayores,
FREMAR
Instituto 
VIDA,
USV, CCDA
Comité 
Pro-Defensa 
de 
Arcediano
Comité 
Salvemos
Temacapulín, 
Acasico y 
Palmarejo
Asamblea 
General de 
Comunidad 
Indígena 
Santa 
Catarina y 
Autoridades 
tradicionales
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En	el	seno	de	los	movimientos	ecologistas	jaliscienses,	se	puede	observar	
un	discurso	anticapitalista	y	antiestatista,	que	se	manifiesta	en	estrategias	
para	detener	las	consecuencias	ecológicamente	devastadoras	de	la	explo-
tación	de	los	recursos	naturales	y	de	los	megaproyectos	de	desarrollo.	Así,	
son	esencialmente	movimientos	de	resistencia.	Sus	protagonistas	se	organizan	
en	el	espacio	autónomo	de	la	sociedad	civil,	sin	pretensiones	de	conquistar	
espacios	oficiales,	pero	sí	con	la	intención	de	influir	y	trasformar	el	estado.	
De	esta	manera,	los	estudios	de	caso	reflejan	la	naturaleza	“autolimitadora”	
de	los	nuevos	movimientos	sociales	(Cohen	y	Arato,	1992).	Los	mismos	
movimientos	 jaliscienses	 ejercen	 presión	 sobre	 diferentes	 dependencias	
gubernamentales	para	que	estos	hagan	valer	los	derechos	sociales	consa-
grados	en	la	Constitución	y	las	leyes	ambientales,	en	particular	el	derecho	a	
disfrutar	de	un	medio	ambiente	sano.15 Desde otro ángulo, presionan a las 
industrias	destructivas	y	contaminadoras	para	que	internalicen	los	costos	
ambientales	y	sociales	de	su	modo	de	producción.	Según	James	O’Connor	
(2002),	esto	contribuye	a	“la	segunda	contradicción	del	capitalismo”,	ya	
que	la	presión	de	los	movimientos	amenaza	con	reducir	las	ganancias	y	la	
flexibilidad	de	las	empresas.	El	grado	mínimo	en	que	las	compañías	mineras	
en	la	Sierra	de	Manantlán	y	las	industrias	contaminadoras	en	la	ribera	del	
río	Santiago	han	internalizado	las	externalidades	ambientales	y	sociales	de	
sus	actividades	económicas	apunta	hacia	las	causas	subyacentes	de	la	crisis	
que	se	ha	manifestado	en	estos	ámbitos.	
Los	conflictos	socioambientales	analizados	en	este	trabajo	giran	en	torno	
a	la	mala	distribución	de	los	costos	y	beneficios	del	desarrollo,	lo	que	refle-
ja	la	esencia	del	ecologismo	de	los	pobres	(Martínez	Alier,	1994	y	2009).	
15. Estos derechos se inscriben en el artículo 4 de la Constitución, donde se señala que: “Toda persona 
tiene derecho a un medio ambiente adecuado para su desarrollo y bienestar”. Además, en los artículos 
constitucionales 25, 27, 73 y 115 se encuentran elementos diseñados para apoyar la realización 
de este derecho. Por su parte, la Ley General de Equilibro Ecológico y Protección al Ambiente 
(lgeePa) pretende garantizar “el derecho de toda persona a vivir en un medio ambiente adecuado 
para su desarrollo, salud y bienestar”, además de garantizar “la participación corresponsable de las 
personas, en forma individual o colectiva, en la preservación y restauración del equilibrio ecológico 
y la protección al ambiente” (artículo 1). Para un análisis más detallado de los derechos ambientales 
en México, las leyes e instituciones para proteger el medio ambiente, y su impotencia frente la 
contaminación del río Santiago, véase Tetreault, McCulligh y Flores (2010).
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En	 Jalisco,	 los	principales	 ganadores	 incluyen	 las	 empresas	mineras	que	
explotan	los	yacimientos	ferrosos	de	la	Sierra	de	Manantlán,	las	industrias	
que	contaminan	el	río	Santiago	y	las	empresas	que	ganan	los	contratos	para	
construir	presas	y	carreteras.	Además,	hay	funcionarios	gubernamentales	que	
manejan	presupuestos	multimillonarios	para	su	beneficio	personal	o	para	el	
intercambio	de	favores	con	el	sector	privado.	Por	otro	lado,	los	principales	
perdedores	son	los	pobres,	los	trabajadores	y	los	indígenas	que	viven	cerca	
de	los	focos	de	contaminación	y	destrucción	ambiental.	Para	esta	pobla-
ción,	los	beneficios	se	limitan,	en	gran	medida,	a	un	número	reducido	de	
trabajos	mal	pagados	y	frecuentemente	peligrosos	en	las	minas,	fábricas	y	
en la construcción. En el caso de la carretera en la sierra huichola, aunque 
hay	ventajas	asociadas	con	mayor	comunicación	terrestre,	estas	no	pesan	
tanto	como	las	desventajas,	según	el	juico	de	los	líderes	tradicionales.	Por	
otra	parte,	los	costos	son	muy	altos.	Los	cinco	estudios	de	caso	incluyen:	la	
exposición	a	contaminantes	peligrosos	a	la	salud	humana,	la	aniquilación	de	
comunidades	rurales,	la	pérdida	de	tierras	agrícolas	y	de	fuentes	de	riego,	
la	destrucción	de	sitios	sagrados,	la	pérdida	de	autonomía	y	la	represión	
violenta	de	los	inconformes.	
Como	ya	se	vio,	las	luchas	ecológicas	en	Jalisco	emplean	una	gran	variedad	
de	tácticas	para	defender	los	intereses	de	los	afectados	ambientales,	por	ejem-
plo,	se	llevan	a	cabo	encuentros,	plantones	y	marchas;	se	registran	quejas	
oficiales;	se	levantan	demandas	legales,	y	se	disemina	información	sobre	
las	luchas	vía	los	medios	de	comunicación	y	a	través	de	la	producción	de	
documentos	y	videos.	Cabe	señalar	que	estás	tácticas	corresponden	a	lo	
que	Charles	Tilly	(2004)	llama	“el	repertorio	de	los	movimientos	sociales”.	
Según	este	teórico,	desde	hace	más	de	dos	siglos,	se	utiliza	este	repertorio	
para	demostrar	el	mérito	(worthiness), la unidad (unity),	el	número	(num-
bers)	y	el	compromiso	(commitment)	de	los	integrantes	de	un	movimiento	
(wunc, en sus siglas en inglés).
¿En	qué	medida	han	tenido	éxito	estas	 tácticas?	En	todos	 los	casos,	
los	movimientos	han	contribuido	a	concientizar	al	público	general	sobre	los	
problemas	 ambientales	 del	 estado	 y	 la	 necesidad	 de	 enfrentarlos	 con	
cambios	profundos	en	los	patrones	dominantes	de	producción	y	consu-
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mo,	así	como	de	democratizar	el	estado	y	obligar	al	gobierno	a	defender	
los	 intereses	de	los	más	vulnerables.	Este	es	un	buen	punto	de	partida,	
pero	no	se	traduce	por	fuerza	en	mejoras	ambientales.	En	el	caso	de	la	
presa Arcediano, se canceló el proyecto después de destruir un poblado 
y	un	puente	histórico,	además	de	gastar	cientos	de	millones	de	pesos.	Asi-
mismo,	en	la	comunidad	indígena	de	Tuapurie,	se	detuvo	la	construcción	
de	la	carretera	Bolaños–Huejuquilla,	después	de	perder	un	sitio	sagrado	y	
sufrir	daños	en	los	potreros	de	algunos	comuneros.	En	Manantlán,	se	logró	
frenar	 la	 expansión	 territorial	 de	 las	 actividades	mineras,	 sin	 detener	 el	
ritmo	de	explotación	en	las	minas	previamente	establecidas,	y	se	obligó	al	
consorcio	Peña	Colorada	a	pagar	una	indemnización	al	ejido	de	Ayotitlán,	
aunque	sea	relativamente	pequeña	en	comparación	con	las	ganancias	del	
consorcio	y	en	un	contexto	de	alta	marginación.	Por	otra	parte,	el	río	San-
tiago	sigue	estando	gravemente	contaminado,	y	el	futuro	de	Temacapulín,	
Acasico	y	Palmarejo	sigue	siendo	incierto.	Así,	si	bien	las	victorias	han	sido	
importantes,	también	han	sido	parciales	y	limitadas,	lo	que	apunta	hacia	
la	necesidad	de	redoblar	los	esfuerzos	de	la	sociedad	civil	para	afrontar	los	
severos	problemas	socioambientales	del	estado.	
Con	todo,	la	escala	de	la	degradación	ambiental	y	de	los	intereses	eco-
nómicos	involucrados,	combinado	con	la	poca	voluntad	de	las	autoridades	
del	gobierno	de	dar	respuesta	a	las	demandas	de	las	comunidades,	apun-
tan	hacia	batallas	prolongadas.	 ¿Cómo	 los	movimientos	 sociales	pueden	
finalmente	lograr	sus	objetivos	en	torno	a	la	protección	del	medio	ambiente	
y	la	defensa	de	los	derechos	sociales	de	los	pobres?	Los	elementos	clave	en	
los	éxitos	parciales	sugieren	la	necesidad	de	ampliar	y	fortalecer	las	redes	
de	solidaridad;	encontrar	maneras	novedosas	para	ejercer	cada	vez	más	
presión	sobre	los	funcionarios	públicos;	difundir	ampliamente	información	
sobre	las	causas	del	movimiento;	articular	propuestas	alternativas	detalladas	
y	bien	argumentadas,	e	impugnar	por	la	realización	de	debates	públicos	tras-
parentes	en	torno	a	los	proyectos	de	desarrollo	promovidos	por	el	estado.	
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que se resiste a desaParecer
Cecilia	Lezama	Escalante
Desde	mediados	del	siglo	xx,	el	gobierno	de	México	orientó	la	inversión	
pública	 a	 un	 intenso	programa	de	 infraestructura	 hidráulica,	 basado	 en	
la construcción de grandes presas y plantas hidroeléctricas, tanto para el 
abastecimiento	de	agua	y	energía	que	requieren	los	centros	urbano–indus-
triales	como	para	abrir	nuevos	distritos	de	riego	en	diferentes	zonas	del	
país.	Por	lo	general,	este	tipo	de	infraestructura	se	llevó	a	cabo	sin	más	límite	
que	los	obstáculos	de	tipo	técnico,	económico	o	político	que	podían	frenar	
o	modificar	un	proyecto.	Los	factores	socioambientales	no	se	tomaban	en	
consideración,	ni	se	llegaban	a	plantear	como	posible	impedimento.	Fue	
así	que	el	desplazamiento	forzoso	de	una	multitud	de	comunidades	—sobre	
todo	indígenas—	se	instauró	como	una	estrategia	necesaria	para	dar	paso	
a los grandes proyectos nacionales de desarrollo. 
Sin	más,	miles	de	personas	 fueron	desalojadas	 y	 trasferidas	 a	nuevos	
centros	de	población,	donde	se	vieron	obligadas	a	iniciar	una	nueva	vida	
en	tierras	desconocidas,	con	frecuencia	trabajando	como	jornaleros,	tras	la	
pérdida	de	sus	tierras	de	cultivo.	En	todas	estas	obras,	los	indígenas	fueron	
desalojados	y	reubicados	de	manera	forzosa;	les	vendieron	la	imagen	de	un	
futuro	promisorio,	de	modernidad	y	progreso	a	cambio	de	ceder	su	terri-
torio.	Sus	comunidades	fueron	virtualmente	desintegradas,	lo	que	propició	
el	rompimiento	de	las	relaciones	que	conforman	el	tejido	social,	sus	formas	
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de	organización	social,	sus	tradiciones	y	las	manifestaciones	culturales	que	
los	identificaban	con	su	territorio.	Un	denominador	común	en	los	reaco-
modos	de	estos	pueblos	fue	el	desarraigo	social,	aparejado	con	un	lento	
proceso	de	pauperización	y	marginación	en	los	nuevos	centros	de	población.	
Tal	es	la	situación	que	trajo	consigo	el	desplazamiento	de	22,000	mazatecos	
en	Oaxaca	con	motivo	de	la	construcción	de	la	presa	El	Temascal	(1949);	de	
5,500	personas	en	Michoacán	con	la	presa	El	Infiernillo	(1961);	de	15,483	
tzotziles	y	mestizos	para	construir	La	Angostura	 (1972),	en	Chiapas;	de	
25,000	chinantecos	y	mazatecos	en	el	caso	de	la	presa	Cerro	de	Oro	(1974),	
en	Oaxaca;	de	5,000	nahuas	con	la	presa	El	Caracol	en	Guerrero	(Gálvez,	
2004:	110–111),	por	mencionar	solo	algunas	de	las	obras	hidráulicas	más	
importantes.	
Bajo	las	condiciones	de	pobreza	y	marginación	en	que	se	encontraban	
estas	poblaciones,	su	debilidad	como	sociedad	civil	les	impidió	resistir	la	
imposición	de	proyectos	de	un	estado	modernizador,	avalados	por	una	tec-
nocracia	que	determinaba	de	manera	vertical	y	autoritaria	la	conveniencia	
de	llevarlos	a	cabo.	En	síntesis,	podemos	decir	que	el	estado	modernizador	
contaba	con	“las	ideologías	tecnocráticas	[que]	le	dan	la	razón	de	actuar;	
el	autoritarismo,	la	determinación	de	llevar	a	la	práctica	su	proyecto;	final-
mente,	la	debilidad	de	la	sociedad	civil	le	ofrece	el	terreno	apropiado	para	
imponerse”	(Scott,	1998).	
Los	 estudios	 llevados	 a	 cabo	por	 la	Comisión	Mundial	de	Represas	
(cmr)	 corroboran	 que	 los	 efectos	 negativos	 de	 las	 presas	 se	 asocian	
con	frecuencia	con	la	falta	de	compromiso	y	de	capacidad	de	gestión	gu-
bernamental	para	atender	a	 los	desplazados,	 lo	cual	ha	redundado	en	el	
empobrecimiento	y	desamparo	de	millones	de	afectados	a	nivel	mundial.	
Además,	ha	prevalecido	un	enfoque	de	tipo	neoliberal	en	la	planeación	de	
las	instituciones	financieras,	el	gobierno	y	el	sector	privado	en	la	búsqueda	
de	soluciones	técnicas	para	procesos	de	trasformación	social.	En	este	sen-
tido,	el	objetivo	del	llamado	enfoque empresarial reformista se centra solo 
en	minimizar	los	resultados	adversos	del	desplazamiento	al	costo	más	bajo,	
más	que	en	minimizar	la	necesidad	de	desalojar	e	inundar	pueblos	enteros	
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(McDonald–Wilmsen	y	Webber,	2010:	147).	Por	tanto,	el	empobrecimiento	
sigue	siendo	el	legado	del	desplazamiento	por	las	grandes	presas.
La	experiencia	demuestra	que	en	algunos	casos	los	proyectos	hidráulicos	
obedecen	también	a	intereses	económicos,	que	buscan	el	control	de	tierras	
y	de	recursos	naturales	susceptibles	de	ser	aprovechados	para	beneficio	de	
ciertos	grupos	de	poder.	Algunos	de	estos	grupos	económicos	se	ven	favo-
recidos	con	las	fuertes	inversiones	públicas	asignadas	a	la	construcción	de	
obras	hidráulicas	y	con	el	manejo	de	los	servicios	de	distribución	del	agua	
que	quedan	a	cargo	de	la	empresa	constructora	por	un	plazo	determinado.	
Muchas	décadas	tuvieron	que	trascurrir	antes	de	que	se	diera	un	pro-
ceso de aprendizaje social y de concientización entre la población sujeta a 
proyectos	arbitrarios	de	regímenes	políticos	autoritarios.	Fue	a	partir	de	la	
década	de	los	noventa	que	empezó	a	manifestarse	una	efervescencia	social	
en	aquellas	zonas	del	país	donde	se	implementaban	proyectos	de	infraes-
tructura	que	conducían	al	desalojo	y	reubicación	forzosa	de	las	comunidades	
nativas.	El	proyecto	de	la	presa	Itzantún,	en	el	norte	de	Chiapas,	marcó	
uno	de	los	primeros	casos	donde	la	oposición	de	los	campesinos,	además	
de	otros	factores	coyunturales,	influyó	de	manera	decisiva	para	detener	el	
proyecto	en	1995,	no	obstante	que	ya	se	había	oficializado	la	compra	de	la	
mayoría	de	las	tierras	donde	se	edificaría	la	obra.
Durante	la	primera	década	del	siglo	xx,	en	el	caso	específico	de	Jalisco,	
se	ha	registrado	un	persistente	rechazo	por	parte	de	la	sociedad	civil	hacia	
los	proyectos	de	presas	de	almacenamiento	para	el	abasto	urbano	de	agua,	
lo	que	ha	impedido	concretar	su	construcción.	Por	tal	motivo	fueron	cance-
lados	dos	de	los	proyectos	de	presas	más	importantes	del	gobierno	federal	
en	el	estado:	la	presa	San	Nicolás	(2005)	y	la	presa	Arcediano	(2009).	No	
obstante,	la	construcción	de	la	presa	El	Zapotillo	sigue	su	curso,	a	pesar	de	
la	manifiesta	oposición	de	la	población	local,	que	ha	interpuesto	numerosas	
demandas	ante	las	autoridades	responsables.	
Este	capítulo	narra	la	experiencia	de	la	lucha	de	Temacapulín,	un	pueblo	
en	los	Altos	de	Jalisco	que	se	resiste	a	desaparecer	bajo	el	agua	con	motivo	de	
la	construcción	de	la	presa	El	Zapotillo.	El	documento	aborda	el	problema	
desde	la	perspectiva	de	la	ecología	política	y	hace	énfasis	en	el	movimiento	
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de	resistencia	que	interpone	la	población	a	raíz	de	la	imposición	de	políticas	
hidráulicas	que	desencadenan	un	conflicto	social	y	ambiental	por	el	manejo	
de	 los	 recursos	naturales.	De	esta	manera,	el	 capítulo	 trata	de	 sintetizar	
un largo proceso de lucha social, para lo cual recurre a las experiencias 
y	testimonios	de	 las	personas	afectadas	a	 través	de	entrevistas	abiertas	a	
informantes	clave	realizadas	en	las	comunidades	de	la	región.	Asimismo,	
se	basa	en	información	documental	obtenida	en	campo	en	el	trascurso	de	
2010–2011,	corroborada	con	documentos	oficiales,	de	asesores,	peritajes	
y	representantes	de	diversas	organizaciones	sociales	que	apoyan	el	movi-
miento	de	resistencia.	
El	presente	texto	consta	esencialmente	de	dos	partes:	la	primera	hace	
referencia	a	los	antecedentes	más	inmediatos	que	dan	origen	a	un	conflicto	
ambiental	a	raíz	de	la	imposición	de	las	políticas	hidráulicas	del	estado;	la	
segunda	describe	cómo	enfrenta	la	población	este	conflicto	en	el	caso	de	
Temacapulín	y	analiza	los	diferentes	recursos	de	la	resistencia	utilizados	en	
la	lucha	por	defender	su	territorio,	sus	derechos	humanos	fundamentales	y	
su	patrimonio	cultural	e	histórico.
antecedentes del conflicto ambiental en los altos de Jalisco 
El	proyecto	de	la	presa	El	Zapotillo	fue	impulsado	por	el	gobierno	federal	
con	los	gobiernos	de	los	estados	de	Guanajuato	y	Jalisco,	mediante	un	con-
venio	firmado	el	1	de	septiembre	de	2005,	en	virtud	de	un	decreto	firmado	
por	el	entonces	presidente	del	país,	Ernesto	Zedillo,	en	abril	de	1995,	que	
reserva	las	aguas	del	río	Verde	para	el	abastecimiento	de	Jalisco	(384’739,000	
metros	 cúbicos	 anuales)	 y	 de	Guanajuato	 (119’837,000	metros	 cúbicos	
anuales).	Con	este	decreto	se	validaba	el	trasvase	de	agua	de	la	cuenca	del	
río	Verde	hacia	la	cuenca	del	río	Lerma,1 entre otras razones, para satisfacer 
la	demanda	del	crecimiento	urbano	industrial	de	León,	Guanajuato.
1. En su momento, este decreto pretendía compensar el volumen de agua que el estado de Guanajuato 
tenía que dejar fluir por el río Lerma para retroalimentar al lago de Chapala. Estas aguas se retenían 
en las presas guanajuatenses para irrigar amplias zonas de agricultura intensiva de exportación. 
Las constantes fricciones y conflictos interestatales que se dirimían en la Comisión de la Cuenca 
Lerma–Chapala–Santiago en torno a este problema dieron lugar a este decreto presidencial. 
131temacaPulín: la lucha de un Pueblo que se resiste a desaParecer
El	primer	intento	para	surtir	de	agua	a	León	se	proyectó	sobre	la	zona	
de	San	Nicolás	de	las	Flores,	en	el	municipio	de	Jalostotitlán,	dado	que	en	
este	punto	el	río	Verde	podía	almacenar	el	volumen	de	agua	requerido	para	
ser	trasportado	a	través	de	un	acueducto	a	una	distancia	no	mayor	de	100	
kilómetros.	No	obstante,	dicho	proyecto	se	abortó	en	mayo	de	2005,	debido	
a que enfrentó la fuerte oposición de una sociedad organizada que obligó 
al	gobierno	de	Jalisco	a	dar	marcha	atrás	y	a	replantear	otras	alternativas.	
Dicha	cancelación	condujo	a	retomar	un	antiguo	proyecto	contemplado	
en	el	sistema	hidráulico	de	La	Zurda,	sobre	el	río	Verde,	que	es	tributario	
del	 río	 Santiago.	 El	 sitio,	 denominado	El	Zapotillo,	 fue	 considerado	 la	
siguiente	alternativa	técnica	más	viable	para	el	suministro	urbano	de	agua	
para	Guadalajara	y	León.	Se	ubica	entre	Yahualica	y	Cañadas	de	Obregón,	
61	kilómetros	aguas	abajo	de	San	Nicolás,	lo	cual	implica	la	construcción	
de	un	acueducto	más	largo	(139	kilómetros)	para	llevar	el	agua	a	su	destino	
final	(Casillas	y	Espinoza,	2010:	59–95).
La	presa	El	Zapotillo	tendrá	una	capacidad	de	911’000,000	de	metros	
cúbicos,	que	serán	almacenados	en	un	embalse	que	cubrirá	alrededor	de	
4,500	hectáreas	sobre	la	cuenca	del	río	Verde.	Este	embalse	contempla	la	
inundación	de	 tres	 pueblos	 alteños:	Temacapulín,	Acasico	 y	 Palmarejo,	
donde	residen	de	manera	permanente	medio	millar	de	personas,2 sin con-
siderar	a	las	personas	que	emigran	a	trabajar	por	temporadas	y	regresan	
a	sus	comunidades	de	manera	intermitente.	Muchos	de	estos	migrantes	
cuentan	con	bienes	inmuebles	en	sus	localidades	de	origen	e	invierten	sus	
ahorros	en	compra	de	tierras,	ganado	y	en	la	construcción	y	remodelación	
de sus casas.
El	proyecto	inicial	de	la	presa	El	Zapotillo	contemplaba	la	construcción	
de	una	cortina	de	80	metros	de	altura,	que	permitía	almacenar	el	agua	re-
querida	para	abastecer	a	León	y	a	algunos	municipios	de	los	Altos	de	Jalisco.	
El	embalse	proyectado,	entonces,	almacenaría	411	hectómetros	cúbicos	y	
2. Los datos del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (inegi, 2010b) para 2010 arrojan una 
suma total de 424 habitantes para los tres pueblos (Temacapulín, Acasico y Palmarejo). Sin embargo, 
esta cifra no contabiliza más del doble de migrantes itinerantes, que trabajan fuera y regresan a sus 
localidades de origen por temporadas largas —de dos a seis meses— o los fines de semana, donde 
tienen familia y propiedades.
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cubría	un	área	de	1,940	hectáreas,	que	inundaba	el	poblado	de	Acasico	y	
Palmarejo,	mientras	que	Temacapulín	quedaba	protegido	mediante	la	cons-
trucción	de	diques	con	diez	metros	de	altura.	Bajo	estas	especificaciones,	el	
22	de	junio	de	2006,	la	Dirección	General	de	Impacto	y	Riesgo	Ambiental	
(dgira),	de	la	Subsecretaría	de	Gestión	para	la	Protección	Ambiental	autorizó	
las	obras	de	la	presa	El	Zapotillo.	Después,	en	agosto	de	2007,	el	gobierno	
del	estado	de	Jalisco	promovió	modificar	el	proyecto:	las	dimensiones	de	
la	cortina	se	elevaron	a	105	metros	de	altura,	con	el	propósito	de	comple-
mentar	el	abasto	de	agua	para	Guadalajara	y	otras	comunidades	de	los	Altos	
de	Jalisco.	La	adición	de	25	metros	de	altura	a	la	cortina	aumenta	a	911	
hectómetros	cúbicos	la	capacidad	de	almacenamiento	y	amplía	de	manera	
considerable	la	extensión	del	embalse,	de	tal	forma	que	la	inundación	cu-
briría	una	superficie	de	alrededor	de	4,500	hectáreas,	lo	que	dejaría	bajo	el	
agua	a	las	poblaciones	de	Temacapulín,	Acasico	y	Palmarejo.	Si	bien	esta	
modificación	del	proyecto	requería	de	una	nueva	Manifestación	de	Impacto	
Ambiental	(mia)	puesto	que	los	impactos	en	el	ecosistema	de	la	cuenca	se	
incrementaban	sensiblemente,	no	se	cumplió	con	este	requisito	legal.3 El 
proyecto de la presa fue licitado, a pesar de esta y otras irregularidades, 
como	la	falta	de	un	permiso	de	cambio	de	uso	de	suelo,	que	debe	expedir	
el	ayuntamiento	local	y	el	acta	notariada	de	un	proceso	de	consulta	pública	
entre la población afectada.
La	construcción	de	la	presa	quedó	licitada	y	asignada	el	14	de	septiembre	
de	2009	al	consorcio	empresarial	 formado	por	La	Peninsular	Compañía	
Constructora, sa de cv, fcc Construcción, sa,	y	Grupo	Hermes,	sa de cv, 
el que presentó una propuesta de diseño y construcción por un costo total 
3. El argumento señalado fue que “el conjunto de actividades y acciones que se derivan de la modifi-
cación que se realizarán al proyecto del Zapotillo, no cambian las dimensiones, la estructura, ni la 
función del Sistema Ambiental Regional que se definió en la manifestación del proyecto original 
y que ya fue resuelta por la dgira” (Modificación del proyecto Presa El Zapotillo para el Abas-
tecimiento de Agua Potable a Los Altos de Jalisco y a la Ciudad de León, Guanajuato, resumen 
ejecutivo).
4. Acto de fallo de la Licitación pública internacional número 16101037–063–08, contrato número 
sgaPds–oclsP–Jal–09–127-rflP.semarnat–Comisión Nacional del Agua, Subdirección Ge-
neral de Agua Potable, Drenaje y Saneamiento, Organismo de Cuenca Lerma–Santiago–Pacífico, 
Dirección de Agua Potable, Drenaje y Saneamiento. 
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de	2,194’000,000	pesos.4	Los	resultados	de	la	licitación	fueron	impugnados	
ante	la	Secretaría	de	la	Función	Pública	por	dos	de	los	grupos	empresariales	
participantes en el concurso, quienes objetaban el fallo de la adjudicación 
por	razones	de	orden	técnico,	en	virtud	de	que	los	costos	de	la	propuesta	
financiera	que	resultó	ganadora	eran	mayores.	El	consorcio	ganador	de	la	
licitación	invertirá	30%	del	costo	total,	capital	que	será	recuperado	a	través	
de una concesión para explotar el agua del río por un periodo de 25 años, de 
manera	que	obtendría	el	100%	de	las	ganancias	que	se	deriven	del	uso,	ma-
nejo	y	distribución	del	agua.	Este	hecho	implica	el	impulso	de	un	esquema	
de	privatización	de	los	servicios	de	agua	en	México.	
Las	obras	de	construcción	de	la	presa	se	iniciaron	a	fines	de	2009	y	se	
estima	que	el	total	de	la	obra	quedaría	concluida	a	fines	de	2013.	El	acue-
ducto	El	Zapotillo–León	está	programado	para	construirse	de	fines	de	2012	
a	mediados	de	2015,	pero	hasta	mediados	de	2012	no	había	un	proyecto	de	
abastecimeinto	para	la	región	de	los	Altos.	Se	calcula	que	la	presa	regulará	
500’000,000	de	metros	cúbicos,	que	garantizan	el	suministro	de	agua	po-
table	para	las	ciudades	de	Guadalajara,	León	y	14	localidades	de	los	Altos	
de	Jalisco,	lo	que	beneficiará	a	una	población	base	de	2’036,000	habitantes	
por	un	periodo	de	30	años.	La	Comisión	Nacional	del	Agua	(conagua) 
estima	que	la	presa	generará	un	polo	de	desarrollo	en	la	región	y	contribuirá	
a	crear	empleos	directos	e	indirectos	durante	la	construcción	y	operación	de	
la	obra,	así	como	nuevos	empleos	en	actividades	relacionadas	con	la	pesca,	
servicios	y	ecoturismo	alrededor	de	la	zona	del	embalse	(conagua, 2009b). 
Lo	cierto	es	que	el	proyecto	 incluye	el	desplazamiento	forzoso	de	 tres	
comunidades,	a	pesar	de	que	el	gobierno	de	Jalisco	había	establecido	el	com-
promiso	de	impedir	que	futuras	presas	afectaran	otras	poblaciones.	A	las	
personas	desalojadas	de	Acasico	y	Palmarejo	proponen	indemnizarlas	y	a	los	
habitantes	de	Temacapulín	les	proponen	reubicarlos	en	un	nuevo	centro	de	
población	en	las	inmediaciones	del	embalse,	denominado	Talicoyunque,	en	
el	municipio	de	Cañadas	de	Obregón	(véase	la	gráfica	5.1).	La	conagua y la 
Comisión	Estatal	del	Agua	(cea)	son	las	instituciones	responsables	de	llevar	a	
cabo	los	proyectos	de	los	nuevos	centros	de	población,	a	fin	de	resarcir	a	los	
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afectados	por	los	daños	y	pérdidas	que	sufrirán	por	la	próxima	inundación	
de	sus	propiedades	y	patrimonio.	Dichos	proyectos	se	han	mantenido	como	
información	reservada,	de	tal	manera	que	los	afectados	no	tienen	acceso	a	
saber	con	exactitud	en	qué	consisten	los	beneficios	prometidos,	ni	los	tér-
minos	en	que	serán	indemnizados.	Mucho	menos	tienen	la	posibilidad	de	
participar	en	la	toma	de	decisiones	respecto	al	lugar	de	la	reubicación,	a	las	
características	del	nuevo	asentamiento	o	sobre	los	proyectos	de	construcción	
de	las	casas	que	les	serán	asignadas	para	vivir.
Los	daños	ambientales	que	acarreará	el	embalse	al	ecosistema	de	la	
cuenca	del	río	Verde	han	sido	subestimados,	al	grado	que	se	ha	soslayado	
la	realización	de	un	segundo	dictamen	de	mia para el proyecto con una 
cortina	de	105	metros	de	altura,	a	sabiendas	que	los	efectos	se	extienden	
a	más	del	doble	de	la	superficie	proyectada	inicialmente.	Las	4,500	hec-
táreas	que	quedarán	cubiertas	por	el	agua	afectarán	tierras	de	temporal	
Gráfica 5.1 ubicación de la presa el zapotillo
Fuente: Heliodoro Ochoa.
135temacaPulín: la lucha de un Pueblo que se resiste a desaParecer
y	de	riego	de	alta	rentabilidad	dedicadas	al	cultivo	de	maíz,	frijol,	chile	de	
árbol,	cacahuate,	alfalfa,	avena,	además	de	las	tierras	de	agostadero	dedicadas	
a	la	ganadería.	En	esta	zona	también	hay	áreas	boscosas	de	roble	y	antiguos	
sabinos,	 que	 forman	parte	 de	 un	 frágil	 ecosistema	que	 alberga	 especies	
endémicas;	parte	de	 la	biodiversidad	que	desaparecerá	bajo	el	agua.	Los	
daños	ambientales	incluyen	también	la	desaparición	de	manantiales	de	aguas	
termales,	de	gran	aprecio	en	la	comunidad	por	sus	propiedades	curativas	y	
terapéuticas,	y	que	atraen	a	muchos	visitantes	de	la	región.
Otro	de	los	impactos	ambientales	que	ocasionará	el	represamiento	del	
agua	en	El	Zapotillo	se	refiere	a	la	reducción	del	flujo	de	agua	que	corre	
por las barrancas del río Verde, lo que afectará el caudal ecológico y la 
disponibilidad	de	aguas	abajo	para	los	municipios	de	Tepatitlán	y	Acatic.	
A	mediano	plazo,	 las	aguas	 subterráneas	 se	 secarán	y	 la	zona	se	volverá	
más	árida,	considerando	que	los	acuíferos	perderán	su	fuente	de	recarga.	
Además,	se	reducirá	de	manera	sensible	el	flujo	que	aporta	el	río	Verde	al	
Santiago y, por tanto, para el abasto de las plantas hidroeléctricas de la 
Yesca	y	el	Cajón,	ubicadas	sobre	el	río	Santiago,	en	el	estado	de	Nayarit,	
colindando con Jalisco.
Los recursos de la resistencia social
La	construcción	de	la	presa	en	El	Zapotillo	ha	movilizado	a	la	población	
afectada y a sus aliados en una intensa lucha de resistencia, que desde 2005 
busca	por	todos	los	medios	a	su	alcance	frenar	la	obra	y	evitar	que	el	embalse	
inunde	los	territorios	ancestrales	pertenecientes	a	las	tres	comunidades	de	
los	Altos	de	Jalisco	y	su	desalojo.	Esta	lucha	ha	sido	producto	de	diversas	
coyunturas que han desencadenado un largo proceso de resistencia ante la 
imposición	de	las	políticas	hidráulicas	del	estado.	La	resistencia	no	responde	
por	fuerza	a	una	estrategia	o	tácticas	planeadas	previamente	sino	a	decisio-
nes	a	veces	individuales	y	a	veces	colectivas,	derivadas	de	las	acciones	de	
gobierno y declaraciones de las autoridades responsables. 
A continuación se describe el tipo de recursos interpuestos por la pobla-
ción	para	revocar	las	políticas	estatales.	Si	bien	es	verdad	que	cada	uno	de	
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estos	recursos	y	sus	alcances	responden	a	condiciones	precisas	en	el	tiempo,	
no	es	posible	hacer	aquí	una	relación	pormenorizada	de	los	últimos	seis	años	
de esta lucha. Más bien, se trata de analizar las diferentes categorías de los 
recursos	de	la	resistencia.	Los	recursos	más	relevantes	que	se	lograron	detec-
tar se relacionan con las siguientes categorías: organización interna, diálogo, 
movilizaciones,	acciones	legales,	vínculos	con	redes	de	organizaciones	de	la	
sociedad	civil	y	organismos	internacionales,	búsqueda	de	apoyos	de	partidos	
políticos,	uso	de	medios	para	difundir	información	y	promoción	turística	
del pueblo y los recursos religiosos. 
Organización interna de la resistencia
El	rechazo	de	la	población	local	a	la	presa	de	almacenamiento	El	Zapotillo	
sobre el río Verde ha desencadenado una serie de procesos sociales que se 
registran	desde	que	se	suscribió	el	convenio	para	acordar	su	construcción	
entre	 los	 gobiernos	 de	 los	 estados	 de	 Jalisco,	Guanajuato	 y	 el	 ejecutivo	
federal.	 Las	 numerosas	 quejas	 comunes	 que	 surgieron	 entre	 los	 vecinos	
durante	este	proceso	generaron	una	toma	de	conciencia	sobre	el	alcance	
de	las	afectaciones	y	la	necesidad	de	organizarse	como	sociedad	civil	para	
continuar	la	lucha.	Fue	así	como	el	21	de	junio	de	2008,	la	comunidad	de-
cidió	la	fundación	de	la	organización	que	denominaron	Comité	Salvemos	
Temaca,	Acasico	y	Palmarejo,	que	ha	funcionado	como	un	frente	común	
para presentar denuncias ante las autoridades, conjuntar esfuerzos y to-
mar	decisiones	colectivas	respecto	a	las	medidas	a	seguir	para	defender	su	
territorio.	Se	ha	constituido	como	representante	de	la	comunidad,	como	
enlace	con	otras	organizaciones,	instituciones	de	gobierno,	ante	las	cámaras	
de	diputados	y	senadores	para	difundir	y	apoyar	su	lucha.	Los	miembros	del	
Comité	se	turnan	para	representar	al	movimiento	en	las	reuniones	periódicas	
convocadas	por	el	Movimiento	Mexicano	de	Afectados	por	las	Presas	y	en	
Defensa de los Ríos (mapder),	 la	Asamblea	Nacional	de	Afectados	Am-
bientales (anaa)	y	la	Asamblea	Regional	de	Afectados	Ambientales	(araa), 
mismas	que	les	ha	permitido	conocer	el	origen,	trayectoria	y	experiencias	
de las luchas de otros pueblos que se oponen a la construcción de presas. 
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La	necesidad	de	comunicación	dentro	de	la	propia	comunidad	y	con	
los hijos ausentes	 se	 apoya	 en	 un	 boletín	 llamado	Temacapulín de los 
Remedios, que	se	ocupa	de	difundir	los	acontecimientos	locales	y	las	ac-
tividades	de	la	organización.	El	boletín	se	distribuye	de	manera	periódica	
entre	los	vecinos	y	en	forma	electrónica	a	través	de	la	Internet	para	todos	
los interesados en el país y el extranjero. 
Asimismo,	los	miembros	del	Comité	Salvemos	Temacapulín,	Acasico	y	
Palmarejo	se	encargan	de	programar	y	realizar	todo	tipo	de	eventos	a	lo	
largo	del	año	para	promover	la	lucha	por	la	causa,	para	lo	cual	cuentan	con	
el	apoyo	de	los	comités	de	hijos	ausentes	que	residen	en	varias	ciudades	de	
México	y	Estados	Unidos.	Los	hijos	ausentes	se	mantienen	bien	informados	
de	los	acontecimientos	y	han	formado	clubs,	comités	de	ayuda	para	recaudar	
fondos	a	través	de	colectas,	ventas	de	discos,	fiestas,	aportaciones	volun-
tarias para sufragar los costos de traslado de los representantes para las 
marchas	de	protesta,	manifestaciones	y	otras	actividades.
El	movimiento	de	resistencia	de	los	temacapulinenses	ha	contado	con	
el	apoyo	de	la	gran	mayoría	de	la	población	y	con	la	asesoría	y	apoyo	de	
organizaciones	civiles	como	el	Instituto	Mexicano	de	Desarrollo	Comuni-
tario, ac (imdec)	y	el	Colectivo	Coa	en	su	movimiento	de	resistencia.	La	
participación	activa	de	la	comunidad	en	los	diversos	eventos	organizados	ha	
generado	una	fuerte	cohesión	social	y	solidaridad	entre	los	vecinos,	además	
de que ha contribuido a fortalecer su sentido de identidad y pertenencia. 
En	esta	 lucha,	 las	mujeres	han	desempeñado	un	rol	muy	 importante,	en	
tanto	que	son	las	más	entusiastas	y	participativas,	y	han	comprometido	su	
trabajo	y	su	tiempo	para	participar	en	reuniones	y	marchas	de	protesta,	para	
brindar	alojamiento	y	alimentación	a	los	visitantes	que	acuden	a	apoyar	el	
movimiento.	Convencidas	de	la	necesidad	de	proteger	su	patrimonio	y	su	
territorio,	son	las	que	representan	la	lucha	en	su	propia	casa,	a	veces	en	
contra	de	lo	que	piensan	sus	maridos,	quienes	han	sido	presionados	por	
algunos	funcionarios	para	negociar	la	venta	de	sus	propiedades.	Los	jóvenes,	
por	su	parte,	también	se	han	incorporado	a	la	lucha	al	organizar	sus	propias	
actividades	y	eventos,	sus	redes	sociales	de	información	que	los	mantienen	
conectados	con	otros	jóvenes	que	viven	situaciones	similares	en	otras	partes	
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del	mundo.	Por	iniciativa	de	ellos,	y	con	el	apoyo	de	los	miembros	del	Co-
mité,	se	creó	el	museo	comunitario	de	Temacapulín	y	una	banda	de	música;	
ambos	han	fortalecido	su	sentido	de	identidad,	sus	lazos	con	la	comunidad	
y	el	conocimiento	de	sus	raíces.	
Los recursos del diálogo con las autoridades
Desde	el	momento	que	se	tuvo	conocimiento	de	la	realización	de	los	primeros	
estudios	de	factibilidad	de	la	presa	en	El	Zapotillo,	se	comenzó	a	generar	un	
malestar	en	la	región	porque	no	se	contaba	con	información	oficial	respecto	
a sus posibles alcances. La conagua	convocó	a	una	reunión	informativa	en	
septiembre	de	2005	para	presentar	un	proyecto	de	una	cortina	de	80	metros	
de	altura.	Dos	años	después,	en	agosto	de	2007,	se	firmó	el	Convenio	de	
Coordinación	para	la	Construcción	y	Operación	de	la	Presa	El	Zapotillo,	
en	donde	se	modificó	la	altura	de	la	cortina	a	105	metros.	El	nuevo	pro-
yecto	no	fue	presentado	de	manera	directa	a	los	posibles	afectados;	estos	
se	enteraron	a	través	de	los	medios	de	comunicación	por	las	declaraciones	
públicas de algunos funcionarios de los gobiernos de Guanajuato y Jalisco. 
La	información	imprecisa	se	propagó	por	la	región	a	manera	de	rumor,	con	
todo	lo	que	esto	conlleva	en	términos	de	la	incertidumbre	respecto	a	las	di-
mensiones	y	ubicación	del	proyecto,	así	como	de	sus	posibles	consecuencias.	
Estos	hechos	llevaron	a	la	población	a	contactarse	con	las	autoridades	
municipales	para	obtener	mayor	información.	Pretendían	dialogar	con	las	
autoridades	y	encontrar	caminos	para	presentar	sus	quejas	y	sus	puntos	de	
vista.	De	igual	manera,	se	recurrió	a	buscar	el	diálogo	con	el	gobierno	del	
estado	para	solicitar	la	protección	de	sus	derechos	y	manifestar	las	razones	
de	su	rechazo	al	proyecto.	Sin	embargo,	lejos	de	ser	escuchados,	se	les	negó	
el	acceso	a	 la	 información,	argumentando	que	se	 trataba	tan	solo	de	un	
proyecto, e incluso se les llegó a decir que este no existía. 
Por lo general, los pobladores han tenido que enfrentar el doble discurso 
de	las	autoridades,	incluyendo	compromisos	y	promesas	que	no	se	cum-
plen.	Los	últimos	dos	gobernadores	jaliscienses	les	han	prometido	respetar	
la	decisión	de	los	afectados	por	la	presa,	pero	los	hechos	demuestran	lo	
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contrario.	Poco	después	de	cancelar	el	proyecto	de	la	presa	San	Nicolás,	el	
gobernador	Francisco	Ramírez	Acuña	(2000–2006)	se	comprometió,	en	un	
discurso	público	pronunciado	el	31	de	mayo	de	2005,	a	impedir	que	fueran	
afectados	más	núcleos	de	población	en	Jalisco,	ni	superficies	agrícolas	de	
alta rentabilidad para el caso de los futuros proyectos de presas sobre el 
río Verde. 
Las	declaraciones	y	actitudes	de	su	sucesor	en	 la	gubernatura,	Emilio	
González	Márquez	 (2006–2012),	 revelan	 una	 necesidad	 imperiosa	 de	
convencer	a	la	población	de	la	bondad	de	la	obra,	lo	que	hace	obvio	que	
nadie se puede oponer a proyectos que generan desarrollo y progreso. El 
23	de	mayo	de	2008	González	Márquez	se	mostró	abierto	a	una	consulta	
pública,	y	afirmó	que	si	el	“50%	más	uno”	de	los	pobladores	se	oponía,	se	
cancelaría la construcción de la presa. Pero en la práctica fue distinto. El 
requisito	legal	sobre	la	consulta	pública	trató	de	cubrirse	mañosamente;	pri-
mero,	tomando	las	firmas	de	los	asistentes	a	una	reunión	informativa	como	
aprobación	del	proyecto	y,	después,	convocando	a	la	población	a	una	nueva	
consulta	a	través	de	avisos	oficiales	colocados	en	lugares	poco	visibles.	Este	
doble discurso y otras actitudes prepotentes de los funcionarios de la cea 
y la conagua dieron lugar a roces y confrontaciones entre las partes, que 
generaron	más	desconfianza	hacia	las	autoridades,	al	grado	que	se	rompió	
la posibilidad del diálogo y de una posible negociación.
El	último	intento	formal	de	establecer	un	diálogo	con	las	autoridades	se	
planteó	en	junio	del	2011,	fecha	en	que	se	organizó	una	mesa	de	diálogo,	
conformada	por	varias	sesiones	donde	se	expusieron	los	planteamientos	de	
las instituciones de gobierno (conagua, cea, siapa) y de los representantes 
de	la	población,	organizaciones	civiles,	abogados	y	especialistas.	A	través	de	
este	medio,	la	comunidad	tuvo	oportunidad	de	exponer	sus	preocupaciones	
y	sus	propuestas,	apostando	por	un	diálogo	abierto	y	apelando	a	la	voluntad	
política de las autoridades. En estas sesiones, realizadas en Guadalajara, 
Tepatitlán	y	Temacapulín,	la	comunidad	se	enfrentó	ante	el	muro de las 
lamentaciones,	en	donde	las	autoridades	escasamente	hicieron	el favor de 
oír	 las	quejas,	 sin	 jamás	plantear	alternativas	a	 la	presa	ni	 la	posibilidad	
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de	dar	un	paso	atrás	para	evitar	daños	o	de	intentar	una	negociación	más	
favorable	para	los	afectados.	
Los recursos de la movilización ciudadana
En	múltiples	ocasiones,	los	pobladores	de	estos	tres	pueblos	amenazados	han	
recurrido	a	todo	tipo	de	campañas,	protestas,	plantones	y	marchas	pacíficas,	
tanto	a	nivel	local,	como	en	Guadalajara	y	en	el	Distrito	Federal,	con	el	pro-
pósito de ser escuchados y difundir su rechazo a un proyecto que lesiona sus 
derechos	humanos.	Las	acciones	realizadas	incluyen	varias	manifestaciones	
ante el palacio de gobierno en Guadalajara, la sede de la conagua y la 
Secretaría	de	Medio	Ambiente	y	Recursos	Naturales	(semarnat) —en el 
Distrito	Federal	y	en	su	delegación	estatal	en	Guadalajara—,	así	como	en	
pleno zócalo de la ciudad de México. 
En	mayo	de	2010,	un	grupo	de	Temacapulín	organizó	una	jornada	de	
“50+1	horas	de	oración”	frente	a	Casa	Jalisco,	como	una	forma	más	de	ma-
nifestar	pacíficamente	su	posición,	pedir	justicia	y	solicitar	comunicación	
con el gobernador. El gobernador no los recibió y fueron hostigados por la 
policía para dispersarlos.
Meses	después,	en	noviembre	de	2010,	en	virtud	del	incumplimiento	de	
la orden de suspensión de las obras de urbanización decretada por la v Sala 
del	Tribunal	Administrativo	del	estado	de	Jalisco,	el	Comité	resolvió	realizar	
un	plantón	como	medida	de	protesta	en	el	sitio	de	construcción	del	nuevo	
centro	de	población.	El	plantón	duró	22	días	entre	marzo	y	abril	de	2011	
y	reunió	a	más	de	50	personas	día	y	noche;	esto	paralizó	las	actividades	de	
construcción	por	varios	días.	A	un	mismo	tiempo,	se	realizó	una	marcha	
a	Palacio	de	Gobierno	y	un	mitin	para	solicitar	otra	vez	la	cancelación	de	
la obra. 
Es	 importante	 considerar	 que	 en	 enero	 de	 2011	 se	 convocó	 a	 una	
consulta	pública	comunitaria	de	buena	fe	en	Temacapulín,	en	la	que	par-
ticiparon los residentes y algunos de los hijos ausentes que en esa fecha 
se	encontraban	en	el	pueblo.	Los	participantes	emitieron	su	voto	a	favor	o	
en contra de la construcción de la presa y a su reubicación. Los resultados 
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fueron	mayoritariamente	 en	 contra.	Asimismo,	 solo	11	personas,	 de	un	
total	de	647,	manifestaron	que	sí	habían	sido	consultados	antes	de	que	se	
iniciaran	las	obras	de	la	presa.	Dicha	consulta	fue	avalada	por	el	Instituto	
Electoral y de Participación Ciudadana de Jalisco, por la directora de Par-
ticipación Ciudadana, de otros representantes del Congreso del estado y 
de	la	propia	comunidad.
Por	otro	lado,	algunos	representantes	de	la	comunidad	también	han	par-
ticipado	en	caravanas	internacionales	de	denuncia	y	resistencia	organizadas	
por	asociaciones	nacionales	que	defienden	sus	territorios	y	recursos	afec-
tados	por	la	obra	pública	o	intereses	de	compañías	trasnacionales.	Una	de	
ellas	se	llevó	a	cabo	a	propósito	de	la	realización	del	Foro	Alternativo	Global	
“Por	la	vida,	la	justicia	ambiental	y	social”,	que	tuvo	lugar	en	Cancún	del	4	
al	10	de	diciembre	de	2010,	para	denunciar	los	proyectos	que	contribuyen	
a	la	crisis	climática	con	motivo	de	la	reunión	de	la	16	Conferencia	de	las	
Partes (cop	16)	de	la	Convención	Marco	de	las	Naciones	Unidas	sobre	el	
Cambio	Climático	(véase	“Movilizaciones	en	torno	a	la	Conferencia	de	las	
Partes	en	Cancún:	lazos	solidarios	multiplicados	en	el	mundo).
Una	marcha	más	 tuvo	 lugar	 el	22	de	agosto	de	2011,	organizada	en	
conjunto	 con	 otros	movimientos	 ciudadanos	 por	 la	 paz	 y	 el	 agua.	 Los	
simpatizantes	partieron	desde	Temacapulín	en	una	caravana	que	pasó	por	
Pegueros,	Valle	 de	Guadalupe,	Tepatitlán,	Zapotlanejo	 y	El	 Salto,	 para	
culminar	 con	una	protesta	 en	Guadalajara	 ante	 el	 Palacio	de	Gobierno.	
No	hubo	respuesta	del	gobernador,	ni	de	otras	autoridades	competentes	
respecto	a	sus	demandas.
Los recursos legales
A	partir	de	estos	hechos,	la	comunidad	se	ha	visto	en	la	necesidad	de	recurrir	
a los recursos legales a su alcance para luchar en contra de lo que consideran 
un acto autoritario y arbitrario. Con el apoyo de asesoría especializada de 
abogados	del	Colectivo	Coa,	se	han	interpuesto	recursos	legales	como	el	
amparo	para	defender	las	violaciones	a	los	derechos	humanos.	El	número	
de	juicios	de	amparo	interpuestos	ante	los	juzgados	de	distrito	del	Poder	
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Judicial Federal contra las afectaciones por la presa hasta 2010 llegó a 120, 
lo que constituye un claro indicador de la oposición general que existe con-
tra	la	obra.	A	estos	amparos	se	suman	20	juicios	de	nulidad	administrativa	
ante	el	Tribunal	Federal	de	Justicia	Fiscal	y	Administrativa	y	el	Tribunal	de	
lo	Administrativo	del	estado	de	Jalisco,	15	más	por	inconstitucionalidad	
y	una	controversia	constitucional	contra	la	federación	por	no	respetar	los	
usos de suelo. 
Asimismo,	la	comunidad	afectada	ha	ejercido	su	capacidad	de	cabildeo	en	
busca	del	apoyo	de	diputados,	senadores	y	partidos	políticos.	La	Cámara	de	
Diputados	emitió	puntos	de	acuerdo	relativos	a	la	cancelación	de	la	presa.	
La	Cámara	de	Senadores	de	la	Unión,	a	través	de	la	Comisión	de	Recursos	
Hidráulicos,	emitió	otros	puntos	de	acuerdo	para	solicitar	la	comparecencia	
del titular de la conagua	sobre	este	aspecto.	Asimismo,	en	el	Congreso	del	
estado	de	Jalisco,	con	el	apoyo	de	varios	diputados	del	Partido	de	la	Revo-
lución	Democrática	(prd)	y	el	Partido	Revolucionario	Institucional	(pri), 
se	han	emitido	sendos	puntos	de	acuerdo	para	suspender	la	obra	(Gómez	
Flores, 2010). 
También	han	presentado	denuncias	ante	organismos	de	defensa	de	los	
derechos	humanos	a	nivel	estatal,	nacional	e	internacional.	El	caso	ha	sido	
llevado	a	instancias	como	la	Comisión	Estatal	de	Derechos	Humanos	de	
Jalisco (cedhj),	 la	Comisión	Nacional	 de	Derechos	Humanos	 (cndh), 
la	Comisión	Interamericana	de	Derechos	Humanos	(cidh),	Amnistía	In-
ternacional (ai)	y	ante	el	Alto	Comisionado	de	Derechos	Humanos	de	la	
Organización	de	las	Naciones	Unidas	(onu),	para	completar	seis	denuncias	
en	materia	de	derechos	humanos.	Todos	estos	organismos	han	enviado	es-
pecialistas	a	realizar	investigaciones	de	campo	en	la	zona,	con	lo	cual	han	
constatado las afectaciones a la población y la necesidad de proceder a la 
suspensión de la obra. 
La cedhj	realizó	varias	visitas	a	Temacapulín	en	2008,	en	las	que	cons-
tató	quejas	firmadas	por	171	personas	que	manifestaban	su	oposición	al	
proyecto	por	los	perjuicios	ocasionados	a	la	comunidad,	a	su	patrimonio	
natural	y	cultural.	La	Comisión	emitió	el	pronunciamiento	05/2008,	dirigido	
al gobernador y al director de la cea,	en	el	que	instaba	a	dar	cumplimiento	
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a	un	proceso	de	consulta,	a	evitar	actos	de	hostigamiento	en	contra	de	los	
pobladores	y	a	plantear	proyectos	alternativos	que	no	lesionen	los	dere-
chos	de	 la	ciudadanía.	Es	 importante	señalar	también	que	durante	2009	
fueron presentadas ante la cedhj	185	quejas	provenientes	del	municipio	
de	Cañadas	de	Obregón,	la	mayoría	en	contra	de	las	mismas	autoridades	
y	por	los	mismos	hechos	relacionados	con	la	construcción	de	la	presa	El	
Zapotillo.	Entre	estas	se	encuentran	varias	quejas	colectivas	que	denotan	la	
inconformidad	de	los	ciudadanos	y	su	decisión	de	rebelarse	ante	los	actos	
de	autoridad	que	lesionan	sus	derechos	humanos	(cedhj, 2009a). 
Por su parte, la cedhj	dictó	medidas	cautelares	para	suspender	las	obras	
de	construcción	de	la	presa	El	Zapotillo,	en	el	municipio	de	Cañadas	de	
Obregón (cedhj,	2009a),	mismas	que	no	fueron	cumplidas	por	las	institu-
ciones	y	compañías	responsables.	En	su	recomendación	35/2009,	expedida	
el	31	de	diciembre	de	2009,	dirigida	al	director	de	la	Comisión	Estatal	del	
Agua	y	a	los	presidentes	municipales	de	Cañadas	de	Obregón	y	Mexticacán,	
se	acreditó	la	“violación	del	derecho	a	la	legalidad	y	a	la	seguridad	jurídi-
ca,	a	la	propiedad,	a	la	vivienda,	a	la	conservación	del	medio	ambiente,	al	
patrimonio	común	de	la	humanidad,	al	desarrollo	y	a	la	salud”.	Asimismo,	
alude	al	hecho	de	que	las	autoridades	estatales	no	han	tomado	en	cuenta	a	las	
organizaciones	civiles	y,	en	especial,	a	los	habitantes	de	las	tres	comunidades	
que	resultarán	afectadas	con	la	inundación	de	sus	pueblos	y	su	patrimonio.	
Hasta	ahora,	las	comunidades	no	se	resignan	a	cifrar	sus	esperanzas	de	
suspender	la	presa	solo	por	la	vía	legal,	es	decir,	con	base	exclusiva	en	
amparos	y	otros	recursos	legales,	pues	afirman	que	los	propios	gober-
nantes no respetan la constitución, ni los derechos de los ciudadanos. 
La	opinión	de	una	informante	de	Temacapulín	resume	la	percepción	del	
problema	desde	los	ojos	de	los	afectados:	
Estamos	desilusionados,	ya	no	esperamos	nada	del	gobierno.	Los	gober-
nantes tienen la obligación de cuidar nuestras tierras, pero solo piensan 
en	cómo	llevarse	el	botín.	Están	pasando	por	encima	de	lo	dicho	por	
Benito	Juárez:	“el	respeto	al	derecho	ajeno	es	la	paz”.	Hasta	en	el	him-
no	nacional	se	consagran	nuestros	derechos	cuando	dice:	“mas	si	osare	
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un	extraño	enemigo	profanar	con	su	planta	tu	suelo,	piensa	¡oh,	patria	
querida!,	que	el	cielo	un	soldado	en	cada	hijo	te	dio”.	Pues	nosotros	
somos	esos	soldados	y	no	dejaremos	de	luchar.	Si	nos	atacan,	pues	
los	vamos	a	morder.	Los	gobiernos	abusan	del	pueblo,	pero	ya	no	
tenemos	una	venda	en	los	ojos.	Para	defender	lo	propio	no	se	necesita	
preparación.5
Redes de apoyo de Organizaciones de la Sociedad Civil 
A	partir	de	la	fundación	del	Comité	Salvemos	Temacapulín	en	2008,	sus	
múltiples	actividades	han	estado	en	contacto	con	varias	redes	de	organiza-
ciones	de	la	sociedad	civil	(osc), entre ellas la del mapder, la anaa, la araa, 
la Coalición de Organizaciones Mexicanas por el derecho al Agua (comda), 
la	Red	Latinoamericana	contra	Represas	y	por	los	Ríos,	sus	Comunidades	y	
el Agua (redlar)	e	International	Rivers	(ir). La araa y la anaa son orga-
nizaciones	que	desarrollan	una	gran	actividad	a	lo	largo	del	año.	Convocan	
cada	tres	o	cuatro	meses	a	reuniones	en	las	diferentes	partes	del	país	donde	
existen	conflictos	ambientales	que	involucran	un	despojo	de	los	bienes	co-
munes	de	comunidades	indígenas	y	campesinas	por	el	estado	o	compañías	
privadas.	Los	representantes	del	Comité	participan	de	manera	regular	en	
estas	reuniones	para	exponer	y	divulgar	las	razones	de	su	oposición	a	las	
presas y de su resistencia a ser expulsados de sus territorios.
Asimismo,	no	se	han	escatimado	esfuerzos	para	atraer	encuentros	inter-
nacionales al pueblo, con el propósito de dar a conocer las condiciones que 
se	están	viviendo	en	la	región	por	la	construcción	de	presas.	Temacapulín	
fue sede del Tercer Encuentro Internacional de Afectados por Represas y 
sus	Aliados,	que	bajo	el	tema	de	“Ríos	para	la	vida”	se	reunió	durante	la	
primera	semana	de	octubre	de	2010.	El	evento,	financiado	por	una	docena	
de	organizaciones	internacionales	que	trabajan	por	el	medio	ambiente,	logró	
reunir	a	más	de	300	personas	de	medio	centenar	de	delegaciones	de	todo	
el	mundo	que	vinieron	a	compartir	sus	propias	experiencias	en	la	lucha	por	
5. Entrevista sostenida con informante de Temacapulín, febrero de 2010. 
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proteger	los	ríos	y	los	derechos	humanos.	El	evento	generó	la	esperanza	
entre	los	lugareños	de	que:	“Temaca	seguirá	viviendo	porque	los	ojos	del	
mundo	están	puestos	aquí”.
En este encuentro se realizaron foros y talleres de educación popular en 
torno	a	la	lucha	contra	represas	y	a	las	diversas	experiencias	vividas	por	los	
afectados. Los ejes principales de las sesiones de discusión se centraron en 
la	creación	de	movimientos	y	el	activismo	creativo,	cambio	climático	y	ges-
tión	del	agua,	protección	y	restauración	de	ríos,	normas	y	financiadores	de	
represas, estrategias legales contra las represas, etc. En todas estas sesiones 
se	privilegió	la	participación	de	activistas	que	han	luchado	desde	muchas	
trincheras	en	contra	de	las	presas	de	todo	el	mundo.	
Los recursos para la difusión del movimiento de resistencia
La	intensa	actividad	que	ha	realizado	la	población	de	la	zona	afectada	desde	
2008	ha	contribuido	a	difundir	el	movimiento	de	resistencia	que	han	sos-
tenido. Esta difusión se ha logrado con el apoyo de la edición del boletín 
Temacapulín de los Remedios,	de	trípticos,	pronunciamientos	y	manifiestos	
a	cargo	del	Comité	Salvemos	Temacapulín,	Acasico	y	Palmarejo.
También	se	ha	arrancado	una	intensa	campaña	para	promover	el	turis-
mo	religioso,	además	de	los	aspectos	ecológicos	y	culturales	de	esta	región,	
con	 el	 fin	de	 sacar	 a	 estos	pueblos	del	 anonimato	bajo	 el	 lema	de	 “Los	
ojos	del	mundo	están	puestos	en	Temaca”.	A	través	de	spots en estaciones 
radiofónicas	se	promueven	paseos	turísticos	para	visitar	los	balnearios	de	
aguas	termales	y	conocer	la	Basílica	de	la	Virgen	de	los	Remedios,	la	ima-
gen	milagrosa	del	Señor	de	la	Peñita	y	el	templo	de	Flamacordis.	También	
se	anuncian	las	diversas	fiestas	que	tienen	lugar	a	lo	largo	del	año,	como	
las	fiestas	patronales	de	 la	Virgen	de	 los	Remedios,	 la	 celebración	de	 la	
Consumación	de	la	Independencia,	la	Feria	Regional	del	Chile	de	Árbol,	
la	Carrera	de	los	Remedios.	Se	invita	a	participar	“al	ritmo	del	son	de	la	
resistencia”	y	se	recalca	que	“Temacapulín	está	más	vivo	que	nunca”.	Con	
ayuda del radio, los boletines y las redes sociales de la Internet se anuncian 
146 conflictos socioambientales y alternativas de la sociedad civil
también	convocatorias	para	asistir	a	marchas	de	protesta	y	otros	eventos	
relacionados	con	el	movimiento	de	resistencia.	
La	inconformidad	de	la	ciudadanía	es	patente	en	Temacapulín,	donde	
los	muros	se	encuentran	tapizados	de	letreros	que	manifiestan	en	todos	los	
tonos	el	rechazo	de	los	residentes	a	la	presa,	así	como	sus	convicciones	
respecto	a	la	injusticia	que	se	está	cometiendo	con	el	pueblo,	sin	faltar	
plegarias	a	la	Virgen	de	los	Remedios	para	que	los	asista.	Los	letreros	ma-
nifiestan,	a	veces	con	picardía,	los	sentimientos	de	rechazo	a	la	construcción	
de la presa y la resistencia a ser reubicados: 
Temacapulín	en	pie	de	lucha	unidos	por	una	causa.	No	a	la	presa	Sapo-
tillo.
[Enrique]	Dau,	comprende,	los	niños	de	Temacapulín	te	pondrán	parejo.6 
no a la pinche presa. 
Temaca	está	bien	ubicado,	no a la reubicación.
Aquí	 somos	 temacapulinences	 hasta	 la	madre…,	 la	 abuela	 y	 toda	 la	
familia.	Vayan	y	hagan	su	pinche	presa	donde	Temaca	no	quede	ni	al	
centro ni a la orilla. 
¿Quién	es	el	ateo	que	quiere	inundar	al	Señor	de	la	Peñita?
Esta	casa	no	está	en	venta.	Mientras	Dios	nos	dé	vida,	viviremos	aquí.
Los	hijos	ausentes	salimos	de	nuestro	pueblo	con	el	sueño	de	regresar	
algún	día	y	al	inundar	Temaca,	inundan	el	sueño	de	todos	nosotros.
Los recursos religiosos de la resistencia
Por	último,	en	esta	región	no	se	puede	soslayar	que	el	factor	religioso	juega	
un	papel	importante	en	la	resistencia	social.	Este	factor	es	el	que	imparte	
fuerza,	 cohesión	e	 identidad	al	movimiento	de	 resistencia,	 toda	vez	que	
forma	parte	de	la	mayoría	de	las	actividades	de	esta	lucha	sin	cuartel.	Un	
sacerdote católico originario del pueblo, el padre Gabriel, ha sido una pie-
6. En su momento, Enrique Dau Flores fungía como director general de la Comisión Estatal de Agua 
y Saneamiento del Estado de Jalisco (ceas).
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za	clave	como	líder	moral	del	movimiento;	se	ha	mantenido	cercano	a	la	
comunidad	para	brindar	apoyo	en	las	acciones	de	resistencia	y	promover	
actividades	comunitarias	que	han	integrado	más	a	la	comunidad,	lo	que	ha	
fortalecido	la	cohesión	social.	Convencido	de	la	necesidad	de	luchar	por	
el	patrimonio	cultural	e	histórico	del	pueblo,	ha	participado	en	marchas	y	
protestas; incluso él acudió a la cidh en representación del pueblo. 
Las	misas	que	se	celebran	y	las	procesiones	suelen	ser	un	espacio	para	
orar por el éxito de las gestiones para conseguir la cancelación de la presa. 
En	las	oraciones	se	pide	a	la	Virgen	que	ponga	los	remedios	para	evitar	la	
inundación	del	pueblo.	Incluso,	algunas	de	las	marchas	a	Guadalajara	han	
sido	encabezadas	por	 la	 imagen	de	 la	Virgen	de	 los	Remedios.	También	
ruegan	al	Señor	de	la	Peñita	para	pedir	el	milagro,	pero	conscientes	de	que	
la	lucha	tendrá	que	continuar	a	la	voz	del	dicho:	“a	Dios	rogando	y	con	
el	mazo	dando”.	Por	último,	como	ya	se	mencionó,	en	mayo	de	2010,	se	
convocó	a	una	jornada	de	oración	frente	a	Casa	Jalisco	para	pedir	al	gober-
nador la cancelación de la presa.
El	movimiento	mantiene	firme	este	fervor	religioso	que	le	da	la	certeza	
de	que	conseguirán	sus	objetivos.	Continúan	la	lucha	contra	el	estado,	así	
como	 sus	 antepasados	 lo	 hicieron	durante	 la	Cristiada	 en	otras	 épocas.	
Mantienen	la	esperanza	de	que	al	final	el	milagro	dé	un	golpe	certero	y	haga	
que	prevalezca	la	justicia,	haciendo	alusión	a	pasajes	bíblicos,	como	fue	la	
lucha	entre	David	y	Goliat.
una reflexión final
A continuación se trascriben algunos párrafos escritos por los afectados de 
Temacapulín,	Acasico	y	Palmarejo	que	resumen	claramente	su	visión	sobre	
las	violaciones	a	los	derechos	humanos	infringidas	con	la	construcción	de	
la	presa	El	Zapotillo,	y	que	fundamentan	su	lucha	de	resistencia:
•	 El	Gobernador	Emilio	González	Márquez	no	ha	cumplido	 su	com-
promiso	de	defender	los	derechos	humanos	de	las	personas	afectadas	
del	estado	de	Jalisco,	y	solo	le	interesa	cumplir	compromisos	políticos	
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y	económicos	con	Guanajuato	y	otras	cúpulas	políticas	del	país.	De-
nunciamos	que	faltó	a	su	palabra	de	recibirnos	en	Casa	Jalisco	el	27	
de junio de 2008 y no ha señalado otra fecha para el encuentro con 
representantes	de	las	comunidades.	
•	 Declaramos	que	los	derechos	de	libertad,	justicia,	vida	y	paz	son	iguales	
para	los	que	viven	en	las	grandes	ciudades	como	para	los	que	vivimos	en	
pequeñas	comunidades.	Asimismo,	invitamos	a	las	autoridades	para	que	
reflexionen	y	descubran	que	las	presas	no	son	las	mejores	soluciones	a	
largo plazo. 
•	 Rechazamos	la	presa	por	varias	razones,	pero	creemos	que	en	conclu-
sión	la	presa	afecta	la	totalidad	de	nuestros	derechos	fundamentales,	
principalmente	nuestros	derechos	como	pequeños	propietarios	agríco-
las.	Se	viola	el	derecho	a	un	medio	ambiente	sano;	se	afecta	en	nuestra	
contra el derecho a ser consultados en todo lo relacionado con los 
planes de desarrollo y los planes hidrológicos; se afecta nuestro derecho 
a	la	vivienda,	pues	las	casas	en	las	que	actualmente	vivimos	son	dignas	
y decorosas y las casas a donde nos quieren reubicar no cuentan con 
estas	características;	se	afecta	nuestro	derecho	a	la	alimentación	y	so-
beranía	alimentaria,	pues	las	tierras	a	donde	nos	quieren	desplazar	son	
de	menor	calidad,	por	lo	que	nuestra	agricultura	se	verá	severamente	
afectada;	se	echan	abajo	nuestros	derechos	religiosos,	pues	el	templo	
de	nuestra	señora	de	Los	Remedios	y	el	Señor	de	la	Peñita	son	parte	
fundamental	de	nuestras	creencias	religiosas;	se	viola	nuestro	patri-
monio	cultural	y	el	derecho	que	tenemos	de	preservar	nuestra	cultura	
y,	en	última	instancia,	se	viola	nuestro	derecho	a	vivir	una	vida	digna.
Después	de	revisar	el	texto	anterior	y	los	diversos	recursos	utilizados	en	
la intensa lucha de resistencia que ha sostenido la población desde 2005, 
quedan	una	serie	de	preguntas	por	responder,	que	seguramente	conducirían	
a ulteriores estudios. 
La relación de los hechos ocurridos en torno a la construcción de la presa 
El	Zapotillo	y	el	eventual	desplazamiento	de	los	pobladores	de	la	zona	que	
ocupará	el	embalse	señala	todos	los	elementos	que	caracterizan	un	caso	
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de	injusticia	ambiental.	Resulta	por	demás	difícil	entender	el	sinnúmero	de	
irregularidades	legales	y	administrativas	que	se	han	cometido	en	el	trascurso	
del	proceso	y,	sin	embargo,	constatar	que	el	proyecto	se	mantiene	vigente	
y	en	marcha.	En	varias	de	las	acciones	de	gobierno	se	evidencian	anomalías	
e	incongruencias	que	enfrentan	a	los	diferentes	niveles	de	gobierno.	Entre	
ellas	se	puede	mencionar	que	a	pesar	de	la	negativa	del	ayuntamiento	para	
otorgar	el	permiso	de	cambio	de	uso	de	suelo	requerido	para	autorizar	la	
construcción de la presa, la obra sigue su curso. La falta de un mia para 
aprobar	la	modificación	del	proyecto	original	de	la	cortina	tampoco	cons-
tituyó	un	impedimento	para	que	la	conagua prosiguiera la obra. Incluso 
el	dictamen	original	expedido	por	el	Instituto	Nacional	de	Antropología	e	
Historia (inah)	en	defensa	del	patrimonio	histórico	y	cultural	de	Tema-
capulín	 fue	revocado	por	 la	propia	 institución	meses	después,	con	otro	
dictamen	que	aprueba	la	destrucción	del	patrimonio	cultural	del	pueblo.	
Cabe	reiterar	también	que,	ante	las	presiones	del	gobierno	federal,	el	mis-
mo	gobernador	se	tuvo	que	retractar	del	compromiso	de	cancelar	la	obra	
si	una	mayoría	se	oponía	en	consulta	pública.	
Todas	estas	irregularidades	que	pasan	por	alto	la	normatividad	no	son	
solo	el	producto	de	la	incapacidad	institucional	sino	también	de	las	fuertes	
presiones	de	los	gobiernos	estatales	y	federal	por	llevar	a	cabo	la	obra	a	
como	dé	lugar.	En	este	caso,	se	conjugan	las	acciones	de	los	dos	niveles	
de	gobierno	para	justificar	el	sacrificio	de	varias	comunidades	de	los	Al-
tos	de	Jalisco	para	promover	los	proyectos	de	desarrollo	inmobiliario	e	
industrial de Guanajuato; proyectos que no son sustentables a largo plazo, 
puesto	que	dependen	de	fuentes	de	agua	limitadas.	
El	tipo	de	gestión	de	las	políticas	hidráulicas	revela	que	existen	poderes	
fácticos	 subyacentes	 que	 favorecen	 a	 grupos	políticos	 y	 económicos	na-
cionales	y	extranjeros.	El	Zapotillo	representa	un	caso	concreto	en	donde	
se	implantan	las	estrategias	del	neoliberalismo	para	dar	paso	a	una	virtual	
privatización	de	los	bienes	comunes,	como	ocurre	con	la	mercantilización	
de los recursos hídricos. 
Una	última	reflexión	se	refiere	al	costo	/	beneficio	de	una	obra	que	es	
en	todos	sentidos	impopular.	Lo	que	en	efecto	está	en	juego	son	los	costos	
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sociales versus	los	beneficios	privados.	Los	costos	sociales	son	muy	altos,	
toda	vez	que	implican	la	desaparición	de	varios	pueblos,	atropellando	sus	
derechos,	mientras	 que	 los	principales	 beneficios	 sociales	 a	 favor	de	 los	
afectados que pregona el gobierno estatal no se sostienen en la realidad. 
Hasta	ahora,	la	creación	de	empleos	en	la	construcción	de	la	presa	no	ha	
beneficiado	a	nadie	de	los	pueblos	involucrados.	Las	actividades	de	pesca	
y	 turismo	en	el	 futuro	embalse	dependen	de	permisos	muy	restringidos,	
que	no	por	fuerza	se	otorgarán	a	la	población	desplazada.	El	nuevo	centro	
de	población	ha	sido	impugnado	en	repetidas	ocasiones	por	los	supuestos	
beneficiarios;	lejos	de	representar	un	beneficio,	se	percibe	como	una	impo-
sición del gobierno que ha sido concebida a espaldas de los afectados y 
los	obliga	a	sujetarse	a	un	modelo	urbano	que	no	cubre	sus	necesidades	
y	patrones	culturales	de	vivienda.	
Los	costos	ambientales	también	son	muy	altos,	puesto	que	implica	una	
elevada	inversión	pública	orientada	a	sacrificar	los	recursos	hídricos	de	
la	cuenca	del	río	Santiago	para	favorecer	los	proyectos	de	desarrollo	en	la	
cuenca	del	río	Lerma.	La	impopularidad	de	estos	actos	de	gobierno,	que	
sacrifican	al	estado	de	Jalisco	a	favor	del	de	Guanajuato,	redundará	en	altos	
costos políticos para el gobierno de Jalisco, considerando que el electorado 
eventualmente	cobrará	la	factura.
En	último	término,	¿quiénes	son	los	verdaderos	beneficiarios	de	la	presa?	
En	 la	coyuntura	actual,	cabe	sopesar	 las	 implicaciones	que	representa	 la	
polémica	construcción	de	una	presa	para	respaldar	una	candidatura	presi-
dencial	(la	de	Emilio	González	Márquez)	y	la	inserción	en	el	negocio	del	
agua	de	un	consorcio	de	compañías	constructoras	mexicanas	y	españolas	
por	un	periodo	de	30	años.	De	ser	así,	¿hasta	dónde	se	puede	mantener	la	
resistencia	social	ante	una	situación	de	injusticia	ambiental	avalada	por	el	
propio	gobierno?	
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san francisco de ixcatán, en defensa 
de La vida, La naturaLeza y La cuLtura
Paulina Martínez González y Eduardo Hernández González
En nuestras comunidades se vivía de la pesca, la fruticultura, la recolección de 
plantas, la cría de ganado, la horticultura y la siembra de granos básicos, así 
como de la comercialización de la producción. Ahora dependemos de la gran 
ciudad, de su trabajo, sus formas de entender el mundo y la vida. Aunque toda-
vía producimos para que la ciudad se alimente, ante los gobiernos, los empre-
sarios y los propios ciudadanos, somos invisibles, por ello hemos emprendido 
acciones directas para la recuperación de nuestras tierras, el cierre de basureros, 
la denuncia de autoridades corruptas y en general la defensa de nuestros dere-
chos, nuestro patrimonio y por la sobrevivencia de nuestros pueblos
Martín Benítez (2009).
Este	trabajo	aborda	la	resistencia	emprendida	por	la	comunidad	indígena	San	
Francisco	de	Ixcatán,	en	el	contexto	del	conflicto	ambiental	surgido	a	raíz	
de	la	crisis	ecológica	que	atraviesa	el	Corredor	Biológico	de	la	Barranca1 del 
1. La Barranca es una falla geológica por la que fluye el río Santiago y que recorre los municipios 
de El Salto, Zapotlanejo, Tonalá, Guadalajara, Zapopan, Ixtlahuacán del Río, San Cristóbal de la 
Barranca, Amatitán, Tequila y Magdalena. Data de hace 15’000,000 de años y llega a alcanzar una 
profundidad de entre 40 y 1,000 metros (Galván y Macías, 2008). Los grandes cañones de piedra 
y las barrancas continúan hasta la planicie costera del estado de Nayarit (Acevedo, Hernández y 
Cházaro, 2008). 
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río Santiago.2	Los	daños	en	el	Corredor	son	provocados	sobre	todo	por	dos	
factores:	la	descarga	de	residuos	industriales	y	domésticos	sin	tratamiento	
en	el	río	Santiago,	y	el	escurrimiento	de	lixiviados	que	generan	los	rellenos	
sanitarios	de	la	zona	metropolitana	de	Guadalajara.	La	contaminación	ha	
dado	lugar	a	graves	impactos	nocivos	para	la	salud	humana	y	la	vida	de	los	
ecosistemas.	Los	ixcatlenses	han	iniciado	una	lucha	que	implica	la	defensa	
del	territorio,	los	recursos	y	sus	formas	de	vida.	En	las	siguientes	líneas	se	
argumentará	que	la	acción	colectiva	de	esta	comunidad	apunta	al	cuestio-
namiento	del	orden	social	capitalista.
consideraciones preliminares
La	acción	social	en	el	marco	de	los	conflictos	ambientales	exige	una	revisión	
de	los	principios	estructurales	implicados	en	las	situaciones	de	crisis.	Por	
principios estructurales se hace referencia a las prácticas y creencias recur-
sivas	que	tienen	lugar	durante	largos	periodos	de	tiempo	y	que	ordenan	las	
relaciones	sociales	en	un	sistema	social	determinado	(Giddens,	1995).	Por	
lo	regular,	los	principios	estructurales	devienen	en	instituciones,	normas	y	
sanciones,	tanto	formales	como	informales,	que	se	le	presentan	al	individuo	
como	algo	ya dado o natural.	Sin	embargo,	bajo	ciertas	circunstancias	crí-
ticas	los	individuos	o	grupos	cuestionan	la	naturalidad	del	orden	instituido	
y	llevan	a	cabo	acciones	conducentes	a	la	modificación	o	ruptura	con	los	
principios	estructurales.	Es	decir,	la	estructura	es	tanto	límite	como	posibili-
2. El río Santiago forma parte de una de las cuencas hidrológicas más importantes de México: la 
Lerma–Chapala–Santiago. Nace en el Lago de Chapala y recorre 475 kilómetros hasta desembo-
car en el Pacífico por el estado de Nayarit. El río tiene una gran importancia para Jalisco, ya que 
abastece entre 70% y 80% de las necesidades hídricas de la zona conurbada de Guadalajara, que 
hasta 2010 tenía una población de 4’434,578 habitantes, de acuerdo con el Instituto Nacional 
de Estadística y Geografía (inegi). El Santiago se encuentra altamente contaminado, pues recibe 
descargas de por lo menos 280 industrias, desechos de granjas porcícolas y desechos municipales 
crudos. Algunos estudios demuestran que sus aguas y lodos contienen diversos tipos de sustancias 
nocivas para la salud en niveles superiores a los índices permitidos, tales como cromo, cobalto, 
arsénico, coliformes fecales y sustancias cancerígenas como benceno y furano (McCulling, Páez y 
Moya, 2007; Durán y Torres, 2006b). Los efectos de la contaminación no se han hecho esperar: 
daños a la salud humana, pérdida de especies de flora y fauna, y deterioro de ecosistemas.
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dad.	Se	han	identificado	dos	principios	estructurales	que	son	fundamentales	
para	comprender	el	origen	de	los	conflictos	ambientales:	por	una	parte,	un	
principio	relativo	a	los	modos	de	producción	y	distribución	económica;	por	
la	otra,	un	principio	ontológico	que	alude	a	las	formas	de	relación	del	ser	
humano	con	la	naturaleza.	
En	las	sociedades	capitalistas,	el	principio	estructural	económico	se	basa	
en	la	explotación	de	la	naturaleza	(y	del	hombre)	a	fin	de	obtener	el	exce-
dente.	Los	efectos	nocivos	del	capitalismo	en	el	ambiente	—destrucción	de	
ecosistemas	y	territorios,	contaminación,	extracción	excesiva	de	recursos	
naturales—	han	sido	reconocidos	por	diversas	corrientes	de	pensamiento,	
incluso	por	los	economistas	de	la	llamada	economía ambiental,3 que es una 
rama	de	la	economía	neoclásica,	fuente	intelectual	del	capitalismo.	Algunos	
autores	críticos	de	esta	corriente	aducen	que	los	problemas	ambientales	son	
el resultado de las presiones que la reproducción del capital ejerce sobre 
la	naturaleza	(Toledo	y	González	de	Molina,	2007),	y	que	el	impacto	
de	la	lógica	capitalista	en	el	medio	natural	y	en	la	vida	de	los	humanos	es	
catastrófico;	dicha	lógica	(que	busca	sin	cesar	el	aumento	de	la	producción	y	
del	consumo)	es	absurda	en	sí	misma,	pues	contiene	una	imposibilidad	física,	
esto	es,	los	límites	impuestos	por	la	propia	naturaleza	y,	además,	conduce	
a	 la	destrucción	antropológica	de	 los	seres	humanos	(Castoriadis,	2006:	
265).	También	se	ha	reconocido	que	el	capitalismo	tiene	el	poder	de	crear	y	
trasformar	geografías	(Harvey,	2000),	por	ejemplo,	mediante	la	instalación	
de corredores industriales4 y clusters	que	modifican	la	composición	de	los	
asentamientos	humanos	y	las	relaciones	sociales	que	ahí	se	desenvuelven,	
la	sustitución	de	cultivos	y	métodos	tradicionales	por	cultivos	rentables, el 
cambio	en	las	pautas	de	producción	y	consumo,	el	desplazamiento	de	la	
población	hacia	los	polos	concentradores	de	la	producción	y	los	servicios,	
etcétera.
En	suma,	la	consolidación	del	capitalismo	como	la	forma	hegemónica	
de	producción	y	distribución	económica	ha	conllevado	efectos	perniciosos	
3. Véase, por ejemplo, Gilpin (2008). 
4. Para revisar la trayectoria de la industrialización en el estado de Jalisco, que es uno de los factores de 
mayor peso en la devastación del río Santiago, véase McCulligh, Tetreault y Martínez (en prensa).
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para	la	naturaleza	y	los	seres	humanos,	al	grado	de	que	la	continuidad	de	
la	vida	en	el	planeta	se	encuentra	en	riesgo.	Otro	aspecto	importante	que	
hay	que	considerar	es	que	el	capitalismo	no	solo	es	un	generador	de	des-
igualdades	económicas	y	de	poder	entre	las	clases	sociales	sino	también	de	
desigualdades en cuanto a la distribución de los daños ecológicos (Martínez 
Alier,	2006).	Por	otra	parte,	la	hegemonía	de	este	principio	estructural	ha	
dado	pie	al	surgimiento	de	una	racionalidad	que	tiene	la	peculiaridad	de	
interpretar	el	valor	del	mundo	natural	en	términos	monetarios.	De	acuerdo	
con	Enrique	Leff	(2005),	en	las	últimas	décadas	las	consideraciones	ambien-
tales	han	sido	asimiladas	por	los	regímenes	de	libre	comercio,	razón	por	la	
cual	se	ha	acelerado	la	tendencia	a	aplicar	instrumentos	económicos	para	
la	gestión	ambiental	y	a	reducir	el	valor	de	la	naturaleza	a	los	precios	que	
pueda	adquirir	en	el	mercado	de	bienes	y	servicios	ambientales.	En	contra-
partida,	algunos	movimientos	 sociales	y	comunidades	 rurales	mantienen	
interpretaciones	bajo	“lenguajes	de	valoración”	que	no	reducen	su	valor	a	
criterios	económicos	(Martínez	Alier,	2006).	
Un	segundo	principio	estructural	tiene	que	ver	con	la	manera	en	que	
se	define	la	relación	del	ser	humano	con	la	naturaleza.	En	las	sociedades	
occidentales y en las que heredaron la tradición occidental al ser coloniza-
das,	esta	visión	se	ha	recreado	históricamente	con	base	en	los	paradigmas	
de	algunas	corrientes	dominantes	de	la	ciencia	moderna,	que	establecen	una	
separación ontológica entre naturaleza y sociedad (Garrido, 2007; Desco-
la,	2001)	y	colocan	al	ser	humano	como	el	centro	del	universo	(Toledo	y	
González	de	Molina,	2007).	Estas	perspectivas	lo	han	designado	como	el	
“amo	de	la	naturaleza”,	pues	el	pensamiento	basado	en	la	razón	despojó	
a	la	naturaleza	de	su	carácter	sagrado	y	permitió	someterla	y	manejarla	de	
acuerdo	con	nuestros	designios	(Porto–Goncalves,	2001).	Asimismo,	se	su-
giere	que	bajo	esa	mirada	el	humano	es	la	tabula	rasa	en	la	que	se	inscribe	la	
historia	(Pálsson,	2001).	En	efecto,	se	ha	asumido	que	el	tiempo	se	asemeja	a	
una	línea	ascendente	que	se	desplaza	al	ritmo	del	progreso,	entendido	como	
el	desarrollo	económico,	y	con	ello	se	han	ignorado	las	múltiples	tempo-
ralidades	del	devenir.	Es	decir,	 tanto	los	grupos	sociales	como	la	propia	
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naturaleza	están	imbricados	por	una	diversidad	de	duraciones	temporales	
(Valencia, 2007). 
Cabe	mencionar	que	las	características	de	este	principio	estructural	son	
altamente	 compatibles	 con	 la	 racionalidad	 económica	 propagada	por	 el	
capitalismo,	incluso	ambos	han	generado	una	subjetividad	que	justifica	la	
explotación	de	la	naturaleza	en	aras	del	progreso.	La	manera	de	relación	
con	el	mundo	establecida	bajo	los	principios	mencionados	se	puede	desig-
nar	siguiendo	la	tipología	de	Philippe	Descola	(2001)	como	“rapacidad”,	
modo	que	se	caracteriza	por	el	hecho	de	que	el	humano	no	ofrece	ningún	
equivalente	por	la	vida	que	sustrae	de	la	naturaleza;	las	culturas	rapaces no 
practican	ningún	tipo	de	reciprocidad	con	el	mundo	natural.	En	oposición	a	
este	modelo,	en	el	“comunalismo”	(Pálsson,	2001)	no	hay	una	oposición	
tajante	entre	individuo	y	naturaleza,	y	existe	una	conciencia	y	práctica	
de	la	reciprocidad	que	se	fundamenta	en	la	idea	de	que	el	ser	humano	
es una extensión de la naturaleza, una parte de ella. 
Un	conflicto	ambiental	surge	frente	a	una	crisis	ecológica,	que	es	el	resul-
tado	de	la	práctica	del	modelo	rapaz	de	relación	con	la	naturaleza,	y	designa	
un	campo	conflictivo	en	el	que	se	pone	en	evidencia	la	inviabilidad	del	
orden social que gira en torno a los principios estructurales descritos. 
Por	lo	general,	los	conflictos	ambientales	son	protagonizados	por	grupos	
de	población	que	son	afectados	de	manera	directa	en	su	salud	o	recursos	de	
subsistencia	y	cultura.	Es	importante	enfatizar	que	algunos	movimientos	
sociales	y	comunidades	en	resistencia	tienen	el	potencial	de	fracturar	las	ya	
de	por	sí	contradictorias	estructuras	y	de	proponer	formas	alternativas	y	
antisistémicas	de	apropiación	y	relación	con	la	naturaleza.	
Se	debe	dejar	claro	que	la	acción	colectiva	protagonizada	por	la	comuni-
dad indígena San Francisco de Ixcatán se inserta en la línea de lo que Cor-
nelius	Castoriadis	(2006)	denomina	“ecología	subversiva”,	pues	cuestiona	
el	imaginario	capitalista	y	la	filosofía	antropocéntrica,	y	muestra	el	impacto	
destructivo	de	su	lógica	en	la	naturaleza	y	la	vida	humana.	Además,	estos	
sujetos	no	han	emprendido	una	defensa	bucólica de la naturaleza sino una 
lucha	por	la	salvaguardia	del	humano	y	su	hábitat.	En	este	sentido,	hay	que	
distinguirlos	del	ambientalismo	conservacionista	y	del	ecologismo	de	 las	
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clases	medias	urbanas,	movimientos	que	se	pueden	interpretar	a	la	luz	de	
otras	propuestas	teóricas	tales	como	la	de	Ulrich	Beck	(2006),	quien	pro-
pone	que	las	preocupaciones	ambientales	contemporáneas	son	el	resultado	
de	 la	pérdida	de	certidumbres	en	 las	 sociedades	posindustriales,	o	 la	de	
Ronald	Inglehart	(1998),	quien	afirma	que	son	la	consecuencia	del	tránsito	
hacia	valores	posmaterialistas	en	las	sociedades	que	han	alcanzado	ciertos	
grados	de	seguridad	material.	En	contrapartida,	la	acción	colectiva	de	la	
comunidad	indígena	de	Ixcatán	se	orienta	a	conservar	la	vida,	la	salud,	el	
territorio, la identidad y la cultura. Se trata de una lucha por la reapropiación 
social	de	la	naturaleza	(Leff,	2004).	Incluso,	ellos	mismos	han	declarado:	
“no	somos	ecologistas	ni	ambientalistas,	sino	pueblos	en	resistencia”.5 Para 
esta	comunidad,	el	territorio	cobra	una	importancia	central,	puesto	que	el	
lugar	soporta	la	biodiversidad,	las	actividades	productivas	y	es	ahí	donde	
se	desenvuelve	la	cultura	(Escobar,	2000).	
Como	se	verá,	esta	comunidad	además	presenta	rasgos	de	lo	que	Joan	
Martínez	Alier	(2006)	denomina	“movimientos	de	justicia	ambiental”,	que	
están	compuestos	por	habitantes	de	sitios	altamente	contaminados	en	donde	
se	captan	o	transitan	residuos	industriales	o	domésticos	de	conglomerados	
urbanos.	Estas	poblaciones	padecen	de	manera	directa	 las	consecuencias	
tanto	de	la	explotación	inadecuada	de	los	recursos	naturales	como	del	mal	
manejo	de	los	residuos,	y	se	encuentran	expuestas	a	la	polución,	por	lo	que	
su	vida	y	bienestar	corren	peligro.	La	denominación	justicia ambiental se 
refiere	al	hecho	de	que	estos	grupos	se	enfrentan	con	los	problemas	origi-
nados	por	consumidores	localizados	geográficamente	en	otros	puntos,	es	
decir, encarnan la desigualdad en la distribución de las externalidades de 
la reproducción capitalista.
La	potencialidad	trasformadora	de	la	comunidad	de	Ixcatán	radica	en	
los	siguientes	elementos:
5. Fragmento del comunicado de prensa emitido el 5 de enero de 2011 [de disponible en: http://
ixcatanzapopan.blogspot.com].
157semblanza de un conflicto ambiental
•	 Denuncian	la	desigualdad	en	la	distribución	de	los	daños	ambientales,	
pues	son	receptores	de	la	contaminación	generada	por	los	procesos	de	
producción	y	consumo	de	la	zona	metropolitana	de	Guadalajara.	
•	 Propugnan	por	la	conservación	de	su	territorio,	naturaleza,	identidad	
y	 cultura,	 dentro	 de	 un	 imaginario	 que	mantiene	 articulados	 esos	
elementos	y	que	les	otorga	un	valor	más	allá	de	lo	económico.	Dicho	
imaginario	se	expresa	en	rituales	asociados	a	las	festividades	tradicio-
nales. 
•	 Son	antisistémicos,	en	el	sentido	de	que	reconocen	que	el	capitalismo	
y	su	racionalidad	han	ocasionado	las	problemáticas	que	los	afectan	y	
buscan	llevar	a	cabo	actividades	productivas	alternativas.	Un	segundo	
rasgo	antisistémico	consiste	en	que	en	sus	prácticas	apuntan	al	comu-
nalismo.
En	seguida	se	presentan	algunas	evidencias	empíricas	que	ilustran	las	con-
sideraciones anteriores.
comunidad indígena san francisco de ixcatán
Ubicada sobre una ladera de la Sierra Madre Occidental, en el área natural 
protegida6 de La Barranca del Río Santiago,7	esta	pequeña	comunidad	cam-
pesina	tiene	una	larga	historia	de	tradiciones	y	costumbres	vinculadas	a	la	
6. Solo los municipios de Guadalajara y Zapopan han decretado zonas de protección en La Barranca. 
En 2004, la zona conocida como La Barranca del Río Santiago recibió el decreto de área natural 
protegida. Abarca una extensión de 17,791.91 hectáreas en el municipio de Zapopan, y colinda con 
Guadalajara, San Cristóbal de la Barranca, Ixtlahuacán del Río, Amatitán y Tequila. En el decreto 
se señala que el objetivo es destinar el perímetro para la “preservación y protección del suelo, las 
aguas y en general de los recursos naturales, forestales y de la cuenca hidrológica” (“Decreto de 
Área Municipal de Protección Hidrológica de la Barranca del Río Santiago comprendida en el 
municipio de Zapopan”, Decreto 20611, del 7 de octubre de 2004, de disponible en: http://app.
jalisco.gob.mx/PeriodicoOficial.nsf/BusquedaAvanzada/CE56424B3B89AA868625756300655B
4F/$FILE/10-07-04-III.pdf ).
7. En esta zona existen 869 especies de plantas, 11 de lepidópteros, 121 de aves, 29 de mamíferos y 
53 de herpetofauna. Investigadores de la Universidad de Guadalajara informaron que por lo menos 
hay 54 especies endémicas y que algunas se encuentran en peligro de extinción (El Occidental, 
2009). 
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identidad, el territorio y sus recursos. El centro de población de Ixcatán se 
encuentra	dentro	de	los	límites	del	municipio	de	Zapopan,	a	tan	solo	28	
kilómetros	de	la	Catedral	de	Guadalajara,	Jalisco.	No	obstante,	debido	a	las	
características	del	terreno	escarpado	que	la	rodea,	Ixcatán	estuvo	relativa-
mente	aislada	hasta	que,	en	1958,	se	construyó	el	camino	pavimentado	que	
la	comunica	con	la	zona	metropolitana	de	Guadalajara.	En	la	actualidad,	
hay	1,203	habitantes,	de	los	cuales	626	son	mujeres	y	577,	varones	(inegi, 
2010b).	Las	 actividades	de	 subsistencia	dependen	 en	 gran	medida	de	 la	
diversidad	biológica	de	la	zona	y	de	uno	de	los	elementos	que	sustentan	el	
ecosistema:	el	agua.	En	efecto,	Ixcatán	se	ubica	en	un	área	privilegiada	a	
través	de	la	cual	una	variedad	de	ríos,	arroyos	y	ojos de agua descienden 
hacia	el	río	Santiago.	De	esta	manera,	en	las	partes	bajas	del	territorio	pre-
domina	un	bosque	tropical	caducifolio	y	en	las	altas,	el	bosque	del	encino.	
Este	 soporte	ecológico	permitió	que	 los	barranqueños	desarrollaran	una	
Fuente: Heliodoro Ochoa.
Gráfica 6.1 comunidad indígena san francisco de ixcatán, zapopan, Jalisco
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diversidad	de	cultivos	como	maíz,	frijol,	calabaza,	tomate,	jitomate,	nopal,	
mango,	aguacate,	ciruela	amarilla,	limón	y	guanábana,	entre	otros.	Además,	
existe	una	gran	variedad	de	especies	silvestres	comestibles	tanto	vegetales	
(frutos	de	guamúchil,	mango	y	cocuixtle,	entre	otros)	como	animales	(peces,	
venados,	jabalíes).	Estos	bienes	han	sustentado	la	vida	de	la	comunidad	y	
de una decena de localidades asentadas en La Barranca durante siglos. Hoy 
en	día,	los	estilos	de	producción	y	consumo	de	nuestra	sociedad	ponen	en	
un	serio	riesgo	la	continuidad	de	la	vida	de	este	nicho	ecológico.	Es	impor-
tante	hacer	notar	que	la	destrucción	de	los	ecosistemas	tiene	que	ver	con	
procesos	que	solo	se	pueden	entender	en	una	perspectiva	de	largo	plazo.	
Es decir, la degradación que se aprecia el día de hoy es la consecuencia de 
mentalidades	y	acciones	(principios	estructurales)	que	se	remontan	a	largos	
periodos	de	tiempo.	
territorio
La	tenencia	de	la	tierra	en	Ixcatán	es	sobre	todo	colectiva,	aunque	también	
existen	 pequeños	 propietarios	 individuales.	 Los	 terrenos	 colectivos	 se	
encuentran	en	manos	de	comuneros	y	ejidatarios.	La	comunidad	indígena	
es	mucho	más	antigua	que	el	ejido.	De	acuerdo	con	los	ixcatlenses,	existe	
un	documento	emitido	por	Cédula	Real,	fechado	en	1692,	que	le	otorgó	
12,000 hectáreas;8	dicho	deslinde	fue	ratificado	por	la	Corona	entre	1814	
y	1818.	A	partir	de	1906,	se	inició	un	proceso	de	privatización	tras	el	cual	
se fundaron haciendas que acapararon grandes extensiones.9	En	1934	los	
comuneros	comenzaron	a	reclamar	su	territorio,	pero	hasta	1968	se	pu-
blicó en el Diario Oficial de la Federación la concesión de 1,103 hectáreas. 
El	censo	emitido	por	las	autoridades	agrarias	en	1972	estaba	plagado	de	
irregularidades:	no	se	reconocía	a	la	totalidad	de	los	comuneros	con	dere-
8. Entrevista a Juan, comunero de Ixcatán, el 11 de marzo de 2010. No se ha verificado la existencia 
de dicho documento, pero para el imaginario colectivo de la comunidad existe y les otorga derechos 
de propiedad. 
9. Como la Hacienda del Totoli, la de Guadalupe y La Soledad. Entrevista a Manuel, presidente del 
Consejo de Vigilancia del Ejido, Ixcatán, el 22 de marzo de 2010.
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chos y se incluyó a personas sin derecho a esas tierras. En 1983 se realizó 
un	nuevo	 censo,	 con	 las	mismas	 anomalías	que	 el	 anterior.	Finalmente,	
entre	1994	y	1999,	el	Tribunal	Agrario	emitió	y	ejecutó	la	sentencia	de	las	
1,103	hectáreas.	En	dichos	procesos	persistieron	los	equívocos.	En	2008,	
nueve	años	después	de	la	ejecución,	la	comunidad	decidió	promover	una	
demanda	legal	ante	las	autoridades	agrarias	para	frenar	el	despojo	de	sus	
tierras.10	Nuevos	intentos	de	invasión	en	2009,	auspiciados	presuntamente	
Templo San Francisco de Asís. San Francisco de Ixcatán (Paulina Martínez González, julio de 2010).
foto 6.1
10. En el censo de comuneros aparecen funcionarios públicos y personajes de la política institucional 
mexicana: el expresidente municipal de Guadalajara, Aristóteles Sandoval; el exdiputado federal por 
el Partido de la Revolución Democrática (Prd), Jorge Martínez Ramos, y su hermano Mariano; el 
exlíder nacional del Prd, Jesús Ortega; la secretaria del Tercer Tribunal Unitario de Guadalajara, 
María Cristina Chalita Brahms; entre otros. En la demanda, los comuneros acusan a José Blas Po-
blano, oriundo de Ahualulco de Mercado, de integrar el listado ante el Registro Agrario Nacional 
(véase Partida, 2009a). 
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por	autoridades	del	municipio	de	Zapopan,11	fortalecieron	a	la	comunidad	
que	en	los	últimos	tiempos	ha	emprendido	un	proceso	de	reparto	de	ma-
nera	autónoma,	con	base	en	las	listas	que	ellos	mismos	han	elaborado.	La	
idea central es dotar de tierra a las personas de Ixcatán que carecen de ella; 
además,	están	planeando	fundar	un	nuevo	centro	de	población	dentro	de	
los	límites	de	la	comunidad,	pues	en	la	actualidad	el	centro	está	asentado	
en tierras de pequeña propiedad.
Por	otra	parte,	el	ejido	de	Ixcatán	se	fundó	en	1936	a	petición	de	la	misma	
comunidad,	que	buscaba	por	distintos	medios	recuperar	su	territorio.	En	
1934,	motivados	por	la	política	agraria	de	Lázaro	Cárdenas,	los	pobladores	
locales solicitaron la regularización de tierras y en 1936 se reconoció al ejido 
con	1,673	hectáreas,	dentro	la	circunscripción	original	de	la	comunidad.12 
A	partir	de	1994,	con	la	entrada	del	Programa	de	Certificación	de	Derechos	
Ejidales y Titulación de Solares Urbanos (procede),	se	realizaron	nuevas	
mediciones	y	el	ejido	se	extendió	hasta	2,000	hectáreas.	En	la	actualidad	
hay	70	ejidatarios	reconocidos	y	entre	ellos	se	han	registrado	conflictos	por	
la tenencia de la tierra.13 
Con	respecto	a	la	problemática	de	la	tenencia	de	la	tierra,	se	debe	apuntar	
que	los	esfuerzos	encaminados	a	recuperar	el	territorio	de	la	comunidad	
indígena14 y de repartirla entre los pobladores de Ixcatán con base en los 
acuerdos	generados	en	la	asamblea	de	comuneros,	son	una	manifestación	
de	las	acciones	que	se	llevan	a	cabo	al	margen	de	las	instituciones	estatales,	
es	decir,	una	expresión	de	la	autonomía	sociopolítica	que	se	ejerce	en	los	
11. El 27 septiembre de 2009, cerca de 100 personas incursionaron en el territorio de la comunidad. 
Algunos comuneros se acercaron a ellos para informarse del motivo de su visita. Las personas 
venían de diferentes colonias de los municipios de Zapopan y Guadalajara, y comentaron que una 
mujer que trabajaba en el Ayuntamiento de Zapopan les proporcionó el trasporte hasta el lugar y 
les prometió que podrían regularizar los terrenos para que los usufructuaran. Entrevista a Alberto, 
comunero, Ixcatán, el 18 de marzo de 2010.
12. Entrevista a Juan.
13. Entrevista a Manuel. 
14. La recuperación del territorio se constriñe a las tierras comunales, las que pertenecen a la comunidad 
indígena. De hecho, los comuneros son los que encabezan esta lucha, pues a pesar de que cuentan 
con el apoyo de ejidatarios y pequeños propietarios, estos últimos no pueden participar en la toma 
de decisiones de la Asamblea de Comuneros.
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hechos.	A	pesar	de	los	múltiples	obstáculos	a	los	que	se	han	enfrentado	(por	
ejemplo,	han	recurrido	sin	éxito	a	las	instancias	en	materia	agraria,	como	
la	Secretaría	de	la	Reforma	Agraria,	y	han	enfrentado	intimidaciones	por	
parte	de	las	fuerzas	de	seguridad	estatales),	la	comunidad	persiste	en	su	
intención	de	mantener	el	control	de	su	territorio.	En	esta	vertiente,	la	acción	
colectiva	presenta	rasgos	similares	a	los	de	otros	movimientos	sociales	con	
tendencias	autonómicas	estudiados	por	Raúl	Zibechi	(2008),	aunque	hasta	
el	momento	no	se	han	encontrado	entre	sus	objetivos	alguno	que	aluda	de	
manera	explícita	a	una	intencionalidad	de	que	la	comunidad	(su	organización	
social	y	política)	se	construya	por	completo	fuera	de	los	límites	del	estado.	
Como	se	verá	más	adelante,	las	exigencias	de	cumplimiento	de	derechos	se	
han	dirigido	abiertamente	a	diversas	instancias	gubernamentales,	aunque	
estas	no	han	sido	atendidas	y	hasta	el	momento	el	sistema	no	ha	logrado	
diluirlas	(mediante	la	represión	o	la	cooptación	del	movimiento)	ni	absor-
berlas	(mediante	acciones	conducentes	a	mitigar	los	problemas).	En	suma,	
en	la	defensa	del	territorio	se	han	desarrollado	prácticas	autonómicas	en	los	
hechos y una relación con las instituciones estatales centrada en la exigencia 
del	cumplimiento	de	derechos.
Identidad y tradición
Antes	de	la	conquista,	La	Barranca	del	Río	Santiago	estuvo	habitada	por	
tecuexes.	En	1543	inició	la	colonización	cultural	de	estos	pueblos	a	través	
de	la	evangelización	y	la	enseñanza	del	náhuatl.15 Hacia 1580 se fundó Ixca-
tán,	de	la	mano	de	sacerdotes	franciscanos	que	promovieron	la	edificación	
del	templo	del	pueblo,	que	aún	está	en	pie.	Al	paso	del	tiempo,	la	lengua	
y	costumbres	nativas	se	fueron	perdiendo,	pero	sin	duda	han	quedado	ele-
mentos	de	la	identidad	indígena	que	se	observan	fundamentalmente	en	las	
15. Esta reconstrucción histórica preliminar se elaboró con base en el documento: “Apuntes para un 
marco historiográfico de la comunidad indígena de San Francisco de Ixcatán a partir de la conquista 
española–tlaxcalteca”, de José Casillas (2009). 
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celebraciones	de	su	gran	calendario	festivo.16	Las	fiestas	incorporan	fechas	y	
personajes	de	la	doctrina	católica,	pero	combinan	elementos	de	sus	antiguas	
creencias.	La	fiesta	más	llamativa	es	la	danza	de	los	tastuanes,	celebración	
de	 origen	 español	 que	 representa	 las	 guerras	 entre	 cristianos	 y	moros,	
pero	que	en	Ixcatán	dotaron	de	significados	diferentes:	de	acuerdo	con	
algunos	de	sus	habitantes,	 la	danza	simboliza	 la	 lucha	de	 los	tecuexes	
contra los conquistadores.17	En	 la	 representación,	 los	 tecuexes	matan	al	
santo	Santiago,	liberándose	así	de	la	opresión.	Estas	expresiones	simbólicas	
se	pueden	entender,	de	acuerdo	con	los	planteamientos	de	James	C.	Scott	
(2000),	como	una	estrategia	de	resistencia	frente	a	la	dominación	colonial	
y	una	forma	de	preservar	la	cultura	mediante	la	elaboración	de	discursos	y	
significantes	ocultos	que	se	disfrazan	a	través	de	danzas,	representaciones	
teatrales,	canciones	y	mitos	populares.	
Volviendo	a	la	descripción	de	la	fiesta,	los	tastuanes y el Santiago son 
interpretados	por	hombres	vestidos	con	trajes	especiales,	capas	y	máscaras	
impresionantes	de	largas	cabelleras,	que	simulan	coyotes,	venados	y	demo-
nios.	Las	máscaras	son	elaboradas	por	algunos	artesanos	del	pueblo,	quienes	
conservan	los	estilos	de	antaño	y	los	trasmiten	a	sus	hijos.18	La	fiesta	tiene	
una	duración	de	tres	días	en	el	mes	de	julio,	durante	los	cuales	los	tastua-
nes realizan sus danzas y coloquios,19	pelean	con	sus	machetes,	bailan a las 
muchachas y persiguen al Santiago hasta terminar	con	él.	La	comida	y	el	
vino	abundan	en	la	casa	de	las	familias	anfitrionas,	para	que	los	danzantes,	
y	cualquiera	que	lo	desee,	descansen	y	se	alimenten.20
Los	anfitriones	de	la	fiesta	de	los	tastuanes	se	autoeligen	durante	la	fiesta	
de san Pedro y san Pablo, los días 29 de junio de cada año. Durante esa 
16. En la plaza del pueblo, frente al templo, hay una piedra con grabados que se presume fueron ela-
borados por los indígenas antes de la conquista. Algunos ixcatlenses afirman que han encontrado 
vestigios de las culturas antiguas, como recipientes de barro, metates, entre otros. Sin embargo, 
estas civilizaciones no han sido estudiadas a profundidad.
17. Entrevista a Juan.
18. Entrevista a Julio, artesano y comunero, Ixcatán, el 15 de marzo de 2010.
19. Durante la celebración, los danzantes recitan parlamentos en una lengua que llaman tocho mexicano. 
Los parlamentos datan de 1884. 
20. Entrevista a María, habitante de la localidad, Ixcatán, el 22 de marzo de 2010.
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celebración,	la	gente	de	Ixcatán	lleva	a	los	dos	santos	a	la	presa	del	pueblo,	
acompañados	de	los	músicos	y	coheteros.	Una	vez	en	la	presa,	bañan a los 
santos, les dedican rezos, les tocan canciones y lanzan cohetes en su honor, 
la	ceremonia	es	un	agradecimiento	por	el	agua	del	temporal.21	Ahí	mismo,	
en	la	presa,	se	lleva	a	cabo	un	juego	en	el	que	participan	niños,	hombres	y	
mujeres:	las	luchas.	En	los	combates	de	uno	a	uno,	se	disputan	un	gallo.	El	
perdedor	es	el	que	cae	primero	al	suelo.	Después,	todos	bajan	a	la	plaza;	en	
ocasiones,	continúan	las	luchas	y	al	terminar	sacan	el	vino.	Todo	aquel	que	
tome	de	ese	vino	está	comprometido	a	participar	en	la	fiesta	de	los	tastuanes.	
Los	nombres	de	los	próximos	danzantes	y	sus	familias	(que	se	encargarán	
de	los	alimentos)	se	apuntan	en	un	acta.22
Es	 importante	destacar	el	carácter	 sagrado	que	 tiene	el	agua	para	 los	
ixcatlenses,	pues	este	valioso	recurso	determina	los	ciclos	de	la	vida	en	el	
campo	y,	además,	dentro	de	su	territorio	la	gran	variedad	de	ojos	de	agua	
y	afluentes	que	corren	al	aire	libre	ha	soportado	la	vida	del	ecosistema	y	
de	su	pueblo.	La	fiesta	de	san	Pedro	y	san	Pablo	es	un	tributo,	simboliza	
la	reciprocidad	de	los	ixcatlenses	con	la	naturaleza	y,	en	específico,	con	el	
agua.	Pero	los	ixcatlenses	no	son	los	únicos	que	mantienen	esa	forma	de	
relación.	En	su	obra,	Vandana	Shiva	(2003)	afirma	que,	a	 lo	 largo	de	la	
historia,	las	fuentes	de	agua	han	sido	sagradas,	merecedoras	de	reverencia	
y	respeto.	También	apunta	que	estas	manifestaciones	de	culto	fueron	fuer-
temente	reprimidas	en	la	Europa	católica	por	considerarse	ritos	paganos	
(en	su	mayoría,	los	ritos	provenían	de	las	culturas	celtas).	De	esta	manera	
se	buscó	terminar	con	una	cosmovisión	que	no	escindía	la	naturaleza	del	
hombre	y	que	llevaba	a	cabo	actos	de	reciprocidad.	En	América,	se	puede	
afirmar	 que	 la	 conquista	 implicó,	 en	 efecto,	 la	 supresión	 forzada	de	 las	
prácticas	místicas	de	las	culturas	originarias,	sin	embargo,	como	se	ha	visto,	
no	se	logró	su	extinción	total,	pues	se	han	mantenido	a	través	de	prácticas	
que disfrazan	significantes	ocultos.
21. Nota de campo, Ixcatán, el de 29 de junio de 2010.
22. Entrevista a Sara, originaria y directora del Jardín de Niños de la localidad, Ixcatán, el 18 de marzo 
de 2010.
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Otra	 celebración	 importante	 es	 la	 danza	 de	Los	Guajolotes	 o	 de	 los	
Cóconos,	que	se	realiza	el	martes	de	Carnaval,	previo	a	la	Semana	Santa.	
La	danza	representa	a	un	muchacho	enamorado,	a	su	novia	y	a	los	padres	
de	esta.	Todos	los	danzantes	son	hombres	y	llevan	la	cara	cubierta	con	una	
cobija.	Bailan	durante	la	noche	en	la	plaza	del	pueblo	al	ritmo	de	la	tambora,	
llevan	bolsas	con	harina	y	en	un	momento	comienzan	a	rociar	a	los	espec-
tadores.23	Quizá	este	baile	esté	relacionado	con	los	rituales	de	casamiento.	
Es	importante	mencionar	que	para	cada	una	de	estas	tres	celebraciones	hay	
una	música	y	un	baile	especial.	El	calendario	festivo	incluye	el	4	de	octubre,	
día del santo patrono	san	Francisco	de	Asís;	el	12	de	diciembre,	día	de	la	
Virgen	de	Guadalupe;	el	19	de	marzo,	día	de	san	José;	el	3	de	mayo,	día	
de	la	santa	Cruz,	y	el	22	de	noviembre,	día	de	la	patrona	de	los	músicos,	
la	Virgen	de	Santa	Cecilia.	En	esa	fiesta,	los	músicos	sacan	a	la	Virgen	y	la	
pasean	por	el	pueblo,	le	dedican	canciones	y	organizan	una	comida	y	un	
baile para festejar.24	En	Ixcatán,	la	música	es	una	práctica	muy	arraigada;	en	
la	actualidad	hay	dos	grupos	de	danzantes	y	varios	más	de	músicos.	En	2009,	
con	el	apoyo	de	la	Universidad	de	Guadalajara,	se	realizó	una	grabación	
que	recupera	las	melodías	más	antiguas	de	la	comunidad.25	En	las	fiestas,	
todos participan. Aunque por lo general las danzas son protagonizadas por 
los	hombres,	en	ocasiones	las	mujeres	también	lo	hacen	y	además	colaboran	
elaborando	los	trajes	y	la	comida	que	se	ofrece	durante	las	celebraciones.	Los	
niños	siempre	están	presentes,	incluso	se	realizan	representaciones	infantiles	
de	los	tastuanes	y	de	los	cóconos,	o	se	les	ve	jugando	a	los	personajes	de	las	
fiestas	durante	los	tiempos	de	recreación.26
A	través	de	las	fiestas,	por	una	parte,	la	comunidad	realiza	una	afirmación	
de	su	identidad,	que	es	un	elemento	muy	importante	para	la	activación	de	
un	movimiento	de	resistencia.	La	identidad	colectiva	se	puede	entender,	
23. Entrevista a Imelda, habitante de la localidad, Ixcatán, el 22 de marzo de 2010.
24. Entrevista a Imelda.
25. Los productores del programa radiofónico Territorios, de la Red Radio Universidad de Guadalajara, 
y la Unidad de Apoyo a las Comunidades Indígenas de la misma universidad colaboraron con los 
ixcatlenses en ese proyecto.
26. Nota de campo, representación infantil de la fiesta de los cóconos, Ixcatán, el 11 de marzo de 2011. 
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de	acuerdo	con	Gilberto	Giménez	(1997),	como	un	proceso	intersubjetivo	
mediante	el	cual	los	grupos	definen	sus	diferencias	con	los	otros	mediante	
el	establecimiento	de	fronteras	simbólicas.	La	identidad	produce	un	sentido	
de pertenencia, y se construye a partir de representaciones sociales especí-
ficas	y	distintivas.	Asimismo,	la	identidad	colectiva	se	nutre	de	la	capacidad	
de	configurar	y	reconfigurar	el	pasado	del	grupo,	es	decir,	de	la	memoria	
colectiva	y	de	la	memoria	territorial	que	permiten	inscribir	los	puntos	de	
referencia	del	recuerdo	(Giménez,	2009).	En	suma,	la	identidad	colectiva	
define	un	nosotros anclado a un sentido de pertenencia (cultural y territorial) 
y	a	una	memoria	colectiva	que	se	recrea	y	reconfigura	en	las	festividades.	
Por	otra	parte,	mediante	la	celebración	de	las	fiestas	también	se	expresa	el	
tipo	de	relación	que	han	establecido	con	su	entorno,	relación	que,	como	se	
ha	visto,	está	orientada	por	un	sentido	de	reciprocidad.	Por	último,	si	bien	
el	calendario	festivo	de	la	comunidad	proviene	de	la	tradición	católica,	este	
ha	sido	resignificado	por	los	ixcatlenses	para	manifestar	la	resistencia	a	la	do-
minación	colonial	y	reverenciar	a	la	naturaleza	por	permitir	la	reproducción	
de	la	vida.	Esta	resignificación	alude	a	una	construcción	social	del	devenir	
Fiesta de los tastuanes. San Francisco de Ixcatán (Paulina Martínez González, julio de 2010).
foto 6.2
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articulado	a	la	cultura	y	los	ciclos	de	la	naturaleza,	temporalidad	que	no	está	
determinada	por	el	calendario	de	la	producción	y	el	consumo	capitalistas.	
organizaciones y actividades comunitarias
La socialidad en Ixcatán gira en torno a tres ejes principales: el sentido 
colectivo	de	la	tenencia	de	la	tierra,	las	fiestas	y	los	lazos	de	parentesco.	
Esto	ha	permitido	que	se	lleven	a	cabo	trabajos	comunitarios	en	beneficio	
de	todos.	Por	ejemplo,	las	mujeres	y	los	jóvenes	acuden	con	frecuencia	a	
limpiar	de	piedras	y	basura	la	brecha	que	conduce	hacia	la	presa	y	a	retirar	
los	residuos	que	los	paseantes	dejan	en	el	lugar.	Los	hombres	cooperan	en	
la	reparación	de	caminos	y	en	ocasiones	en	el	mantenimiento	de	los	depó-
sitos de agua del pueblo.27 Con respecto a los lazos consanguíneos, estos se 
extienden hacia otras localidades barranqueñas. En la región de La Barranca 
del	Río	Santiago,	las	comunidades	comparten	el	mismo	entorno	cultural28 
y ecológico.29	Además	de	las	redes	de	parentesco,	se	organizan	torneos	de	
futbol	en	los	que	compiten	entre	pueblos.30 Existe otra instancia que tiene 
cierto	peso	 en	 las	decisiones	de	 la	 comunidad:	 la	delegación	municipal.	
De	acuerdo	con	las	normas,	Ixcatán	tiene	un	delegado	—nombrado	por	
el	presidente	municipal—	que	la	representa	frente	a	las	autoridades	de	
Zapopan.	En	la	comunidad,	el	delegado	se	encarga	básicamente	de	vigi-
lar la operación adecuada de las redes de agua potable y de facilitar las 
peticiones ante las autoridades.31	Ixcatán	satisface	la	mayor	parte	de	sus	
necesidades hídricas del río La Soledad y de la presa que se encuentra a la 
orilla	del	pueblo,	en	el	camino	viejo	a	Guadalajara.	La	presa	se	alimenta	de	
27. Nota de campo, recorrido por la comunidad en compañía de Alberto, comunero, el 15 de marzo 
de 2010. 
28. Aunque de manera oficial, solo Ixcatán está reconocida como comunidad indígena. 
29. Algunas localidades de La Barranca también comparten el uso de algunas fuentes de agua. 
30. Entrevista a Ana, profesora de la telesecundaria, Ixcatán, el 6 de mayo de 2010.
31. El uso y gestión comunitarios del agua son prácticas observadas en diversas culturas. En efecto, 
Vandana Shiva (2003) describe en su obra la existencia de “funcionarios del agua” en comunidades 
rurales de la India; sus tareas son muy similares a las que el agente municipal de Ixcatán realiza en 
relación con este recurso. 
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un ojo de agua	que	surge	del	monte.	Otras	fuentes	de	abastecimiento	son	los	
bordos,	que	captan	el	agua	pluvial	que	se	utiliza	para	riego	y	para	el	ganado.	
Por	otra	parte,	también	existen	sociedades	de	padres	de	familia	en	cada	
una	de	las	escuelas	públicas	del	lugar:	en	el	jardín	de	niños,	en	la	primaria	
y en la telesecundaria. El papel de estas sociedades está acotado a las pro-
blemáticas	asociadas	con	la	educación	de	los	niños	y	jóvenes.	Sin	embargo,	
en	ocasiones	los	padres	de	familia	junto	con	los	profesores	han	participado	en	
algunas	acciones	colectivas	conducentes	a	la	defensa	de	los	recursos	y	el	
territorio.	En	la	actualidad,	la	comunidad	está	gestionando	la	construcción	
de un plantel que albergue una escuela preparatoria bajo la dirección del 
Colegio de Bachilleres,32 pues los estudiantes se tienen que trasladar día a 
día	a	otras	localidades	donde	se	ubican	las	escuelas,	lo	que	ha	conllevado	el	
incremento	en	el	gasto	de	las	familias	y	el	riesgo	que	enfrentan	los	jóvenes	
de sufrir percances en la carretera. 
La Presa. San Francisco de Ixcatán (Paulina Martínez González, agosto de 2011).
foto 6.3
32. Entrevista a Ana.
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No	obstante	la	existencia	de	diferentes	instancias,	en	Ixcatán	predominan	
la	Asamblea	de	Comuneros	(que	sesiona	en	la	Casa	Comunal	Agapito	Rico)	
y	la	Asamblea	del	Ejido	como	los	centros	de	toma	de	decisiones.	Aunque	
estos	espacios	tratan	fundamentalmente	los	asuntos	relativos	a	la	tierra	y	la	
producción	agrícola,	también	se	difunde	en	forma	ocasional	información	
sobre	los	problemas	ambientales	y	otro	tipo	de	actividades	comunitarias.33 
Las	fiestas	y	las	instancias	que	se	han	descrito	funcionan	como	espacios	de	
socialización	en	la	vida	cotidiana	que	facilitan	la	organización	de	la	acción	
colectiva.	Los	lazos	de	parentesco	y	los	afectivos,	las	relaciones	sociales	que	
se	desarrollan	en	las	asambleas	y	la	convivencia	durante	las	fiestas,	además	
de	fortalecer	los	vínculos	comunitarios,	sientan	las	bases	para	la	movili-
zación de los ixcatlenses. 
experiencias de lucha
La	historia	de	los	conflictos	y	los	ciclos	de	acción	colectiva	de	la	comunidad	
giran	en	torno	al	territorio,	entendido	como	el	espacio	donde	se	desarrolla	la	
vida	y	la	cultura.34 En efecto, para los ixcatlenses, el territorio es todo; se le 
confiere	una	densidad	de	significados	que	tienen	que	ver	con	la	subsistencia,	
la	identidad	y	la	vida	cotidiana.	En	sus	palabras:
La	vida	de	todos	estos	pueblos	[de	la	Barranca]	ha	sido	desde	tiempo	
inmemorable	el	río	grande	de	Santiago	y	los	ríos	y	arroyos	que	lo	ali-
mentan,	entonces	al	contaminarse	los	cauces	vivos	ponen	en	peligro	la	
vida	de	las	plantas,	de	los	animales,	la	cultura	de	los	pueblos	y	su	historia	
(Enlaces de los Pueblos de la Barranca del Río Santiago, parte integrante 
de	la	Asamblea	Regional	de	Afectados	Ambientales,	Jalisco,	2010).
33. Entrevista a Manuel.
34. La cultura se puede definir como la organización social de significados, interiorizados de modo 
relativamente estable por los sujetos en forma de esquemas o de representaciones compartidas, y 
objetivadas en formas simbólicas, todo ello en contextos históricamente específicos y socialmente 
estructurados (Giménez, 2009).
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En este trabajo se entienden, junto con Guadalupe Valencia (2007), el 
espacio	y	el	territorio	como	construcciones	sociales	y	no	como	geografías	
“vacías”;	por	el	contrario,	siguiendo	a	Giménez	(2009),	se	trata	siempre	
de	una	 superficie	marcada	por	 las	huellas	del	pasado	de	 los	grupos.	No	
obstante,	se	debe	agregar	que	los	significados	que	se	confieren	al	territorio	
no	son	estáticos	pues,	como	en	todo	proceso	significativo,	se	encuentran	
en	un	movimiento	constante.	
Una	manera	de	acercarse	a	las	construcciones	asociadas	al	territorio	es	
a	través	de	las	expresiones	creativas	de	la	comunidad.	El	mejor	ejemplo	lo	
representa	el	mural	comunitario	que	fue	elaborado	en	uno	de	los	muros	de	
la	telesecundaria	bajo	la	guía	de	un	afamado	muralista	mexicano.35 El diseño 
de	los	grabados	estuvo	a	cargo	de	los	habitantes	de	la	comunidad,	quienes	
dibujaron	una	variedad	de	bosquejos	con	las	figuras	más	representativas	del	
pueblo.	El	muralista	pintó	los	trazos	con	base	en	los	bosquejos	y	los	ixcat-
Mural comunitario en la telesecundaria. San Francisco de Ixcatán (Paulina Martínez González, abril 
de 2010).
foto 6.4
35. Gustavo Chávez Pavón. El mural se realizó los días 19, 20 y 21 de marzo de 2010.
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lenses se encargaron de darles colorido.36	En	el	mural	conviven	elementos	
naturales	del	entorno	—ríos,	plantas,	árboles	y	animales	de	la	región—	y	
elementos	culturales	—las	máscaras	y	el	coloquio	antiguo	de	los	tastuanes,	
altares	de	muertos	y	leyendas	de	defensa	de	la	tierra.	De	esta	manera,	para	
entender	las	luchas	de	este	pueblo	es	necesario	tener	en	mente	esa	visión	
holística,	integradora,	que	le	confieren	a	su	vida	en	La	Barranca.	
La	centralidad	que	el	territorio	ha	adquirido	para	algunos	movimientos	
sociales	ha	sido	advertida	por	algunos	autores.	Por	ejemplo,	Leff	(2005)	
argumenta	que	en	las	luchas	por	la	reapropiación	social	de	la	naturaleza,	los	
proyectos de la sustentabilidad enraízan en bases ecológicas e identidades 
culturales.	Por	su	parte,	Arturo	Escobar	(2000)	afirma	que	algunas	comu-
nidades	rurales	mantienen	un	fuerte	arraigo	al	territorio,	concebido	como	
una	entidad	multidimensional	que	vincula	elementos	del	mundo	biofísico,	
el	 humano	y	 el	 supernatural	 (o	místico).	En	particular,	 advierte	que	 las	
concepciones	sobre	el	territorio	presentan	relaciones	complejas	entre	los	
sistemas	simbólicos	/	culturales	y	las	actividades	productivas.	Como	se	verá,	
todos	estos	elementos	están	presentes	en	el	mundo	de	vida	de	los	ixcatlenses.
La	defensa	del	 territorio	 comenzó	cuando	 los	 indios	 reclamaron	a	 la	
Corona	el	reconocimiento	de	la	propiedad	comunal.	En	esa	ocasión,	obtu-
vieron	la	concesión	de	12,000	hectáreas.	Después,	iniciaron	nuevos	procesos	
y	obtuvieron	el	reconocimiento	de	1,103	hectáreas	en	1934,	y	de	1,673	
hectáreas	para	el	ejido	en	1936.	Hacia	1994,	los	pueblos	de	La	Barranca	
se	encararon	a	otro	tipo	de	problema:	la	contaminación	de	sus	afluentes	y	
mantos	freáticos	a	causa	del	escurrimiento	de	lixiviados	de	un	relleno	sani-
tario,	El	Pedregal,	asentado	en	la	comunidad	de	Copala.	Algunos	platican	
que	los	niños	comenzaron	a	padecer	enfermedades	en	la	piel	y	que	perdie-
ron algunas cabezas de ganado. Los barranqueños buscaron el origen hasta 
dar	con	los	lixiviados.	Entonces,	las	localidades	de	Ixcatán,	Ampliación	de	
Copala	y	La	Soledad	bloquearon	el	vertedero	y	obligaron	a	las	autoridades	
de	Zapopan	a	clausurarlo	y	a	que	realizaran	obras	sociales	como	restitución	
36. Entrevista a Ana. Nota de campo del evento de inauguración del mural, Ixcatán, el 13 de abril de 
2010.
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del	daño.	Así	fue	como	lograron	la	construcción	de	la	telesecundaria	de	Ix-
catán,	la	reparación	de	15	kilómetros	de	caminos,	la	instalación	del	centro	
de	salud	de	Ixcatán,	el	empedrado	y	la	electrificación	para	la	comunidad	de	
La	Soledad	y	la	construcción	de	seis	bordos	para	captar	agua	pluvial.37 Sin 
duda,	este	triunfo	sedimentó	en	la	memoria	colectiva	y	dio	impulso	a	nuevas	
luchas.	En	la	actualidad,	persisten	los	conflictos	por	la	tenencia	de	la	tierra	
y	los	ixcatlenses	han	decidido	repartir	terrenos	entre	sus	habitantes.	Es	im-
portante	mencionar	que	las	tierras	que	se	conceden	no	están	en	posesión	y	
además	se	encuentran	dentro	de	los	límites	reconocidos	por	las	autoridades	
agrarias.38	Ese	conflicto	sigue	siendo	central	para	los	ixcatlenses,	aunque	han	
visto	surgir	nuevos	desafíos.	
Por	otra	parte,	la	creciente	contaminación	del	río	Santiago,	que	fluye	
por	 un	 lado	 de	 las	 comunidades	 barranqueñas	 de	Los	Tempizques,	 Ex	
Hacienda	del	Lazo,	Paso	de	Guadalupe,	El	Morado,	El	Pozo,	Los	Gavilanes	
e	Ixcatán,	afecta	la	salud	de	los	aires,	suelos,	flora	y	fauna,	y	pone	en	riesgo	
a	los	pobladores.	Frente	a	esta	situación,	los	ixcatlenses	llevaron	a	cabo	en	
mayo	de	2009	el	Encuentro	por	la	Defensa	de	la	Tierra,	en	donde	aborda-
ron	temas	como	la	cultura,	el	uso	de	abonos	orgánicos	y	la	conservación	
del	ecosistema	y	el	territorio.	También	denunciaron	la	desigualdad	en	la	
distribución	de	 los	daños	 ambientales	 y,	 en	general,	 al	orden	 capitalista	
como	causante	de	la	devastación:
[…]	hace	25	años	todavía	cientos	de	familias	vivían	de	la	pesca	en	el	
río,	utilizaban	el	agua	para	sus	cultivos	y	daban	de	beber	a	su	ganado	sin	
ninguna	preocupación.	Ahora	es	distinto	y	las	comunidades	se	han	des-
poblado	por	falta	de	fuentes	de	empleo,	por	el	terrible	olor	que	despide	
el	río	y	por	el	alto	riesgo	que	corre	la	salud	humana	en	esos	lugares.	Sólo	
unos	cuantos	resisten	porque	no	tienen	a	dónde	ir,	ahí	nacieron	y	tal	vez	
ahí	morirán,	frente	al	desenfado	del	gobierno,	de	los	grandes	industriales	
37. Entrevista a Ana, Juan y Alberto.
38. Entrevista a Manuel.
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y	de	todos	los	que	contaminamos	las	aguas	del	río	Santiago,	regulador	
del	clima	en	la	zona,	padre	biológico	de	la	enorme	riqueza	de	plantas	y	
animales	en	La	Barranca	(Casillas,	2009b).
El	29	de	junio	de	ese	mismo	año,	organizaron	un	recorrido	para	documentar	
ante	 los	medios	de	comunicación	y	simpatizantes	 las	afectaciones	de	sus	
ríos y arroyos. El grupo partió de la plaza de Ixcatán hacia el río Santiago. 
También	se	celebró	un	festival	cultural	en	el	que	mostraron	a	los	visitantes	
algunas	de	sus	tradiciones	relativas	a	las	fiestas	y	las	artes	de	la	comunidad.	
En	la	convocatoria	se	puede	apreciar	que	las	demandas	no	solo	denuncian	
el	daño	a	la	salud	humana	sino	también	de	las	especies	del	ecosistema,	pues	
como	se	ha	visto,	la	naturaleza	es	valorada	como	parte	constitutiva	de	la	
identidad	colectiva	de	estos	pueblos:
Los	que	vivimos	al	lado	de	este	río	considerado	uno	de	los	más	contami-
nados	del	mundo,	no	hemos	visto	acciones	del	gobierno	que	beneficien	
a	las	plantas,	animales	y	a	las	personas,	al	contrario,	el	agua	utilizada	
en	la	zona	metropolitana	de	Guadalajara	se	tira	al	río	sin	tratarse	en	su	
gran	mayoría,	esto	no	es	nuevo,	hace	35	años	que	iniciaron	los	enve-
nenamientos	de	los	animales	que	vivían	en	el	río	Santiago	(Comunidad	
Indígena de San Francisco de Ixcatán, 2009).
En	agosto	de	2009,	habitantes	de	Milpillas,	Huaxtla	y	San	Lorenzo,	comuni-
dades	aledañas	a	Ixcatán,	detectaron	escurrimientos	de	lixiviados	del	relleno	
sanitario Picachos39 hacia el río Arroyo Grande de Milpillas. A causa de esto, 
Huaxtla	y	Milpillas	perdieron	el	Balneario	de	Huaxtla,	que	se	alimentaba	del	
Arroyo.	Los	escurrimientos	se	originaron	porque	se	rebasó	la	capacidad	
de	las	lagunas	destinadas	a	contenerlos.	Los	vecinos	denunciaron	ante	la	
Procuraduría	Federal	de	Protección	al	Ambiente	y	la	institución	clausuró	el	
39. El relleno recibe 380,000 toneladas de residuos sólidos que los habitantes del municipio de Zapopan 
generan en forma anual. El vertedero no cuenta con los requerimientos básicos, como geomembranas 
en buen estado, y no se realiza un manejo adecuado de los lixiviados. 
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relleno.	Entonces	el	Ayuntamiento	de	Zapopan	se	comprometió	a	solucionar	
los	problemas	antes	del	28	de	septiembre	de	ese	mismo	año	y	evitó	así	la	
clausura	permanente	del	predio	(Rivera	Avelar,	2009a).
En octubre de 2009, los barranqueños descubrieron que los operadores 
del	relleno	depositaron	lixiviados	en	el	río	La	Soledad	(fuente	de	agua	para	
Ixcatán)	(Guillén,	2009).	Cabe	mencionar	que	los	dos	afluentes	—Milpillas	y	
La	Soledad—	proveen	de	agua	para	usos	agrícolas	y	domésticos	a	una	decena	
de	comunidades,40	y	ambos	son	tributarios	del	Santiago,	pues	descienden	
hacia	él	a	través	de	La	Barranca.	
Frente	a	esto,	decidieron	bloquear	el	vertedero	durante	60	horas	y	obli-
garon	a	las	autoridades	municipales	de	Zapopan	a	que	se	comprometieran	a	
corregir	los	problemas	y	a	realizar	obras	sociales	en	la	zona	como	reparación	
del	daño	(Rivera	Avelar,	2009b).	Después	de	tres	días	de	negociaciones,	
las	autoridades	establecieron	un	convenio	con	los	vecinos	(Rivera	Avelar,	
2009c),	pero	las	adecuaciones	en	el	vertedero	y	las	obras	solicitadas	siguen	
sin	cumplimentarse,	a	pesar	de	que	funcionarios	de	Obras	Públicas	acudie-
ron	a	visitar	los	sitios	en	donde	se	podrían	instalar.41 Es interesante notar 
que	la	forma	adoptada	por	los	barranqueños	para	exigir	la	restauración	de	
los	daños	ambientales	implica	una	compensación	económica	(indirecta,	a	
través	de	obras	sociales),	pero	los	lenguajes	de	valoración	que	utilizan	no	
se	limitan	a	los	costos	monetarios;	para	ellos,	la	pérdida	de	su	territorio	
o	de	sus	recursos	no	es	mesurable	a	través	del	dinero,	pues	con	ello	se	
lastiman	su	cultura,	sus	tradiciones,	su	identidad.	
40. En entrevista periodística, Enrique Hernández Arámbula, vecino de Milpillas, aseguró que a causa 
de la contaminación del Arroyo de Grande de Milpillas, los habitantes de su comunidad, de San 
Lorenzo y de Huaxtla, han perdido cabezas de ganado y han dejado de utilizar el agua para regar 
sus huertas de mango, cultivo tradicional de la zona. Asimismo, denunció que algunos pozos que 
se alimentan de los mantos freáticos también están contaminados (Torres, 2009). 
41. Las obras solicitadas fueron: la construcción de un dispensario médico en la comunidad de La 
Soledad; la construcción de bordos para almacenar el agua pluvial para usos agrícolas; la reparación 
de la red de agua que abastece del líquido a la comunidad de Ixcatán; la reparación de algunos 
caminos y equipamiento para los centros de salud de las comunidades afectadas. El 18 de marzo 
de 2010, empleados de Obras Públicas de Zapopan acudieron a Ixcatán y realizaron un recorrido 
con vecinos de la comunidad para tomar datos necesarios para la realización de los proyectos (nota 
de campo, Ixcatán, 18 de marzo de 2010).
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El	8	de	marzo	de	2010	las	comunidades	de	San	Esteban,	San	Isidro	e	Ixca-
tán	recibieron	a	un	equipo	de	simpatizantes	que	los	apoyaron	a	documentar	
las afectaciones del río Blanco.42	El	11	de	mayo	del	mismo	año,	realizaron	
otro	recorrido	hacia	Picachos,	para	corroborar	el	avance	de	las	obras	de	
adecuación	del	vertedero.	Algunas	comunidades	de	La	Barranca,	entre	ellas	
Ixcatán,	han	decidido	mantenerse	aliadas	para	enfrentar	los	daños	en	los	
ríos	Los	Camachos,	Verde	y	Blanco,	todos	tributarios	del	Santiago.	Los	ba-
rranqueños	temen	seguir	perdiendo	sus	recursos,	pues	dichos	afluentes	y	los	
mantos	freáticos	subyacentes	también	están	contaminados.	Otros	problemas	
ambientales	que	se	discuten	son:	la	tala	inmoderada	de	árboles,	la	quema	
clandestina de cables (práctica que realizan fuereños para separar el plástico 
del	 cobre)	 y	 los	proyectos	de	 construcción	de	 fraccionamientos	 en	 el	
Bosque	del	Nixticuil–San	Esteban–El	Diente,	pues	tales	asentamientos	apor-
tarían	nuevas	fuentes	de	polución	y	ocasionarían	fuertes	daños	en	el	Corredor	
de La Barranca, dado que el bosque es un área de protección hidrológica 
municipal43	a	través	de	la	cual	descienden	el	río	Blanco,	aguas	pluviales	y	
subterráneas hacia el Santiago. Para los barranqueños, la construcción de 
los	conjuntos	habitacionales	significaría	también	la	pérdida	del	agua	que	
nutre	sus	cultivos,	sus	animales	y	sus	necesidades	humanas.	
En	 concordancia	 con	 los	 retos	mencionados,	 se	 han	 llevado	 a	 cabo	
nuevos	recorridos44	para	documentar	la	situación	de	los	cuerpos	de	agua,	
durante	los	cuales	se	toman	fotografías,	videos	y	muestras	del	líquido	para	
ser	analizadas.	Las	caminatas	tienen	la	función	de	detectar	los	orígenes	de	
contaminación,	difundir	la	problemática	y	fortalecer	sus	casos	frente	a	las	
autoridades.	Estas	prácticas	también	corresponden	a	lo	que	Martínez	Alier	
(2006)	denomina	“epidemiología	popular”,	que	son	estrategias	desarrolladas	
42. El río Blanco nace en Nextipac, al norte de la zona conurbada de Guadalajara; atraviesa las po-
blaciones de Nextipac, Copalita, El Quemado y Río Blanco, y es un importante tributario del río 
Santiago. Sus aguas bajan a través de La Barranca. 
43. El área comprende 1,591 hectáreas. El decreto fue emitido por el Ayuntamiento de Zapopan en 
2008.
44. Los recorridos proyectados para realizarse en los próximos meses incluyen los siguientes afluentes: 
los arroyos de Agua Zarca, Agua Prieta, Agua Fría, y los ríos Blanco, La Soledad y Los Camachos. 
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para	fortalecer	sus	demandas.	Para	socializar	su	problemática,	han	abierto	
un blog	en	la	Internet,	espacio	que	funciona	como	medio	de	divulgación	de	
las	actividades	de	la	comunidad	como	los	eventos	deportivos,	las	fiestas,	los	
acuerdos	de	las	asambleas,	las	notas	informativas	sobre	La	Barranca	publica-
das	en	los	medios	de	comunicación,	convocatorias	a	reuniones,	entre	otros.	
Cabe	mencionar	que	el	blog	es	visitado	con	frecuencia	por	los	ixcatlenses	
migrantes	que	viven	en	otros	estados	del	país	o	en	Estados	Unidos.	Además,	
tienen	en	puerta	proyectos	de	recuperación	de	medicina	y	cultivos	tradicio-
nales,	y	la	elaboración	de	inventarios	de	las	especies	de	animales	y	plantas	
que se han perdido.45	Asimismo,	han	recurrido	a	instancias	internacionales,	
como	el	Tribunal	Latinoamericano	del	Agua,	para	denunciar	la	situación,	y	
se	han	aliado	en	momentos	coyunturales	con	otras	luchas.	
Estas	alianzas	han	cobrado	una	relevancia	especial,	por	lo	que	conviene	
detenerse	un	poco	en	ellas.	A	finales	de	mayo	de	2009,	se	llevó	a	cabo	iv 
Asamblea	Nacional	de	Afectados	Ambientales	(anaa)	en	el	municipio	de	
El	Salto,	Jalisco.	Algunos	activistas	de	Ixcatán	se	enteraron	del	evento	y	
acudieron	como	observadores.	Su	interés	en	asistir	surgió	del	hecho	de	que	
su	territorio	forma	parte	del	Corredor	Biológico	de	La	Barranca	del	Río	
Santiago	y	que	ellos	también	padecen	los	efectos	de	la	contaminación.	En	
el	evento	conocieron	a	los	militantes	de	la	organización	Un	Salto	de	Vida46 
y	decidieron	reunirse	para	platicar	sobre	asuntos	comunes.	Así	fue	como	
comenzaron	 a	 participar	 en	 la	anaa,47	 pero	 en	 especial	 en	 la	Asamblea	
Regional	de	Afectados	Ambientales	 (araa). De hecho, cinco de las siete 
versiones	de	la	araa se han realizado en poblados de La Barranca.48 Sin 
45. Nota de campo en relación con los Acuerdos de la vii Asamblea de Afectados Ambientales, Paso 
de Guadalupe, Ixtlahuacán del Río, 23 de abril de 2010. 
46. Un Salto de Vida, ac, es una organización que surgió en el municipio industrial de El Salto, Jalisco. 
La localidad se ubica en los márgenes del Santiago, razón por la cual sus pobladores sufren proble-
mas de salud y pérdida de medios de subsistencia, entre otros. La organización tiene el propósito 
de demandar el cumplimiento de las normas ambientales y difundir la problemática. 
47. Los ixcatlenses han participado en dos versiones de la anaa, incluso uno de ellos forma parte del 
Consejo de esa organización. 
48. Los pueblos barranqueños en donde se ha realizado la Asamblea son: San Cristóbal de La Barran-
ca, Ex Hacienda del Lazo, San Isidro, Huaxtla y Paso de Guadalupe. Las primeras asambleas se 
realizaron en Temacapulín y Mezcala. 
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embargo,	estas	alianzas	tienen	un	carácter	coyuntural,	pues	cada	uno	de	los	
sujetos	participantes	conserva	su	autonomía.	Básicamente,	la	participación	
en la araa	tiene	la	función	de	compartir	experiencias	y	de	promover	la	so-
lidaridad	en	las	acciones	que	cada	comunidad	decide	realizar.	De	acuerdo	
con	los	entrevistados,	esa	instancia	es	solo	un	medio	complementario	a	sus	
programas	de	acción	particulares.49	Es	 importante	mencionar	que,	como	
resultado	de	estas	reuniones,	se	han	construido	definiciones	comunes	acerca	
del	origen	de	los	problemas	en	la	zona.	Estas	definiciones	identifican	que	
los	principios	estructurales	apuntados	antes	han	ocasionado	la	devastación:
[…]	hay	evidencias	claras	de	lo	que	los	grandes	capitales	hacen	al	con-
taminar	nuestro	ambiente	con	 su	 forma	de	producción	y	construcción	
salvaje.	Para	cualquier	parte	que	miremos	la	imagen	es	de	destrucción.	El	
territorio,	los	recursos	naturales	y	el	medio	ambiente	están	siendo	depre-
dados	por	el	capital	(industrial	e	inmobiliario)	con	el	consentimiento	de	
los gobernantes (anaa, 2009).
Por	otra	parte,	en	la	zona	de	La	Barranca,	sin	duda,	Ixcatán	ha	funcionado	como	
un centro	de	atracción	entre	los	pueblos.	En	efecto,	los	ixcatlenses	convocaron	
en	diferentes	ocasiones	a	sus	vecinos	para	que	se	sumaran	a	las	reuniones	de	la	
araa.	De	esta	manera,	los	pueblos	de	La	Barranca	se	comenzaron	a	integrar	
poco a poco. Pero la araa	no	es	el	único	lugar	de	discusión	y	movilización	
de	 los	 barranqueños,	 quienes	 cuentan	 con	múltiples	 espacios	 de	 la	 vida	
cotidiana	para	organizar	sus	acciones.	Además,	es	muy	importante	destacar	
que	en	reiteradas	ocasiones,	durante	las	asambleas,	se	ha	hecho	énfasis	en	
el	compromiso	de	mantener	la	autonomía	de	cada	localidad	en	lo	que	se	
refiere	a	la	definición	de	las	necesidades	y	de	las	acciones.	Los	barranqueños	
han	demostrado	ser	muy	celosos	de	su	independencia.	En	la	Asamblea	cada	
comunidad	expone	sus	problemas,	propone	soluciones	y	los	demás	deciden	
si	las	apoyan.	Mediante	este	procedimiento	se	determinó	la	estrategia	frente	
a	los	escurrimientos	de	Pichachos	y	otras	acciones	comunes,	como	la	reali-
49. Entrevistas a Juan, Manuel, Alberto, Sara y Ana.
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zación de los recorridos y la elaboración de inventarios de la biodiversidad. 
Incluso, durante la reunión en la localidad de Paso de Guadalupe,50 los 
participantes se pronunciaron en contra de la interferencia de autoridades, 
partidos	políticos	y	organizaciones	sociales	en	la	toma	de	decisiones.	En	
suma,	los	diferentes	tipos	de	vínculos	existentes	entre	los	pobladores	de	La	
Barranca	y	la	activa	promoción	desplegada	por	los	ixcatlenses	ha	permitido	
la	movilización	de	estos	pueblos	para	la	defensa	de	su	territorio.	El	tipo	de	
alianzas	entre	las	localidades	aún	se	está	definiendo.	Por	el	momento,	hay	
una	colaboración	activa	entre	ellos	y	también	lazos	coyunturales	con	otras	
luchas,	como	son	Un	Salto	de	Vida	y	otros	pueblos	participantes	de	la	araa. 
Ixcatán	no	solo	ha	funcionado	como	detonante	de	las	movilizaciones	sino	
que	además	tiene	su	propia	experiencia	de	resistencia	frente	a	la	depredación	
de sus tierras, sus recursos y su cultura. 
reflexiones para concluir
El Corredor Biológico de la Barranca del Río Santiago ha sido objeto de 
una	grave	destrucción,	originada	por	la	predominancia	de	un	modelo	ra-
paz	en	su	relación	con	la	naturaleza.	En	efecto,	la	producción	masiva	de	
mercancías	elaboradas	con	sustancias	tóxicas	y	recursos	no	renovables,	la	
exaltación	del	consumo	inmoderado	y	la	creencia	en	la	superioridad	de	las	
necesidades	del	hombre	por	encima	de	las	de	otras	especies,	en	combinación	
con	la	escasa	cultura	ambiental	de	la	población	y	la	violación	permanente	
a	las	normas,	han	puesto	en	un	serio	riesgo	la	continuidad	de	la	vida	que	
habita en el Corredor. 
Es	importante	hacer	notar	que	en	la	problemática	de	esta	investigación	
se	distinguen	distintas	duraciones	o	 temporalidades.	En	primer	 lugar,	el	
tiempo	de	la	naturaleza	que	dio	lugar	al	complejo	y	abundante	ecosistema	
de	la	Barranca	del	Santiago.	No	se	sabe	con	exactitud	cuántos	millones	de	
50. Nota de campo, vii Asamblea Regional de Afectados Ambientales, Paso de Guadalupe, Ixtlahuacán 
del Río, 23 de abril de 2010.
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años	fueron	necesarios	para	que	surgiera	esta	gran	variedad	de	formas	de	
vida,	pero	con	seguridad	se	trata	de	una	larga	duración	que	fue	interrumpida	
por	la	intervención	del	humano.	Aunque,	de	acuerdo	con	José	Luis	Solana	
(2007), todas las culturas han trastocado el equilibrio natural, sin duda, a 
raíz	de	la	puesta	en	marcha	de	los	procesos	de	la	reproducción	capitalista,	
la	intervención	se	tornó	rapaz.	
Este	principio	estructural,	el	capitalismo,	y	el	principio	ontológico	que	
ha	orientado	 la	 relación	 con	 la	 naturaleza,	 también	 son	 el	 resultado	de	
prácticas	y	creencias	recursivas	que	han	tenido	lugar	por	largos	periodos;	
en	palabras	de	Fernand	Braudel	(1968),	la	larga	duración	es	el	tiempo	de	
las	estructuras.	No	obstante,	la	continuidad	de	estas	duraciones	también	
se	ha	 interrumpido	 a	 raíz	del	 surgimiento	de	 sujetos	 sociales,	 como	 la	
comunidad	 indígena	San	Francisco	de	Ixcatán,	que	cuestionan	el	 imagi-
nario	capitalista	y	el	etnocentrismo,	mediante	la	defensa	de	su	territorio,	
vida,	cultura	y	recursos	(ecología	subversiva).	Sin	duda,	como	dice	Braudel	
(1968),	solo	es	posible	escapar	de	las	determinaciones	de	los	procesos	de	
larga	data	cuando	el	humano	es	capaz	de	“ponerlo	todo	en	cuestión”;	en	
ese	sentido,	un	problema	de	indagación	necesario	debe	preguntarse	por	los	
procesos que posibilitan que los sujetos afectados por la destrucción de la 
naturaleza	y	la	vida	emprendan	la	acción	colectiva	y	conviertan	una	crisis	
ecológica	en	un	conflicto	ambiental.	
Por	otra	parte,	en	la	propia	comunidad	coexisten	diversas	temporalida-
des:	el	pasado,	que	es	el	tiempo	de	la	memoria	colectiva,	de	las	tradiciones	
y las luchas, de los deseos pendientes que se actualizan en el presente y 
posibilitan	en	el	ahora	la	afirmación	de	la	identidad	y	la	activación	de	la	
resistencia	colectiva,	que	a	su	vez	apuntan	hacia	el	futuro	como	el	lugar	de	
los	horizontes	posibles.	En	efecto,	el	tiempo,	entendido	como	una	articula-
ción	de	los	campos	temporales	(pasado,	presente	y	futuro),	es	una	dimensión	
constitutiva	de	los	sujetos	sociales	(Valencia,	2007)	que,	para	los	ixcatlenses,	
no	está	determinada	totalmente	por	los	tiempos	de	la	economía	ni	de	la	
tradición	occidental.	Como	se	ha	visto,	los	pobladores	de	Ixcatán	han	lle-
vado	a	cabo	procesos	de	resignificación	con	base	en	su	identidad	y	cultura.	
Con	relación	al	futuro,	la	lucha	de	esta	comunidad	tiene	la	potencialidad	de	
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funcionar	como	un	detonante	para	la	trasformación	del	orden	social.	Por	
potencialidad	se	entiende	aquí,	junto	a	Hugo	Zemelman	(2005),	el	germen	
de	posibilidad	de	los	sujetos	para	construir	lo	nuevo,	lo	no	determinado.	En	
ese	sentido,	la	comunidad	evidencia	rasgos	de	esa	potencia	antisistémica	al	
proponer	en	los	hechos	modelos	alternativos	de	relación	con	la	naturaleza	
(como	el	comunalismo	y	la	vinculación	de	elementos	naturales	y	humanos)	
y	al	buscar	la	autonomía	sociopolítica	en	el	control	del	territorio	y	la	toma	
de	decisiones	sobre	el	destino	de	sus	recursos	y	cultura.	Hasta	el	momento,	
sus	demandas	y	su	potencial	trasformador	no	han	sido	absorbidos	por	el	
sistema,	pero	aún	está	por	verse	si	sus	aspiraciones	y	esperanzas	dan	lugar	
a	cambios	concretos	y	en	última	instancia	a	una	vida	mejor.
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aGua y confLictos aMbientaLes
en La ribera de caJititLán, JaLisco
Laura Velázquez López, Heliodoro Ochoa García
y	Jaime	Morales	Hernández
El hermoso y viejo embalse de Cajititlán... se encuentra sobre el borde oriental 
del municipio de Tlajomulco, a 25 km al sur en línea recta, de la populosa ciu-
dad de Guadalajara. Y su absurdo consiste en que, hallándose tan cercano, casi 
nadie en esta segunda gran ciudad del país, escucha sus penas y sus alegrías... de 
pronto, los tapatíos se han fijado en él. Y están descubriendo en sus típicas po-
blaciones ribereñas y en el brillo argénteo de sus vastas perspectivas un caudal 
estupendo de inviolados encantos
Ramón	Rubín.
La	zona	metropolitana	de	Guadalajara	es	la	región	de	mayor	importancia	
en	el	estado	de	Jalisco	y	ejerce	una	influencia	económica	y	política	sobre	las	
ciudades	de	12	estados.	Entre	los	municipios	que	la	conforman	se	encuentra	
Tlajomulco,	donde	se	ubica	ubica	el	lago	de	Cajititlán.	
El	desarrollo	de	las	funciones	metropolitanas,	la	concentración	pobla-
cional,	el	crecimiento	urbano	e	 industrial	desordenados,	 la	mala	gestión	
del	agua,	las	deficiencias	en	el	manejo	de	residuos,	la	agricultura	industria-
lizada	y	la	falta	de	capacidades	e	instrumentos	institucionales	para	atender	
problemas	ambientales,	aunado	al	impulso	de	un	modelo	predominante	de	
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aprovechamiento	intensivo	de	recursos,	ha	generado	una	compleja	proble-
mática	ambiental	de	alcance	regional	con	una	desigual	distribución	de	los	
impactos	ambientales,	lo	que	ha	afectado	en	particular	a	los	sectores	sociales	
más	vulnerables,	en	zonas	periurbanas	y	rurales,	y	ha	generado	escenarios	
de insustentabilidad y crisis de gobernabilidad.
Esta	crisis	ambiental	ha	movilizado	la	participación	de	actores	sociales	y	
comunidades	que	demandan	la	atención	de	las	autoridades	y	otros	actores	
institucionales	 para	 resolver	 los	 problemas	 ambientales	 que	 les	 afectan,	
hacen	inviables	sus	formas	de	vida	comunitaria	y	ponen	en	riesgo	su	salud	
y	supervivencia.	En	la	región,	diversos	movimientos	y	actores	sociales	se	
han	encaminado	hacia	la	construcción	de	alternativas	a	esta	crisis	ambiental.
El	presente	capítulo	da	cuenta	de	algunas	reflexiones	a	partir	del	proyecto	
de	investigación	e	intervención	“Agua,	agrodiversidad	y	medio	ambiente	
en	la	región	Guadalajara–Chapala–Santiago”	del	Centro	de	Investigación	y	
Formación	Social	(cifs), del Instituto Tecnológico y de Estudios Superiores 
de Occidente (iteso), donde uno de los casos de estudio es el lago de Caji-
titlán.	Uno	de	los	objetivos	del	proyecto	es	acompañar,	desde	la	universidad,	
los esfuerzos de los actores sociales locales orientados a la construcción 
de	alternativas.	Desde	una	perspectiva	de	la	complejidad	y	en	torno	a	una	
matriz	conceptual	ubicada	en	las	ciencias	de	la	sustentabilidad,	el	proyecto	
a	lo	largo	de	tres	años	ha	resultado	en	una	investigación	interdisciplinaria	
en	la	microrregión.
A	partir	de	las	aportaciones	de	la	ecología	política	y	de	la	nueva	cultura	
del	agua,	y	en	torno	a	las	evidencias	empíricas	de	la	investigación,	el	presente	
capítulo	analiza	algunos	de	los	procesos	que	generan	los	conflictos	ambien-
tales	en	el	lago	de	Cajititlán,	y	da	cuenta	de	avances	en	el	largo	camino	hacia	
la	construcción	de	alternativas	desde	la	sociedad	civil.	El	primer	apartado	
hace	un	acercamiento	a	algunas	ideas	teóricas	que	dan	contexto	a	los	pro-
cesos	que	en	la	microrregión	generan	los	principales	conflictos	ambientales.	
El segundo, se adentra en el lago de Cajititlán, su historia y sus recursos 
naturales;	aquí	se	analizan	el	uso	y	el	manejo	del	agua,	la	industrialización	de	
la	agricultura	y	la	gestión	pública	como	procesos	generadores	de	conflictos	
ambientales.	Los	diferentes	esfuerzos	de	los	actores	sociales	y	el	azaroso	
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camino	de	la	construcción	de	alternativas	son	revisados	en	el	tercer	apartado	
del texto, en el que se ilustran algunas experiencias que constituyen puntos 
de	partida	y	referencias	en	este	camino.	El	capítulo	concluye	presentando	
algunas	reflexiones	de	carácter	aún	provisional,	pero	que	arrojan	luz	hacia	
los procesos de gestión social de la sustentabilidad.
Los conflictos ambientales: un acercamiento
La	problemática	ambiental	es	una	dimensión	principal	de	la	crisis	global	
contemporánea	y,	a	juicio	de	Alain	Touraine	(1998),	se	debe	considerar	como	
una	crisis	civilizatoria	de	la	sociedad	moderna.	La	crisis	global	es	entendida	
por	Edgar	Morín	y	Nicolás	Hulot	(2008)	como	una	policrisis	donde	dife-
rentes	crisis	se	entrecruzan	en	una	problemática	de	alta	complejidad.	Desde	
la	perspectiva	de	este	último	autor,	la	crisis	civilizatoria	y	sus	efectos	han	
generado	el	creciente	surgimiento	de	una	conciencia	que	significa	abandonar	
la	misión	de	dominar	y	conquistar	la	naturaleza.	
Crisis ambiental y ciencias de la sustentabilidad 
Esta	crisis	afecta	a	todos	los	ámbitos	de	la	sociedad	moderna	y	significa	un	
profundo	cuestionamiento	a	las	ciencias	y	al	papel	que	desempeñan	como	
sostén	ideológico	y	tecnológico	del	desarrollo	dominante.	A	contracorriente	
de	las	ciencias	convencionales,	que	promueven	la	especialización	y	la	par-
celación	del	conocimiento,	ha	aparecido	una	perspectiva	de	complejidad	
que intenta integrar a las ciencias de la naturaleza con las ciencias sociales 
y	humanas,	en	la	búsqueda	de	la	sustentabilidad	como	un	componente	de	
las	alternativas	a	la	crisis	actual.
Desde	esta	perspectiva,	la	problemática	ambiental	constituye	hoy	en	día	
el	mayor	reto	para	la	ciencia	contemporánea,	no	solo	porque	demanda	con	
urgencia	nuevos	enfoques	capaces	de	ofrecer	información	completa	y	con-
fiable	 para	 resolver	numerosos	problemas	 sino	 sobre	 todo	porque	 estos	
representan	ya	una	colosal	amenaza	a	 la	supervivencia	de	 las	sociedades	
humanas	(Toledo,	1998).	Como	respuesta	a	esta	situación,	se	ha	gestado	un	
184 conflictos socioambientales y alternativas de la sociedad civil
interesante	fenómeno	entre	los	diferentes	campos	de	conocimiento	que	ha	
dado	lugar	a	una	serie	de	disciplinas	híbridas	y	complejas,	que	operan	como	
reacciones	al	proceso	general	de	especialización	excesiva;	son	expresiones	
de	una	suerte	de	“ciencias	de	salvamento”	para	detener	y	remontar	la	crisis	
ambiental	(Toledo,	1998).	El	resultado	ha	sido	la	aparición	de	una	veintena	
de	disciplinas	híbridas	y	complejas,	es	decir,	de	formas	interdisciplinarias	de	
abordar la realidad en las cuales el enfoque adoptado es el resultado de la 
integración de la ecología con diferentes ciencias dedicadas a estudiar el 
universo	social	y	humano.	Es	en	estos	esfuerzos	en	donde	tienen	su	génesis	
las ciencias de la sustentabilidad, incluyendo la ecología política.
La	ecología	política	nace	como	una	ciencia	compleja	y	hacia	la	sustenta-
bilidad.	Busca	analizar	los	conflictos	ecológicos	y	distributivos	causados	por	
el	actual	modelo	de	desarrollo;	responde	no	solo	a	la	crisis	de	la	naturaleza	
sino a la necesidad de desarrollar una práctica política que incorpore la 
dimensión	ecológica	de	la	cual	depende	lo	público.
Conflictos ambientales y ecología política 
Los	conflictos	ambientales	constituyen	una	disputa,	una	oposición	entre	dos	o	
más	actores	sociales;	se	identifican	por	los	diferentes	lenguajes	de	valoración	
que	los	actores	implicados	tienen	con	respecto	a	la	problemática	ambiental,	
y	son	complejos,	porque	en	ellos	convergen	elementos	sociológicos,	cultura-
les,	políticos,	ecológicos	y	simbólicos.	Si	bien	estos	conflictos	surgen	por	la	
expansión	de	las	actividades	económicas,	lo	que	implica	un	aumento	en	
la	extracción	de	recursos	y	cada	vez	más	contaminación	del	medio	ambiente,	
también	han	dado	origen	a	una	corriente	de	los	movimientos	ambientales	
conocida	desde	la	ecología	política	como	el	ecologismo de los pobres, en el 
que	las	acciones	se	encaminan	a	la	defensa	del	sustento,	la	calidad	de	vida	
y	la	autonomía	de	los	pueblos	afectados.	
El	ecologismo	de	los	pobres	hace	hincapié	en	la	importancia	del	acceso	
comunal	a	los	recursos	naturales	amenazados	por	el	estado	o	por	la	expan-
sión	del	mercado	(Martínez	Alier,	2006).	No	es	solo	una	forma	de	clasifi-
car	los	movimientos	ambientales,	es	una	percepción	de	la	naturaleza	y	los	
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bienes;	constituye	un	significado	del	porqué	se	ha	llegado	a	la	degradación	
medioambiental;	es	una	forma	de	entender	la	relación	entre	sociedad	y	medio	
ambiente,	y	sobre	todo	es	la	voz	y	la	lucha	de	los	pobres	por	su	supervi-
vencia	en	la	búsqueda	de	la	sustentabilidad.	Algunos	de	los	planteamientos	
fundamentales	del	ecologismo	de	los	pobres	están	enmarcados	en	la	relación	
sociedad–naturaleza.	Desde	este	punto	de	vista,	la	sociedad	y	el	medio	am-
biente se interrelacionan, por lo tanto, debería existir una responsabilidad 
social	ante	el	medio	ambiente	y	los	servicios	ambientales.	Se	reconoce	que	
el	crecimiento	económico	ha	tenido	impactos	significativos	sobre	el	medio	
ambiente,	y	que	estos	impactos	han	recaído	de	manera	desproporcional	sobre	
algunos	grupos	sociales	que	por	lo	general	son	los	más	pobres.	Por	esto,	la	
justicia	ambiental	y	los	derechos	ambientales	constituyen	los	fundamentos	
éticos	de	esta	forma	de	ecologismo.
La	ecología	política	es	una	corriente	de	pensamiento,	una	ciencia	que	
estudia	el	ecologismo	de	los	pobres.	Se	fue	configurando	a	partir	de	los	re-
clamos	de	los	afectados	ambientales	y	los	movimientos	sociales.	En	términos	
más	amplios,	los	conflictos	ecológicos	distributivos	conforman	su	objeto	de	
estudio,	así	como	los	“lenguajes	de	valoración”	que	los	actores	involucrados	
emplean	(Martínez	Alier,	2006).	La	ecología	política	ahonda	en	la	incon-
mensurabilidad	de	los	valores,	para	enfatizar	la	existencia	de	valores	que	
no	tienen	un	valor	equiparable	con	el	monetario.	Además,	retoma	el	poder	
y	las	relaciones	de	poder	entre	actores	sociales	involucrados	en	conflictos	
ecológicos	distributivos,	para	enfatizar	las	desigualdades	(sociales,	espaciales,	
temporales	y	de	poder)	en	el	uso	que	hacen	los	humanos	de	los	recursos	y	
servicios	ambientales	(Martínez	Alier,	2006).
Desde	otro	ángulo,	la	ecología	política	incorpora	categorías	como	justicia 
ambiental	y	el	ecologismo	de	los	pobres	para	evidenciar	el	carácter	histórico	
y	actual	de	la	deuda	ecológica	entre	países	del	norte	y	el	sur,	teniendo	como	
esencia	la	exigibilidad	de	los	derechos	humanos	y	subrayando	la	inequidad	
en	el	pago	de	los	costos	ambientales	que	desde	su	perspectiva	recae	sobre	
la	 población	más	 pobre.	 Al	 enfocarse	 en	 los	 conflictos	 ambientales,	 la	
ecología	política	 recibe	 retroalimentación	de	 los	movimientos	 sociales,	
sus	expresiones	y	formas	de	comunicación.
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La nueva cultura del agua
Si	bien	la	problemática	ambiental	y	la	ecología	política	constituyen	referentes	
fundamentales	en	el	abordaje	de	los	conflictos,	también	la	perspectiva	de	
una	nueva	cultura	del	agua	(nca) es un referente indispensable para explicar 
los	conflictos	desde	la	gestión	pública	y	una	forma	de	abordar	de	manera	
alternativa	la	gestión	del	agua	desde	una	plataforma	ética.
Desde	esta	perspectiva,	la	forma	en	que	una	sociedad	maneja	el	agua	per-
mite	analizar	la	organización	institucional	y	las	tensiones	sociopolíticas	por	
el	uso	y	acceso	al	recurso.	Las	situaciones	de	conflictividad	están	asociadas	
a	formas	insustentables	de	gestión	institucional	del	agua,	entre	otros	factores.	
De	esta	manera,	el	agua	juega	un	rol	central	y	articulador	en	los	procesos	de	
conflicto	y	las	alternativas.	
La	situación	de	escasez	y	abatimiento	de	aguas	superficiales	y	subterrá-
neas	se	asocia	en	buena	medida	al	abuso	y	el	derroche	desmedido	que	se	
hace	en	el	campo	y	la	ciudad.	En	el	país	no	existe	información	disponible	
(oficial	o	extraoficial)	generada	de	manera	sistemática	y	confiable	referente	
al	volumen	de	agua	que	se	extrae	de	las	fuentes	superficiales	o	subterráneas,	
pero	las	evidencias	son	contundentes:	el	acelerado	ritmo	de	deterioro	que	
padecen	los	cuerpos	de	agua,	debido	al	agotamiento	y	 la	contaminación	
que	genera	sobre	todo	el	mal	manejo	de	residuos	y	la	descarga	de	aguas	sin	
tratamiento,	de	origen	urbano,	industrial	y	agropecuario.
La nca	constituye	un	enfoque	de	la	gestión	sustentable	que	tiene	como	
sustrato	el	sentido	ético	del	agua,	consistente	en	reconocer	que	la	forma	
como	los	seres	humanos	se	relacionan	con	el	vital	líquido	no	ha	sido	equi-
tativa.	Sobre	esta	línea,	el	aporte	fundamental	de	este	nuevo	enfoque	radica	
en	modificar	la	forma	de	organizar	y	priorizar	la	gestión	pública	del	agua	
(Arrojo, 2006).
El	término	nueva cultura del agua fue acuñado en 2005 a partir de la 
reflexión	y	compromiso	de	la	comunidad	científica	en	diferentes	partes	del	
mundo,	cuando	se	planteó	que	una	de	las	causas	de	los	conflictos	sociales	
y políticos era la existencia de 1,100’000,000 de personas que no tenían 
garantizado	el	acceso	al	agua	potable,	además	de	2,400’000,000	de	habi-
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tantes	que	carecían	de	saneamiento	seguro.	En	vista	de	lo	anterior,	quedó	
clara	la	necesidad	de	realizar	cambios	en	la	escala	de	valor	del	vital	líquido,	
cambios	en	la	manera	de	concebir	la	naturaleza	y	cambios	en	cuanto	a	la	
forma	de	organizar	la	vida	humana.
La nca	significa	considerar	que	el	agua,	además	de	ser	un	compuesto	
químico,	conlleva	funciones,	valores	y	derechos.	Las	funciones	son	diver-
sas,	se	relacionan	con	valores	éticos,	y	es	aquí	donde	la	ética	constituye	un	
reto, porque lo que se tendría que priorizar son los principios de equidad y 
sustentabilidad,	relacionados	a	su	vez	a	los	derechos	humanos.	A	partir	de	
esta	concepción,	se	han	desarrollado	cuatro	categorías	fundamentales	para	
explicar la nca:	el	agua	vida,	el	agua	ciudadanía,	el	agua	negocio	y	el	agua	
delito (Arrojo, 2006).
En	el	contexto	del	área	de	estudio,	el	agua	vida	se	refiere	al	reconocimien-
to	del	derecho	humano	al	agua	potable	segura	en	cantidad	y	calidad,	además	
de	asegurar	un	caudal	ambiental	que	permita	el	equilibrio	y	la	reproducción	de	
los	ecosistemas	lacustre,	fluvial	y	ripario.	Por	su	parte,	el	agua	ciudadanía	
se	 observa	 como	un	 componente	 de	 un	 conflicto	 sociopolítico	 que	 gira	
alrededor de la exigencia de la sociedad por tener un acceso garantizado al 
agua	para	el	uso	urbano	(doméstico);	se	refiere	sobre	todo	a	aspectos	de	
cantidad,	frecuencia	y	costo	del	servicio,	y	en	menor	medida	se	habla	
de	la	calidad	del	agua.	En	el	marco	del	agua	negocio,	se	sitúa	un	debate	
sobre	la	viabilidad	y	conveniencia	de	establecer	un	sistema	tarifario	dife-
renciado	para	los	usos	productivos,	en	especial	para	la	industria	y	el	sector	
de	servicios,	que	permita	un	subsidio	cruzado	para	el	consumo	doméstico	de	
familias	pobres.	Respecto	al	uso	agrícola,	no	hay	claridad	de	cómo	se	integra	
en	el	modelo	tarifario;	sin	embargo,	merece	la	pena	señalar	la	posibilidad	
de	cobrar	tarifas	a	este	sector	según	sea	el	modelo	de	agricultura:	campesina	
o industrial.
En	situaciones	de	conflicto	ambiental,	la	categoría	de	agua	delito	cobra	
especial	importancia,	pues	propone	sanciones	efectivas	a	usuarios	que	violen	
la	ley	o	no	cumplan	con	la	normatividad	en	materia	de	uso	y	manejo	del	
agua,	sobre	todo	en	lo	que	se	refiere	al	saneamiento	de	descargas	de	aguas	
residuales a redes de drenaje y cuerpos de agua. 
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Procesos generadores de conflictos y de alternativas
Existe	una	relación	complementaria	entre	conflicto	ambiental	y	desarrollo	
de	alternativas.	El	conflicto	nace	ante	una	situación	localizada	de	deterioro	
ambiental	que	afecta	las	condiciones	de	vida	en	una	comunidad,	en	par-
ticular	cuando	se	trata	de	su	hábitat,	sus	formas	de	producción	y	la	salud	
pública.	La	alternativa	surge	para	hacer	frente	a	la	problemática	y	el	conflicto	
ambiental	inmediato,	pero	se	desenvuelve	desde	una	perspectiva	regional	
y de largo plazo.
El	conflicto	ambiental	 se	desarrolla	en	un	contexto	geográfico	más	o	
menos	 homogéneo,	 donde	 el	 territorio	 (la	 tierra),	 el	 agua	 y	 las	 fuentes	
de	alimento	son	los	referentes	más	constantes	en	la	problemática	y	en	la	
construcción	de	alternativas.	Conlleva	la	participación	activa	de	las	co-
munidades	afectadas,	quienes	despliegan	estrategias	de	vinculación	con	
organizaciones	y	movimientos	ambientales,	desde	lo	local	hasta	lo	inter-
nacional	(Ochoa	García,	2011).	Implica	también	una	participación	social	
comprometida,	ya	que	el	alcance	de	las	alternativas	puede	ser	favorecido	con	
el	apoyo	y	el	involucramiento	de	los	sectores	productivos	locales,	los	actores	
gubernamentales	y	las	empresas	(sociales	y	privadas).	En	este	sentido,	es	
fundamental	conocer	los	procesos	que	inciden	en	la	problemática	ambiental,	
en	los	conflictos	sociales	y	en	las	propuestas	de	alternativas.
Un	proceso	generador	de	conflictos	ambientales	se	refiere	a	la	interacción	
de	un	conjunto	de	elementos	ambientales	y	prácticas	sociales	e	institucio-
nales	en	torno	al	agua	y	la	agricultura.	Esta	categoría	permite	explicar	el	
trasfondo	de	 conflictos	 ambientales,	 identificar	 evidencias	 observables	 e	
indicadores	precisos	que	pueden	ser	sistematizados	en	el	análisis	de	la	pro-
blemática	ambiental,	en	particular	las	referidas	al	agua	y	la	agricultura,	así	
como	sus	posibles	alternativas	hacia	la	sustentabilidad	(Morales	Hernández	
et al, 2011).
A	 lo	 largo	de	 la	 investigación	en	Cajititlán,	 se	han	podido	ubicar	 los	
diferentes	procesos	que	generan	conflictos	en	la	región,	 los	cuales	atien-
den	a	un	conjunto	de	evidencias	observables	e	indicadores	que	aparecen	
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constantemente	relacionados	entre	sí.	Los	tres	procesos	generadores	que	la	
investigación	reconoce	como	los	más	relevantes	son:
•	 El	uso	y	manejo	del	agua,	cuyas	evidencias	son	distribución,	equidad	
y	eficiencia	en	la	gestión	del	ciclo	hidrológico	regional.
•	 La	industrialización	de	la	agricultura,	cuyas	evidencias	son	el	cambio	
de	uso	de	suelo,	la	agrodiversidad	y	el	manejo	del	agua	y	suelo.
•	 La	gestión	pública	y	social,	cuyas	evidencias	de	trasparencia,	rendición	
de	cuentas	y	gestión	social	se	reflejan	en	los	programas	y	las	políticas	
referidos al agua y la agricultura.
Cada	uno	de	estos	elementos	contiene	atributos	que	pueden	ser	verificados	
a	diferentes	escalas	(local,	regional	y	estatal),	y	en	ellos	también	se	pueden	
encontrar	evidencias	que	se	traducen	en	conflictos	o	alternativas	que	in-
tervienen	y	dinamizan	la	organización	del	territorio,	las	instituciones	y	las	
comunidades,	y	las	formas	de	practicar	la	agricultura	y	manejar	el	agua.
En la zona de estudio, el lago de Cajititlán ocupa un papel central, no 
solo	en	el	medio	ambiente	sino	también	en	la	identidad	sociocultural	y	en	
un conjunto de políticas institucionales. En este contexto, el lago está es-
trechamente	vinculado	a	una	diversidad	de	prácticas	productivas	agrícolas,	
acuícolas y turísticas. 
A	continuación,	los	claroscuros	de	los	conflictos	y	alternativas	que	surgen	
alrededor	del	agua	en	Cajititlán	se	examinan	a	través	de	evidencias	empíricas	
y	documentales,	y	a	la	luz	de	la	propuesta	de	la	nca, desde las categorías de 
agua	vida,	agua	ciudadanía,	agua	negocio	y	agua	delito.	
La ribera de cajititlán y sus conflictos ambientales
El	lago	de	Cajititlán	es	un	cuerpo	natural	de	agua	dulce	ubicado	a	25	kilóme-
tros	de	la	ciudad	de	Guadalajara.	Tiene	una	extensión	de	nueve	kilómetros	
de	largo	y	tres	de	ancho,	un	embalse	de	1,700	hectáreas	y	una	profundidad	
media	de	2.5	metros.	El	lago	se	forma	en	una	depresión	topográfica	a	una	
altura	de	1,550	metros	sobre	el	nivel	del	mar,	en	medio	de	las	formaciones	
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volcánicas	del	cerro	Las	Latillas,	Cerro	Viejo	y	cerro	del	Sacramento,	de	ahí	
el	origen	de	su	nombre,	que	aunque	sea	inexacto	refiere	a	la	forma	de	un	
cajete, recipiente u olla poco profunda. Es una pequeña cuenca endorreica 
cuyo	origen	geológico	se	asocia	a	la	formación	del	lago	de	Chapala	y	las	
lagunas	de	Zacoalco,	San	Marcos	y	Sayula.	La	superficie	de	captación	de	
Cajititlán	se	divide	en	tres	microcuencas:	Grande	de	San	Lucas–La	Tamina,	
los	Sauces–Juanote	y	Tlajomulco	de	Zúñiga,	cada	una	con	dinámicas	so-
cioambientales	distintas	(Chávez	Hernández,	2010).	Los	cerros,	manantiales,	
cañadas, arroyos y el lago han tenido un sentido en la historia indígena y 
en	la	territorialidad	más	reciente	de	la	zona.
El	lago	se	alimenta	de	corrientes	fluviales	—pocas	de	estas	perennes—	y	
artificialmente	dispone	de	un	sistema	de	canales	que	lo	conecta	con	el	arroyo	
Los	Sabinos	y	con	la	cuenca	de	El	Ahogado,	que	vierte	sus	aguas	hacia	el	
río	Santiago.	Los	arroyos	más	importantes	provienen	del	Cerro	Viejo	y	hay	
manantiales	de	aguas	termales	que	tradicionalmente	han	sido	aprovechados	
con	fines	recreativos.	El	clima	en	la	ribera	del	lago	es	semicálido,	con	un	
promedio	de	lluvia	anual	de	883	milímetros	y	una	temperatura	promedio	
de	20°C,	con	oscilaciones	de	los	siete	a	los	31°C	(Chávez	Hernández,	2010).	
La	profundidad	somera	del	lago,	aunado	a	las	condiciones	climáticas,	son	
factores	que	determinan	la	dinámica	ecológica	del	entorno	y	del	propio	lago.	
Ramón	Rubín	(1960)	considera	que	no	es	factible	datar	el	arribo	de	los	
primeros	pobladores	a	la	ribera	de	Cajititlán,	pero	supone	que	la	riqueza	
ecológica	del	lugar	fue	el	principal	atractivo	para	los	primeros	asentamientos	
humanos,	que	llegaron	hace	varios	siglos:	indígenas	cazadores,	pescadores	y	
agricultores	que	dieron	origen	a	los	pueblos	de	Cajititlán,	Cuexcomatitlán,	
(San	Miguel)	Cuyutlán,	San	Lucas	y	San	Juan	Evangelista.	Estos	pueblos	
contienen	todavía	rasgos	de	sus	antiguos	orígenes,	que	se	hallan	manifiestos	en	
su	toponimia,	arquitectura,	costumbres	y	prácticas	productivas.	En	el	fondo	
del	lago	todavía	se	puede	hallar	vestigios	de	antiguas	ofrendas,	mientras	que	
las	iglesias	y	algunas	viejas	construcciones	dan	cuenta	de	rastros	culturales	
indígenas;	incluso	se	reportan	vestigios	de	una	antigua	pirámide	que	yace	
debajo de los caseríos de Cajititlán (Rubín, 1960).
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El	antiguo	hacendado	que	estuvo	a	cargo	de	 la	zona,	conocida	como	
Valle de Cedros, construyó un canal para sacar aguas del lago y destinarlas 
a	la	agricultura	de	riego	(maíz,	trigo	y	garbanzo)	fuera	de	la	propia	cuenca,	
hacia La Calera, La Capilla y Atequiza. Las aguas sobrantes fueron dirigidas, 
como	hoy,	hacia	el	río	Santiago.	La	extracción	de	agua	mermó	los	niveles	
del lago, entonces se canalizó el arroyo Los Sabinos hacia Cajititlán, con el 
propósito	de	restablecer	su	equilibrio.	“Al	notar	que	ese	régimen	empobrecía	
la	riqueza	piscícola	del	embalse,	los	pescadores	ribereños	entraron	en	pugna	
con	el	hacendado.	Y	esa	pugna	originó	litigios	y	rivalidades	que	perduraron	
hasta	las	primeras	décadas	de	este	siglo;	hasta	que	llegó	el	agrarismo	y	la	ha-
cienda	fue	desmembrada	y	repartida	entre	los	ejidatarios”	(Rubín,	1960:	
37).	De	esta	manera,	la	hacienda	se	ubica	como	el	primer	momento	cuando	
tiene	lugar	un	conflicto	social	por	el	agua	de	Cajititlán:	el	agua	que	una	sola	
persona	usufructuaba	con	fines	económicos	tenía	repercusiones	ecológicas	
en	 la	vida	del	 lago	y	ponía	en	riesgo	 la	subsistencia	de	 las	comunidades	
ribereñas,	quienes	se	veían	forzadas	a	defender	su	forma	de	vida	y	fuente	
de	alimentación.	Los	arreglos	hidráulicos	hechos	en	aquel	 entonces	han	
perdurado	hasta	hoy,	pero	ya	no	son	administrados	por	una	sola	persona.	
A	mediados	del	siglo	xx se intentó desecar el lago de Cajititlán, para abrir 
nuevas	tierras	a	la	agricultura	que	fueran	ricas	en	humedad	y	nutrientes.	
Por	eso,	en	1948	el	lago	quedó	seco	por	completo	y	las	tierras	del	lecho	
fueron repartidas entre personas ajenas al lugar; los pobladores de la ribera 
se	enfrentaron	con	los	intrusos	de	forma	violenta	y	por	medio	de	litigios.	
Aunque	la	convergencia	y	volumen	del	flujo	de	los	arroyos	impidió	conver-
tir	el	lecho	del	lago	en	área	agrícola	permanente,	con	un	pequeño	dique	y	
sistema	de	bombeo	se	pudieron	desecar	600	hectáreas	del	vaso	en	la	parte	
poniente	(equivalente	a	un	tercio	del	lago),	lo	que	originó	que	San	Miguel	
Cuyutlán	y	San	Lucas	Evangelista	dirigieran	su	vocación	productiva	hacia	
la	agricultura	y	ganadería,	y	se	distanciaran	de	las	actividades	pesqueras	y	
artesanales.1	Cuyutlán	y	San	Lucas	se	alejaron	hace	años	de	la	pesca	a	cam-
1. No hay datos precisos de la superficie desecada en aquellos tiempos, pero de acuerdo con la carto-
grafía del inegi, se estima que se desecó hasta una tercera parte del lago.
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bio	de	actividades	agrícolas	y	ganaderas,	lo	que	reconfiguró	la	producción	
alrededor	del	embalse.
La	sucesión	de	años	con	escasas	lluvias	durante	la	década	de	los	cincuen-
ta	afectó	seriamente	la	disponibilidad	de	agua	y	otros	recursos	asociados.	
Esta	crisis,	que	también	fue	la	peor	para	el	lago	de	Chapala,	justificó	que	
en	1955	Cajititlán	cediera	sus	reservas	a	Guadalajara	por	medio	de	los	ca-
nales antaño construidos para riego. La falta de agua en la región ayudó a 
revalorar	el	agua	retenida	en	los	embalses	y,	por	ello,	se	restauró	el	canal	
Cedros, que hasta la fecha aporta el agua del arroyo Los Sabinos (Rubín, 
1960). Durante 11 años, el lago de Cajititlán y sus pobladores enfrentaron 
importantes	desequilibrios	ambientales	y	la	lucha	por	tierras	y	agua.	La	lluvia	
permitió	la	recuperación	del	embalse	y	la	crisis	social	permitió	revalorar	
la	importancia	que	tiene	el	lago	para	la	vida	de	las	comunidades	ribereñas	
así	como,	de	paso,	su	importante	relación	estratégica	con	Guadalajara.	En	
suma,	el	aprendizaje	de	este	periodo	histórico	fue:
A	 través	 de	 tantas	 experiencias	 penosas,	 el	 lago	había	 adquirido	una	
categoría	y	un	mérito	que	nadie	pudo	seguir	ignorando.	Los	campesinos	
sabían	que	valía	más	como	despensa	de	sus	reservas	de	pescado	y	como	
garantía	de	sus	necesidades	de	agua	que	como	lodazal	cultivable	[...]	las	
autoridades	 oficiales,	 que	 administran	 los	 recursos	 acuíferos	 del	 país	
habían	aprendido	que	un	lago	lleno	es	definitivamente	más	útil	que	un	
lago	vacío,	y	le	concedían	al	de	Cajititlán	una	especie	de	canonjía	por	el	
servicio	que	proporcionó	en	la	emergencia	[...]	al	sistema	de	abasteci-
miento	de	Guadalajara	(Rubín,	1960:	47).
En	cuanto	a	las	actividades	agrícolas,	el	cultivo	de	frutales	no	se	logró	con-
solidar.	Las	actividades	de	agricultura	y	ganadería	extensiva,	desarrolladas	
en	las	laderas	serranas,	trasformaron	la	cobertura	vegetal.	Así,	se	perdieron	
recursos	forestales,	lo	que	mermó	la	fauna	silvestre,	en	especial	los	mamí-
feros.	Además,	la	desforestación	generó	problemas	erosivos.	En	las	palabras	
de	Rubín:	“Han	desaparecido	los	bosques	centenarios	aun	en	lo	más	alto	e	
inaccesible	de	la	cordillera	que	cubre	el	horizonte	meridional,	pues	la	codicia	
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del	hombre	fue	más	fuerte	y	la	recia	madera	de	los	encinares	sucumbió	sin	
gloria	al	duro	temple	de	los	filos	de	acero”	(Rubín,	1960:	17).	
La	restauración	natural	de	los	ecosistemas	ha	sido	más	lenta	que	los	pro-
cesos	de	trasformación;	los	bosques	y	los	animales	silvestres	no	han	logrado	
restablecerse.	Por	su	parte,	el	lago	ha	sufrido	etapas	de	completa	desecación,	
que	extinguieron	por	completo	la	vida	que	alberga	en	sus	aguas,	pero	los	
ciclos	climáticos	han	favorecido	su	recuperación	hidrológica.	Las	comuni-
dades pesqueras, con apoyo de instituciones, reincorporan poblaciones de 
peces	para	continuar	sus	actividades	productivas	y	de	subsistencia	en	torno	
al	lago.	No	obstante,	se	han	perdido	especies	nativas,	entre	ellas	se	destaca	
la desaparición del pescado blanco, el bagre y una especie de rana gigante. 
Además,	ha	habido	una	disminución	de	bancos	de	charal.	Por	otra	parte,	
la	presencia	de	vida	silvestre	y	vegetación	acuática	está	ligada	al	arribo	y	el	
desarrollo	de	una	amplia	diversidad	de	aves,	algunas	migratorias.	
Como	ya	se	ha	mencionado,	el	lago	de	Cajititlán	ha	sido	central	en	la	
vida	de	 las	 comunidades	que	 la	 rodean:	Cajititlán,	Cuexcomatitlán,	San	
Miguel	Cuyutlán,	San	Lucas	Evangelista	y	San	Juan	Evangelista.	Cada	uno	
de	estos	pueblos	tiene	tradiciones	culturales	y	productivas	distintivas.	Al	
mismo	tiempo,	tienen	en	común	un	conjunto	de	actividades	cotidianas	en	
estrecha	relación	con	el	lago,	por	ejemplo:	la	pesca	(mojarra,	tilapia,	carpa,	
charal),	el	aprovechamiento	de	especies	animales	y	de	vegetación	silvestre	
que	se	desarrolla	ahí	(tule,	zacates,	aves,	reptiles,	mamíferos),	y	la	realización	
de	actividades	de	esparcimiento.	
En	la	identidad	social	persiste	la	importante	fiesta	religiosa	de	los	Reyes	
Magos	de	Cajititlán,	que	desde	hace	casi	cinco	siglos	convoca	a	los	pueblos	
ribereños y otros de la región. Aunque las desecaciones han afectado de 
manera	sensible	esta	práctica,	hoy	en	día	acudan	miles	de	peregrinos	—la	
mayoría	de	la	zona	metropolitana	de	Guadalajara—,	en	especial	durante	los	
festejos	patronales	de	enero	y	septiembre,	cuando	las	imágenes	religiosas	se	
pasean	en	el	lago.	Cabe	señalar	que	el	lago	tiene	una	enorme	importancia	en	
la	práctica	religiosa,	que	se	remonta	hasta	sus	primeros	pobladores	indígenas.
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Las	 actividades	 agrícolas	 aprovechan	 los	 diferentes	 pisos	 ecológicos	
del	valle	a	la	montaña;	tienen	una	presencia	antigua	debido	a	las	buenas	
condiciones	climáticas,	de	suelo	y	de	agua.	A	partir	de	esta	historia	agríco-
la,	se	han	sentado	las	bases	para	una	agricultura	diversificada,	a	partir	de	
policultivos	y	con	un	uso	moderado	de	los	recursos	naturales	que	durante	
mucho	tiempo	facilitó	la	alimentación	de	los	pobladores	locales	y	permitió	
el	comercio	de	algunos	excedentes	hacia	Guadalajara.	Estos	rasgos	perma-
necen	aún	y	son	evidentes	en	la	agricultura	tradicional	todavía	practicada	
en	las	comunidades	de	la	ribera.	
Además,	la	agricultura	ha	formado	a	lo	largo	del	tiempo	parte	de	la	iden-
tidad	de	los	habitantes	de	la	ribera;	constituye	un	elemento	significativo	de	
su	universo	simbólico	y	cultural.	Ahora	todo	esto	está	amenazado	por	los	
procesos	de	urbanización,	por	la	pérdida	de	biodiversidad	y	por	las	afecta-
ciones a la disponibilidad y calidad del agua en la cuenca propia de Cajititlán. 
Relacionado	con	lo	anterior,	a	finales	de	los	años	noventa	se	impulsó	el	
desarrollo	de	infraestructura	carretera	que	atraviesa	la	ribera	de	Cajititlán;	
con	ello	vino	la	proliferación	de	fraccionamientos	y	casas	campestres,	
así	como	el	empuje	a	la	promoción	del	turismo	hacia	estos	antiguos	pue-
blos.	Desde	entonces,	ha	crecido	la	influencia	de	visitantes	cuyo	interés	está	
centrado	en	el	lago	y	su	entorno	inmediato.	Los	turistas	hacen	recorridos	
por las iglesias franciscanas de principios del siglo xvii,	que,	como	pocas	
en	el	occidente	de	México,	conservan	sus	rasgos	originales	de	arquitectura	
barroca,	con	detalles	de	la	mitología	y	la	religión	indígenas.	Las	actividades	
más	concurridas	por	el	turismo	incluyen:	la	compra	de	artesanías	(barro,	
piedra	y	tule),	la	visita	a	restaurantes,	el	paseo	en	lancha,	la	pesca	aficiona-
da,	el	baño	en	aguas	termales	y	las	fiestas	populares	con	música	de	banda	
sinaloense. Todo esto ha propiciado un creciente interés sobre las tierras y 
los bienes naturales que rodean el lago.
Las	cinco	localidades	ribereñas	suman	en	total	alrededor	de	20,000	ha-
bitantes	censados	en	2010,	apenas	4.7%	de	la	población	municipal	(inegi, 
2010b).	Por	otra	parte,	estos	pueblos	son	los	que	más	conservan	sus	raíces	
y	prácticas	ancestrales.	Se	estima	que	unas	250	familias	viven	todavía	de	la	
pesca;	190	kilómetros	cuadrados	de	la	ribera	son	aprovechados	de	forma	
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diversificada	 por	 la	 producción	 rural;	 600	hectáreas	 son	 de	 agricultura	
temporal	y	otras	300	están	habilitadas	para	agricultura	de	riego	(Chávez	
Hernández, 2010). 
La problemática ambiental en Cajititlán
El	deterioro	ambiental	del	lago	y	su	entorno	se	enmarca	en	los	límites	de	
su	propia	subcuenca	endorreica,	de	acuerdo	con	los	procesos	ambientales	
y	el	manejo	a	que	ha	sido	sujeta.	Los	arroyos	que	atraviesan	poblaciones	
incorporan	caudales	de	aguas	residuales,	sobre	todo	de	tipo	doméstico,	du-
rante	todo	el	año,	mientras	que	los	escurrimientos	que	atraviesan	por	áreas	
de	cultivo	o	actividades	pecuarias	se	mezclan	con	residuos	de	agroquímicos.	
Los	canales	más	importantes	que	conducen	aguas	residuales	provienen	desde	
la	cabecera	municipal	y,	durante	muchos	años,	desembocaron	directamente	
en la parte poniente del lago de Cajititlán, hasta que se iniciaron las opera-
ciones	de	planta	de	tratamiento	de	aguas	residuales	de	Cuexcomatitlán,	en	
2010. Por otra parte, las poblaciones ribereñas disponen de infraestructura 
de	tratamiento	que	desde	hace	años	no	funciona;	continúan	descargando	
sus	aguas	domésticas	sin	tratamiento	hacia	el	lago,	mientras	se	avanza	en	
la	construcción	de	otras	plantas	de	tratamiento	(en	Cajititlán	y	San	Juan	
Evangelista)	y	en	 la	articulación	de	un	sistema	de	colectores	que	buscan	
controlar las descargas. 
Las	actividades	agrícolas	de	la	ribera,	que	desde	los	años	setenta	aplican	
agroquímicos,	 son	 consideradas	 como	 causa	 indirecta	 de	 la	mortandad	
masiva	de	peces,	debido	al	arrastre	de	los	residuos	que	fluyen	hacia	el	lago.	
No	se	ha	cuantificado	la	pérdida	de	biodiversidad,	pero	se	sabe	que	está	
asociada	con	el	impacto	de	agroquímicos	y	la	ampliación	de	la	frontera	
agrícola.	En	esta	dinámica,	las	especies	nativas	son	las	más	vulnerables	a	
los	cambios	en	su	entorno,	en	especial	los	anfibios.
La	presión	ambiental	que	se	presenta	en	la	subcuenca	de	Cajititlán	se	
manifiesta	en	el	cambio	de	uso	de	suelo.	Entre	2000	y	2010,	el	aumento	
poblacional	fue	mayor	al	triple,	lo	que	dio	como	resultado	la	incorporación	
de	500	hectáreas	más	para	la	vivienda.	En	efecto,	el	municipio	de	Tlajo-
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mulco	tiene	la	tasa	de	crecimiento	municipal	más	alta	de	Jalisco	y	una	de	
la	más	altas	en	México:	12.5%	anual,	de	acuerdo	con	el	último	censo.	
Por	otro	lado,	la	agricultura	industrial	ha	impulsado	la	proliferación	de	
invernaderos,	la	sustitución	de	cultivos	tradicionales	de	temporal,	y	el	uso	
de	paquetes	tecnológicos	para	una	producción	más	especializada.	
Relacionado	con	lo	anterior,	se	han	multiplicado	los	pozos	para	extrac-
ción de agua subterránea, sobre todo para uso público urbano e industrial. 
Además,	los	residuos	urbanos	(sólidos	y	líquidos)	han	aumentado	con	rapidez	
en	volumen,	lo	que	ha	hecho	difícil	su	adecuada	gestión.	La	infraestructura	
hidráulica que antes fue para la agricultura, ahora alberga y conduce aguas 
residuales	de	nuevas	poblaciones;	la	red	se	encuentra	azolvada	y	tiende	a	
inundar	zonas	agrícolas	o	poblacionales.	Al	mismo	tiempo,	las	omisiones	
e	incumplimiento	de	la	normatividad	ambiental	por	parte	de	empresas	ur-
banizadoras ocasionan afectaciones al entorno, en especial en cuanto a la 
demanda	de	agua	y	el	manejo	de	desechos	sólidos	y	de	aguas	residuales.	En	
este	escenario,	los	pobladores	originarios	son	los	más	afectados.
La	problemática	ambiental	que	padece	el	lago	se	asocia	muy	de	cerca	
con	el	manejo	de	su	propia	microcuenca,	llamada	Grande	de	San	Lucas–La	
Tamina,	sobre	todo	en	la	parte	más	cercana	al	vaso	lacustre,	donde	fluyen	
aguas	 residuales	 domésticas	 y	 pecuarias,	 además	 de	 aguas	 fluviales	 que	
arrastran	agroquímicos	de	la	ladera	cultivada.	La	configuración	fisiográfica	
de	la	subcuenca	y	su	hidrografía	hace	del	agua	el	vehículo	que	trasporta	e	
incorpora	residuos	de	origen	doméstico,	productivo	y	natural	(sedimentos).	
Estos	residuos	fluyen	hacia	la	parte	más	baja,	al	lago	de	Cajititlán.	Así,	el	lago	
condensa	y	refleja	el	impacto	de	las	prácticas	sociales	de	aprovechamiento	
(agricultura,	ganadería,	pesca,	extracción,	recolección),	el	manejo	de	 los	
residuos	y	los	propósitos	de	conservación	que	se	orientan	primordialmente	
al Cerro Viejo. 
Procesos generadores de conflictos en cajititlán
La	reciente	problemática	ambiental	en	la	ribera	de	Cajititlán	tiende	a	con-
vertirse	en	conflictos	relacionados	con	el	agua	del	lago,	con	el	desarrollo	
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agrícola	y	con	las	formas	de	gestión.	Los	ecosistemas	en	la	subcuenca	se	han	
deteriorado	a	lo	largo	de	la	historia,	conforme	se	ha	trasformado	la	vocación	
productiva	del	 lugar	hacia	el	 turismo	y	 los	servicios,	en	vinculación	a	 la	
expansión	urbana	de	la	zona	metropolitana	de	Guadalajara.	Otros	factores	
incluyen	el	mejoramiento	de	las	vías	carreteras	que	atraviesan	la	ribera	por	
todo	el	perímetro	y	la	difusión	de	la	riqueza	cultural	de	estos	pueblos,	que	
atraen	cada	vez	más	la	atención	de	una	variedad	de	actores	que	inciden	en	
el	 lugar	buscando	 la	prestación	de	 servicios,	 los	proyectos	de	desarrollo	
(turismo,	industria	y	conservación)	o	la	inversión	en	bienes	inmobiliarios	
(tierras,	ranchos,	casas	de	campo,	fraccionamientos	u	otros).	En	un	escenario	
como	este,	los	procesos	generadores	de	conflicto	adquieren	sentido	porque	
permiten	reconocer	la	relación	que	la	sociedad	tiene	con	la	naturaleza	y	
su territorio, en un lugar donde la agricultura y el agua juegan un papel 
preponderante	para	las	comunidades	ribereñas.
Uso y manejo del agua
El agua que se utiliza para los diferentes usos en la subcuenca de Cajititlán 
es	administrada	a	través	de	concesiones	que	otorga	la	Comisión	Nacional	
del Agua (conagua).	 Las	 aguas	 superficiales	 no	 son	 significativamente	
aprovechadas	para	uso	consuntivo	dentro	de	la	subcuenca	de	Cajititlán,	más	
bien, pasan por el lago para ser canalizadas al riego agrícola en la zona de 
La	Calera–La	Capilla.	Algunos	manantiales	y	fuentes	termales	son	aprove-
chados	para	uso	urbano	y	por	los	balnearios	en	San	Lucas	Evangelista	y	San	
Miguel	Cuyutlán.	Respecto	al	lago,	las	últimas	tres	administraciones	del	
gobierno	municipal	lo	consideran	como	el	principal	factor	para	impul-
sar el desarrollo turístico y existe un conjunto de proyectos que buscan 
articular	diversas	actividades	productivas	tradicionales	(agricultura,	pesca,	
artesanías)	con	otras	más	nuevas,	entre	las	que	destacan	deportes	acuáticos,	
pesca	deportiva,	ciclismo,	esparcimiento	en	lancha	y	comer	en	restaurantes.	
En	este	sentido,	el	agua	vida	que	ha	sostenido	durante	siglos	a	los	pueblos	
de	la	ribera,	tiende	a	trasformarse	en	agua	negocio,	donde	las	oportunidades	
de	acceso	social	pueden	ser	más	limitadas.
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Todo	esto	se	vincula	de	manera	directa	con	el	lago	como	elemento	central	
para el desarrollo de los pueblos de la ribera. Para ello, es indispensable 
restablecer	la	calidad	del	agua	y	garantizar	un	nivel	mínimo	en	el	lago.	Es	
evidente	que	la	función	principal	del	lago	se	ha	cambiado	de	fuente	de	ali-
mento	(pesca)	y	un	recurso	para	la	agricultura,	a	recurso	paisajístico	para	el	
turismo.	Desde	la	gestión	pública,	se	protege	la	entrada	de	aguas	residuales	
contaminadas	por	medio	de	plantas	de	 tratamiento,	 se	 limpia	 la	maleza	
acuática,	se	construyen	nuevas	obras	hidráulicas	para	garantizar	un	nivel	
adecuado	y	se	realizan	acciones	de	mantenimiento	en	canales	tributarios.	
Por	otro	lado,	se	inducen	apoyos	a	familias	de	pescadores	para	continuar	
las	actividades	de	acuacultura	y	pesca	comercial.	La	contaminación	que	ge-
neran	poblaciones	y	actividades	productivas	desde	el	marco	del	agua	delito	
es	atendida	por	los	gobiernos	estatal	y	municipal.
La	dinámica	del	uso	y	manejo	de	aguas	subterráneas	es	muy	diferente	
a	la	de	las	aguas	superficiales.	Gran	parte	de	este	recurso	del	subsuelo	se	
emplea	en	usos	consuntivos	que	abastecen	a	la	gran	mayoría	de	la	pobla-
ción,	las	industrias,	los	servicios	y	las	actividades	agropecuarias,	que	en	su	
conjunto	demandan	agua	de	forma	creciente.	Más	de	la	tercera	parte	del	
agua subterránea se dirige al uso público urbano (36%), una cuarta parte 
a	la	agricultura	(26%),	poco	menos	a	los	servicios	(23%)	y	le	sigue	en	im-
portancia	la	industria	(8%),	los	usos	múltiples	(6%)	y	pecuarios	(0.5%).	De	
acuerdo con el Registro Público de Derechos de Agua de la conagua, hay 
aproximadamente	251	pozos	registrados	en	el	área	de	estudio,	lo	que	suma	
un	volumen	anual	asignado	de	34’000,000	de	metros	cúbicos.	
La presión sobre el acuífero Cajititlán es patente, pues tan solo durante 
la	última	década	fueron	concesionados	seis	millones	de	metros	cúbicos.	El	
estudio	más	reciente	de	la	conagua	para	determinar	la	disponibilidad	de	
agua	ya	señala	un	déficit	de	1.09	millones	de	metros	cúbicos	de	la	recarga	
del	acuífero,	así	como	un	abatimiento	promedio	de	1.25	millones	de	metros	
cúbicos	al	año	en	el	nivel	estático	(conagua, 2009c).2
2. Los niveles estáticos de aguas subterráneas en la población de San Miguel Cuyutlán y hasta Tlajo-
mulco, “varían de los 12 a 46 m, influenciados por la concentración del bombeo de los pozos para 
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El	reparto	del	agua	por	usos	indica	la	importancia	que	tiene	la	población	
urbana	en	la	demanda	de	agua.	En	las	comunidades	rurales,	predomina	el	
uso del agua destinada a la agricultura. Por otra parte, se puede notar la 
creciente	importancia	de	los	servicios	y	 la	 industria	en	el	valle	de	Tlajo-
mulco.	A	partir	de	estos	datos,	se	advierte	la	reorientación	en	los	usos	del	
agua,	así	como	mayor	concentración	en	las	manos	de	ciertos	actores.	Sobre	
esta	línea,	es	notable	que	las	empresas	constructoras	de	vivienda	—bajo	los	
rubros	de	servicios,	público	urbano	e	industrial—	tengan	en	sus	manos	una	
tercera	parte	del	agua	subterránea	concesionada	(11.2	millones	de	metros	
cúbicos);	representan	las	unidades	de	concesión	más	grandes,	pues	en	un	
solo	título	amparan	volúmenes	de	500,000	metros	cúbicos	a	1.7	millones	
de	metros	cúbicos,	con	lo	que	superan	en	más	de	dos	veces,	el	agua	que	
maneja	el	ayuntamiento	de	Tlajomulco	(5.1	millones	de	metros	cúbicos).
A	partir	de	este	análisis,	queda	claro	que	existe	una	abierta	competencia	
por	el	agua	subterránea,	donde	las	empresas	inmobiliarias	la	acaparan	y	des-
plazan	a	otros	usuarios.	Este	fenómeno	cabe	en	la	categoría	de	agua	negocio	
abastecimiento de agua potable, tal como lo demuestra la presencia de conos de abatimiento en 
dicha zona.” (conagua, 2009c: 17). Alrededor del lago, el nivel estático se halla entre los 20 y 
24 metros.
Gráfica 7.1 volumen de agua subterránea concesionada según tipo de uso
Fuente: elaboración propia con base en datos del rePda (conagua, 2010b)
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si se considera que el recurso se acapara por unos cuantos (ajenos al lugar) 
con	base	en	propósitos	económicos,	con	lo	que	comprometen	el	futuro	de	
un	conjunto	de	actividades	básicas	que	han	realizado	históricamente	 los	
pobladores originarios del lugar. En este contexto, el agua concesionada 
para la agricultura ahora se destina a la urbanización e industrialización. La 
cuenca	de	Cajititlán	tiende	a	cambiar	su	vocación	de	productor	de	alimentos	
al	de	proveedor	de	agua	e	insumos	para	el	desarrollo	urbano	e	industrial.	En	
medio	de	estos	procesos,	la	trasformación	del	vocacionamiento	productivo	
en	el	uso	y	manejo	del	agua	no	ha	sido	evaluada	en	cuanto	a	su	impacto	
ambiental,	socioeconómico	y	alimentario.
Industrialización de la agricultura
Desde	la	mirada	de	la	complejidad	que	atraviesa	todo	el	texto,	el	agua	es	el	
elemento	vinculante	de	la	vida	y	ello	resulta	en	particular	relevante	en	las	
actividades	agropecuarias	y	forestales.	En	la	ribera	de	Cajititlán,	a	través	de	
la	historia,	la	agricultura	ha	desempeñado	una	función	esencial	en	la	eco-
nomía	comunitaria	y	desde	ella	se	han	entretejido	vínculos	muy	estrechos	
entre	el	agua,	la	cultura	y	la	vida	de	sus	habitantes.
Hoy	en	día,	los	impactos	del	desarrollo	distorsionado	de	la	zona	me-
tropolitana de Guadalajara son palpables en la región. La expansión de la 
zona	metropolitana	ha	provocado	desequilibrio	entre	la	ciudad,	el	campo	
y	los	espacios	naturales.	La	urbanización	fragmenta	arrincona	y	desaparece	
los	espacios	rurales,	mientras	que	la	industrialización	de	la	agricultura	sig-
nifica	la	modificación	de	la	diversidad	rural	mediante	el	monocultivo,	los	
invernaderos,	las	semillas	híbridas	y	transgénicas,	el	riego,	los	fertilizantes	
químicos,	las	plaguicidas	y	los	combustibles	fósiles.	Por	su	importancia	eco-
nómica	en	el	municipio	y	su	estrecha	relación	con	el	crecimiento	urbano,	
el	cultivo	de	pasto	en	rollo	se	ha	consolidado	como	el	segundo	principal	y	
emplea	importantes	cantidades	de	agua.
A	nivel	global,	este	modelo	de	agricultura	es	muy	cuestionado	por	sus	
múltiples	impactos	ambientales,	entre	los	que	se	incluyen:	degradación	de	
suelos,	contaminación	y	uso	excesivo	de	agua,	emisión	de	gases	de	efecto	
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invernadero,	pérdida	de	la	biodiversidad	y	contaminación	por	agrotóxicos.	
En la ribera de Cajititlán, la industrialización de la agricultura y la urbani-
zación	de	los	espacios	rurales	son	procesos	cuyos	impactos	se	evidencian	
por	el	cambio	de	uso	suelo,	la	pérdida	de	agrodiversidad	y	la	manera	en	
que	se	maneja	el	agua.
A	 nivel	municipal,	 Tlajomulco	manifiesta	 un	 brusco	 descenso	 de	 la	
superficie	sembrada,	pues	pasó	de	22,000	hectáreas	a	15,000	entre	2001	
y	2009.	Ahora	 la	agricultura	solo	ocupa	25%	de	 la	superficie	municipal	
(Ochoa,	Morales	y	Velázquez,	2010).La	trasformación	del	paisaje	y	de	los	
ecosistemas	por	cambios	de	uso	de	suelo	se	ha	traducido	en	la	pérdida	de	
1,870	hectáreas	de	bosque	 tropical	 y	 templado.	Asimismo,	 la	 reducción	
en	la	superficie	del	lago	de	Cajititlán	se	ha	traducido	en	la	pérdida	de	479	
hectáreas	de	vegetación	acuática	y	subacuática;	mientras	que	el	abandono	
de	tierras	agrícolas	ha	resultado	en	el	aumento	de	superficies	de	matorral	o	
sin	vegetación	aparente	(Chávez	Hernández,	2010).
Mientras	la	superficie	agrícola	total	en	el	municipio	de	Tlajomulco	ha	
disminuido,	la	de	riego	sigue	creciendo,	lo	que	ejerce	mayor	presión	sobre	el	
agua.	En	dicho	municipio,	la	agricultura	de	riego	se	concentra	en	cultivos	
orientados	a	mercados	externos	a	la	región,	en	especial	hortalizas	y	pastos,	
y	conlleva	la	proliferación	de	invernaderos,	sobre	todo	hacia	el	poniente	del	
lago.	Al	mismo	tiempo,	se	observa	una	reducción	en	la	superficie	dedicada	
a	la	agricultura	temporal	y	en	el	número	de	cultivos	sembrados	(Ochoa,	
Morales y Velázquez, 2010).
Con	todo,	los	complejos	y	diversos	paisajes	rurales	de	la	ribera	de	Caji-
titlán	se	están	deteriorando.	Se	desarticulan	los	vínculos	entre	agricultura,	
pesca	y	artesanía;	se	reducen	las	superficies	de	policultivo	para	la	alimen-
tación	familiar,	y	se	pierden	las	semillas	locales	de	maíz,	frijol	y	calabaza,	
mientras	que	la	agricultura	industrial	crece	y	se	incrementa	el	número	de	
invernaderos.	De	esta	manera,	el	modelo	de	agricultura	familiar	y	multifun-
cional	se	trasforma	en	uno	de	agricultura	industrial,	vinculado	al	mercado.	
Esto	lleva	a	la	pérdida	de	agrodiversidad,	entendida	como	la	biodiversidad	
cultivada	en	los	agroecosistemas.	Los	monocultivos,	los	invernaderos	y	la	
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deforestación	propician	una	alta	fragilidad	de	los	ecosistemas	y	favorecen	
el	deterioro	continuo	y	sistemático	de	los	recursos	naturales.
Desde	 la	perspectiva	de	 la	nca,	 la	 agricultura	 industrial	—altamente	
consumidora	de	agua	y	destinada	al	mercado—	debería	ser	gestionada	por	
instancias	públicas	con	la	supervisión	de	la	sociedad	civil.	Los	empresarios	
que	manejan	esta	forma	de	agricultura	deben	pagar	precios	justos	por	el	
agua,	que	en	este	caso	corresponde	al	agua	negocio.	Además,	los	impactos	
de	 la	 agricultura	 industrial	 en	 la	 contaminación	de	 aguas	 superficiales	 y	
subterráneas,	más	los	lixiviados	contaminantes	al	lago,	deben	ser	asumidos	
en la categoría de agua delito.
Gestión pública del agua y agricultura
En	Cajititlán,	tres	aspectos	se	han	enlazado	para	generar	conflictos	desde	
la	gestión	pública,	en	particular	en	las	administraciones	del	municipio	de	
Tlajomulco	comprendidas	en	el	periodo	de	2003	a	2009:	primero,	la	au-
torización	de	desarrollos	inmobiliarios;	segundo,	los	apoyos	oficiales	para	
impulsar	el	establecimiento	de	invernaderos,	y	tercero,	la	ineficacia	de	la	
administración	pública	para	atender	a	la	contaminación	del	lago,	lo	cual	
ha	 afectado	 las	 condiciones	de	 vida	de	 los	pobladores	de	 la	 ribera,	 en	
especial, los pescadores, lancheros y agricultores.
Entre	1999	y	2003,	las	administraciones	municipales	autorizaron	100	
fraccionamientos	(Martínez	Macías,	2005).	De	esta	manera,	ha	habido	un	
incremento	en	la	modificación	de	los	usos	de	suelo	y	hasta	2010	existían	
alrededor	de	360,000	personas	en	todo	el	municipio	con	dificultades	por	
la	 irregularidad	de	 los	 fraccionamientos	 (Gobierno	Municipal	 de	Tlajo-
mulco,	 2010b).	Además,	 para	 2008,	Tlajomulco	 tenía	 44	 invernaderos,	
que	ocupaban	una	superficie	de	335,196	metros	cuadrados	en	su	conjunto	
(oeidrus,	2008).	Es	interesante	destacar	que	de	los	953	invernaderos	que	
se	construyeron	a	nivel	estatal,	719	contaron	con	apoyo	financiero	y	de	
estos,	693	(96%)	recibieron	el	apoyo	del	programa	Alianza	para	el	Campo.	
Con	estos	elementos,	se	puede	afirmar	que	la	gestión	pública	ha	contribui-
do	a	generar	conflictos	por	el	agua	y	la	agrodiversidad;	no	tiene	una	visión	
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estratégica	de	largo	plazo	que	tome	en	cuenta	el	crecimiento	poblacional.	
La	construcción	de	fraccionamientos	se	autoriza	con	irregularidades	y	la	
creación	de	invernaderos	se	impulsa	sin	tomar	en	cuenta	las	consecuencias	
ambientales.	Agregado	a	 lo	anterior,	existen	problemas	de	 ineficiencia	y	
falta	de	voluntad	política	para	atender	a	las	consecuencias	de	estas	acciones,	
sobre	todo	con	respecto	a	la	contaminación	del	lago.
La construcción de alternativas
En	el	avance	de	esta	investigación	se	han	encontrado	algunas	evidencias	de	
alternativas	a	partir	de	los	tres	procesos	señalados	como	generadores	de	con-
flictos	y	alternativas,	es	decir,	el	uso	y	manejo	del	agua,	la	industrialización	
de la agricultura y la gestión pública y social. A continuación, se presentan 
estas	evidencias	de	acuerdo	con	el	mismo	esquema	organizativo.	
Uso y manejo del agua 
La	importancia	del	lago	de	Cajititlán	en	el	medio	ambiente	local	y	en	el	de-
sarrollo	de	las	comunidades	ribereñas	se	confirma	en	el	diseño	e	impulso	
de	alternativas	con	alcance	local	y	regional.	Este	lago	representa	un	nodo	
importante	para	la	gestión	del	agua	en	la	zona	metropolitana	de	Guadala-
jara.	Además,	la	zona	alrededor	del	lago	se	ha	convertido	en	un	corredor	
carretero	metropolitano	y	un	destino	turístico	relevante.	En	este	contexto,	
el	agua	constituye	el	elemento	articulador	para	el	impulso	de	alternativas	
al desarrollo local.
Algunas	condiciones	clave	referidas	al	uso	y	manejo	del	agua	como	pro-
ceso	generador	de	alternativas,	son:	tener	un	lago	lleno	de	agua,	mantener	el	
equilibrio ecológico del entorno, desarrollar una infraestructura integral, y 
garantizar	el	acceso	equitativo	al	recurso.	Resulta	evidente	que	estos	factores	
guardan	una	estrecha	vinculación	con	la	agricultura	y	la	gestión	pública	y	
social	como	procesos	complementarios	y	generadores	de	alternativas.	
Tener	un	lago	lleno	implica	garantizar	un	nivel	óptimo	de	almacenamien-
to	en	la	cota	de	1,551.50	metros	sobre	el	nivel	del	mar,	que	fue	definida	
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en	2011	de	manera	participativa	con	propósitos	ambientales	y	sociales.	El	
agua,	en	suficiente	cantidad	y	calidad,	atrae	turismo	a	la	ribera	y	detona	
el	 comercio	de	bienes	y	 servicios.	Además,	es	 condición	 indispensable	
para	el	desarrollo	de	actividades	de	acuacultura	y	pesca.	
Mantener	el	equilibrio	ecológico	del	entorno	conlleva	preservar	la	calidad	
de	los	cuerpos	de	agua	y	restaurar	la	biodiversidad	de	la	ribera,	en	la	cuenca	
y	dentro	del	lago.	Para	resolver	la	contaminación	del	agua,	se	construyen	
plantas	de	tratamiento	y	colectores	que	mejorarán	la	calidad	del	agua	que	
recibe	el	lago.	La	protección	y	la	restauración	de	la	biodiversidad	se	orien-
tan	al	manejo	sustentable	de	Cerro	Viejo,	que	ha	sido	decretado	como	área	
natural	protegida,	 lo	que	repercute	de	manera	favorable	en	los	flujos	de	
agua	y	corredores	biológicos	entre	el	valle	y	la	montaña.	
La	infraestructura	integral	atiende	a	múltiples	propósitos	locales	y	re-
gionales. La infraestructura carretera que rodea el lago de Cajititlán es un 
circuito	que	 facilita	el	flujo	de	personas	y	 la	accesibilidad	de	 servicios	y	
mercancías	entre	los	pueblos	de	la	ribera	y	hacia	fuera	de	ella.	Este	factor,	
aunado a la difusión que han tenido los pueblos de la ribera de Cajititlán, 
favorece	el	flujo	diario	de	productos	agropecuarios,	el	turismo	y	la	pobla-
ción en general.
Por otro lado, dada la conexión hidráulica entre las cuencas de Cajititlán 
y	El	Ahogado,	la	Comisión	Estatal	de	Agua	(cea) propone que el lago de 
Cajititlán	reciba	 las	aguas	residuales	del	 sur	de	 la	zona	metropolitana	
de	Guadalajara,	que	serán	tratadas	en	la	planta	de	tratamiento	El	Ahogado.	
Según esta propuesta, las aguas tratadas serían canalizadas hacia el lago para 
mantener	un	nivel	adecuado	y	para	el	uso	agrícola,	entre	otros.	Sin	embargo,	
las	poblaciones	ribereñas	están	en	completo	desacuerdo	con	esta	propuesta	
y	han	manifestado	claramente	su	inconformidad	por	diversos	medios.	Como	
tal,	sigue	indefinido	este	proyecto	de	reutilizar	aguas	residuales	de	la	zona	
metropolitana	de	Guadalajara	en	Cajititlán.
La conagua	 es	 otra	 instancia	 que	 incide	 en	 el	manejo	 del	 agua	 en	
Cajititlán. Es la instancia federal encargada de regular y gestionar el agua 
como	bien	de	la	nación,	pero	está	alejada	del	ámbito	municipal	y	comuni-
tario. Las concesiones de agua subterránea otorgadas por esta instancia se 
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concentran	cada	vez	más	en	pocas	manos	(empresas,	inmobiliarias)	que	de	
alguna	manera	despojan	del	recurso	a	quienes	por	muchos	años	han	vivido	
del	agua	por	ser	indispensable	para	las	actividades	cotidianas	del	campo,	en	
especial la agricultura y la ganadería. El agua del lago tiene una tendencia 
semejante,	pues	se	está	convirtiendo	de	fuente	de	alimento	(pesca)	en	un	
factor	generador	de	dinero.	En	este	sentido,	las	aguas	superficiales	y	subte-
rráneas	están	sustituyendo	su	función	de	agua	vida	por	una	de	agua	negocio,	
donde	el	acceso	y	la	competencia	por	el	recurso	es	restringida,	sobre	todo	
considerando	que	el	acuífero	y	las	aguas	superficiales	están	siendo	cada	vez	
más	limitadas.	
Garantizar	el	uso	equitativo	del	agua	implica	gestiones	administrativas	y	
sociales	complejas.	Las	alternativas	para	el	uso	y	manejo	del	agua	sin	duda	
deben	procurar	el	acceso	equitativo	al	recurso	y,	para	lograrlo,	es	necesaria	la	
coordinación	de	los	involucrados	institucionales,	gobierno	y	sectores	sociales.
La industrialización de la agricultura: alternativas
Las	estrategias	seguidas	por	diferentes	ciudades	en	muy	diversos	países	nos	
muestran	las	grandes	posibilidades	de	una	agricultura	periurbana	multifun-
cional	y	diversificada,	como	alternativa	para	un	desarrollo	rural	sustentable	y	
en equilibrio con el desarrollo urbano. Ante la crisis rural, crecen en Jalisco las 
experiencias	orientadas	hacia	agriculturas	más	sustentables,	llevadas	a	cabo	
por	diferentes	actores	sociales:	campesinos,	mujeres,	indígenas,	neorrurales,	
ambientalistas	y	consumidores	urbanos,	acompañados	por	organizaciones	
de	la	sociedad	civil	y	algunas	universidades.	Al	paso	del	tiempo	y	en	un	
entorno	muy	adverso,	 estas	experiencias	han	demostrado	 su	viabilidad	
económica,	social	y	ambiental,	y	están	diseminadas	por	todo	el	estado,	con	
una	presencia	más	relevante	en	el	sur	y	la	Costa	Sur,	en	los	municipios	pe-
riurbanos	de	la	zona	metropolitana	de	Guadalajara	y	en	la	ribera	de	Chapala.	
Estas	experiencias	han	generado	además	mercados	y	tianguis	de	productos	
ecológicos	que	constituyen	un	paso	importante	hacia	la	vinculación	con	los	
consumidores	en	base	al	comercio	justo.	
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El entorno del lago de Cajititlán da cuenta de experiencias que integran 
agricultura	 sustentable,	 trasformación	 de	 productos,	 comercio	 justo	 y	
desarrollo local. En este contexto, al igual que en el resto de México, los 
avances	en	la	transición	hacia	agriculturas	más	sustentables	se	iniciaron	con	
los	campesinos	y	después	han	ido	involucrando	a	la	sociedad	civil.	
Un	rápido	vistazo	a	la	región	muestra	las	potencialidades	de	la	diversidad	
rural,	que	se	reflejan	en	las	distintas	experiencias	alternativas	presentes	en	
la	ribera.	Así,	es	posible	encontrar	en	San	Juan	Evangelista	y	en	San	Lucas	
Evangelista	siembras	basadas	en	la	agricultura	indígena,	donde	policultivos	
de	maíz,	 frijol	 y	 calabaza	 son	 trabajados	 como	 apoyo	 a	 la	 alimentación	
familiar,	además	de	algunos	animales	para	mejorar	los	ingresos	familiares.	
Estos	casos	muestran	la	potencialidad	de	la	agricultura	tradicional	para	la	
soberanía	alimentaria	y	la	agricultura	sustentable	en	la	región.	
En	Cuexcomatitlán,	otra	experiencia	basada	en	el	cultivo	agroecológico	
de	plantas	medicinales,	maíz,	frijol,	jamaica,	hortalizas	y	frutales	da	cuenta	de	
las	posibilidades	que	ofrecen	a	las	familias	el	comercio	justo	y	la	vinculación	
con	 consumidores	urbanos.	Esta	 experiencia	 tiene	un	 relevante	 impacto	
en	 la	 comunidad	por	 la	mayor	 accesibilidad	de	medicamentos.	Además,	
desempeña	un	importante	papel	en	la	vinculación	entre	actores	locales	y	
con diferentes actores regionales, nacionales e internacionales. Sobre esta 
línea,	hay	familias	en	Cuexcomatitlán	que	participan	de	manera	activa	en	la	
Red	Cajititlán	por	un	Lago	Limpio,	que	se	conformó	para	intervenir	en	el	
saneamiento	del	lago	e	impulsar	la	conversión	de	la	agricultura	local	hacia	
la sustentabilidad.
En	 San	 José	 de	Buenavista	 existe	 otra	 experiencia	 de	 producción	 en	
agricultura	ecológica	con	certificación	internacional,	que	incluye	acciones	
de	manejo	 integral	 de	 biodiversidad	 y	 fauna	 en	 unidades	 ambientales.	
Asimismo,	muy	cerca	del	lago	de	Cajititlán,	en	Tejeda,	la	experiencia	de	
agricultura	ecológica	para	la	producción	de	hierbas	aromáticas	y	hortalizas	
muestra	las	posibilidades	que	mercados	especializados	ofrecen	a	productos	
agroecológicos	de	alta	calidad,	a	través	del	comercio	justo	y	la	vinculación	
con	consumidores	urbanos.
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Es	importante	señalar	que	todas	estas	experiencias	se	encuentran	arti-
culadas con actores sociales locales, regionales y nacionales, en busca de 
un	mayor	impacto	formativo	y	de	articulación.	Las	experiencias	y	sus	al-
ternativas	están	allí	y,	más	allá	de	sus	limitaciones,	contienen	importantes	
elementos	para	construir	estrategias	de	agricultura	sustentable,	quizá	como	
contrapeso a los efectos de la agricultura industrial.
Con todo, las experiencias en agricultura rural y periurbana presentes 
en	 la	región	dan	cuenta	de	 la	existencia	de	alternativas	 sustentables	que	
provienen	de	los	actores	sociales	locales	y	hacen	evidente	la	urgencia	de	
políticas públicas orientadas a un desarrollo equilibrado entre la ciudad y 
el	medio	rural.	Cabe	señalar	que	el	Centro	de	Investigación	y	Formación	
Social del iteso	ha	acompañado	algunas	de	estas	experiencias,	con	apoyo	
y	asesoría	para	la	difusión	de	tecnologías	agroecológicas,	la	comercializa-
ción	de	productos,	la	formación	de	actores	locales	y	el	impulso	de	procesos	
sociales	y	organizativos.
Gestión pública y social
La	gestión	pública,	entendida	como	la	capacidad	de	los	actores	guberna-
mentales	para	ejecutar	los	lineamientos	programáticos	de	su	agenda,	supone	
como	punto	de	partida	la	existencia	de	una	visión	y	planeación	estratégica	
que	en	alguna	medida	influye	en	la	forma	de	gestionar	el	agua.	Si	esta	vi-
sión	considera	de	manera	preferente	el	agua	como	un	recurso	y	no	como	
un	derecho,	tal	como	se	comprende	desde	el	ecologismo	de	los	pobres	y	la	
nueva	cultura	del	agua,	el	énfasis	estará	puesto	en	la	extracción,	distribución	
y	consumo	entre	los	diferentes	usuarios,	con	lo	que	se	relativizan	los	costos	
ambientales,	la	contaminación	y	la	conservación.	Sin	embargo,	existen	en	el	
municipio	de	Tlajomulco	elementos	que	permiten	ubicar	una	combinación	
de	elementos	desde	una	visión	del	agua	como	recurso	y	como	derecho.	La	
gestión	pública	del	agua	en	la	actual	administración	se	caracteriza	por	pro-
yectar	una	visión	estratégica	que	trata	de	articular	diferentes	componentes	
de	la	problemática.	Algunas	de	las	evidencias	se	encuentran	en	el	Programa	
Municipal de Desarrollo Urbano 2010, el Plan Municipal de Desarrollo 
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2010–2012	 y	 el	 Plan	de	Ordenamiento	Ecológico	Local,	 autorizado	 en	
noviembre	de	2010.
El	Plan	Municipal	de	Desarrollo	señala	como	proyectos	especiales	aque-
llos	que	tienen	un	carácter	prioritario	y	se	encaminan	a	detonar	el	desarrollo	
social,	garantizar	el	servicio	de	agua	potable	de	calidad	e	incentivar	el	cre-
cimiento	económico.	Estos	programas	son:	modernización,	optimización	
y	ampliación	de	la	red	de	agua	potable,	el	programa	de	mantenimiento	de	
las	plantas	de	tratamiento	de	aguas	residuales,	el	programa	de	vigilancia	
del origen y destino de las aguas residuales y, en particular, el plan integral 
para	el	desarrollo	de	la	región	de	Cajititlán.	Este	último	contempla	como	
estrategias	el	saneamiento	del	lago	de	Cajititlán	y	el	programa	de	vocacio-
namiento	del	lago,	la	ampliación	y	mantenimiento	de	la	red	de	colectores	
de	aguas	residuales,	el	desarrollo	de	infraestructura	turística	y	la	promoción	
de	la	región	como	destino	turístico.
El	Plan	Municipal	combina	tres	componentes	contradictorios:	opciones	
de	desarrollo	y	crecimiento	económico,	medio	ambiente	y	democracia.	El	
horizonte	que	se	vislumbra	es	generar	las	condiciones	para	el	desarrollo	tu-
rístico,	donde	las	principales	acciones	se	enfocan	básicamente	al	saneamiento	
del lago, y se podría señalar que en dicho plan, el énfasis está puesto en el 
aspecto técnico y regulatorio. En el aspecto técnico se encuentra la rehabili-
tación	de	las	plantas	de	tratamiento	de	aguas	residuales,	la	implementación	
de	una	nueva	planta	de	tratamiento	en	San	Miguel	Cuyutlán	y,	por	lo	que	
concierne a las acciones regulatorias, se pone atención en regular las des-
cargas y regular los usos del agua.
Si	bien	un	rasgo	importante	a	considerar	en	la	planeación	es	la	partici-
pación	de	la	población	para	la	definición	de	los	usos	del	lago	de	Cajititlán	
(agricultura,	acuicultura	y	turismo),	habría	que	considerar	al	menos	dos	
aspectos:	la	representación	y	los	mecanismos	de	participación,	ya	que	
ellos	han	sido	históricamente	construidos	dentro	de	una	cultura	antide-
mocrática	y	clientelar.
Para originar un polo de desarrollo turístico en la región de la ribera de 
Cajititlán,	se	han	determinado	dos	programas	fundamentales:	la	creación	
de	infraestructura	que	abarca	movilidad,	imagen	urbana,	reordenamiento	
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del	comercio,	etc,	y	la	promoción	de	la	región	como	destino	turístico	con	
campañas	de	difusión.	Una	asignatura	pendiente	es	la	relación	entre	desa-
rrollo	sustentable	y	crecimiento	económico.
Por	lo	que	se	refiere	al	Programa	Municipal	de	Desarrollo	Urbano,	a	ni-
vel	de	planeación	se	pretende	establecer	una	política	urbana	con	una	visión	
estratégica	regida	por	criterios	de	sustentabilidad.	Esta	tiene	como	metas:	el	
mejoramiento	de	los	espacios	consolidados,	la	satisfacción	de	la	demanda	
de	infraestructura	y	servicios	públicos,	y	el	cumplimiento	de	condicionantes	
urbanas	para	el	establecimiento	de	nuevos	desarrollos,	lo	que	impediría	la	
dictaminación	de	nuevos	desarrollos	en	áreas	carentes	de	infraestructura	
(acceso al agua, alcantarillado) que constituyan zonas de riesgos o áreas na-
turales protegidas. En su apartado de infraestructura se pretende rediseñar 
el	sistema	del	agua	tomando	en	cuenta	las	fuentes	de	abastecimiento,	la	red	
de	distribución,	la	disposición	de	tratamiento	y	el	reuso.	
Algunos	de	los	aspectos	centrales	en	el	programa	municipal	de	desarrollo	
urbano	son	la	atención	a	la	contaminación	del	lago,	mediante	el	saneamiento	
y	su	preservación.	Además,	explicita	una	visión	que	enlaza	territorio,	agua	y	
sustentabilidad.	De	esta	manera,	pretende	fomentar	una	política	urbana	con	
criterios	de	sustentabilidad,	teniendo	como	plataforma	tres	instrumentos	
fundamentales:	el	programa	de	ordenamiento	ecológico	local,	el	atlas	de	
riesgos y la declaración de área natural protegida de Cerro Viejo. Por su 
parte,	el	Programa	de	Ordenamiento	Ecológico	Local,	desarrollado	para	
el	municipio	de	Tlajomulco,	representa	una	propuesta	acerca	de	la	gestión	
integral	del	territorio.	En	su	apartado	de	propuestas,	toma	como	referencia	
las	políticas	ambientales	expresadas	en	la	Ley	General	de	Equilibrio	Ecoló-
gico	y	la	Protección	al	Medio	Ambiente:
Las	políticas	de	aprovechamiento	son	aplicables	cuando	el	uso	de	suelo	
es	congruente	con	su	vocación	natural	o	potencial	ecológico.	Se	refiere	al	
uso	de	los	recursos	naturales	desde	la	perspectiva	del	mantenimiento	de	
su integridad funcional fundado en su capacidad de carga, regeneración 
y	funcionamiento	de	los	geosistemas,	no	obstante	debe	tener	como	co-
rrelación	una	explotación	consciente	de	las	limitaciones	propias	de	todo	
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espacio	geográfico	para	no	comprometer	el	funcionamiento	o	mantenerlo	
por	periodos	indefinidos	[…]
Las políticas de protección se establecen para zonas donde se ha decretado 
áreas	naturales	protegidas	a	nivel	federal,	estatal	y	municipal,	así	como	
para	aquellas	que	dadas	las	características	geoecológicas	endemismo	de	
la	flora	y	la	flora,	y	fauna,	alta	diversidad	biológica	alta	y	geográfica	etc.,	
que	requieren	que	su	uso	sea	controlado	racional	y	planificado	para	evitar	
su	deterioro	[…]
Las	políticas	de	conservación	se	destinan	para	áreas	donde	el	uso	del	suelo	
actual	está	representado	por	geosistemas	relativamente	poco	modificados	
y	que	han	estado	siendo	utilizados	racionalmente	y	con	valores	ecológi-
cos	y	económicos	representativos,	esta	política	tiene	por	objeto	fortalecer	
y,	en	su	caso	reorientar	las	actividades	a	fin	de	hacer	más	eficiente	el	uso	
de	los	recursos	naturales	y	la	protección	al	ambiente	[…]
Las	 políticas	 de	 restauración	 están	 dirigidas	 a	 revertir	 los	 problemas	
ambientales	o	su	mitigación	a	través	de	las	actividades	tendientes	a	la	
recuperación	y	restablecimiento	de	las	condiciones	que	propician	la	evo-
lución y continuidad de los procesos naturales para la recuperación de 
tierras	no	productivas	y	el	mejoramiento	de	los	geosistemas	en	general,	
con	fines	de	aprovechamiento,	protección	y	conservación.	(Chávez	Her-
nández,	2010:	447–449).
De	esta	manera,	busca	la	articulación	de	las	políticas	prioritarias	desde	una	
visión	estratégica	con	políticas	actuales,	que	responden	al	estado	actual	de	la	
situación,	de	tal	forma	que	se	garantice	una	protección	del	medio	ambiente	
(Chávez	Hernández,	2010).
La	gestión	pública	se	ha	impulsado	también	desde	la	Secretaría	de	Medio	
Ambiente	y	Recursos	Naturales	(semarnat),	mediante	la	coordinación	de	
educación	y	capacitación	ambiental,	y	el	proyecto	de	educación	socioam-
biental en la cuenca del lago de Cajititlán, que inició en 2009 y consiste 
en	impulsar	iniciativas	como	las	de	la	Red	de	Cajititlán	“Por	un	lago	lim-
pio”, en la que participan los cinco pueblos de la ribera del lago. Algunos 
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elementos	significativos	son	la	organización	de	los	diferentes	grupos	que	
componen	la	red	y	la	forma	de	tejer relaciones con otras organizaciones, por 
ejemplo,	la	Universidad	Politécnica,	las	cooperativas	de	pescadores,	el	iteso, 
la	Universidad	de	Guadalajara	y	el	Instituto	Tecnológico	de	Tlajomulco.	
Además,	 se	 trabajan	modalidades	 formativas	 que	 incluyen	 actividades	
prácticas	y	aprendizajes	de	 la	experiencia	 individual,	mediados	por	 la	
comunicación	y	la	participación.
Por	otro	lado,	la	asociación	Pro–defensa	del	Lago	de	Cajititlán,	una	or-
ganización	civil	preocupada	por	la	conservación	del	lago,	se	ha	planteado	
como	objetivo	desarrollar	un	instrumento	estratégico	que	contribuya	a	su	
manejo	y	protección	mediante	un	Sistema	de	Monitoreo	Participativo,	en	
el	cual	ha	participado	el	Centro	de	Investigación	y	Formación	Social	del	
iteso. Esta asociación ha diseñado una propuesta que incluye el autodiag-
nóstico de los representantes de cada uno de los poblados de la ribera, para 
la	definición	de	indicadores	a	monitorear,	hasta	la	evaluación,	atendiendo	
fundamentalmente	la	sustentabilidad	y	la	participación	social.
reflexiones finales
El	devenir	del	lago	de	Cajititlán	está	cada	vez	más	unido	a	la	dinámica	de	
la	zona	metropolitana	de	Guadalajara	a	través	de	la	infraestructura	hidráu-
lica,	 el	 crecimiento	urbano,	 el	 turismo	y	 el	flujo	de	 trasporte,	personas,	
mercancías	y	servicios.	El	lago	adquiere	relevancia	al	ser	reservorio	de	agua	
para la ciudad —ya en dos ocasiones críticas sació su sed— y por parte del 
gobierno	del	estado	se	aprecia	como	probable	receptor	de	aguas	residuales	
tratadas.	El	turismo,	su	infraestructura	y	servicios	asociados,	así	como	la	
proliferación	de	desarrollos	inmobiliarios,	son	atraídos	a	la	ribera	por	el	
paisaje y la riqueza cultural de su entorno.
El	uso	y	manejo	del	agua,	como	proceso	generador	de	conflictos	am-
bientales	y	alternativas,	está	estrechamente	vinculado	a	la	evolución	de	la	
agricultura	en	la	cuenca,	a	las	formas	de	vida	de	las	comunidades	ribe-
reñas	y	a	un	conjunto	de	políticas	públicas	promovidas	por	el	gobierno	
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municipal	y	el	estado.	Las	alternativas	que	surgen	desde	las	organizaciones	
sociales	difícilmente	se	pueden	separar	del	agua,	la	tierra	y	la	producción	
de	alimentos.
La	agricultura	 en	 la	 región,	 como	proceso	generador	de	 alternativas,	
debe	ser	analizada	desde	la	multifuncionalidad,	la	producción	de	alimentos	
sanos,	la	generación	de	servicios	ambientales,	el	empleo	de	mano	de	obra	
local,	el	arraigo	cultural	y	social,	y	los	bajos	impactos	ambientales.	Estas	
funciones	son	dimensiones	a	considerar	para	fortalecer	los	avances	hacia	
una agricultura sustentable que aporte al desarrollo regional. Para fortale-
cer la agricultura sustentable desde la gestión social, hay que considerar la 
planeación	participativa,	el	acceso	a	mercados	diferenciados	y	las	facilidades	
fiscales	como	aspectos	que	deben	ser	apoyados	desde	las	políticas	públicas	
a	diferentes	niveles.
Los	procesos	de	generación	de	tecnología,	así	como	la	formación	y	el	
acompañamiento	de	los	actores	sociales	son	temas	cruciales	en	la	sustentabili-
dad	de	la	agricultura	regional.	Las	experiencias	muestran	el	importante	papel	
que	pueden	desempeñar	aquí	las	universidades	y	los	centros	de	investigación.
Existe	una	significativa	riqueza	en	términos	organizativos	y	sociales	en	
la	región,	por	ejemplo,	la	Red	de	Cajititlán	“Por	un	Lago	Limpio”,	grupos	
de	pescadores,	 cooperativas,	 y	Pro–defensa	del	Lago.	Estas	organizacio-
nes	constituyen	un	mosaico	de	conocimientos	y	aprendizajes	que	pueden	
multiplicar	 y	 enriquecer	 las	 opciones	 de	 sustentabilidad.	 Esto	 a	 su	 vez	
representa	una	oportunidad	para	el	Centro	de	Investigación	y	Formación	
Social del iteso,	en	la	medida	que	incida	en	potencializar	el	tejido	social	y	
la	articulación	organizativa,	dada	su	trayectoria	al	acompañar	algunos	de	
estos procesos sociales.
Para	el	caso	de	Cajititlán,	la	administración	actual	del	municipio	reco-
noce	la	problemática	ambiental	y	el	porqué	de	la	conflictividad	social	de	
acuerdo	con	lo	señalado	en	su	Programa	de	Ordenamiento	Ecológico	Local.	
Se	podría	afirmar	que	la	actual	administración	posee	una	visión	estratégica	
en	el	municipio	de	Tlajomulco,	que	combina	elementos	de	la	gestión	del	
agua	como	derecho	humano	y	como	recurso.	Respecto	de	la	gestión,	se	han	
213agua y conflictos ambientales en la ribera de caJititlán, Jalisco
implementado	acciones	que	señalan	la	articulación	entre	el	Plan	Municipal	
de	Desarrollo,	el	Programa	Municipal	de	Desarrollo	Urbano	y	el	Programa	de	
Ordenamiento	Ecológico	Local.	Sin	embargo,	existen	retos	significativos,	
como	la	implementación	de	mecanismos	que	impulsen	la	participación	de	
la	población	y	no	solo	la	representatividad	de	los	usuarios	del	agua.	Un	
segundo	reto	es	la	implementación	del	desarrollo	turístico	en	la	región,	
coherente	con	los	lineamientos	estratégicos,	en	particular	los	referidos	a	
la	conservación,	protección	y	restauración	del	entorno,	de	tal	forma	que	
se	incida	en	mejorar	las	condiciones	de	vida	de	los	pobladores	y	se	res-
peten	la	cultura,	la	identidad	y	el	significado	que	el	lago	tiene	para	ellos.
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FORTALECIMIENTO DE LA AGRICULTURA 
SUSTENTABLE EN LA COSTA SUR DE JALISCO: 
LA CONSTRUCCIóN DE ALTERNATIVAS DESDE 
EL QUEHACER CAMPESINO COTIDIANO
Peter R.W. Gerritsen, Pedro Figueroa Bautista, 
Víctor	M.	Villalvazo	López	y	Xóchitl	Cíhuatl	Castillo	Castro
La	 agricultura	mexicana	 enfrenta	 en	 la	 actualidad	 diversos	 retos	 que	
pueden	tener	un	efecto	desestructurador	aun	mayor	sobre	la	ya	de	por	sí	
deteriorada	economía	campesina	(Torres	y	Trápaga,	2002).	Se	observa	un	
marcado	declive	en	la	inversión	en	el	campo	como	resultado	del	desarrollo	
de	 un	modelo	productivo	 basado	 en	 insumos	 externos	 agroindustriales,	
con	efectos	negativos	para	el	medio	ambiente	(véase,	por	ejemplo,	Guzmán	
Casado,	González	de	Molina	y	Sevilla	Guzmán,	2000).	Además,	en	diversos	
estudios	 realizados	 por	 el	 Banco	Mundial,	 se	 encuentra	 la	 estimación	
del	costo	monetario	del	deterioro	ambiental,	en	relación	con	la	erosión,	
la	contaminación	del	suelo	y	del	agua,	y	la	sobrexplotación	de	los	mantos	
acuíferos;	el	costo	estimado	es	de	más	o	menos	1,000’000,000	de	dólares	
anuales	 (Banco	Mundial,	 citado	 en	 Pérez,	 2004).	 Esto	 apunta	 hacia	 la	
inviabilidad	del	modelo	agroindustrial	en	términos	de	sustentabilidad	y	
conservación	ecológica.	
Los	conceptos	adoptados	en	 la	actualidad	por	 la	sociedad	dominante	
tienden	a	no	reconocer	el	vínculo	entre	la	agricultura,	 la	naturaleza	y	la	
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sociedad. Se han desplazado concepciones locales e indígenas relacionadas 
con	la	agricultura	de	la	vida,	y	se	han	introducido	nuevas	concepciones	me-
ramente	técnicas	como	cultivos	híbridos	y	transgénicos,	ingeniería,	trabajo	
y	factores	de	la	producción;	estos	objetos	se	intercambian	de	contexto	y	
pertenecen	al	mercado	de	la	oferta	y	la	demanda	(Aboites	Manríquez,	2002).
A	ello	se	suma	la	propia	situación	económica	del	país,	que	hasta	la	fecha	
se	muestra	incapaz	de	disminuir	los	altos	índices	de	desempleo,	incluso	en	
el	campo.	Esto	se	debe,	por	un	lado,	al	avance	tecnológico	que	desplaza	
mano	de	obra	y,	por	otro,	a	los	efectos	negativos	que	el	Tratado	de	Libre	
Comercio	con	Canadá	y	Estados	Unidos	y	otros	tratados	comerciales	han	
traído	consigo.	Existe	una	falta	de	competitividad,	al	menos	en	lo	que	se	
refiere	a	estrategias	de	mercado	y	costos	de	producción,	sobre	todo	en	lo	
que concierne a los granos básicos (Torres Torres y Trápaga, 2002).
Otro	factor	no	menos	importante	es	el	alza	generalizada	de	los	precios	de	
los	alimentos	en	el	mundo.	Estos	han	alcanzado	niveles	récord,	sin	beneficiar	
apreciablemente	a	los	pequeños	productores,	ya	que	las	ganancias	se	quedan	
en	mayor	medida	en	las	manos	de	las	grandes	empresas	agroindustriales.	
Así,	el	hambre	crece	al	igual	que	las	protestas.
En este contexto, resulta insoslayable la discusión sobre el futuro de la 
agricultura,	los	alimentos,	los	campesinos	y	los	indígenas	(Holt–Giménez,	
Patel	 y	 Shattuck,	 2010).	 Se	 buscan	modelos	 alternativos	 de	 producción	
agrícola	que	se	construyan	a	partir	de	los	conocimientos	y	los	recursos	lo-
cales,	para	que	sean	ecológica	y	socialmente	sustentables	(Guzmán	Casado,	
González	de	Molina	y	Sevilla	Guzmán,	2000;	Morales	Hernández,	2004;	
Gerritsen,	2010).	Desde	esta	perspectiva,	la	agricultura	sustentable	es	más	
que	una	simple	actividad	productiva	y	económica,	es	parte	constitutiva	de	la	
cultura	familiar	e	implica	el	fortalecimiento	de	los	procesos	agroecológicos.	
A	través	de	la	agricultura	sustentable,	los	pueblos	raizales	se	relacionan	con	
la	naturaleza	y,	en	torno	a	esta	relación,	se	configura	el	paisaje,	la	dinámica	
social	y	los	símbolos.	De	esta	manera,	se	afirma	la	identidad	campesina	e	
indígena,	y	se	genera	una	serie	de	manifestaciones	culturales	en	la	arquitec-
tura	del	sitio,	en	las	fiestas	tradicionales	y	en	otras	expresiones	folclóricas	
(Londoño Vélez, 2008; Gerritsen, 2010). Para la regulación del uso y el 
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manejo	de	los	recursos	naturales,	en	la	agricultura	sustentable	los	factores	
socioculturales	 y	 naturales	 son	 importantes,	 ya	 que	 si	 solo	 existiera	 un	
valor	de	cambio,	sería	incosteable,	inclusive	para	las	pequeñas	economías	
familiares	(González	Figueroa,	2006).
Tomando	en	cuenta	todo	lo	anterior,	este	capítulo	describe	las	expe-
riencias del Laboratorio de Desarrollo Rural (ldr)	del	Departamento	de	
Ecología	y	Recursos	Naturales,	en	el	Centro	Universitario	de	la	Costa	Sur	de	
la	Universidad	de	Guadalajara,	en	torno	al	fortalecimiento	de	la	agricultura	
sustentable	en	la	región	Costa	Sur	de	Jalisco	y	la	promoción	del	comercio	
justo.	Primero	se	presenta	la	justificación	y	el	diseño	de	las	intervenciones,	
para	en	seguida	describir	los	resultados.	El	capítulo	termina	con	una	discu-
sión y conclusiones generales.
acerca de la problemática rural
Las	políticas	rurales	en	el	campo	mexicano	fueron	caracterizadas	por	una	larga	
tradición	de	proteccionismo	y	paternalismo	hasta	los	años	ochenta,	cuando	
se	empezó	a	reorientar	la	economía	hacia	el	neoliberalismo,	lo	que	dejó	a	
los	campesinos	a	la	suerte	del	mercado	(Tetreault,	2009).	En	este	contex-
to,	se	puede	observar	un	aumento	en	la	politización	del	campo	mexicano,	
sobre	todo	en	las	dos	últimas	décadas	del	siglo	xx (Woods, 2003). Hoy en 
día,	en	el	marco	de	la	actual	crisis	económica	(global	y	nacional),	la	acción	
política	y	las	protestas	forman	parte	de	la	búsqueda	de	un	desarrollo	rural	
sustentable.	Por	otra	parte,	 se	han	desarrollado	diversas	experiencias	a	
nivel	nacional	que	muestran	 la	viabilidad	de	 las	estrategias	alternativas	
para	el	desarrollo	rural.	Víctor	M.	Toledo	(2000b),	por	ejemplo,	menciona	
más	de	2,000	comunidades	rurales	involucradas	en	estos	procesos,	muchas	
de las cuales están ubicadas en el centro y sur de nuestro país.
México	tiene	muchos	problemas	ambientales,	una	situación	especialmente	
grave	si	se	toma	en	cuenta	que	se	considera	el	quinto	país	con	mayor	bio-
diversidad	en	el	mundo.	Una	de	las	principales	causas	de	estos	problemas	
es,	sin	duda,	el	uso	intensivo	de	la	tecnología	generada	para	desarrollar	y	
sostener	el	ya	debilitado	modelo	de	la	revolución	verde	(Warman,	2001;	
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Morales	Hernández,	2004).	Muchas	de	estas	tecnologías	aún	persisten	y	
siguen	afectando	a	los	diversos	ecosistemas	del	país.	Por	otra	parte,	no	se	
vislumbran	cambios	positivos	en	las	políticas	alimentarias	del	campo.	La	
promoción	de	los	agrocombustibles,	que	está	en	primera	plana	de	la	agenda	
oficial,	la	aprobación	de	leyes	como	la	famosa	ley	Monsanto,	y	las	primeras	
pruebas	piloto	hechas	con	transgénicos	no	hacen	más	que	volver	el	panorama	
del	campo	más	desalentador	y	sombrío,	mientras	se	aceleran	los	procesos	de	
erosión	y	contaminación	del	suelo,	contaminación	del	agua,	deforestación	
y	pérdida	de	la	diversidad	genética	y	biológica.	
Es	 necesario	 subrayar	 que	 los	 daños	 no	 solo	 se	 perciben	 en	materia	
ambiental;	la	dimensión	cultural	de	esta	crisis	se	refleja	en	la	trasformación	
de	las	estructuras	comunitarias	y	las	culturas	rurales	(Toledo,	2000b).	A	la	
vez,	en	la	esfera	socioeconómica	se	puede	observar	una	pérdida	de	renta-
bilidad	en	muchas	de	las	actividades	agrícolas	de	los	pequeños	y	medianos	
productores,	que	comprenden	87%	de	los	agricultores	mexicanos	(Toledo,	
2000b).	Como	consecuencia,	persisten	altos	niveles	de	pobreza	en	el	campo	
mexicano,	lo	cual	impulsa	la	migración	masiva	hacia	las	grandes	ciudades	y	
Estados Unidos (Arroyo Alejandre, 1995). 
A	pesar	 de	 estos	 factores	 adversos,	 sigue	 existiendo	 el	 “México	pro-
fundo”	del	que	habla	Guillermo	Bonfil	Batalla	(1994),	en	referencia	a	las	
raíces	milenarias	de	la	agricultura	mexicana,	basada	en	la	milpa	y	la	diver-
sificación	productiva	y	económica	de	los	pueblos	originarios.	Además,	hoy	
en	día	existen	múltiples	experiencias	que	reflejan	un	“México	imaginario”	
diferente	(Bonfil	Batalla,	1994),	debido	a	que	se	basan	en	un	modelo	de	
desarrollo	alternativo	que	pretende	 ser	más	 sustentable,	 justo	y	diverso,	
como	se	verá	en	seguida.
La costa sur del estado de Jalisco y la emergencia de alternativas
Como	ya	mencionamos,	la	región	Costa	Sur	del	estado	de	Jalisco	se	ubica	
en	el	occidente	de	México.	Su	paisaje	se	caracteriza	por	una	gran	diversidad	
ecológica,	debido	a	la	presencia	de	diferentes	climas,	topografía,	vegetación	
y suelo (Ochoa García, 2005). La agricultura tiene una larga historia en 
219fortalecimiento de la agricultura sustentable en la costa sur de Jalisco
la	zona	y	también	se	caracteriza	por	una	diversidad	cultural	y	productiva	
(Laitner–Benz	y	Benz,	1994).	La	vida	rural,	sus	actividades	agropecuarias	
y	forestales	han	sido,	a	lo	largo	de	la	historia,	un	componente	central	de	la	
identidad cultural de los habitantes de esta región, y el sector rural juega 
un	papel	muy	importante	en	la	economía	y	la	política	del	estado	(Ochoa	
García, 2005). 
Por	otra	parte,	en	la	Costa	Sur	de	Jalisco	se	manifiestan	los	costos	socia-
les,	culturales	y	ambientales	del	modelo	neoliberal	de	desarrollo.	Así	como	
en otras partes de México, el sector agropecuario de la zona se caracteriza 
por	una	larga	crisis,	manifestada	en	la	emigración	y	la	desintegración	de	la	
familia,	de	las	comunidades	rurales	y	de	las	identidades	campesinas.	Además,	
la	difusión	de	monocultivos	y	otras	tecnologías	de	la	revolución	verde	ha	
llevado	a	un	deterioro	severo	de	suelos,	agua	y	vegetación	natural.	El	caso	
más	reciente	de	los	monocultivos	es	la	expansión	del	cultivo	de	agave	azul	
en	esta	y	otras	regiones	del	estado	de	Jalisco,	a	través	de	la	agricultura	de	
contrato,	lo	cual	ha	sido	costoso	en	términos	sociales	y	ambientales	(Ge-
rritsen y Martínez, 2010).
Relacionado	con	lo	anterior,	la	problemática	rural	marca	una	tendencia	
hacia	la	exclusión	de	los	actores	sociales	locales	de	las	actividades	agrope-
cuarias. En otras palabras, la profesión de agricultor se encuentra en serio 
riesgo	y,	con	ello,	la	importancia	de	lo	rural	y	sus	aportaciones	a	la	identidad	
regional.	Ahora,	la	crisis	en	la	agricultura	impacta	también	el	conjunto	de	
símbolos	y	significados	culturales	que	a	lo	largo	de	la	historia	han	construido	
el	universo	identitario	regional.	
Una	solución	recurrente	de	muchos	productores	ha	sido	organizarse	me-
diante	asociaciones	y	uniones	campesinas,	y	en	la	actualidad,	a	nivel	regional,	
nacional	e	internacional	se	pueden	observar	varios	movimientos	ciudadanos	
donde	participan	grupos	de	ambientalistas,	consumidores	y	otros	grupos	de	
la	sociedad	civil.	Analíticamente,	estas	asociaciones	de	productores–consumi-
dores	se	pueden	considerar	como	“nuevos	movimientos	sociales”.	Michael	
Woods	las	caracteriza	como	un	“surtido	de	grupos	comprometidos	en	la	ac-
ción política rural” (2003: 310). Sus luchas se pueden localizar en la defensa 
de	las	estructuras	locales	(socioculturales,	organizativas	y	económicas)	y	en	
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el	control	sobre	diferentes	esferas	de	la	vida	cotidiana.	En	otras	palabras,	
estos	movimientos	tienen	como	objetivo	enfatizar	la	necesidad	de	enfoques	
endógenos hacia el desarrollo rural (Ray, 1999), y están relacionados con 
la	defensa	de	los	estilos	de	vida	específicos	del	sector	rural	(Escobar,	2001).	
Es	también	en	este	contexto	que	surgen	las	nuevas	alternativas	del	manejo	
de	recursos	naturales	(Posey,	1999;	Gerritsen,	2010),	con	novedosas	inte-
racciones	entre	los	ámbitos	local	y	global	(Calle	Collado,	2005).
En	esta	búsqueda	de	estrategias	alternativas	para	el	desarrollo	rural,	la	
región	Costa	Sur	ofrece	un	gran	número	de	experiencias	locales	importantes,	
impulsadas	por	pequeños	empresarios	(mujeres	y	hombres),	campesinos,	
organizaciones indígenas, y grupos ecológicos urbanos (Gerritsen y Morales 
Hernández,	2007).	Sus	actividades	se	orientan	hacia	la	agricultura	susten-
table,	el	comercio	justo,	la	producción	y	la	comercialización	de	hierbas	y	
plantas	medicinales,	el	turismo	rural	y	la	educación	ambiental,	entre	otras.	
nuestro enfoque metodológico
La	región	Costa	Sur	tiene	características	muy	particulares	por	sus	diversas	y	
complejas	condiciones	ambientales,	relacionadas	con	la	variación	altitudinal	
y	el	relieve	accidentado	del	terreno.	Estas	condiciones	proveen	importan-
tes	recursos	naturales	para	los	pobladores	de	la	región,	tales	como	agua,	
madera,	alimentos,	forrajes,	medicinas	y	una	gran	variedad	de	servicios	
ambientales	(Gerritsen,	Lomelí	Jiménez	y	Ortiz	Arrona,	2005).	Las	mismas	
condiciones	han	dado	lugar	a	una	riqueza	cultural	por	la	presencia	de	comu-
nidades	campesinas	con	usos	tradicionales	de	los	recursos.	
La	siembra	de	maíz	es	una	actividad	importante	en	la	región,	pero	tam-
bién	existen	otros	cultivos	de	importancia	económica,	por	ejemplo,	la	caña	
de	azúcar,	el	chile,	y	el	jitomate,	los	cuales	son	requeridos	por	el	mercado	
nacional	e	internacional.	El	agave	azul	tiene	importancia	desde	los	años	no-
venta	del	siglo	pasado	(Gerritsen,	Lomelí	Jiménez	y	Ortiz	Arrona,	2005).	
La	agricultura	se	practica	tanto	en	las	modalidades	de	temporal	y	como	
en	las	de	riego.	En	cuanto	a	la	ganadería,	que	ha	tenido	importancia	desde	
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los	años	setenta,	se	encuentran	modelos	de	 libre	pastoreo,	estabuladas	y	
mixtas	(Martínez	Rivera	y	Gerritsen,	2007).
En	esta	región,	diversas	instituciones,	productores	y	organismos	no	guber-
namentales	(ong) han desarrollado desde hace casi una década estrategias 
participativas	con	el	objetivo	de	articular	esfuerzos	y	acciones	colectivas	para	
el desarrollo de la agricultura orgánica. Esto incluye no solo las técnicas de 
saber hacer	(por	ejemplo,	la	elaboración	de	insumos	productivos)	sino	tam-
bién	la	generación	de	esquemas	de	comercialización	alternativos	(tianguis	y	
encuentros	campesinos)	(Villalvazo	López	et al, 2003; Morales Hernández, 
2004;	Figueroa	Bautista	et al, 2005; Gerritsen y Morales Hernández, 2007). 
Entre	estas	acciones	 se	 incluye	el	 trabajo	de	 investigación–acción	 im-
pulsado por el Laboratorio de Desarrollo Rural (ldr)	del	Departamento	
de	Ecología	y	Recursos	Naturales	(imecbio),	en	el	Centro	Universitario	de	
la	Costa	Sur,	de	la	Universidad	de	Guadalajara.	El	ldr	ha	organizado	más	
de	50	cursos–talleres	campesinos	para	la	promoción	y	el	desarrollo	de	un	
proyecto	de	agricultura	orgánica	en	22	municipios	de	las	regiones	Costa	
Sur	y	Sierra	de	Amula,	en	el	estado	de	Jalisco.	Su	estrategia	parte	de	la	pla-
neación	participativa	y	se	ubica	metodológicamente	en	la	agroecología	y	la	
educación popular (Gerritsen y Morales Hernández, 2009). 
un poco de historia a vuelo de pájaro
Las experiencias que aquí se presentan tienen su origen en acciones de-
sarrolladas desde 1987 por el personal del ldr en las zonas rurales de la 
Reserva	de	 la	Biosfera	Sierra	de	Manantlán,	bajo	 la	premisa	de	cumplir	
con	los	objetivos	de	desarrollo	social	de	la	reserva,	entre	otros,	a	través	del	
fortalecimiento	de	la	participación	de	los	actores	locales	(Gerritsen,	1998,	
Villalvazo	López	et al,	2003).	En	1995	se	desarrollaron	las	primeras	acciones	
dirigidas	a	la	formación	y	capacitación	de	grupos	de	productores	en	esta	
región	en	el	manejo	de	diferentes	proyectos	productivos,	con	un	enfoque	
de	desarrollo	endógeno	(Villalvazo	López	et al, 2003).1	Se	empezó	impul-
1. Se entiende aquí el desarrollo endógeno como un modelo que parte de los recursos naturales y las 
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sando	proyectos	productivos	con	los	pobladores	de	la	Sierra	de	Manantlán,	
quienes	en	su	gran	mayoría	son	indígenas	nahuas.	El	objetivo	fue	recuperar	
y	fortalecer	las	actividades	productivas	tradicionales	para	el	autoconsumo	y	
la	venta	de	excedentes.	Lo	anterior	permitió	conocer	de	cerca	los	enfoques	
y	modos	campesino–indígenas	de	producción,	las	circunstancias	sociales	y	las	
percepciones	 locales	sobre	 la	problemática	socioambiental.	Después,	se	
amplió	este	trabajo	a	otros	municipios	fuera	de	la	Sierra	de	Manantlán	y	
se	desarrolló	un	componente	de	investigación	y	sistematización	de	los	re-
sultados,	lo	cual	permitió	la	retroalimentación	de	experiencias	con	los	
promotores	institucionales	y	los	grupos	de	productores	campesinos.
talleres y encuentros campesinos como espacios de cambio e intercambio
Los	talleres	y	encuentros	campesinos	impartidos	por	la	ldr	tienen	como	prin-
cipal	finalidad	el	impulsar	un	modelo	endógeno	de	agricultura	sustentable,	
en el que se utilicen los recursos y capacidades locales de los productores. La 
idea es recuperar y poner en práctica la relación hombre–tierra–agricultura, 
de	manera	que	se	articulen	el	medio	ambiente,	los	mercados,	la	tecnología	
apropiada	y	la	disponibilidad	de	alimentos	sanos	y	accesibles	para	la	sociedad	
(Ploeg	y	Long,	1994).
Los	 encuentros	 campesinos	 son	 espacios	 sociales	 construidos	 por	 los	
campesinos	 para	 encontrarse.	 Esto	 significa	 que	 existe	 la	 posibilidad	 de	
conectarse	con	compañeros	que	tienen	las	mismas	necesidades,	actitudes	e	
ideas	en	común,	para	llevar	los	problemas	a	un	punto	de	análisis	colectivo.	
De	ahí	surge	la	posibilidad	de	encontrar	alternativas	mediante	la	adquisición	
de	nuevos	aprendizajes	y	capacidades.	
Los	encuentros	se	realizan	en	diferentes	comunidades	campesinas	y	se	
organizan	sobre	todo	por	el	grupo	anfitrión,	con	el	apoyo	logístico	del	ldr. 
Por	lo	general,	se	llevan	a	cabo	durante	un	fin	de	semana.	Las	instalacio-
nes,	la	comida,	el	trasporte,	los	materiales,	los	productos	agropecuarios	de	
capacidades de los actores locales para llevar a cabo proyectos productivos propios, en donde existe 
un control por parte de los actores locales sobre el valor de la producción agropecuaria y forestal 
(Van der Ploeg, 1994; Gerritsen, 2002).
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intercambio,	los	pasajes,	los	compañeros,	los	dormitorios,	las	lecturas,	los	
documentales,	la	música,	la	bebida,	la	solidaridad,	la	colectividad,	el	true-
que,	la	palabra	campesina,	las	técnicas	y	las	metodologías	de	aprendizaje	
campesino	son	elementos	constitutivos	de	los	encuentros	campesinos.	
Los	talleres	son	eventos	más	pequeños,	que	duran	entre	medio	día	y	dos	
días.	En	ellos	se	comparten	modos	de	aprovechar	y	elaborar	diferentes	tipos	
de	abonos	orgánicos,	el	desarrollo	de	la	 lombricultura	y	estrategias	para	
llevar	a	cabo	un	proceso	de	transición	hacia	la	agricultura	orgánica.	Además,	
desde	una	perspectiva	multidisciplinaria,	se	abordan	temas	que	integran	la	
visión	y	los	conocimientos	locales.	De	esta	manera,	se	comparten	enseñanzas	
entre	especialistas	y	los	demás	participantes,	para	después	difundirlos	de	
campesino	a	campesino,	y	de	compañero	a	compañero,	en	los	encuentros.
En	particular,	los	talleres	parten	de	una	premisa	importante:	darles	valor	
a	los	recursos	y	los	conocimientos	locales,	con	el	objetivo	de	recuperar	los	
aprendizajes	campesinos	y	fortalecer	las	tecnologías	locales.	Así,	giran	en	
torno	a	la	participación	campesina,	a	fin	de	recuperar	todas	las	aportaciones	
y	conocimientos	de	los	principales	actores	locales	referentes	a	la	agricultura	
diversificada.	La	idea	es	entender	los	problemas	del	campo	a	partir	de	la	
propia	situación	de	los	campesinos.	De	esta	manera,	pretenden	impulsar	
la	producción	de	alimentos	sanos,	minimizar	la	dependencia	de	recursos	
externos	y	crear	nuevos	procesos	de	comercialización,	con	lo	que	se	ge-
neren	modelos	alternativos	de	agricultura	que	fortalezcan	 las	economías	
campesinas.	
En	esta	dinámica,	el	papel	del	ldr	ha	sido	crear	y	dinamizar	los	espacios	
donde	pueden	surgir	estos	procesos	de	aprendizaje	colectivo.	Además,	la	
sistematización	de	los	aprendizajes	derivados	de	estos	talleres	y	encuentros	
ha	permitido	identificar	algunos	de	los	principales	beneficios	sociales,	eco-
nómicos	y	ecológicos	para	los	productores	participantes.	Estos	beneficios	
se presentan en los cuadros 8.1 y 8.2.
La	información	de	los	cuadros	permite	poner	en	tela	de	juicio	los	cono-
cimientos	consabidos	y	aceptados	por	las	ciencias	agrícolas	convencionales	
como	únicos	y	verdaderos.	Es	evidente	que	los	campesinos,	con	base	en	las	
múltiples	experiencias	y	aprendizajes	que	vivieron	en	los	talleres	y	encuen-
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cuadro 8.1 beneficios de los encuentros campesinos
cuadro 8.2 beneficios de la agricultura orgánica, recuperados en talleres
Desarrollo de 
esquemas de 
comercialización 
alternativos 
(tianguis, trueque, 
moneda social).
Beneficios económicos
Conservación e 
intercambio de 
recursos locales 
(semillas, animales).
Beneficios ecológicos
Creación y validación de espacios 
sociales de intercambio de 
experiencias campesinas (validación 
del tianguis campesino y el trueque).
Empoderamiento social. 
Recuperación de la identidad 
campesina.
Recuperación de la cultura solidaria 
y comunitaria.    
Autonomía campesina.
Beneficios sociales
Fomento del ahorro 
mediante la 
utilización de 
recursos locales para 
la producción de 
insumos propios.
Disminución en la 
compra de insumos 
industriales.
Generación de 
alimentos sanos para 
el mercado y para el 
autoconsumo.
Aumento en el 
empleo.
Beneficios económicos
Disminución en el uso 
de agroquímicos que 
ocasionan 
contaminación en 
establos, parcelas, 
solares y ríos.
Disminución de riesgos 
de intoxicación por 
aplicaciones directas  
de agroquímicos o 
consumo de productos 
agrícolas tratados con 
lo mismo.
Conservación 
de la naturaleza.
Beneficios ecológicos
Reforzamiento de capacidades 
campesinas y del saber hacer.
Menos dependencia externa.
Recuperación del conocimiento 
que, se dice, es exclusivo de las 
empresas y de las universidades.
Valorización de recursos locales 
(estiércoles, esquilmos, tierras de 
diversos colores, suero de leche, 
melazas, yogurt, sangre, plumas, 
huesos, rumen lombricompostas, 
pulpa de café, etc).
Fomento de la organización 
campesina y la formación de 
redes de productores.
Beneficios sociales
tros	campesinos,	son	capaces	entre	otras	cosas	de	cuestionar	la	apropiación	
diferenciada	del	conocimiento	por	parte	de	las	agroempresas	trasnacionales	
y	otros	agentes	de	cambio	(estado,	ong,	universidades).	Desde	esta	pers-
pectiva,	los	efectos	de	dominación	y	manipulación	que	se	generan	en	los	
procesos	educativos	y	desde	los	paradigmas	de	las	ciencias	agrícolas	con-
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vencionales	(que	niegan	las	prácticas	y	saberes	populares	implícitos	en	una	
agricultura	de	orden	cósmico	y	de	respeto	a	la	vida)	se	pueden	debilitar	al	
partir	del	hecho	de	que	el	campesino	aprende	y	modifica	sus	propias	estra-
tegias	productivas,	reconociéndose	a	sí	mismo	como	un	individuo	lleno	de	
conocimientos,	capacidades	e	innovaciones.	Estos	cuestionamientos	forman	
parte	de	un	aprendizaje	colectivo	de	los	productores	y	profesionistas	invo-
lucrados;	se	sustentan	en	los	conocimientos	generados	mediante	el	análisis	
de	las	experiencias	de	campesinos	locales.
Cabe	mencionar	también	que	estas	experiencias	apuntan	hacia	la	nece-
sidad	de	trabajar	sobre	un	nuevo	modo	de	aprender,	comunicar,	entender	
e	interpretar	las	actividades	que	se	desarrollan	en	la	agricultura.	Esto	es,	se	
requiere	partir	del	potencial	que	existe	en	el	conocimiento	del	hombre	de	
campo,	así	como	de	los	recursos	que	no	son	utilizados	por	falta	de	cono-
cimiento	técnico.	Hay	que	desarrollar	tecnologías	apropiadas,	sustentadas	
en el saber hacer y en el saber entender.	Asimismo,	es	importante	fortalecer	
los	esquemas	de	comercialización	alternativos,	tales	como	el	tianguis	y	los	
trueques.
estrategia de comercio justo
En	la	actualidad,	ante	las	desventajas	que	enfrentan	los	campesinos	para	
comercializar	los	productos	del	campo	en	una	desleal	competencia	con	las	
grandes	empresas	del	mercado	internacional,	se	ha	vuelto	necesario	buscar	y	
construir	estrategias	alternativas	de	comercio,	con	el	objetivo	de	crear,	forta-
lecer	y	expandir	sus	propios	espacios	de	producción	y	comercialización.	Al	
analizar	la	manera	en	que	se	han	construido	estas	alternativas	de	comercio	
justo,	se	pueden	identificar	tres	componentes	principales:
•	 La	participación	campesina,	entendida	como	un	factor	fundamental	
para	madurar	un	proceso	de	organización,	crecimiento	y	aprendizaje	
acorde	con	las	propias	capacidades,	recursos	y	tiempos	de	los	princi-
pales actores sociales.
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•	 La	construcción	de	espacios	de	comunicación,	aprendizaje	e	intercam-
bio	de	experiencias	campesinas,	tales	como	los	talleres	sobre	agricul-
tura	sustentable,	que	son	la	base	para	la	construcción	de	plataformas	
sociales	que	permitan	la	consolidación	de	los	sistemas	de	producción	
y	comercialización	de	productos	sustentables.
•	 La	participación	de	la	sociedad	civil,	donde	existan	grupos	de	consu-
midores	responsables	que	valoren	y	fortalezcan	estos	espacios.
En	el	caso	del	primer	componente,	es	importante	diferenciar	entre	nuestra	
interpretación de participación campesina y la oficial.	En	 los	programas	
gubernamentales,	el	involucramiento	del	campesino	se	empuja	por	las	ne-
cesidades	y	los	tiempos	de	las	instituciones,	bajo	esquemas	de	pasividad,	en	
los que los actores locales solo escuchan al especialista, quien conduce los 
procesos	de	organización,	las	formas	de	aprendizaje	y	las	estrategias	de	vida.	
En	cambio,	la	participación	que	hemos	promovido	para	diseñar	estrategias	
de	comercialización	campesina	se	basa	en	la	acción	de	acuerdo	con	la	propia	
cotidianeidad	del	campesino,	sus	tiempos,	sus	recursos,	sus	capacidades	y	sus	
espacios	de	comunicación.	De	esta	manera,	el	campesino	tiene	la	seguridad	
de	que,	en	cada	actividad	en	la	que	participe,	satisfará	una	necesidad	real	en	
relación	con	sus	conocimientos,	tecnologías,	recursos,	etcétera.
Claro	que	no	se	puede	entender	este	tipo	de	dinámica	como	un	proceso	
fluido	y	sin	contratiempos.	Al	contrario,	se	presentan	obstáculos a la orden 
del	día,	sobre	todo	para	los	grupos	con	raíces	indígenas	o	estilos	de	vida	
muy	ajenos	a	la	vida	urbana.	Aunque	estos	podrían	estar	a	primera	vista	
fuera	de	la	lógica	de	las	estrategias	convencionales,	es	necesario	superarlos	para	
avanzar	hacia	la	comercialización	de	sus	productos	al	exterior.	Para	ilustrar	
un	poco	esta	problemática,	se	comparten	en	seguida	expresiones	verbales	que	
se relacionan con la inseguridad de los propios productores para asistir 
a los tianguis de productos orgánicos o exponer sus productos en ferias 
y	espacios	de	venta:
“No...	yo	no	voy...	no	he	salido	más	lejos	que	aquí	al	pueblo”.	
“No	voy	porque	[alguien]	me	vaya	perder	por	allá”.	
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“¿Qué	ando	haciendo	allá?	podría	pisarme	[atropellarme]	un	carro”.	
“Mi	marido	pensará	que	ando	haciendo	cosas	malas”.	
“Yo	no	sé	platicar	bonito	y	me	da	mucha	vergüenza	vender”.
La	no	comprensión	de	estas	inseguridades	y	otras	similares	por	parte	de	las	
agencias	gubernamentales	les	obligan	a	saltarse el paso	o	minimizar	la	im-
portancia	de	resolver	primero	estas	dificultades.
En	lo	que	se	refiere	al	segundo	componente	mencionado,	en	el	que	se	
hace	alusión	a	la	creación	de	espacios	y	plataformas	sociales	adecuadas	y	
acordes	a	las	capacidades	y	necesidades	campesinas,	es	importante	tomar	
en	cuenta	la	manera	en	que	han	creado	y	fortalecido	los	llamados	tianguis	
de	productos	campesinos	o	tianguis	campesinos.	Estos	tianguis	son	espa-
cios	de	comercialización	e	 intercambio	de	productos	campesinos,	donde	
se	promueven	el	consumo	responsable,	el	trueque	y	la	recuperación	de	los	
valores	tradicionales,	con	una	oferta	de	alimentos	limpios	y	de	alta	calidad.	
Ahora	bien,	cuando	se	habla	de	la	construcción	de	plataformas	adecuadas	de	
participación	campesina	no	solo	se	hace	referencia	a	los	espacios	de	comer-
cialización	e	intercambio	sino	también	a	la	existencia	de	espacios	adecuados	
de	capacitación,	reflexión	y	concientización	que	sustenten	la	dinámica	y	la	
participación	campesina	en	estos	tianguis.	Es	por	eso	que	se	pueden	organizar	
con base solo en la buena disposición, la asistencia y los propios recursos 
del	 campesino.	En	otras	 palabras,	 los	 talleres	 y	 encuentros	 funcionan	
como	espacios	adecuados	para	el	coaprendizaje,	la	concientización	social	y	
el	reforzamiento	de	capacidades,	y	esto	a	su	vez	se	presta	a	la	construcción	
de	espacios	de	comercialización.
Los tianguis campesinos
En	diciembre	de	2008	se	empezaron	a	vender	productos	orgánicos	un	día	por	
mes	en	el	jardín	de	El	Grullo,	Jalisco.	Desde	ese	entonces,	se	han	generado	
procesos	y	experiencias	novedosas	para	el	enriquecimiento	de	un	tianguis	
campesino	no	solo	en	ese	jardín	sino	también	dentro	de	las	Instalaciones	del	
Centro	Universitario	de	la	Costa	Sur,	con	sede	en	Autlán,	en	exposiciones	de	
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uno	o	dos	días,	relacionadas	en	cierta	medida	con	actividades	académicas	
de	la	Universidad	de	Guadalajara.	De	esta	manera,	el	tianguis	campesino	se	
ha	convertido	en	una	estrategia	exitosa	de	comercio	para	los	productores	
del	campo	de	la	Costa	Sur	de	Jalisco.
Estos	espacios	se	consolidaron	por	los	mismos	campesinos,	por	la	calidad	
de	sus	productos,	y	con	el	apoyo	logístico	de	la	Universidad	de	Guadalajara.	
La	oferta	de	productos	es	muy	diversa,	incluye:	los	licores	de	Zarzamora	
del	señor	Rodrigo;	los	ponches	del	señor	Pablo;	el	pan	y	el	café	de	mo-
jote	de	la	señora	Berenice;	los	aretes	de	las	niñas	de	Zenzontla;	el	humus	
de	lombriz	del	ingeniero	Otero;	las	panelas	y	los	bolis	del	señor	Pedro;	los	
limones	y	las	galletas	de	la	señora	Socorro;	las	tortillas	de	chaya	y	el	nopal	
de	las	mujeres	de	la	Ciénega;	las	cactáceas	de	Margarita;	los	chiles	en	vinagre	
y	los	conservas	de	un	grupo	de	mujeres	de	El	Grullo;	el	café	orgánico	de	
mojote,	la	jamaica,	los	platanitos	fritos,	los	frutos,	los	aretes	y	las	playeras	
bordadas	de	las	mujeres	indígenas	de	Cuzalapa,	y	muchas	otras	cosas	(Ge-
rritsen y Morales Hernández, 2007).
Como	ya	se	mencionó,	el	tianguis	no	solo	funciona	como	un	espacio	
de	intercambio	y	comercialización	de	productos;	también	es	un	lugar	de	
divulgación	de	valores	alternativos	orientados	a	un	estilo	de	vida	diferente	
tanto	para	los	vendedores	como	para	los	consumidores.	Dentro	del	tianguis	
de	productos	orgánicos,	se	promueve	el	consumo	responsable	y	el	comercio	
justo.	Ser	consumidor	responsable	implica	ser	consciente	del	valor	de	un	
bien	producido	de	manera	social	y	ecológicamente	sustentable;	es	un	inter-
cambio	en	donde	ambas	partes	tienen	aspiraciones	a	mantener	relaciones	
comerciales	duraderas.
Los	productores	participantes	en	el	tianguis	—un	mercado	comunitario,	
solidario	y	justo—	intercambian	a	través	del	trueque.	De	esta	manera,	se	
demuestra	que	no	solo	con	el	dinero	se	puede	intercambiar	para	adquirir	
un	bien	determinado.	En	el	tianguis	campesino	se	habla	de	productos	de	
valor;	un	valor	que	puede	ser	fraccionado	en	diversos	objetos	para	realizar	
el	 intercambio.	Por	ejemplo,	se	puede	obsequiar	el	50%	del	valor	de	un	
producto	en	el	 trueque,	para	que	 la	otra	persona	pueda	 intercambiar	su	
bien	(que	vale	la	mitad)	y	pagar	el	otro	50%	en	recursos	monetarios.	De	
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esta	manera	se	reconoce	que	el	dinero	sigue	siendo	el	medio	dominante	de	
intercambio	y	es	con	frecuencia	necesario	para	la	adquisición	de	materia	
prima	(Lopezllera,	2010).	De	este	modo	se	establecen	vínculos	de	confianza	
y	ayuda	mutua	que	de	alguna	forma	sirve	para	contraatacar	la	crisis	econó-
mica	en	la	que	nos	vemos	envueltos	(Ibídem).
Por	su	parte,	en	lo	que	se	refiere	al	componente	de	la	participación	de	la	
sociedad	civil,	se	debe	señalar	que	es	el	área	en	donde	menos	se	ha	trabajado	
desde	los	espacios	universitarios,	aunque	ocupe	un	lugar	fundamental	en	
la	consolidación	del	comercio	justo.	Desde	luego,	con	mayor	participación	
de	la	sociedad	civil	se	puede	aumentar	la	demanda	de	los	productos,	lo	que	
estimula	el	crecimiento	de	la	oferta.	Otras	áreas	en	donde	se	debe	seguir	
trabajando son:
•	 La	diversificación	de	productos.	Es	necesario	aumentar	el	número	y	la	
disponibilidad	de	productos.	Cabe	señalar	que	las	condiciones	clima-
tológicas	y	la	misma	diversidad	ecológica	de	la	región	ayudan	en	este	
sentido.
•	 Mejorar	la	oferta	de	bienes	con	poco	valor	agregado,	es	decir,	procesar	
e	industrializar	los	productos	para	obtener	mejores	rendimientos.
•	 Evitar	la	exclusión	de	los	consumidores	más	pobres,	los	que	no	puedan	
pagar	los	incrementos	en	los	precios	de	los	productos.
•	 Mantener	y	fortalecer	los	talleres	campesinos,	ya	que	de	ellos	depende	
en	buena	medida	la	adquisición	de	nuevos	conocimientos,	herramientas	
y	fortalezas	que	permitan	tomar	mejores	decisiones	por	parte	de	los	
productores.
•	 Generar	alianzas	y	ampliar	las	redes	de	productores.
discusión y conclusiones
En	este	capítulo	se	describieron	algunas	experiencias	en	el	fortalecimiento	
de	 la	agricultura	sustentable	y	el	comercio	 justo	en	 la	región	Costa	Sur.	
Queda	claro	que	existe	un	potencial	enorme	para	seguir	avanzando	en	este	
quehacer.	Al	mismo	tiempo,	es	importante	tener	presente	que	estas	expe-
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riencias	han	sido	condicionadas	por	el	proceso	trasformador	dominante	en	
el	nivel	mundial,	o	sea,	la	globalización	(Gerritsen	y	Morales	Hernández,	
2007).	La	globalización	ha	alterado	los	sistemas	agropecuarios	en	la	Costa	
Sur	de	Jalisco	y	los	ha	reorientado	en	gran	medida	hacia	los	mercados	in-
ternacionales,	con	insumos	controlados	por	compañías	trasnacionales,	lo	
que	ha	resultado	en	una	pérdida	de	sustentabilidad	en	el	ámbito	regional.	
Por	otra	parte,	se	ha	observado	que	los	productores	que	participan	en	los	
talleres	y	encuentros	descritos	en	este	capítulo	buscan	mantener	y	fortalecer	
la	tradición	socioproductiva	regional,	al	abrazar	estrategias	que	se	basan	
en la agroecología.
El	fortalecimiento	de	la	producción	regional	se	gira	en	torno	a	la	mul-
tifuncionalidad de la agricultura, cuya conceptualización surge a partir del 
reconocimiento	de	 la	problemática	rural	y	 los	debates	sobre	 las	posibles	
alternativas	(Rodríguez,	2001;	Morales	Hernández,	2004).	El	tema	de	la	
multifuncionalidad	como	uno	de	 los	nuevos	caminos	hacia	el	desarrollo	
rural sustentable se originó en los países europeos (Atance Muñiz, Bardají 
Azcarate y Tió Saralegui, 2001),	pero	ahora	tiene	mucha	relevancia	para	los	
países	de	América	Latina	(Bonnal	et al, 2003; Gerritsen, Leclert y González, 
2007,	Gerritsen	y	Morales	Hernández,	2007).	Trata	de	la	gama	completa	
de	funciones	económicas,	ecológicas,	productivas	y	sociales	de	la	agricultura	
y	engloba	los	múltiples	productos	y	servicios	que	se	pueden	generar	en	las	
zonas rurales (Bonnal et al, 2003; Gerritsen, Leclert y González, 2007, 
Gerritsen y Morales Hernández, 2007; Rodríguez, 2001). Estos funciones 
y	productos	varían	de	acuerdo	con	el	modo	en	que	se	emplea	el	suelo	y	
según	las	particularidades	de	los	distintos	sistemas	de	cultivo	y	explotación	
ganadera	(Reig,	2001).	En	este	tenor,	Peter	R.W.	Gerritsen	y	Jaime	Mora-
les	Hernández	(2007)	han	observado	que	los	productores	regionales	de	la	
Costa	Sur	de	Jalisco	se	caracterizan	por	un	alto	nivel	de	multifuncionalidad.
Sobre	la	misma	línea,	Pedro	Figueroa	Bautista	y	colaboradores	(2004)	
observan	que	la	eliminación	del	uso	de	fertilizantes,	herbicidas	y	pesticidas	
ha	permitido	reducir	los	costos	de	producción	en	los	sistemas	agropecua-
rios	multifuncionales	de	la	Costa	Sur.	Con	base	en	policultivos	y	materiales	
generados	en	la	propia	parcela,	estos	sistemas	han	logrado	altos	niveles	de	
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productividad,	además	de	mejorar	la	calidad	de	los	suelos.	Por	otra	parte,	
permiten	recuperar	una	forma	de	producción	propia	y	libre,	ligada	a	las	
prácticas y saberes tradicionales ancestrales. 
Asimismo,	los	talleres	y	encuentros	se	han	consolidado	como	espacios	
sociales	de	representación	campesina	en	donde	se	revaloriza	el	concepto	de	
lo	local.	Han	sido	construidos	por	y	para	los	campesinos,	con	el	objetivo	
de	 compartir	 sus	experiencias	y	aprendizajes.	Son	espacios	accesibles	en	
los	que	los	campesinos	de	la	Costa	Sur	toman	libremente	la	palabra	para	el	
análisis	de	sus	particulares	situaciones	de	vida,	lo	que	facilita	la	identificación	
de estrategias adecuadas para la gestión de su propio desarrollo. Podrían ser 
replicados	con	facilidad	en	diversas	regiones	rurales	del	país.
Para	 concluir,	 se	 señala	 que	 el	 impulso	 de	 programas	 de	 desarrollo	
endógeno,	basados	en	los	fundamentos	de	la	agroecología	y	la	educación	
popular,	contribuye	a	lograr	mayores	niveles	de	soberanía	alimentaria	en	
el	ámbito	local,	mayor	autonomía	en	la	toma	de	decisiones	sobre	estrate-
gias	productivas	y	de	comercialización,	y	un	manejo	más	sustentable	de	los	
recursos naturales.
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En	general,	en	las	universidades	se	sigue	formando	o	educando	bajo	el	prin-
cipio	o	canon	de	que	lo	importante,	cuando	se	habla	de	procesos	sociopolí-
ticos, es lo que hace el estado y sus instituciones. Por lo tanto, la historia y 
las	herramientas	teóricas	y	metodológicas	que	se	enseñan	son	justo	aquellas	
que	permiten	solo	ver,	fijarse	y	analizar	dichos	procesos	bajo	la	premisa	
de	que	lo	político	al	margen	de	ello,	si	existe,	porque	hasta	dicha	posibilidad	
se	pone	en	duda,	no	tiene	mayor	importancia	porque	no	se	desarrolla	en	los	
carriles	institucionales,	en	los	espacios	que	en	verdad	importan.	Es	decir,	
lo	que	se	enseña	es	una	epistemología	estadocéntrica	y	de	la	dominación.	
Por	otra	parte,	las	llamadas	teorías	de	los	movimientos	sociales	con	las	
que	muchos	de	los	investigadores	nos	formamos	y	seguimos	trabajando	en	
México,	al	estar	aún	colonizadas	por	el	pensamiento	europeo	y	norteame-
ricano	(Alain	Touraine,	Manuel	Castells,	Alberto	Melucci,	Antonio	Negri,	
Neil	Smelser,	Charles	Tilly	y	Sidney	G.	Tarrow,	por	ejemplo),	sin	desconocer	
la	 importancia	 que	 tuvieron,	 terminaron	 por	 imponer	 una	 desatención	
considerable	y	un	desconocimiento	del	pensamiento	social	y	filosófico	lati-
noamericano.
Con	el	paso	del	tiempo,	pero	sobre	todo	con	el	surgimiento	de	impor-
tantes	movimientos	sociales	que	han	dado	al	traste	con	aquellas	teorías	que	
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llegaron	a	poner	en	duda	la	existencia	de	movimientos	sociales	en	América	
Latina,	se	ha	empezado	a	reconocer	y	reivindicar	el	pensamiento	nativo,	
la	teoría	producida	por	los	intelectuales,	si	así	se	quiere	nombrarlos,	de	los	
propios	movimientos	en	esta	región,	en	donde	los	sujetos	sociales	han	sabido	
cultivar	una	cultura	sociopolítica,	sociohistórica,	que	les	ha	permitido	resistir	
al	dominio	de	los	colonizadores	y	las	prácticas	capitalistas	que	llegaron	con	
ellos	desde	la	conquista	y	que	se	mantienen	más	de	500	años	después,	no	
obstante	procesos	independentistas	y	revolucionarios.
Para	el	caso	mexicano,	definitivamente	un	hito	en	este	importante	cam-
bio	cultural	y	anticolonial	fue	la	insurgencia	y	rebelión	armada	del	Ejército	
Zapatista	de	Liberación	Nacional	 (ezln)	 del	 primer	día	de	1994	y	que	
años	más	 tarde,	en	2006,	 tuvo	una	 importante	retroalimentación	con	el	
movimiento	de	la	Asamblea	Popular	de	los	Pueblos	de	Oaxaca	(appo), solo 
por	aludir	a	los	movimientos	que	dada	su	magnitud	han	sido	conocidos	y	
reconocidos	en	prácticamente	todo	el	mundo,1 pero en realidad se podría 
hablar	de	una	gran	cantidad	de	movimientos,	protestas,	luchas,	resistencias,	
etc,	que	de	forma	creciente	y	con	diversas	tonalidades	políticas	se	expresan	
contra	el	capitalismo	en	prácticamente	 todo	el	 territorio	nacional.	Estos	
son	ejemplos	de	las	diversas	grietas	que	los	sujetos	sociales	en	lucha,	poco	
a	poco,	van	haciendo	a	la	estructura	compacta	del	capitalismo.
Dice	John	Holloway	que	“la	apertura	de	las	grietas	es	la	apertura	de	un	
mundo	que	se	nos	presenta	como	cerrado,	es	la	apertura	de	categorías	que	
en	la	superficie	niegan	el	poder	del	ser	humano	[...]	El	método	de	la	grieta	
es	el	método	de	la	crisis:	quisiéramos	comprender	la	pared	pero	no	a	partir	
de sus solidez, sino desde sus grietas” (2011: 9).
En	México,	la	mayoría	de	estos	movimientos	tiene	su	epicentro	en	las	
comunidades	indígenas,	pero	también,	conforme	los	sujetos	se	van	consti-
tuyendo,	han	empezado	a	dejarse	ver	y	expresarse	en	las	grandes	ciudades	
(lo	más	probable	es	que	siempre	hayan	estado	ahí,	pero	no	teníamos	ojos	
para	verlos	y	oídos	para	escucharlos).	Así,	resulta	que	saber	ver	y	escuchar	
1. Paradójicamente, muchos analistas mexicanos de los movimientos sociales no les otorgan mayor 
importancia justo porque se han negado a entrar en las lógicas estatales e institucionales.
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todo	eso	que	se	da	o	se	hace	al	margen	del	estado,	incluso	contra	él	y	más	
allá,	es	uno	de	los	mayores	retos	epistémicos	(Lenkersdorf,	2008).
Si	se	entiende	la	epistemología	como	la	disciplina	a	través	de	la	cual	se	
puede aprender y conocer de las realidades, entonces se debe aceptar que 
esta	especie	de	teoría	del	conocimiento	debe	estar,	si	pudiera,	en	constante	
trasformación,	tal	como	sucede	en	las	realidades	sociales.	No	se	puede	dar	
por	hecho	que	 todos	 entienden	que	 tales	 trasformaciones	 constantes	de	
la	realidad	son	realizadas	sobre	todo	por	la	acción	y	las	iniciativas	de	los	
sujetos sociales y no por el estado, sus políticas y sus instituciones. Por lo 
general,	este	se	opone	al	cambio	y,	en	el	mejor	de	los	casos,	se	adecua	a	él	
o	lo	mediatiza.
Cómo	conocer	de	otra	manera	quiénes,	cuándo,	cómo	y	para	qué	están	
procesando	las	trasformaciones	de	la	sociedad	está	siendo	una	preocupa-
ción	creciente	entre	algunos	científicos	sociales.	Lo	que	sigue	son,	como	se	
dice	en	el	título,	apenas	unas	notas	deshilvanadas	que	aspiran	a	despertar	
algunas	preguntas	respecto	de	la	posible	y	deseable	construcción	colectiva	
de	otra	epistemología;	de	otra	forma	de	producir	conocimiento,	una	forma	
diferente	de	mirar	a	los	sujetos	sociales	en	movimiento,	en	acción,	cons-
truyendo	autonomía	o	en	resistencia,	muchas	veces	confundida	con	apatía.
La noción movimiento social
Por	fortuna,	se	han	ido	superando	las	aludidas	definiciones	eurocéntricas	
y	 nortecéntricas	 que	por	 varias	 décadas	 impidieron	 analizar,	 observar	 y	
acercarse	mejor	 a	 la	 complejidad	de	 los	 sujetos	 sociales	 colectivos	 y	 sus	
prácticas	políticas	en	América	Latina.	Hoy,	por	ejemplo,	atendiendo	a	su	
composición	social	cuando	se	habla	de	movimientos	sociales,	de	manera	
genérica se dice los de abajo, y ahí se coloca a
[...]	ese	amplio	conglomerado	que	incluye	a	todos,	y	sobre	todo	a	todas,	
quienes	sufren	opresión,	humillación,	explotación,	violencia,	margina-
ciones	 [...	 y	que]	 tienen	un	proyecto	estratégico	que	no	 formulan	de	
modo	explícito,	o	por	 lo	menos	no	lo	hacen	en	 los	códigos	y	modos	
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practicados	por	la	sociedad	hegemónica.	Detectar	estos	proyectos	supone,	
combinar	una	mirada	de	larga	duración	con	un	énfasis	en	los	proceso	
subterráneos,	en	las	formas	de	resistencia	de	escasa	visibilidad	pero	que	
anticipan	el	mundo	nuevo	que	los	de	abajo	entretejen	en	la	penumbra	
de	su	cotidianeidad	(Zibechi,	2008:	6).
Observando	la	forma	como	los	de	abajo	se	han	estado	manifestando	en	Amé-
rica	Latina,	Raúl	Zibechi	dice	que	“eso	que	llamamos	movimientos	sociales	
parece	un	término	cada	vez	más	inadecuado	porque	no	alcanza	a	dar	cuenta	
de	lo	que	en	realidad	sucede”	(2008:	103).	Entonces,	de	manera	provisional,	
sugiere	hablar	de	“sociedades	en	movimiento”,	término	que,	aunque	vago,	
“no	remite	a	instituciones	sino	que	pone	en	primer	lugar	la	idea	de	que	algo	
se	mueve,	y	ese	algo	son	sociedad	otras,	diferentes	a	las	dominantes”	(2008:	
104).	En	el	caso	de	México	y	para	buena	parte	del	mundo,	 fuentes	de	
inspiración para tal enunciación por los desafíos políticos y conceptuales 
que	entrañan,	se	pueden	señalar	el	complejo	sociopolítico	que	ha	significado	
la	emergencia	del	ezln	(1994)	y,	después,	La	Otra	Campaña	(2006),	de	
orientación	zapatista;	la	llamada	Comuna	Oaxaqueña	de	2006,	protagoni-
zada	por	la	Asamblea	Popular	de	los	Pueblos	de	Oaxaca	(appo), e incluso 
las	grandes	y	masivas	protestas	protagonizadas	por	Andrés	Manuel	López	
Obrador,	primero	contra	su	desafuero	del	gobierno	del	Distrito	Federal,	
promovido	desde	la	presidencia	de	la	república,	y	luego	contra	el	fraude	
electoral	que	se	cometió	en	2006,	siendo	candidato	a	la	presidencia.	En	esta	
lista	incompleta	de	ejemplos	también	se	debe	incluir	el	reciente	movimiento	
que	devino	en	lo	que	ha	sido	conocido	como	el	Movimiento	por	la	Paz	con	
Dignidad,	protagonizado	por	el	poeta	Javier	Sicilia	y,	alrededor	de	él,	una	
pléyade	de	personajes	ligados	a	las	organizaciones	no	gubernamentales	(ong) 
y	al	clero	progresista,	que	después	de	años	colocaron	el	tema	de	los	derechos	
humanos	en	el	debate	político	nacional,	pero,	a	la	vez,	muchos	de	ellos	de-
cidieron	profesionalizar	y	pervertir	esta	actividad	política	para	acercarse	a	
las	redes	del	poder	utilizando	el	discurso	ciudadano	y	democrático	liberal.
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Los métodos de estudio y análisis
Los	pueblos,	sus	culturas	y	cosmovisiones	no	pueden	ser	comprendidos	desde	
metodologías	de	carácter	cientificista,	o	sea,	solo	a	través	de	estudios	cuantita-
tivos	y	estructurales	(positivistas,	pues).	No	se	trata	de	medir	las	diferencias	
sino	de	comprenderlas	a	través	de	su	despliegue	y	su	visibilización	(Zibechi,	
2008).	Entre	menos	se	utilice	el	lenguaje,	se	plantea	desde	la	perspectiva	
positivista,	menos	se	contamina	al	objeto de investigación.	“Los	datos	estadís-
ticos,	las	encuestas,	los	números,	reemplazaban	las	voces	de	los	sujetos	[...]	y	
se buscaban ‘regularidades estadísticas’, ‘correlaciones’, ‘predecir’ y ‘explicar’ 
desde	los	supuestos	de	la	lógica	formal”	(Giarracca,	2008:	121–122).	Aquí	
se	busca	reivindicar	los	métodos	cualitativos,	pero	siempre	y	cuando	a	tra-
vés	de	ellos	se	exprese	la	voz,	incluso	la	mirada,	el	sentir,	la	subjetividad	de	
los	sujetos	de	investigación.	Esto,	desde	luego,	pueden	hacerlo	los	propios	
sujetos	de	investigación	o	los	investigadores	que	se	asumen	como	sujetos,	
y	mucho	más	cuando	lo	hacen	haciendo	uso	de	un	pensamiento	crítico.
[El	pensamiento	crítico]	no	es	un	pensamiento	científico	en	el	sentido	
académico,	porque	no	lo	validan	otros	académicos	sino	la	gente	común.	
El	pensamiento	crítico	es	un	pensamiento	en	tránsito,	que	no	tiene	voca-
ción	de	fijarse	sino	de	estar	en	movimiento.	No	se	aferra	a	las	ideas	que	
formuló	en	un	determinado	momento,	está	dispuesto	a	modificarlas	
porque	no	quiere	tener	razón	para	ser	más	que	otros,	sino	con	todos.	
Es	un	pensamiento	a	cielo	abierto,	que	nace	y	crece	y	siente	cerca	de	
los	espacios	de	las	resistencias.	No	cabe	en	academias	(tradicionales	y	
lejanas	de	todo	compromiso	social)	ni	depende	de	presupuestos.	El	pensa-
miento	crítico	es	(sobre	todo)	un	pensamiento	ético	(Zibechi,	2011:	55).
Este	pensamiento	crítico,	como	es	fácil	concluir,	es	un	tipo	de	conocimiento	
que	no	se	enseña	en	las	universidades	mexicanas,	aunque	estas	se	reivin-
diquen	públicas,	críticas,	populares	y	formadoras	de	agentes para el cambio 
social.	Se	podría	afirmar	que	más	que	agentes	de	cambio	social,	lo	que	las	
universidades	públicas	producen	ahora	son	agentes	para	la	reproducción	
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del	sistema,	y	su	criticidad	se	limita	básicamente	a	señalar	las	deficiencias	
evidentes	de	la	democracia	liberal	y	los	efectos	que	estas	provocan	en	la	
gente. En México, la educación superior, por sus cuotas, se podría seguir 
definiendo	como	pública	y	gratuita.	Sin	embargo,	cada	vez	hay	más	evi-
dencia	de	que	avanza	el	proceso	privatizador	en	varias	de	sus	funciones,	
servicios	y,	sobre	todo,	en	los	contenidos	de	sus	programas	educativos,	que	se	
ven	reflejados,	más	allá	de	los	perfiles	de	los	egresados,	en	la	ética	con	la	
que	se	desarrollan	en	su	vida	cotidiana.
establecer una relación sujeto–sujeto
Todavía	es	común	que	en	las	clases	de	metodología	en	ciencias	sociales	y	
entre	muchos	investigadores	se	hable	de	objetos de investigación. Esto coloca 
a	los	investigadores	y	académicos	en	una	posición	de	superioridad,	casi	de	
autoridad,	explotando	la	posesión	de	conocimientos	acreditados	como	cien-
tíficos.	Las	ciencias	sociales	y,	por	lo	tanto,	los	científicos	sociales	trabajan	
y	se	refieren	siempre	a	la	gente,	a	las	personas,	en	conflicto	y	movimiento,	
en	su	vida	diaria	y	cotidiana.	Personas	que,	igual	que	los	investigadores	y	
académicos,	tienen	una	historia,	una	trayectoria,	una	subjetividad;	personas	
que	piensan,	razonan,	y	sienten;	personas	que	tienen	conocimientos	y	sa-
beres	que	les	han	permitido	resistir	y	sobrevivir	al	capitalismo,	pero	que	no	
se les reconoce su estatus de sujeto social. Escuchar y aprender de ellos sería 
una	buena	práctica	antes	que	seguir	sosteniendo	que	en	las	universidades	se	
concentran	los	conocimientos	verdaderos.	
Una	mejor	forma	de	relacionarse	con	los	sujetos	de	investigación	y,	por	
tanto,	una	oportunidad	para	lograr	mejores	conocimientos,	sería	considerar-
los	como	pares,	de	quienes	hay	mucho	que	aprender	antes	que	enseñarles. 
En	todo	caso,	habría	que	proponerse	interactuar,	intercambiar,	saberes	y	
conocimientos,	pero	de	plano	hay	que	abandonar	la	arrogancia	académica	
cuando	se	llega	a	afirmar	que	los	movimientos	para	ser	importantes	requieren	
de	la	“acreditación	científica”.2
2. Expresión utilizada por un académico de la Universidad de Guadalajara (del Centro Universitario 
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sujetos y territorios
Aún ahora hay quienes siguen creyendo a pie juntillas la tesis de Karl 
Marx	de	que	la	clase	obrera	es	el	“sujeto	de	la	historia”;	la	clase	social	
llamada	o	destinada	a	hacer	la	revolución	o	el	cambio	social.	Hace	apenas	
pocos años se concedió reconocer que los indígenas se constituyeron en 
sujetos	centrales	de	la	historia	y	del	presente–futuro	en	América	Latina.	Por	
supuesto, hay quienes siguen dudando o solo lo reconocen en el discurso. Los 
indios, los incultos, los incivilizados	han	ofrecido	varias	lecciones	magistrales	
para	ver	si	logramos	entender	que	son	ellos	y	no	nosotros,	los	mestizos,	los	
urbanistas,	los	occidentales	civilizados,	quienes	en	su	resistencia	histórica	
supieron	desarrollar	toda	una	estrategia	política	y	cultural	que	hizo	imposible	
que	el	capitalismo	los	pudiera	exterminar	durante	los	últimos	500	años.
En	dicha	estrategia	resultó	central	que	hicieron	todo	lo	posible	para	man-
tener sus territorios y sus bienes o recursos naturales. El despojo ha sido una 
vieja	y	sistemática	práctica	del	capital,	así	como	de	parte	de	los	indígenas	
su	defensa,	cuidado	y	recuperación.	No	es	solo	la	defensa	de	la	tierra,	que	
desde luego se ha hecho. Es la defensa del territorio que engloba la tierra, 
los	bienes	naturales	(bosques,	frutos,	agua,	minerales,	etc),	el	paisaje,	el	aire	
limpio	y	todos	los	seres	vivos	que	en	él	habitan;	por	tanto,	va	mucho	más	
allá	de	la	clásica	visión	antropocéntrica	occidental.
En	estas	lecciones	magistrales,	también	ha	quedado	demostrado	que	la	
cultura	indígena	no	remite	a	lo	tradicional	ni	la	historia	remota.	Quizá	los	
primeros	en	entender	los	procesos	modernizadores	y	globales	fueron	justo	
ellos.	Han	migrado	a	los	centros	culturales	occidentales;	han	tenido	que	
aprender sus lenguas (el castellano y el inglés, entre otras) y sus leyes. Lo han 
aprendido	tan	bien	que	supieron	resistir,	sobrevivir	y	hoy	están	logrando	
tomar	la	iniciativa	política	desde	su	propia	perspectiva.	
de Ciencias Económico Administrativas, cucea), durante una reunión de la Asamblea de Afectados 
Ambientales en la comunidad de Ex Hacienda de Lazo, municipio de Zapopan, Jalisco.
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Los conceptos y las palabras
A pesar de tanta teoría, de tanta palabrería, 
[...]	 los	 conceptos	 y	 las	 palabras	 que	 habitualmente	manejamos	 para	
describir	y	comprender	nuestras	realidades,	son	inadecuados	e	insufi-
cientes	para	interpretar,	y	acompañar	estas	sociedades	en	movimiento.	
Buena	parte	de	las	hipótesis	y	análisis	en	los	que	crecimos	y	nos	forma-
mos	[...]	se	han	convertido,	glosando	a	Braudel,	en	‘prisiones	de	larga	
duración’ [...] y nos condenan a reproducir lo ya sabido y fracasado” 
(Zibechi,	2008:	9).
Nos	“hacen	falta	expresiones	capaces	de	captar	lo	efímero,	los	flujos	invisi-
bles	para	la	mirada	vertical,	lineal,	de	nuestra	cultura	masculina/patriarcal,	
letrada, racional, (occidental y cristiana). Ese lenguaje aún no existe, debe-
mos	inventarlo	en	el	fragor	de	las	resistencias	y	las	creaciones	colectivas”	
(Zibechi,	2008:	9).
Las	categorías	clasistas,	la	confianza	ciega	en	las	fuerzas	del	progreso	y	
el desarrollo,3 la aplicación de conceptos acuñados para otras realidades, 
han distorsionado la lectura de esos espacios donde los sectores populares 
oscilan entre la rebelión, la dependencia del caudillo y la búsqueda de pre-
bendas del Estado. [Es por ello que] se insiste en considerar a las barriadas 
como	una	suerte	de	anomalía,	casi	siempre	un	problema	y	pocas	veces	
como	espacios	con	potencialidades	emancipatorias	(Zibechi,	2008:	21).
Por su parte, los partidos políticos, han considerado a la gente que habita 
en	estos	espacios	urbanos,	que	pueden	estar	más	o	menos	deteriorados,	tan	
solo	como	clientela	electoral,	ni	siquiera	como	ciudadanos,	menos	como	
sujetos	políticos	individuales	y	colectivos.
3. Esta confianza en el progreso y el desarrollo se puede encontrar incluso en varios textos de Marx, 
acérrimo enemigo del capital. De forma breve, pero contundente, una crítica a esta noción aún 
predominante se encuentra en Castoriadis (1994). 
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La noción de la política
Desde	una	perspectiva	democrática	liberal,	se	tiende	a	considerar	que	la	polí-
tica	comprende	solo	aquellas	formas	que	tienen	y	hacen	los	partidos	políticos,	
las	instituciones	del	sistema	y	que	preferentemente	tienen	que	ver	con	la	
disputa	del	poder.	Los	teóricos	del	poder	han	difundido	profusamente	este	
planteamiento	al	grado	de	hacerlo	hegemónico.	Por	ello	no	extraña	que	los	
partidos consideren que, en efecto, ellos son los sujetos centrales del hacer 
de	la	política.	Lo	que	resulta	cuestionable	es	que	académicos	identificados	
con	los	movimientos	sociales,	atiendan	o	acepten	esta	tesis,	que	significa,	a	la	
vez,	que	las	formas	de	hacer	de	los	movimientos	no	estructurados	no	tienen	
mayor	contenido	político	porque,	además,	no	tienen	un	programa	preciso	y	
carecen	de	una	estructura	y	una	dirección	jerárquica	(Zibechi,	2008).	Antes,	
con	Touraine,	se	llegó	a	negar	la	existencia	de	los	movimientos	sociales	en	
América	Latina.	Ahora	se	pretende	hacer	lo	mismo	con	su	politicidad,	con	
su	potencialidad	emancipatoria,	su	capacidad	de	producir	autonomía	y,	
con	ello,	de	alejarse	un	poco	del	estado	y	el	mercado	capitalista.	
En	este	tema,	una	pregunta	inquietante	es:	¿por	qué	seguir	esperando	a	
ver	que	los	de	abajo	hagan	como	los	de	arriba	para,	solo	entonces,	aceptar	
que	están	haciendo	política?	¿por	qué	seguir	interpretando	que	solo	se	hace	
política	cuando	se	está	en	la	lógica,	los	tiempos	y	los	espacios	del	poder?	¿por	
qué	no	entender	que	es	intensamente	político	lo	que	los	sujetos	colectivos	
e	individuales	hacen	día	a	día,	de	forma	cotidiana?
Objetividad, neutralidad y toma de posición
Se	debe	combatir	 la	 idea,	 también	dominante,	de	que	 los	 investigadores	
debemos	ser	objetivos y neutrales,	y	que	debemos	demostrar,	cuantificar	
y	medir	todo	lo	que	digamos.	Quienes	han	vendido	y	enseñado	esa	idea	
tampoco	la	cumplen,	porque	es	imposible,	pero	como	pensamiento	domi-
nante	obligan	a	intentar	tal	cosa	con	el	fin	de	evitar	el	involucramiento	con	
los procesos y prácticas insurgentes de los sujetos sociales. En esta línea, 
“el	investigador	tenía	que	asemejarse	lo	más	posible	a	un	hombre	(o	mujer)	
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de	las	ciencias	naturales	o	exactas	en	sus	laboratorios:	tomar	la	situación	
social	como	un	objeto	y	apartar	todo	rasgo	de	subjetividad:	ideas,	deseos,	
compromiso”	(Giarracca,	2008).
Saberes ancestrales versus conocimientos científicos
“La	‘academia’,	entendida	como	el	lugar	que	marca	reglas	formales	o	santifica	
acerca	de	la	‘cientificidad’	aparece	en	al	en	la	mitad	del	siglo	xx” (Giarracca, 
2008).	Y	a	partir	de	ahí,	desde	las	universidades	se	ha	dicho	e	impuesto	lo	
que	es	y	no	es	conocimiento	científico.	Desde	los	ámbitos	académicos	se	
“configuran	la	producción,	circulación	y	consumo	del	conocimiento	[disci-
plinar-científico...]	así	como	la	producción	de	ciertas	posiciones	de	sujeto	
y	subjetividades	[...]	enunciabilidad,	autoridad	y	autorización”	(Restrepo	y	
Escobar,	en	Leyva	Solano,	2010:	3).	Por	otro	lado,	de	los	anuncios	del	fin	
de	la	historia	y	del	predominio	del	pensamiento	único	se	ha	ido	transitando	
a	la	evidencia	de	sus	limitaciones	y	a	la	certeza,	en	este	campo,	de	que	ante	
las	formas	dominantes	de	hacer	academia	existen	y	resisten	formas	alternas	
que	producen	conocimiento	“al	margen	de	los	centros	de	poder.	No	se	trata	
de	una	simple	dicotomía	geográfica	entre	Norte	y	Sur	sino	de	verdaderos	
juegos	de	poder–saber	en	un	mundo	regido	por	la	competencia	y	el	libre	
mercado”	(Leyva	Solano,	2010:	3).
Esto	 ha	 tenido	 como	 resultado	 el	 desprecio	 y	 descalificación	 de	 los	
saberes	ancestrales	y	de	los	conocimientos	populares,	que	no	se	basan	en	
la	ciencia	occidental	y	su	epistemología.	En	las	universidades,	públicas	y	
privadas,	se	enseña	y	educa	bajo	la	premisa	de	que	los	universitarios	son	los	
poseedores	de	la	ciencia	y	del	conocimiento	verdadero	y	que,	de	manera	
eventual,	este	se	deberá	llevar	y	enseñar	a	quienes	también	carecen	de	ello,	
sobre	todo	a	quienes	se	les	ha	negado	el	derecho	de	recibir	gratuitamente	
una	educación	formal.	Sin	embargo,	esto	no	debe	llevar	a	los	académicos	a	
implicarse	políticamente	con	esas	personas	a	las	que	se	indica	que	se	debe	
llevar	el	conocimiento.	Ahora	bien,	en	caso	de	así	hacerlo,	dicha	implicación	
se	deberá	hacer	de	tal	forma	que	estos,	los	académicos,	terminen	converti-
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dos	en	dirigentes	sociales,	sin	asumirse	como	sujetos	sociales,	igual	que	con	
quienes	se	vincula	o	investiga.
A estas alturas ha quedado bastante claro que el conocimiento cientí-
fico,	además	de	ser	colonizante,	adolece	de	grandes	limitaciones	y	no	es	
suficiente	para	comprender	la	complejidad	social.	En	la	vía	de	construir	
una	suerte	de	nueva	epistemología	o	forma	de	producir	conocimiento,	lo	
que se propone es bajarle	a	la	arrogancia	científica	universitaria	o	cualquier	
otro	que	promueva	la	imagen	de	los	expertos, y apostar por una especie de 
convergencia	o	interacción	paritaria	entre	estos	dos	tipos	de	conocimientos.	
Por	supuesto,	los	académicos	pueden	compartir	y	enseñar	algo	a	sus	sujetos	
de	investigación,	pero	antes	deben	plantearse	aprender	de	ellos	y,	como	ya	se	
dijo,	escucharlos.	En	las	universidades	se	debería	enseñar	a	callar,	a	observar	
y a escuchar.4	Así	se	tendrán	posibilidades	de	conocer	de	mejor	manera	a	los	
sujetos	de	investigación	y	establecer	una	mejor	relación	con	ellos.	Es	decir,	
una	relación	horizontal,	no	utilitaria,	no	de	dominio	sino	complementaria.	
No	una	relación	donde	se	llega	y	se	extrae	 información	y	conocimiento,	
y	luego	al	margen	de	ellos	se	interpreta	y	se	llega	a	conclusiones	sobre	los	
mismos,	bajo	el	supuesto	de	que	esta	es	una	tarea	(la	reflexión	y	el	análisis)	
que	solo	pueden	hacer	quienes	tienen	formación	universitaria.
Investigación militante, investigación acción y participativa, 
investigación comprometida, investigación colaborativa,
investigación activista, etcétera
Ya	existen	muchas	formas	de	nombrar	aquellas	prácticas	investigativas	que	
con	diferencias	y	matices	en	sus	metodologías	niegan	 la	objetividad y la 
neutralidad	de	los	procesos	epistemológicos.	Los	investigadores	también	se	
pueden	convertir	en	sujetos	sociales,	pero	aun	sin	serlo	tienen	intereses	y	
motivos	que	los	llevan	a	hacer	investigación.	Pierre	Bourdieu	decía	que	“no	se	
sentía	cómodo	en	el	mundo	de	los	intelectuales	que	tienen	tantas	respuestas	
y	tan	pocas	preguntas.	Por	ello,	en	la	última	parte	de	su	vida	intentó	superar	
4. Se puede sugerir la lectura del libro de Carlos Lenkersdorf (2008).  
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la	dicotomía	entre	el	‘compromiso’	y	el	‘trabajo	científico’”.	Como	quiera	
que	se	le	quiera	llamar,	de	lo	que	se	trata	es	de	evitar	hacer	apología	de	los	
movimientos.	Juntos,	el	sujeto	investigador	y	el	investigado,	deben	hacer	
la	reflexión	crítica	tanto	sobre	las	problemáticas	que	se	viven	socialmente	
como	respecto	como	de	los	procesos	sociopolíticos	y	organizativos	a	través	
de	los	cuales,	por	un	lado,	demandan	al	gobierno	atención	y	solución	a	sus	
necesidades	y,	por	otro,	al	margen	del	estado,	ellos	mismos	echan	a	andar	
proyectos	autónomos	para	hacerse	cargo	de	sí	mismos	y	sus	problemas.
De no establecerse esta relación horizontal entre sujetos, los aportes o 
productos	de	la	investigación	no	serán	de	utilidad	para	el	movimiento,	pero	
sí	para	los	académicos.	En	este	sentido,	por	ejemplo,	los	zapatistas	han	dicho	
“nosotros	preferimos	escuchar	y	discutir	con	quienes	realizan	y	reflexionan	
teóricamente	en	y	con	los	movimientos	y	organizaciones,	y	no	fuera	de	ellos	
o,	lo	que	es	peor,	a	costa	de	los	movimientos”	(Subcomandante	insurgente	
Marcos, 2003).
estudios estadocéntricos versus estudios sociocéntricos
Una	de	las	tesis	centrales	del	pensamiento	académico–científico	occidental,	
liberal	y	colonial	—que	define	sus	postulados	epistemológicos—	es	que	toda	
la	sociedad	se	mueve	alrededor	del	estado	y	sus	instituciones.	Habiéndose	
instituido el estado, sus gobiernos, sus instituciones, sus leyes (constituciones) 
y	sus	procesos,	se	canoniza,	nadie	se	escapa	de	ellos	y	todos	estamos	obligados	
a	hacer	política	a	través	de	sus	formas	e	instrumentos,	para	así	reproducir	su	
dominio.	No	obstante,	como	el	dominio	total	nunca	ha	sido	logrado,	quien	
actúe	al	margen	es	criminalizado	o,	por	lo	menos,	descalificado	y	aislado.5 
Bajo	este	planteamiento,	los	márgenes	y	formas	de	intervención	de	la	so-
ciedad	organizada	y	en	movimiento	son	fijados	y	normados	por	el	estado,	
5. James C. Scott se ha dedicado en su obra general a mostrar múltiples ejemplos de pueblos de di-
versas partes del mundo que han sabido resistir y mantenerse al margen del estado, o que se fugan, 
se escapan, se invisibilizan cuando ven que el estado se acerca y los acecha. Respecto de la obra de 
Scott, véase Gómez Carpinteiro (2011).
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y	esta	queda	reducida	a	una	posición	marginal	y	sujetada.	De	esta	manera,	
cuando	se	quieren	investigar	las	prácticas	políticas	sociales,	por	lo	general	
se	hace	a	través	de	los	procesos	instituidos:	procesos	electorales,	movili-
zaciones	y	protestas	corporativas,	acciones	de	los	representantes	populares 
en	los	poderes	legislativos,	negociaciones	entre	los	representantes	sociales	y	
los	poderes	instituidos.	Esta	forma	de	ver	desde	arriba	los	procesos	socio-
políticos	coloca	a	la	sociedad	y	a	sus	movimientos	en	posición	subordinada,	
y niega su posibilidad o potencialidad para constituirse en sujeto social.
Lo	que	se	propone	aquí,	coincidiendo	con	muchos	otros	que	ya	lo	dijeron	
antes,	es	que	se	invierta	la	mirada.	Que	no	sigamos	viendo	solo	desde	arriba	
y	a	través	de	los	procesos	instituidos,	que	tienen	por	objetivo	la	reproduc-
ción	del	sistema	y	 la	forma	estado.	Que	reconozcamos	la	centralidad	de	
los	sujetos	sociales	en	movimiento,	sus	prácticas,	formas	de	hacer	política	
y	su	capacidad	de	poner	en	crisis	al	sistema;	que	nos	acerquemos	a	la	com-
plejidad	social	desde	la	vida	cotidiana,	desde	sus	pequeñas	acciones,	desde	
sus	procesos	de	resistencia	y	no	a	partir	de	las	acciones	convocadas	por	el	
poder.	Como	dice	James	C.	Scott	(1990),	que	tras	bambalinas	busquemos	y	
encontremos	el	discurso oculto,	“que	consiste	en	lo	que	(aún)	no	se	le	puede	
decir	directamente	al	poder”,	pero	que	se	le	dirá	en	su	momento.	Que	los	
investigadores	vayamos,	como	también	sugiere	Zibechi,	a	lo	más	abajo	de	la	
sociedad,	para	descubrir	esos	atisbos	sociales	autonómicos	y	comunitarios	
que	están	permitiendo	a	mucha	gente	vivir	al	margen	del	estado	y	del	mer-
cado	capitalista.	Es	decir,	que	podamos	ver	que	dentro	de	este	sistema	hay	
muchos	que	ya	están	insertos	en	procesos	políticos	que	tienen	por	objetivo	
la construcción de relaciones sociales no	capitalistas	que	les	permitan	poder	
resistir	y	sobrevivir	al	sistema	en	los	años	que	le	resten.
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